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PRESENTACIÓN
En el año de 1936, se expidió la Ley de Justicia Fiscal 
que creó al Tribunal Fiscal de la Federación, dentro de 
la que se previó la existencia del Periódico de Justicia 
Fiscal de la Federación, precursor de la actual Revista, 
publicándose su primer número en enero de 1937, en 
donde se expresó:

“Esta publicación está destinada a procurar a los par-
ticulares y a las autoridades fiscales correspondientes, 
el conocimiento de las determinaciones del Tribunal, 
que constituyen su jurisprudencia, para que puedan así 
aprovecharla en los términos que resulten de la Ley de 
Justicia Fiscal”. 

Propósito alentado por el legislador primigenio de este 
Tribunal y que continúa vigente en la actual Revista del 
TFJA, que desde entonces viene apareciendo con oportu-
na continuidad. 

A continuación, presentamos algunos de los conceptos 
que habitualmente se encontrarán en esta publicación.

JURISPRUDENCIAS
Las tesis que con ese carácter se aprueben por el Ple-
no Jurisdiccional de la Sala Superior, por reiteración de 
tres precedentes en el mismo sentido, sin que exista 
alguno en contrario, o bien, por contradicción de tesis; 
así mismo, las tesis que con ese carácter se aprueben 
por las Secciones de la Sala Superior, por reiteración de 
cinco precedentes en el mismo sentido, sin que exista 
alguno en contrario.
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PRECEDENTES
Las tesis que con ese carácter se aprueben por el Pleno 
Jurisdiccional de la Sala Superior, derivadas de resolu-
ciones aprobadas, cuando menos, por mayoría de siete 
votos a favor; así como las tesis que con ese carácter 
se aprueben por las Secciones de la Sala Superior, de-
rivadas de resoluciones aprobadas, cuando menos, por 
mayoría de cuatro votos a favor.

TESIS AISLADAS DE SALA SUPERIOR
Las tesis que con ese carácter se aprueben por el Ple-
no Jurisdiccional o las Secciones de la Sala Superior, 
derivadas de resoluciones aprobadas por una votación 
menor a la necesaria para ser consideradas como pre-
cedentes.

CRITERIOS AISLADOS DE SALA SUPERIOR
Las tesis aprobadas por las Salas Regionales, Especia-
lizadas y Auxiliares del Tribunal.



Primera Parte
Jurisprudencias de Sala Superior
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PLENO

JURISPRUDENCIA NÚM. IX-J-SS-160

LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. 
EL PLAZO DE TREINTA DÍAS CON EL QUE CUENTA 
UN AGENTE DE LA EXTINTA POLICÍA FEDERAL PARA 
COMBATIR LA BAJA O DESTITUCIÓN SE COMPUTA A 
PARTIR DE QUE SE RESIENTEN LOS EFECTOS, CON 
INDEPENDENCIA DE LA NOTIFICACIÓN.- Cuando un 
agente de la extinta Policía Federal, acude al juicio con-
tencioso administrativo federal, a demandar la nulidad de 
esa determinación, aduciendo que no le fue notificada la 
resolución correspondiente, pero de sus argumentos se 
advierte que han transcurrido los treinta días establecidos 
en el artículo 13, fracción I, inciso a) de la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo, a partir de que 
resintió los efectos de la destitución o la baja se actualiza 
la causa de improcedencia por consentimiento, estableci-
da en el artículo 8, fracción IV, de la Ley Federal de Proce-
dimiento Contencioso Administrativo, ello en virtud de que 
no resulta trascendente la fecha de la resolución de destitu-
ción o baja, ni su notificación y menos aún si se satisficieron 
las formalidades correspondientes en uno y otro casos, en 
tanto que la actualización de la causa de improcedencia 
aludida no está sujeta única y exclusivamente al hecho de 
que se lleve a cabo el cómputo del plazo de treinta días 
hábiles para la presentación de la demanda a partir de una 
fecha cierta, sino que puede surgir además de la conformi-
dad manifiesta derivada del resentimiento de los efectos y 
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consecuencias de la ejecución de la resolución de destitu-
ción o baja, como lo son el dejar de percibir emolumentos 
y prestar servicios en la extinta Policía Federal.

Contradicción de Sentencias Núm. 18316/24-17-04-7/YO-
TRO/766/25-PL-04-01.- Resuelta por el Pleno Jurisdiccio-
nal de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, en sesión de 11 de febrero de 2026, por 
unanimidad de 10 votos a favor.- Magistrado Ponente: 
Carlos Chaurand Arzate.- Secretario: Lic. Jesús Rangel 
Aguilar.

(Tesis de jurisprudencia aprobada por acuerdo G/04/26)

C O N S I D E R A N D O :

[…]

CUARTO.- ANÁLISIS DE LAS SENTENCIAS MATE-
RIA DE CONTRADICCIÓN. La contradicción de criterios 
que nos ocupa se presenta entre las sentencias siguientes:

A) La sentencia definitiva de 14 de marzo de 2025, don-
de los Magistrados Integrantes de la entonces Quinta Sala 
Regional Metropolitana, al resolver el juicio de nulidad 
300/24-17-05-8 determinaron en la parte que nos interesa 
lo siguiente:

SENTENCIA DICTADA EN EL JUICIO 300/24-17-05-8 
DE 14 DE MARZO DE 2025.

[N.E. Se omiten imágenes]
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Así, por cuanto hace a la sentencia en cita, se advier-
te que la entonces Quinta Sala Regional Metropolitana de 
este Tribunal, resolvió la cuestión litigiosa bajo las siguien-
tes consideraciones:

— Que el acto impugnado consistió en la nulidad de la 
conclusión del servicio de veintiuno de noviembre de dos 
mil veintitrés, la cual manifestó desconocer en términos del 
artículo 16, fracción II de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo y que atribuye su emisión al 
Titular de la Coordinación de Servicios Generales de la 
extinta Policía Federal y al Titular de la Dirección General 
de Recursos Humanos de la extinta Policía Federal.

— Que resultaba infundada la causal de improcedencia 
y sobreseimiento establecida en el artículo 8, fracción IV 
de la citada Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo, ello en atención a que de la lectura practi-
cada al escrito de demanda, se advirtió que la parte actora 
realizó diversas manifestaciones que pudieran revelar que 
tenía conocimiento de su separación desde el veintiuno 
de noviembre de dos mil veintitrés y que derivado de ello, 
consintió tácitamente el acto impugnado en el juicio, sin 
embargo el artículo 13 de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo, de manera expresa estable-
ce que el cómputo para la presentación de la demanda 
deberá hacerse a partir del día siguiente a aquel en que 
surta efectos la respectiva notificación que se haga de la 
resolución impugnada, de ahí que no podía tomarse como 
base para realizar el cómputo para la presentación de la 
demanda la fecha en que el actor manifestó “conocer el 
acto o resolución”, porque el que se haya ostentado cono-
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cedor de la resolución impugnada no era equiparable a la 
notificación que contempla el referido artículo.

— Que la ley que rige el juicio contencioso administra-
tivo prevé que el cómputo del plazo para presentar la de-
manda puede surgir a partir de diferentes momentos; sin 
embargo, el simple conocimiento del acto no podía susti-
tuir la formalidad de la notificación, por lo que si no existía 
una notificación, el plazo para la promoción del juicio con-
tencioso no podía computarse a partir de ese hecho.

— Que el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación determinó que el plazo para promover la demanda 
de amparo será de quince días y se contará desde el día 
siguiente al en que haya surtido efectos, conforme a la ley 
del acto, la notificación al quejoso de la resolución o acuer-
do que reclame; al en que haya tenido conocimiento de 
ellos o de su ejecución; o al en que se haya ostentado sa-
bedor de los referidos actos, bastando en este último caso 
que así lo exponga en la demanda para que, si no existe 
prueba en contrario, la fecha de su propio reconocimiento 
constituya el punto de partida para determinar la oportuni-
dad de su escrito; siempre y cuando exista en autos prue-
ba fehaciente de que el quejoso tuvo conocimiento directo, 
exacto y completo del acto reclamado con anterioridad a la 
fecha en que la responsable se lo notificó.

— Que no obstante en el caso la parte actora realizó 
manifestaciones que pudieran presumir que tenía conoci-
miento del acto impugnado en determinada fecha, dicha 
situación no resultaba equiparable al acto formal de la no-
tificación y, por ende, no podía considerarse que consintió 
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el acto, pues no existía base cierta que permitiera reali-
zar los cómputos correspondientes, y así concluir que el 
demandante no promovió el juicio ante el Tribunal en los 
plazos que señala la Ley Federal de Procedimiento Con-
tencioso Administrativo.

Por su parte la entonces Cuarta Sala Regional Metro-
politana, el resolver en definitiva el juicio 18316/24-17-04-
7 mediante sentencia definitiva de 31 de enero de 2025 
resolvió lo siguiente:

[N.E. Se omiten imágenes]

Así de la sentencia transcrita, observamos que la Sala 
de referencia resolvió lo siguiente:

— Que el acto impugnado en el juicio consistía en la 
baja de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudada-
na, atribuida al Dependiente de la Unidad de Administra-
ción y Finanzas de la Unidad General de Asuntos Jurídicos 
y Transparencia de la Secretaría de Seguridad y Protec-
ción Ciudadana, manifestando desconocer la resolución 
impugnada y su constancia de notificación.

— Que resultaba procedente y fundada la causal de im-
procedencia y sobreseimiento contemplada en el artículo 
8, fracción IV de la Ley Federal de Procedimiento Con-
tencioso Administrativo en razón de que la parte actora sí 
resintió los efectos propios de no prestar los servicios en 
la extinta Policía Federal a partir del año 2021, puesto que 
fue desde ese momento cuando ya no recibió contrapres-
taciones propias como son salarios y demás prestaciones.
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— Que por tanto, a partir de ese momento comenzó a 
transcurrir el plazo de treinta días para la interposición de 
la demanda previsto en el artículo 13, fracción I, inciso a) 
de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Adminis-
trativo, por lo que, si la demanda que dio origen al juicio 
ingresó el 12 de agosto de 2024, era claro que ello ocurrió 
cuando había transcurrido en exceso el término de treinta 
días hábiles previsto en el citado artículo, para promover 
el juicio de nulidad, por tanto consideró que el demandante 
había consentido tácitamente los efectos de la separación 
actualizándose así lo dispuesto en el artículo 8 fracción IV 
de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Adminis-
trativo.

— Que no resultaba óbice a lo anterior, que la parte acto-
ra hubiese manifestado desconocer una resolución median-
te la cual se haya ordenado su separación, baja y/o cese de 
la corporación policiaca; empero, ello de ninguna manera 
desvirtúa el hecho de que desde 2021, resintió los efectos 
de la resolución controvertida, pues incluso lo reconoce ex-
presamente en el capítulo de hechos de su demanda. Au-
nado a que el actor fue omiso en indicar la fecha en que 
dejó de percibir la contraprestación económica derivada del 
servicio del que causó baja, e incluso omitió controvertir o 
hacer alguna referencia con respecto a la fecha referida por 
la autoridad, pese a haberse dado la oportunidad de ello, 
a través del plazo para ampliar su demanda, ya que fue a 
partir de la fecha en la que dejó de percibir la contrapresta-
ción, que la parte actora pudo acudir a controvertir la baja 
del servicio.

— Que aplicaba, por identidad de razón y analogía la 
jurisprudencia PR.A.CN. J/35 A (11a.) sustentada por el 
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Pleno Regional en Materia Administrativa de la Región 
Centro-Norte, con residencia en la Ciudad de México, de 
rubro siguiente: “JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRA-
TIVO, SI DESPUÉS DE TRANSCURRIDO UN AÑO O 
MÁS DE RESENTIR LOS EFECTOS DE UNA EVENTUAL 
DESTITUCIÓN O BAJA, UN MIEMBRO DE UNA COR-
PORACIÓN POLICIAL DEMANDA LA NULIDAD DE ESA 
RESOLUCIÓN, ADUCIENDO QUE NO LE FUE NOTIFI-
CADA, SE ACTUALIZA LA CAUSA DE IMPROCEDENCIA 
POR CONSENTIMIENTO TÁCITO ESTABLECIDA EN EL 
ARTÍCULO 92, FRACCIÓN IV, DE LA LEY DE JUSTICIA 
ADMINISTRATIVA DE LA CIUDAD DE MÉXICO."

Analizados los fallos motivo de la presente contradic-
ción de sentencias, este Pleno Jurisdiccional advierte 
que estamos en presencia de DOS CRITERIOS DIVER-
GENTES.

Ello, pues la entonces Quinta Sala Regional Metropoli-
tana, resolvió la cuestión litigiosa determinando improce-
dente e infundada la causal de improcedencia establecida 
en el artículo 8 fracción IV de la Ley Federal de Proce-
dimiento Contencioso Administrativo, al determinar que si 
bien la parte actora realizó manifestaciones que pudieran 
presumir que tenía conocimiento de la resolución impug-
nada en determinada fecha, dicha situación no resultaba 
equiparable al acto formal de la notificación y, por ende, no 
podía considerarse que consintió el acto, pues no existía 
base cierta que permitiera realizar los cómputos corres-
pondientes, y así concluir que el demandante no promovió 
el juicio ante el Tribunal en los plazos que señala la Ley 
Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo.
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Mientras que, la entonces Cuarta Sala Regional Me-
tropolitana, asumió el criterio en el sentido de sobreseer 
el juicio de nulidad al resultar fundada y procedente la cau-
sal establecida en el artículo 8 fracción IV de la Ley Fede-
ral de Procedimiento Contencioso Administrativo, ya que la 
parte actora resintió los efectos propios de no prestar los 
servicios en la extinta Policía Federal a partir del año 2021, 
puesto que fue desde ese momento cuando ya no recibió 
contraprestaciones propias como son salarios y demás 
prestaciones, por lo que de dicha fecha al 12 de agosto de 
2024 en que se presentó el juicio de nulidad, había trans-
currido en demasía el plazo establecido en el artículo 13, 
fracción I, inciso a) de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo.

En este contexto, se advierte que el punto de contra-
dicción versa en resolver si se actualiza o no el consenti-
miento tácito al resentir los efectos de la ejecución de una 
separación, destitución y/o baja del servicio de la entonces 
institución denominada Policía Federal, para el efecto de 
acudir al juicio contencioso administrativo a demandar la 
nulidad de la baja o separación, aduciendo que no le fue 
notificada la resolución correspondiente.

QUINTO. RESOLUCIÓN Y DETERMINACIÓN DEL 
CRITERIO QUE DEBE PREVALECER.- En atención a 
que el punto de contradicción versa en determinar si el 
consentimiento tácito se actualiza al resentir los efectos 
de la ejecución de una separación, destitución y/o baja del 
servicio, para efectos de poder sobreseer el juicio de nu-
lidad; este Pleno Jurisdiccional, estima necesario pronun-
ciarse como punto de partida lo establecido en el artículo 
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13 fracción I inciso a) de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo que establece lo siguiente:

“Artículo 13. El demandante podrá presentar su de-
manda, mediante Juicio en la vía tradicional, por escrito 
ante la sala regional competente o, en línea, a través 
del Sistema de Justicia en Línea, para este último caso, 
el demandante deberá manifestar su opción al momen-
to de presentar la demanda. Una vez que el demandan-
te haya elegido su opción no podrá variarla. Cuando la 
autoridad tenga este carácter la demanda se presentará 
en todos los casos en línea a través del Sistema de Jus-
ticia en Línea.

[…]

La demanda deberá presentarse dentro de los plazos 
que a continuación se indican:

I. De treinta días siguientes a aquél en el que se dé al-
guno de los supuestos siguientes:

a) Que haya surtido efectos la notificación de la re-
solución impugnada, lo que se determinará conforme 
a la ley aplicable a ésta, inclusive cuando se controvier-
ta simultáneamente como primer acto de aplicación una 
regla administrativa de carácter general.

[…]”

Asimismo, es oportuno remitirnos al contenido del ar-
tículo 16, fracción II, de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo, que dispone:
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Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo

“Artículo  16.- Cuando se alegue que la resolución ad-
ministrativa no fue notificada o que lo fue ilegalmente, 
siempre que se trate de las impugnables en el juicio 
contencioso administrativo federal, se estará a las re-
glas siguientes:

I. Si el demandante afirma conocer la resolución admi-
nistrativa, los conceptos de impugnación contra su noti-
ficación y contra la resolución misma, deberán hacerse 
valer en la demanda, en la que manifestará la fecha en 
que la conoció.

II. Si el actor manifiesta que no conoce la resolución ad-
ministrativa que pretende impugnar, así lo expresará en 
su demanda, señalando la autoridad a quien la atribu-
ye, su notificación o su ejecución. En este caso, al con-
testar la demanda, la autoridad acompañará constancia 
de la resolución administrativa y de su notificación, mis-
mas que el actor deberá combatir mediante ampliación 
de la demanda.

III. El Tribunal estudiará los conceptos de impugnación 
expresados contra la notificación, en forma previa al 
examen de los agravios expresados en contra de la re-
solución administrativa.

Si resuelve que no hubo notificación o que fue ilegal, 
considerará que el actor fue sabedor de la resolución 
administrativa desde la fecha en que manifestó cono-
cerla o en la que se le dio a conocer, según se trate, 
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quedando sin efectos todo lo actuado en base a dicha 
notificación, y procederá al estudio de la impugnación 
que se hubiese formulado contra la resolución.

Si resuelve que la notificación fue legalmente practica-
da y, como consecuencia de ello la demanda fue pre-
sentada extemporáneamente, sobreseerá el juicio en 
relación con la resolución administrativa combatida.”

Por su parte los artículos 8 fracción IV y 9 fracción II de 
la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administra-
tivo establecen lo siguiente:

“Artículo 8o.- Es improcedente el juicio ante el Tribu-
nal en los casos, por las causales y contra los actos 
siguientes:

[…]

IV. Cuando hubiere consentimiento, entendiéndose que 
hay consentimiento si no se promovió algún medio de 
defensa en los términos de las leyes respectivas o juicio 
ante el Tribunal, en los plazos que señala esta Ley.

Se entiende que no hubo consentimiento cuando una 
resolución administrativa o parte de ella no impugnada, 
cuando derive o sea consecuencia de aquella otra que 
haya sido expresamente impugnada.

[…]”

“Artículo 9o.- Procede el sobreseimiento:
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[…]

II. Cuando durante el juicio aparezca o sobrevenga al-
guna de las causas de improcedencia a que se refiere 
el artículo anterior.

[…]”

De acuerdo con lo anterior, la demanda por la que se 
promueva el juicio contencioso administrativo ante este 
Tribunal en la vía tradicional deberá presentarse dentro 
del plazo de 30 días hábiles siguientes a aquél en que 
haya surtido efectos la notificación de la resolución impug-
nada.

Asimismo, se advierte que cuando la parte actora alegue 
que conoce la resolución administrativa, los conceptos de 
impugnación contra su notificación y contra la resolución 
misma, deberán hacerse valer en la demanda, en la que 
manifestará la fecha en que la conoció.

El precepto legal en comento señala que deberán ana-
lizarse, en primer término, los conceptos de nulidad expre-
sados en contra de la notificación previamente al examen 
de la impugnación de la resolución administrativa. 

Por lo que si se resuelve que no hubo notificación o que 
fue ilegal, se tendrá a la actora como sabedora de la re-
solución administrativa desde la fecha en que manifestó 
conocerla o en la fecha en que se le dio a conocer, según 
se trate, quedando sin efectos todo lo actuado con base en 
aquélla, procediéndose al estudio de la impugnación que, 
en su caso, se hubiese formulado contra dicha resolución.
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Así, frente al desconocimiento tanto de las constancias 
de notificación de los actos impugnados como de éstos 
en el juicio de nulidad, en términos del artículo 16, frac-
ción II, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo, surge la obligación ineludible a cargo de la 
autoridad demandada de exhibir la constancia de su exis-
tencia y notificación, la cual debe cumplirse al momento de 
efectuar la contestación de demanda, a fin de que la parte 
actora la controvierta mediante el escrito de ampliación.

Si resuelve que la notificación fue legalmente practica-
da y, como consecuencia de ello la demanda fue pre-
sentada extemporáneamente, sobreseerá el juicio en 
relación con la resolución administrativa combatida.

Además de los preceptos transcritos se advierte que 
uno de los supuestos en los que el juicio de nulidad será 
improcedente, existirá cuando se promueva contra actos 
o resoluciones que hayan sido consentidos expresa o tá-
citamente, entendiéndose por estos últimos aquellos 
contra los que no se promovió el juicio dentro de los 
plazos señalados en la ley de la materia.

Así el Diccionario de la Real Academia Española (Real 
Academia Española: Diccionario de la Lengua Española, 
23a., ed. [versión 23.6 en línea]. https://dle.rae.es), define 
el verbo consentir como sigue:

“Consentir: permitir algo o condescender en que se 
haga. Del latín ְ‘consentiré’, que se forma de dos pa-
labras ‘cum’: con y ‘sentiré’: sentir, compartir un senti-
miento, tener igual parecer u opinión.”
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Es decir, el consentimiento es la acción y el efecto de 
consentir, la conformidad de una persona acerca de un 
acto o hecho, mediante la expresión de voluntad espontá-
nea y libre, sin existir, error, violencia, dolo o engaño.

Al respecto es importante destacar que el consentimien-
to se puede manifestar de dos formas: de manera expresa 
(externamente) o de manera tácita (cuando se infiere por 
comportamiento).

En este sentido, acorde con la Ley Federal de Proce-
dimiento Contencioso Administrativo, la oportunidad para 
promover el juicio contencioso administrativo no se actua-
liza exclusivamente a partir de que el interesado conozca 
formalmente de la resolución controvertida, sino también 
en aquellos casos en que sea susceptible de ejecutarse, 
desde que resienta los efectos perjudiciales de su eje-
cución.

Así las cosas, ante un desconocimiento formal de un 
acto de autoridad, si los efectos perjudiciales de éste se 
resienten en la esfera jurídica del gobernado, entonces 
desde ese momento tiene la carga de promover los me-
dios de defensa en su contra, pues de no hacerlo, habrá 
perdido el derecho de impugnarlo y se estimará consenti-
do para todos los efectos legales.

Es decir, en el caso que nos ocupa los actores al pre-
sentar su demanda de nulidad, manifestaron desconocer 
la resolución controvertida, por lo que fue hasta que la au-
toridad demandada dio contestación a la demanda, que 
tuvieron conocimiento de la fecha en que se emitió la re-
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solución aludida; sin embargo, este Pleno estima que una 
vez que se resintieron los efectos de la remoción, destitu-
ción y/o baja del servicio, esto es, que dejaron de percibir 
los emolumentos y demás prestaciones y no se les asig-
naron los servicios correspondientes, comenzó el plazo 
para que los miembros de la institución policial federal 
pudieran inconformarse.

El artículo 148 del Reglamento de la extinta Policía Fe-
deral establece lo siguiente:

“Artículo 148.- La Institución cubrirá a los Integrantes 
una contraprestación económica por los servicios efec-
tivamente prestados, la que se integrará por el sueldo 
compactado y, en su caso, la compensación que corres-
ponda.”

Del precepto anteriormente transcrito, se observa que 
la extinta Policía Federal deberá cubrir a los integrantes 
una contraprestación económica por los servicios efec-
tivamente prestados, la que se integrará por el sueldo 
compactado y, en su caso, la compensación que corres-
ponda.

Luego entonces, si los miembros de las instituciones 
policiales después de más de un año de resentir los efec-
tos de eventual remoción, destitución o baja del servicio 
acuden al juicio contencioso administrativo, aduciendo que 
no le fue notificada la resolución impugnada, debe actuali-
zarse la causal de improcedencia de consentimiento tácito 
establecida en el artículo 8 fracción IV de la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo.
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En el entendido de que no resulta trascendente (para 
efectos del consentimiento) la fecha de la resolución con-
trovertida, ni de su notificación o bien si se satisficieron las 
formalidades correspondientes en uno y otros casos, ello 
toda vez que la actualización de la causal de improceden-
cia aludida no está sujeta única y exclusivamente al hecho 
de que se lleve a cabo el cómputo del plazo de 30 días 
para la presentación de la demanda, a partir de una fecha 
cierta; sino que puede surgir de la conformidad manifiesta 
derivada del resentimiento de los efectos y consecuencias 
de la ejecución de la resolución controvertida, como lo es 
el dejar de percibir emolumentos y demás prestaciones, 
sin que se promueva de manera oportuna el medio de de-
fensa correspondiente.

En efecto, lo relevante es que al haberse resentido los 
efectos de la remoción, destitución o baja del servicio, sin 
promover medio de defensa alguno, dentro de los 30 días 
siguientes al en que se dejaron de percibir emolumentos y 
demás prestaciones y no se prestó el servicio respectivo, 
es evidente que se actualiza un consentimiento tácito de 
la resolución de baja, sin que resulte trascendente para 
dicho consentimiento la fecha de ésta, ni su notificación y 
menos aún si se satisficieron las formalidades correspon-
dientes en uno y otros casos.

Por tanto, el hecho de que hayan transcurrido uno o va-
rios años entre la última fecha en que se pagó y se asigna-
ron servicios al entonces miembro de la institución policial 
y la promoción del juicio contencioso administrativo, sea 
suficiente para producir certeza del consentimiento tácito 
que opera por falta de impugnación oportuna. Lo cual se 
justifica con el escenario de las cuestiones fácticas que 
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entrañan signos inequívocos de aceptación y conformidad 
con los dos principales efectos del acto impugnado, es de-
cir, de la resolución que ha separado del cargo al –enton-
ces– agente de la policía, puesto que no resulta razonable 
ni lógico el que se manifieste el desconocimiento de una 
resolución de baja o remoción, cuando las consecuencias 
que le son inherentes se han tolerado durante un periodo 
prolongado de tiempo.

Se invoca en apoyo a lo expuesto, la jurisprudencia 
PR.A.CN. J/35 A (11a.), publicada en la Gaceta del Se-
manario Judicial de la Federación, Libro 32, Diciembre de 
2023, Tomo III, página 2914, que establece:

“JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SI DES-
PUÉS DE TRANSCURRIDO UN AÑO O MÁS DE 
RESENTIR LOS EFECTOS DE UNA EVENTUAL DES-
TITUCIÓN O BAJA, UN MIEMBRO DE UNA COR-
PORACIÓN POLICIAL DEMANDA LA NULIDAD DE 
ESA RESOLUCIÓN, ADUCIENDO QUE NO LE FUE 
NOTIFICADA, SE ACTUALIZA LA CAUSA DE IM-
PROCEDENCIA POR CONSENTIMIENTO TÁCITO 
ESTABLECIDA EN EL ARTÍCULO 92, FRACCIÓN VI, 
DE LA LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DE LA 
CIUDAD DE MÉXICO. Hechos: Varios Tribunales Co-
legiados de Circuito se pronunciaron sobre cuestiones 
litigiosas esencialmente iguales, a saber, resolvieron 
juicios de amparo directo en los que se reclamaron sen-
tencias dictadas en recursos de apelación en los que se 
analizó la actualización de la causa de improcedencia 
prevista en el artículo 92, fracción VI, de la Ley de Jus-
ticia Administrativa de la Ciudad de México, sin em-
bargo, adoptaron criterios jurídicos discrepantes, pues 
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mientras uno consideró que no era viable que la Sala 
responsable confirmara el sobreseimiento, los demás 
estimaron que esa determinación era correcta, ya que 
se actualizaba la causa de improcedencia por consen-
timiento tácito, al haber transcurrido varios años desde 
que el promovente resintió los efectos de la resolución 
impugnada y la fecha en que presentó la demanda de 
nulidad. Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materia 
Administrativa de la Región Centro-Norte, con residen-
cia en la Ciudad de México, establece que si una perso-
na promueve un juicio contencioso administrativo ante 
el Tribunal de Justicia Administrativa de la Ciudad de 
México contra la resolución de destitución o baja de una 
corporación policial de la Ciudad de México, después 
de quince días de resentir los efectos de la ejecución de 
dicha destitución, aduciendo que no le fue notificada la 
resolución correspondiente, se actualiza la causa de im-
procedencia por consentimiento tácito establecida en el 
artículo 92, fracción VI, de la Ley de Justicia Adminis-
trativa de la Ciudad de México. Justificación: De confor-
midad con lo establecido en el artículo 56 de la Ley de 
Justicia Administrativa de la Ciudad de México, la 
oportunidad para promover el juicio contencioso admi-
nistrativo no se actualiza exclusivamente a partir de que 
el interesado conozca formalmente la resolución que le 
produce afectación, sino que en los casos en que sea 
susceptible de ejecutarse, desde que se resientan los 
efectos perjudiciales de su ejecución. Por tanto, cuando 
un agente de la policía, después de más de un año de 
resentir los efectos de una eventual destitución o baja, 
acude al juicio contencioso administrativo ante el Tribu-
nal de Justicia Administrativa de la Ciudad de México, 
a demandar la nulidad de esa determinación, aduciendo 
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que no le fue notificada la resolución correspondiente, se 
actualiza la causa de improcedencia por consentimiento 
tácito, establecida en el artículo 92, fracción VI, de la 
Ley de Justicia Administrativa de la Ciudad de México. 
Lo anterior, en el entendido de que no resulta trascen-
dente (para efecto de ese consentimiento) la fecha de 
la resolución de destitución o baja, ni su notificación y 
menos aún si se satisficieron las formalidades corres-
pondientes en uno y otro casos, en tanto que la actua-
lización de la causa de improcedencia aludida no está 
sujeta única y exclusivamente al hecho de que se lleve 
a cabo el cómputo del plazo de quince días hábiles para 
la presentación de la demanda a partir de una fecha 
cierta, sino que puede surgir además de la conformidad 
manifiesta derivada del resentimiento de los efectos y 
consecuencias de la ejecución de la resolución de des-
titución o baja, como lo son el dejar de percibir emolu-
mentos y prestar servicios en la policía de la Secretaría 
de Seguridad Ciudadana de la Ciudad de México, sin 
que se promueva de manera oportuna el medio de de-
fensa correspondiente; o bien, si estando suspendido 
ha tenido una actitud pasiva y no ha acudido ante la 
propia autoridad a solicitar información acerca de su si-
tuación.”

Es así que en opinión de este Pleno Jurisdiccional que 
si una persona promueve un juicio contencioso administra-
tivo ante el Tribunal de Justicia Administrativa en contra de 
la resolución de remoción o baja de una institución policial 
federal, después de los treinta días de resentir los efectos 
de la ejecución de dicha destitución, aduciendo que no le 
fue notificada la resolución correspondiente, es inconcuso 
que se actualiza la causa de improcedencia de consenti-
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miento tácito establecida en el artículo 8, fracción IV de la 
Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo.

Pensar que los integrantes de la extinta Policía Federal 
pueden acudir a juicio únicamente cuando le ha sido noti-
ficado formalmente el acto materia de impugnación, impe-
diría incluso que una vez que se resintieron los efectos de 
éste pudieran acudir a juicio, so pretexto de que no existe 
una notificación formal, lo cual evidentemente trastocaría 
el principio de Tutela judicial efectiva contenido en el ar-
tículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, por lo que en aras de salvaguardar dicho prin-
cipio es que basta con resentir los efectos de éste como en 
el caso lo es, dejar de percibir emolumentos y demás pres-
taciones ya que no se prestó el servicio respectivo, para 
que los gobernados puedan acudir al juicio contencioso 
dentro del plazo establecido en el artículo 13, fracción I, 
inciso a) de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo.

Acorde a las anteriores consideraciones, debe preva-
lecer con el carácter de jurisprudencia, de acuerdo con lo 
dispuesto por el segundo párrafo del artículo 77 de la Ley 
Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, el 
siguiente criterio adoptado por este Pleno Jurisdiccional:

“JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. 
EL PLAZO DE TREINTA DÍAS CON EL QUE CUEN-
TA UN AGENTE DE LA EXTINTA POLICÍA FEDERAL 
PARA COMBATIR LA BAJA O DESTITUCIÓN SE 
COMPUTA A PARTIR DE QUE SE RESIENTEN LOS 
EFECTOS, CON INDEPENDENCIA DE LA NOTIFICA-
CIÓN. Cuando un agente de la extinta Policía Federal, 
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acude al juicio contencioso administrativo federal, a de-
mandar la nulidad de esa determinación, aduciendo que 
no le fue notificada la resolución correspondiente, pero 
de sus argumentos se advierte que han transcurrido los 
treinta días establecidos en el artículo 13, fracción I, in-
ciso a) de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo, a partir de que resintió los efectos de la 
destitución o la baja se actualiza la causa de improce-
dencia por consentimiento, establecida en el artículo 8, 
fracción IV, de la Ley Federal de Procedimiento Con-
tencioso Administrativo, ello en virtud de que no resulta 
trascendente la fecha de la resolución de destitución o 
baja, ni su notificación y menos aún si se satisficieron 
las formalidades correspondientes en uno y otro casos, 
en tanto que la actualización de la causa de improce-
dencia aludida no está sujeta única y exclusivamente al 
hecho de que se lleve a cabo el cómputo del plazo de 
treinta días hábiles para la presentación de la demanda 
a partir de una fecha cierta, sino que puede surgir ade-
más de la conformidad manifiesta derivada del resenti-
miento de los efectos y consecuencias de la ejecución 
de la resolución de destitución o baja, como lo son el 
dejar de percibir emolumentos y prestar servicios en la 
extinta Policía Federal.”

Conforme a lo expuesto y con fundamento en los ar-
tículos 17, fracción II, de la Ley Orgánica de este Tribunal 
y 77 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Ad-
ministrativo, se resuelve:

I.- Es existente la contradicción de sentencias que ha 
sido denunciada, por tanto;
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II.- Debe tenerse como Jurisprudencia el texto aproba-
do como tal en la presente resolución.

III.- Se ordena su publicación en la Revista de este Tri-
bunal.

IV.- NOTIFÍQUESE.

Así lo resolvió el Pleno Jurisdiccional de la Sala Superior 
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, con funda-
mento en los artículos 11, fracciones I y II, 93 y Séptimo 
Transitorio del Reglamento Interior del Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa, publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el día 17 de julio de 2020, en sesión celebra-
da en forma presencial y transmitida por medios electró-
nicos al público en general el 11 de febrero de 2026, por 
unanimidad de 10 votos a favor de los CC. Magistrados 
Eduardo Santillán Pérez, Víctor Martín Orduña Muñoz, 
Mtro. Guillermo Valls Esponda, Carlos Chaurand Arzate, 
Julián Alfonso Olivas Ugalde, Mtra. Luz María Anaya Do-
mínguez, Rafael Anzures Uribe, Mtro. Rafael Estrada Sá-
mano, Dra. Magda Zulema Mosri Gutiérrez y José Ramón 
Amieva Gálvez. 

Fue ponente en el presente asunto el Magistrado Car-
los Chaurand Arzate, cuya ponencia se aprobó.

Se elaboró el presente engrose el día 16 de febrero 
de 2026, y con fundamento en lo dispuesto por los artícu-
los 54, fracción VI y 56 fracción III de la Ley Orgánica del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa, firma el Magis-
trado José Ramón Amieva Gálvez, Presidente del Tribu-
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nal Federal de Justicia Administrativa ante la Licenciada 
Abigail Calderón Rojas, Secretaria General de Acuerdos, 
quien autoriza y da fe.
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JURISPRUDENCIA NÚM. IX-J-SS-161

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN

INMOVILIZACIÓN DE CUENTAS BANCARIAS. EXCE-
DER EL PLAZO DE TRES DÍAS PARA NOTIFICAR LA 
INMOVILIZACIÓN DE CUENTAS AL CONTRIBUYENTE 
PREVISTO EN EL CUARTO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 
156-BIS DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN NO 
CONSTITUYE UNA ILEGALIDAD.- El artículo 156-Bis del 
Código Fiscal de la Federación regula el procedimiento 
de inmovilización de depósitos bancarios, seguros o cual-
quier otro depósito a nombre del contribuyente, con la fi-
nalidad de garantizar el interés fiscal respecto de créditos 
firmes o impugnados no garantizados. El cuarto párrafo 
de dicho precepto establece que, una vez ejecutada la in-
movilización, las entidades financieras deben informar a 
la autoridad fiscal en un plazo de tres días, y esta notificar 
al contribuyente en igual término. No obstante, el legisla-
dor no previó sanción alguna ante el retraso del segundo 
término mencionado, por lo que se trata de una norma im-
perfecta, cuyo incumplimiento no genera nulidad ni impli-
ca violación a derechos fundamentales. El procedimiento 
previsto en los artículos 156-Bis y 156-Ter forma parte de 
la facultad económico-coactiva del Estado, de naturaleza 
sumarísima, orientada al cobro de créditos fiscales firmes; 
sin que ello viole la garantía de audiencia previa consagra-
da en el artículo 14 Constitucional, o que esto deje en es-
tado de indefensión al gobernado, ya que puede impugnar 
la medida a través del mecanismo de defensa aplicable. 
En consecuencia, el exceder los tres días para notificar al 
contribuyente de la inmovilización no produce ilegalidad ni 
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le causa perjuicio alguno, al no existir consecuencia jurídi-
ca prevista en la ley para dicho supuesto.

Contradicción de Sentencias Núm. 735/23-20-01-8/YO 
TRO/457/25-PL-01-01.- Resuelta por el Pleno Jurisdiccio-
nal de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, en sesión de 18 de febrero de 2026, por 
mayoría de 8 votos a favor y 2 votos en contra.- Magis-
trado Ponente: Eduardo Santillán Pérez.- Secretaria: Lic. 
Beatriz Mejía Ruíz.

(Tesis de jurisprudencia aprobada por acuerdo G/05/26)

C O N S I D E R A N D O :

[…]

TERCERO.- EXISTENCIA DE LA CONTRADICCIÓN. 
Una vez expuesto lo anterior, este Órgano Jurisdiccional, 
resolverá si existe la contradicción de sentencias aludida, 
para lo cual es necesario precisar los elementos que deben 
actualizarse, al respecto, cabe puntualizar que el artículo 77 
de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Adminis-
trativo no los prevé, razón por la cual, resulta conveniente 
precisar a la jurisprudencia 1a./J.22/2010, sustentada por 
la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción, publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta; Tomo XXXI, Marzo de 2010, que en materia 
de procedencia y contradicción de tesis ha sustentado lo 
que se transcribe a continuación: 

“CONTRADICCIÓN DE TESIS ENTRE TRIBUNALES 
COLEGIADOS DE CIRCUITO. CONDICIONES PARA 
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SU EXISTENCIA.- Si se toma en cuenta que la finali-
dad última de la contradicción de tesis es resolver los 
diferendos interpretativos que puedan surgir entre dos 
o más tribunales colegiados de circuito, en aras de la 
seguridad jurídica, independientemente de que las 
cuestiones fácticas sean exactamente iguales, puede 
afirmarse que para que una contradicción de tesis exis-
ta es necesario que se cumplan las siguientes condicio-
nes: 1) que los tribunales contendientes hayan resuelto 
alguna cuestión litigiosa en la que tuvieron que ejercer 
el arbitrio judicial a través de un ejercicio interpretati-
vo mediante la adopción de algún canon o método, 
cualquiera que fuese; 2) que entre los ejercicios inter-
pretativos respectivos se encuentre al menos un razo-
namiento en el que la diferente interpretación ejercida 
gire en torno a un mismo tipo de problema jurídico, ya 
sea el sentido gramatical de una norma, el alcance de 
un principio, la finalidad de una determinada institución 
o cualquier otra cuestión jurídica en general, y 3) que 
lo anterior pueda dar lugar a la formulación de una pre-
gunta genuina acerca de si la manera de acometer la 
cuestión jurídica es preferente con relación a cualquier 
otra que, como la primera, también sea legalmente po-
sible."

De conformidad con el criterio antes transcrito, la Pri-
mera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
consideró como requisitos de procedencia de una contra-
dicción de tesis, los siguientes: 

a)	Que los tribunales contendientes hayan resuelto al-
guna cuestión litigiosa en la que fue necesario ejercer 
el arbitro judicial mediante un ejercicio interpretativo, 
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a través de la adopción de algún canon o método, 
cualquier que fuese. 

b)	Entre los ejercicios interpretativos exista al menos 
un razonamiento en el que la interpretación ejer-
cida gire en torno a un mismo tipo de problema 
jurídico, ya sea el sentido gramatical de una norma, 
el alcance de un principio o cualquier otra cuestión 
jurídica en general, y

c)	Lo anterior pueda dar lugar a la formulación de una 
pregunta genuina acerca de si la manera de acome-
ter la cuestión jurídica es preferente con relación a 
cualquiera otra que, como la primera, también fue le-
gitimante posible. 

Sentado lo anterior y conforme a dicho parámetro para 
la determinación de la existencia de la contradicción de 
sentencias, se procede a analizar si en el caso, se actua-
liza la oposición de criterios, para lo cual es conveniente 
tener presente los razonamientos disidentes. Así, tenemos 
que la contradicción de criterios que nos ocupa, se presen-
ta entre las sentencias en los expedientes siguientes: 

a) La dictada el 16 de abril de 2024, por la entonces 
Sala Regional del Caribe y Auxiliar de este Tribunal, 
en el juicio de nulidad con número de expediente 
735/23-20-01-8; y, 

b) La emitida el 19 de junio de 2024, dictada por la en-
tonces Sala Regional del Norte-Centro III y Auxiliar 
de este Tribunal, en el juicio de nulidad con número de 
expediente 486/23-22-01-8.
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Las cuales están en discrepancia en cuanto al criterio 
jurídico adoptado para su resolución, por lo que se pro-
cede a la digitalización en lo medular de las sentencias 
motivo de la contradicción de mérito, mismas que son del 
tenor siguiente: 

A. CRITERIOS DISCREPANTES

A continuación, se precisa en su parte conducente lo 
resuelto en el juicio contencioso administrativo federal 
735/23-20-01-8, dictada por la Sala Regional del Caribe y 
Auxiliar de este Tribunal, mismo que es del siguiente:

SENTENCIA DEFINITIVA DE 16 DE ABRIL DE 2024, 
DICTADA EN EL JUICIO 735/23-20-01-8

CONSIDERANDO CUARTO

•	 Que con fundamento en el artículo 50 de la Ley Fe-
deral de Procedimiento Contencioso Administrativo, 
procedió el análisis del segundo concepto de impug-
nación del escrito inicial de demanda, donde la parte 
actora, en esencia, sostuvo que el oficio impugnado es 
ilegal, al haberse notificado fuera del plazo de tres días 
previsto en el cuarto párrafo del artículo 156-Bis del Có-
digo Fiscal de la Federación.

•	 Que la accionante invocó como un hecho notorio lo 
resuelto en el juicio contencioso administrativo federal 
1230/15-20-01-4, radicado en la Sala de origen, del que 
derivó el criterio VII-CASR-CA-17.
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•	 Que por su parte, al contestar la demanda, la repre-
sentación jurídica de la demandada se limitó a señalar 
que el hecho de que la notificación se hiciera el 31 de 
agosto de 2023 no es motivo para estimar ilegal la in-
movilización de cuentas, ya que, no afecta la seguridad 
jurídica del accionante.

•	 Que una vez analizados los argumentos de las par-
tes en relación con la documentación que obra en autos, 
los Magistrados integrantes de la Sala de origen, deter-
minaron que el concepto de impugnación en estudio era 
fundado, en atención a las consideraciones siguientes:

•	 Que en principio fue necesario remitirse a lo dispues-
to en el artículo 156-Bis, primero, segundo, tercero y 
cuarto párrafos del Código Fiscal de la Federación vi-
gente en el 2023, que señala lo siguiente:

SE TRANSCRIBE

•	 Que del artículo parcialmente transcrito, se logró ad-
vertir, entre otras cosas que, cuando existan créditos 
fiscales que se encuentren impugnados y no estén de-
bidamente garantizados (como en el caso alegó la au-
toridad demandada que acontece), la autoridad fiscal 
puede ordenar la inmovilización de depósitos bancarios 
en cualquier tipo de cuenta que tenga a su nombre el 
contribuyente en las entidades financieras.

•	 Que para proceder a dicha inmovilización la autori-
dad fiscal ordenará mediante oficio dirigido a la unidad 
administrativa competente de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores o bien a la entidad financiera a 
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la que corresponda la cuenta, a efecto de que estas úl-
timas realicen la inmovilización y conserven los fondos 
depositados.

•	 Que las entidades financieras de referencia deberán 
informar del cumplimiento de dicha medida a la auto-
ridad fiscal que la ordenó, a más tardar al tercer día 
siguiente a la fecha en que se ejecutó, señalando el nú-
mero de las cuentas, así como el importe total que fue 
inmovilizado.

•	 Que una vez realizado lo anterior, la autoridad fiscal 
notificará al contribuyente sobre dicha inmovilización, a 
más tardar al tercer día siguiente a aquel en que le hu-
biere comunicado ésta.

•	 Que precisado lo anterior, se tiene que, en autos 
obran los siguientes documentos:

— El oficio 400-50-00-02-01-2023-002670, de 22 de 
mayo de 2023, que contiene la solicitud de inmoviliza-
ción de los depósitos bancarios de la actora, dirigido a 
la inmovilización de los depósitos bancarios de la ac-
tora, dirigido a la institución financiera Banco Mercan-
til del Norte, Sociedad Anónima, Institución de Banca 
Múltiple, Grupo Financiero Banorte.

— Escrito de 12 de junio de 2023, recibido por la auto-
ridad demandada el 13 siguiente, mediante el cual, la 
institución bancaria antes señalada, informó sobre 
la inmovilización de las cuentas de la actora, señalan-
do que se había procedido a inmovilizar el saldo total 
de $26,251.30.
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— El oficio 400-50-00-02-01-2023-004136, de 24 de 
agosto de 2023, mediante el cual se informa a la hoy 
actora sobre la inmovilización realizada.

•	 Que los documentos anteriores se valoraron en tér-
minos de lo dispuesto en el artículo 46, fracciones I y III, 
de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Admi-
nistrativo.

•	 Que del análisis realizado a los documentos an-
tes descritos, la Sala de origen concluyó que era 
FUNDADO el argumento del actor referente a que 
se viola lo dispuesto en el cuarto párrafo del artícu-
lo 156-Bis del Código Fiscal de la Federación, ya 
que, no se le notificó sobre la inmovilización de sus 
cuentas bancarias a más tardar al tercer día.

•	 Que en efecto, como se señaló previamente, con-
forme al cuarto párrafo del numeral 156-Bis del Código 
Fiscal de la Federación, las entidades financieras que 
hayan ejecutado la inmovilización de los depósitos en 
una o más cuentas del contribuyente, deberán informar 
del cumplimiento de dicha medida a la autoridad fiscal 
que la ordenó, a más tardar el tercer día siguiente a la 
fecha en que se ejecutó, señalando el número de las 
cuentas, así como el importe total que fue inmovilizado.

•	 Que por su parte, la autoridad fiscal notificará al con-
tribuyente sobre dicha inmovilización, a más tardar al 
tercer día siguiente a aquel en que le hubieren comuni-
cado ésta.
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•	 Que por lo tanto, si la institución bancaria de refe-
rencia le informó a la autoridad fiscal sobre la inmovili-
zación realizada, desde el 13 de junio de 2023 y dicha 
autoridad informó al hoy actor, sobre la inmovilización rea-
lizada, hasta el 31 de agosto de 2023 (fecha de notifica-
ción de la resolución impugnada), entonces es evidente 
que la autoridad tardó más de dos meses en notificar al 
contribuyente sobre la referida inmovilización.

•	 Que en consecuencia, fue claro para la Sala de origen 
que la autoridad ejecutora incumplió con su obligación 
de notificar al contribuyente sobre dicha inmovilización, 
a más tardar al tercer día siguiente a aquel en que le 
hubieren comunicado ésta por parte de la institución 
bancaria correspondiente.

•	 Que lo anterior se traduce en una violación al proce-
dimiento que debe observar la autoridad fiscal respecto 
a la inmovilización de cuentas bancarias y que afecta 
las defensas del particular y trasciende en el sentido de 
la resolución combatida, pues no puede quedar al arbi-
trio de la autoridad el notificar al particular las causas, 
motivos y razones por las cuales decretó la inmoviliza-
ción de sus cuentas bancarias.

•	 Que de ahí que, si el legislador previó un plazo de 
tres días para que dicha situación deba ser comunicada 
por la autoridad fiscal, una vez efectuada la inmoviliza-
ción por parte de la institución bancaria, ello constituye 
una obligación de ineludible cumplimiento para la auto-
ridad fiscal.
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•	 Que sirvió de apoyo a lo anterior, por analogía la 
tesis VII-CASR-CA-17, sustentada por la Sala, de ru-
bro: “OBLIGACIÓN DE LA AUTORIDAD FISCAL DE 
NOTIFICAR AL CONTRIBUYENTE LA INMOVILIZA-
CIÓN DE SUS CUENTA BANCARIAS. DENTRO DEL 
PLAZO DE TRES DÍAS PREVISTO EN EL ARTÍCULO 
40-A, FRACCIÓN I, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FE-
DERACIÓN”.

•	 Que por tal razón, en el caso se actualizó la causal 
de ilegalidad prevista en el artículo 51, fracción IV de 
la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Adminis-
trativo, toda vez que, la inmovilización de las cuentas 
bancarias del demandante se realizó en contravención 
de las disposiciones aplicadas.

•	 Que en virtud de lo anterior, cualquier acto deriva-
do de la inmovilización de cuentas bancarias informada 
mediante el oficio 400-50-00-02-01-2023-00413, de 24 
de agosto de 2023, como sería la transferencia de los 
fondos inmovilizados, resultaron ilegales.

•	 Que consecuentemente, la Sala de origen resolvió 
declarar la nulidad lisa y llana de la resolución contro-
vertida, en términos de lo dispuesto por el artículo 52, 
fracción II, de la ley previamente citada.

•	 Que como consecuencia de la nulidad decretada en 
la sentencia de mérito, con fundamento en el artículo 
52, fracción V, inciso b) de la Ley Federal de Proce-
dimiento Contencioso Administrativo, ordenó a la auto-
ridad demandada para que restituyera al demandante 
en el goce de los derechos afectados con motivo de la 
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emisión de la resolución impugnada, por lo que, para tal 
efecto, deberá solicitar la desinmovilización de los de-
pósitos en cantidad total de $26,251.31, contenidos en 
las cuentas bancarias ********** y **********, aperturadas 
en la institución de crédito denominada Banco Mercantil 
del Norte, Sociedad Anónima, Institución de Banca Múl-
tiple Grupo Financiero Banorte.

•	 Que lo anterior, debía realizarse en el plazo que 
no exceda de cuatro meses a partir de que el presente 
fallo quedara firme, en términos de los artículos 52 pá-
rrafo segundo y 53 de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo.

•	 Que atento a la nulidad decretada, la Sala de origen, 
se abstuvo de analizar los restantes agravios que hizo 
valer la parte actora en contra de la inmovilización de 
cuentas bancarias informada mediante el oficio 400-50-
00-02-01-2023-004136, de 24 de agosto de 2023, en 
virtud de que el resultado de su estudio en nada variaría 
el sentido del fallo.

•	 SE RESOLVIÓ:

I. El demandante acreditó el extremo de su pretensión 
en el presente juicio, por lo que;

II. Se declara la nulidad lisa y llana de la resolución im-
pugnada, descrita en el resultando primero de este fallo: 
por los motivos y fundamentos expuestos en el último 
considerando del mismo.
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Por otro lado, la sentencia definitiva de 19 de junio de 
2024, dictada por la entonces, Sala Regional del Nor-
te-Centro III y Auxiliar de este Tribunal, en el juicio de 
nulidad con número de expediente 486/23-22-01-8, se re-
solvió, en la parte conducente, en los siguientes términos: 

SENTENCIA DEFINITIVA DE 19 DE JUNIO 
DE 2024 EN EL JUICIO DE NULIDAD CON NÚMERO 

DE EXPEDIENTE 486/23-22-01-8

CONSIDERANDO CUARTO. 

Se realizó el estudio del PRIMER y SEGUNDO concep-
tos de impugnación, de su escrito de demanda consis-
tentes en:

PRIMER CONCEPTO DE IMPUGNACIÓN

— Que negó conocer los antecedentes de los oficios 
400-24-00-02-00-2023-002642 y 400-24-00-02-00-
2023-002644, por los cuales, se le informó la inmoviliza-
ción de las cuentas bancarias, por lo tanto, afirma que 
dicha comunicación no se hizo dentro del plazo previsto 
en el cuarto párrafo del artículo 156-Bis del Código Fis-
cal de la Federación y, en consecuencia, la inmoviliza-
ción resulta ilegal.

— Que lo anterior, porque la inmovilización de las cuen-
tas bancarias le fue solicitada a las instituciones ban-
carias el 11 de marzo de 2021, pero no fue sino hasta 
el 14 de julio de 2023 que la autoridad le comunicó a la 
contribuyente esa inmovilización.
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— Que por otra parte, señaló que la inmovilización era 
improcedente porque existía garantía del crédito fiscal 
mediante el embargo practicado sobre su cartera de 
créditos y sobre bienes muebles de su propiedad, los 
cuales aún no han sido rematados y, por ende, no se ha 
acreditado su insuficiencia para, en su caso, procediera 
la ampliación del embargo.

SEGUNDO CONCEPTO DE IMPUGNACIÓN

— Que sostiene que las resoluciones impugnadas son 
ilegales porque en ellas no se contienen las operacio-
nes aritméticas llevadas a cabo por la autoridad para 
determinar la actualización y los recargos del crédito fis-
cal, con lo cual quedó en estado de indefensión.

— Que afirmó lo anterior, porque no se le dio a conocer 
el procedimiento previsto en los artículos 20 y 20-Bis 
del Código Fiscal de la Federación, para determinar los 
Índices Nacionales de Precios al Consumidor, utilizados 
para la actualización, y tampoco se publicó dicho pro-
cedimiento en el Diario Oficial de la Federación, dentro 
de los diez días siguientes a su cálculo por el Instituto 
Nacional de Estadística y Geografía.

— Que además, tampoco se expuso el procedimiento 
seguido para llegar a la cuantía de los recargos, seña-
lando las operaciones aritméticas, las tasas aplicadas y 
su fecha de publicación.

•	 Que por su parte, la autoridad sostuvo la legalidad de 
las resoluciones impugnadas, por estimarlas apegadas 
a derecho.
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•	 Que luego, en el PRIMER y ÚNICO concepto de im-
pugnación de su ampliación de demanda, la actora re-
firió que en el artículo 156-Bis del Código Fiscal de 
la Federación no se prevé que, si la autoridad no 
notifica a los contribuyentes sobre la inmovilización 
de sus cuentas bancarias dentro del plazo de tres 
días al que le fue informada por parte de las institu-
ciones financieras, dicha inmovilización queda sin 
efectos o resulta ilegal.

•	 Que en ese sentido, aun cuando la inmovilización de 
las cuentas de la accionante le fue informada a la auto-
ridad fiscal los días 30 y 31 de marzo de 2021, por par-
te de las instituciones bancarias, en tanto que, dichas 
inmovilizaciones fueron notificadas a la contribuyente 
hasta el 14 de julio de 2023.

•	 Que lo cierto es que, esa circunstancia no la dejó 
indefensa, pues a partir de esa última fecha la con-
tribuyente estuvo en posibilidad de controvertir los 
motivos y fundamentos de esas inmovilizaciones, tal 
como lo hizo a través del juicio que ahora se resuel-
ve, resultando ilustrativa la tesis CCLXXXIX/2013, de 
la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, de rubro: “INMOVILIZACIÓN DE CUENTAS Y 
TRANSFERENCIA DE RECURSOS A LA TESORERÍA 
DE LA FEDERACIÓN, LOS ARTÍCULOS 156-Bis Y 
156-TER DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
QUE PREVÉN EL PROCEDIMIENTO RELATIVO, NO 
TRANSGREDEN EL DERECHO FUNDAMENTAL DE 
AUDIENCIA PREVIA”.
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•	 Que lo anterior, porque la procedencia de la in-
movilización no está condicionada a la oportunidad 
de la notificación en comento, sino a la existencia 
de créditos fiscales firmes a cargo de los contribu-
yentes o de créditos fiscales impugnados, pero que 
no estén debidamente garantizados, según las frac-
ciones I y II del citado artículo 156-Bis.

•	 Que de ahí que, si en el caso concreto la deman-
dante no demostró que los créditos fiscales a su 
cargo no están firmes, o bien, que fueron impug-
nados pero que se encuentran debidamente garan-
tizados, entonces la inmovilización de sus cuentas 
bancarias resulta procedente, con la independencia 
de que la autoridad hubiera excedido el plazo legal 
para comunicársela.

•	 Que de ahí que el vicio procedimental acusado por la 
accionante se trata de una violación no invalidante, con-
forme a la jurisprudencia VII-J-1aS-157 de este Tribunal, 
de rubro: “VIOLACIONES NO INVALIDANTES, DEBEN 
CONSIDERARSE ASÍ, AQUELLAS ILEGALIDADES QUE 
NO AFECTAN LA ESFERA JURÍDICA DEL PARTICU-
LAR Y NO TRASCIENDEN AL SENTIDO DEL FALLO”.

•	 Que en otro orden de ideas, resultó infundado el 
argumento de la demandante, en el sentido de que la 
inmovilización era procedente porque existía garantía 
del crédito fiscal mediante el embargo practicado sobre 
su cartera de créditos y sobre bienes muebles de su 
propiedad, los cuales aún no han sido rematados y, por 
ende, no se ha acreditado su insuficiencia para, en su 
caso, proceder a la ampliación del embargo.
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•	 Que no le asiste la razón al actor, debido a que el pro-
cedimiento de inmovilización de cuentas y transferencia 
de recursos en cuestión constituye un procedimiento al-
terno y sumarísimo para el cobro de los créditos fiscales 
firmes, que forma parte de la facultad económico-coac-
tiva del Estado.

•	 Que de ahí que, al ser procedimientos alternos el 
de embargo de bienes y el de inmovilización y transfe-
rencia de cuenta bancarias, es válido que la autoridad 
ejecutora pueda llevarlos a cabo indistintamente de ma-
nera simultánea o sucesiva.

•	 Que por lo tanto, no había necesidad de que, la cita-
da autoridad rematara los bienes embargados de ma-
nera coactiva y acreditara su insuficiencia para poder 
proceder a la inmovilización de las cuentas bancarias 
de la hoy demandante, pues ambos procedimientos son 
independientes.

•	 Que además, tanto la inmovilización de las cuentas 
de la parte actora, como el mandamiento de ejecución 
a través del cual se embargaron los bienes con los que 
dijo haber garantizado el crédito fiscal, se llevaron a 
cabo de manera simultánea por la autoridad. Pues el 
mandamiento de ejecución se expidió el 04 de marzo 
de 2021 y las diligencias de requerimiento de pago y 
embargo respectivas se llevaron a cabo el 11 del mismo 
mes y año; en tanto que, la inmovilización de cuentas se 
ordenó el 11 de marzo de 2021.

•	 Que ambos procedimientos fueron desplegados de 
manera simultánea por la autoridad, pues en esas fechas 
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el crédito fiscal contenido en la resolución 500-23-00-
04-01-2020-04409 no había sido pagado ni garantizado 
por la contribuyente. Ello, no obstante que, dentro de la 
carpeta de suspensión del diverso juicio 376/20-22-01-
6, de esta Sala, en interlocutoria de 09 de septiembre 
de 2020 se le había concedido la suspensión de la eje-
cución de dicho crédito fiscal, pero condicionada a que 
garantizara el interés fiscal dentro del plazo de tres días 
hábiles (quedó agregada en autos una copia certificada 
de dicha resolución, para la debida constancia). Lo cual 
no hizo y fue lo que motivó que la autoridad exactora 
ejerciera sus facultades.

•	 Que resulta falso que, previo a la solicitud de inmo-
vilización de sus cuentas bancarias, el interés fiscal hu-
biera estado debidamente garantizado. Por lo contrario, 
debido a que la hoy demandante no garantizó el interés 
fiscal en los términos en que le fue ordenado a la Sala, 
en la referida interlocutoria de 09 de septiembre de 2020, 
la autoridad ejerció sus facultades económico-coactivas 
para tal efecto y emitió tanto el mandamiento de ejecu-
ción de 04 de marzo de 2021, como las órdenes de in-
movilización de cuentas de 11 de marzo de 2021.

Lo cual, se insiste, resulta legal porque se trata de pro-
cedimientos alternos e independientes.

•	 Que finalmente, el segundo concepto de impugna-
ción es infundado porque, analizadas las resoluciones 
impugnadas en este juicio, se aprecia que en ellas la 
autoridad sí se contienen y se explican las operaciones 
aritméticas llevadas a cabo para calcular la actualiza-
ción y los recargos del crédito fiscal.
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•	 Que en efecto, en los apartados de “actualización” 
y “recargos” se insertaron diversas tablas en las que 
se señala el importe histórico del crédito fiscal, el factor 
de actualización y las tasas de recargos aplicables, y 
el resultado de la operación aritmética (multiplicación) 
efectuada. Además, se señalaron las fechas de publica-
ción en el Diario Oficial de la Federación de los Índices 
Nacionales de Precios al Consumidor y de las tasas de 
recargos.

•	 Que se estima suficiente para que la contribuyente 
pueda conocer la forma en que la autoridad llegó a esa 
determinación y, en su caso, inconformarse con ella, ya 
sea porque las operaciones aritméticas son incorrectas, 
porque los índices y tasas utilizados no son aplicables, 
o porque los periodos de actualización y recargos 
tampoco fueron los correctos, Por lo tanto, no quedó en 
estado de indefensión.

•	 Que lo anterior, conforme a la jurisprudencia 52/2011, 
de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, donde el citado órgano judicial expresó que 
bastaba con que la autoridad fiscal invoque los precep-
tos legales aplicables y exponga detalladamente el pro-
cedimiento que siguió para determinar la cuantía de los 
recargos y de la actualización, para que, este resulte 
ilegal.

•	 Que además de pormenorizar la forma en que lle-
vó a cabo las operaciones aritméticas aplicables, deta-
lle claramente las fuentes de las que obtuvo los datos 
necesarios para realizar tales operaciones, esto es, la 
fecha de los Diarios Oficiales de la Federación y la Ley 
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de Ingresos de la Federación, de los que se obtuvie-
ron los Índices Nacionales de Precios al Consumidor, 
así como la tasa de recargos que hubiese aplicado, con 
sustento en la tesis: “RESOLUCIÓN DETERMINANTE 
DE UN CRÉDITO FISCAL. REQUISITOS QUE DEBE 
CONTENER PARA CUMPLIR CON LA GARANTÍA DE 
LEGALIDAD EN RELACIÓN CON LOS RECARGOS”.

•	 Que no resultaba necesario que se publicara tam-
bién el procedimiento usado por la autoridad competen-
te para determinar cada Índice Nacional de Precios al 
Consumidor, tal como pretende la demandante al am-
paro de los artículos 20 y 20-Bis del Código Fiscal de la 
Federación.

•	 Que en consecuencia, al no haber desvirtuado la pre-
sunción de legalidad de las resoluciones impugnadas 
en este juicio, de la que gozan conforme a los artículos 
68 del Código Fiscal de la Federación y 42 de la Ley 
Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, 
lo conducente es reconocer su VALIDEZ.

•	 SE RESOLVIÓ:

PRIMERO.- La parte actora en el presente juicio no pro-
bó su acción.

SEGUNDO.- Se reconoce la VALIDEZ de las resolu-
ciones impugnadas en este juicio, precisadas en el re-
sultando primero de este fallo, en los términos y por las 
razones contenidas en el considerando cuarto del mis-
mo.
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SENTENCIA DE 16 DE 
ABRIL DE 2024, EN EL 
JUICIO 735/23-20-01-8

SENTENCIA DE 19 DE 
JUNIO DE 2024, EN EL 
JUICIO 486/23-22-01-8

Concepto de impug-
nación planteado por 
la parte actora 

Ilegalidad del oficio im-
pugnado al haberse no-
tificado fuera del plazo 
de tres días previsto 
en el cuarto párrafo del 
artículo 156-Bis del Có-
digo Fiscal de la Fede-
ración.

La inmovilización es 
ilegal, afirmando que 
la comunicación no se 
hizo dentro del plazo 
previsto en el cuarto 
párrafo del artículo 156-
Bis del Código Fiscal de 
la Federación. 

Punto jurídico a resol-
ver

Si es legal que la au-
toridad notificara a la 
parte actora fuera del 
plazo de los tres días 
previstos en el artículo 
156-Bis, cuarto párrafo 
del Código Fiscal de la 
Federación. 

Si es legal que la au-
toridad notificara a la 
parte actora fuera del 
plazo de los tres días 
previstos en el artículo 
156-Bis, cuarto párrafo 
del Código Fiscal de la 
Federación.

Resolución FUNDADO INFUNDADO

B. RAZONAMIENTOS CONTRARIOS SOBRE 
EL MISMO PUNTO JURÍDICO

Así, ambos criterios resolvieron sobre un mismo 
punto jurídico.

Por una parte, el fallo dictado el 16 de abril de 2024, 
por la entonces Sala Regional del Caribe y Auxiliar de este 
Tribunal, en el juicio de nulidad con número de expediente 
735/23-20-01-8 resolvió que excederse del plazo de tres 
días con los que contaba la autoridad fiscal para notificar 
al contribuyente sobre la inmovilización, siguientes a aquel 
en que le hubiera comunica ésta, viola lo dispuesto en el 
cuarto párrafo del artículo 156-Bis del Código Fiscal de la 
Federación.
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En tal virtud, al afectar la defensa del particular y tras-
cender en el sentido de la resolución, declaró la nulidad 
lisa y llana de ésta. 

Por su parte, la sentencia emitida el 19 de junio de 2024, 
dictada por la entonces Sala Regional del Norte-Centro III 
y Auxiliar de este Tribunal, en el juicio de nulidad con nú-
mero de expediente 486/23-22-01-8, resolvió que la dispo-
sición establecida en el cuarto párrafo del artículo 156-Bis 
del Código Fiscal de la Federación es una norma jurídica 
imperfecta, es decir que no prevé sanción alguna para el 
caso de que la autoridad exceda el plazo de los tres días con 
los que contaba la autoridad fiscal para notificar al contri-
buyente respecto a la inmovilización de cuentas. 

Así como que esa ilegalidad no dejó en estado de in-
defensión, pues a partir de la notificación la contribuyente 
estuvo en posibilidades de controvertir los motivos y fun-
damentos de las inmovilizaciones y tampoco transcendió 
al sentido de la resolución pues el artículo en cuestión no 
prevé que, si la autoridad no notifica a los contribuyentes 
sobre la inmovilización de sus cuentas bancarias dentro 
del plazo de tres días al que le fue informada por parte de 
las instituciones financieras, dicha inmovilización quede 
sin efectos o resulte ilegal. 

Lo anterior, porque la procedencia de la inmovilización 
no está condicionada a la oportunidad de la notificación en 
comento, sino a la existencia de créditos fiscales firmes a 
cargo de los contribuyentes o de los créditos fiscales im-
pugnados, pero no estén debidamente garantizados, se-
gún las fracciones I y II del citado precepto. 
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En ese sentido, ambos criterios concluyeron aspectos 
diversos en torno a si constituye o no una violación al pro-
cedimiento la notificación al contribuyente sobre la inmovi-
lización de sus cuentas bancarias después del tercer día 
siguiente a aquel en que le hubieran comunicado ésta a la 
autoridad fiscal, que establece el artículo 156-Bis del Có-
digo Fiscal de la Federación; luego entonces se encuentra 
acreditado el requisito descrito con el inciso b).

Sirve de apoyo a lo anterior la jurisprudencia VII- 
J-SS-153, de rubro “CONTRADICCIÓN DE TESIS O 
PRECEDENTES. EXISTE CUANDO EL PLENO O LAS 
SECCIONES DE LA SALA SUPERIOR, LAS SALAS RE- 
GIONALES, ESPECIALIZADAS O AUXILIARES DEL 
TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMI-
NISTRATIVA ADOPTAN EN SUS SENTENCIAS INTER-
LOCUTORIAS O DEFINITIVAS CRITERIOS JURÍDICOS 
DISCREPANTES SOBRE UN MISMO PUNTO DE DE-
RECHO, INDEPENDIENTEMENTE DE QUE LAS CUES-
TIONES FÁCTICAS QUE LO RODEAN NO SEAN 
EXACTAMENTE IGUALES”. 

Asimismo, la jurisprudencia por reiteración P./J. 
72/2010, de rubro “CONTRADICCIÓN DE TESIS. EXIS-
TE CUANDO LAS SALAS DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN O LOS TRIBUNALES COLE-
GIADOS DE CIRCUITO ADOPTAN EN SUS SENTEN-
CIAS CRITERIOS JURÍDICOS DISCREPANTES SOBRE 
UN MISMO PUNTO DE DERECHO, INDEPENDIENTE-
MENTE DE QUE LAS CUESTIONES FÁCTICAS QUE LO 
RODEAN NO SEAN EXACTAMENTE IGUALES”.
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Finalmente, en torno al requisito descrito con el inciso 
c) consistente en determinar si lo anterior da lugar a la 
formulación de una pregunta genuina acerca de si la ma-
nera de acometer la cuestión jurídica es preferente con 
relación a cualquier otra que, como la primera, también fue 
legítima posible, se concluye que la materia de contradic-
ción a resolver consistirá en determinar: 

¿Constituye una violación al procedimiento la notifica-
ción al contribuyente sobre la inmovilización de sus cuen-
tas bancarias después del tercer día siguiente a aquel en 
que le hubieran comunicado ésta a la autoridad fiscal, que 
establece el artículo 156-Bis del Código Fiscal de la Fede-
ración?

En esa tesitura, no obstante que existan razonamientos 
que robustecen la resolución de la presente contradicción, 
resulta inconcuso que el problema jurídico aquí planteado 
no se encuentra resuelto, por tanto resulta pertinente en-
trar a su estudio. 

CUARTO.- CRITERIO JURÍDICO QUE DEBE PREVA-
LECER. 

Una vez establecidas las posturas que sirvieron de base 
para la tramitación de la contradicción de sentencias que 
nos ocupa, este Pleno procede a estudiar qué criterio debe 
prevaler en la presente contradicción respecto a si consti-
tuye una violación al procedimiento la notificación al contri-
buyente sobre la inmovilización de sus cuentas bancarias 
después del tercer día siguiente a aquél en que le hubie-
ran comunicado ésta a la autoridad fiscal, que establece el 
artículo 156-Bis del Código Fiscal de la Federación. 
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En principio, se estima necesario traer a colación lo 
dispuesto en el artículo 156-Bis del Código Fiscal de la 
Federación, en la parte que es de nuestro interés, que es-
tablece:

•	 Que la autoridad procederá a la inmovilización de 
depósitos bancarios, seguros o cualquier otro depósi-
to de moneda nacional o extranjera que se realice en 
cualquier tipo de cuenta que tuviera a su nombre el 
contribuyente en las entidades financieras o sociedades 
cooperativas de ahorro y préstamo, o de inversiones y 
valores.

•	 Que lo anterior con excepción de los depósitos que 
una persona tenga en su cuenta individual de ahorro 
para el retiro, incluidas las aportaciones voluntarias que 
se hayan realizado hasta por el monto de las aporta-
ciones efectuadas conforme a la Ley de la materia, de 
acuerdo con lo siguiente:

1. Cuando los créditos fiscales se encuentren firmes.

2. Que tratándose de créditos fiscales que se encuen-
tren impugnados y no estén debidamente garantizados, 
procedería la inmovilización en los siguientes supues-
tos:

— Cuando el contribuyente no se encuentre localizado 
en su domicilio o desocupe el local donde tenga su do-
micilio fiscal sin presentar el aviso de cambio de domici-
lio al Registro Federal de Contribuyentes.
— Cuando no esté debidamente asegurado el interés 
fiscal por resultar insuficiente la garantía ofrecida.
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— Cuando la garantía ofrecida sea insuficiente y el con-
tribuyente no haya efectuado la ampliación requerida 
por la autoridad.
— Cuando se hubiera realizado el embargo de bienes 
cuyo valor sea insuficiente para satisfacer el interés fis-
cal o se desconozca el valor de estos.

•	 Que es así como procedería la inmovilización hasta 
por el importe del crédito fiscal y sus accesorios o, en su 
caso, hasta por el importe en que la garantía que haya 
ofrecido el contribuyente no alcance a cubrir los mismos 
a la fecha en que se lleve a cabo la inmovilización, ello 
siempre y cuando, previo al embargo, la autoridad fis-
cal cuente con información de las cuentas y saldos que 
existen en sí mismas.

•	 Es entonces que, la autoridad fiscal ordenará me-
diante oficio dirigido a la unidad administrativa compe-
tente de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, de 
la Comisión Nacional de Seguros y Fianzas o de la Co-
misión Nacional del Sistema de Ahorro para el Retiro, 
según proceda, o bien a la entidad financiera o socie-
dad cooperativa de ahorro y préstamo a la que corres-
ponda la cuenta, a efecto de que estas últimas realicen 
la inmovilización y conserven los fondos depositados. 
Y para efectos de lo anterior, la inmovilización debería 
realizarla a más tardar al tercer día siguiente a aquel en 
que les fue notificado el oficio de la autoridad fiscal.

•	 Por otro lado, las entidades financieras o socie-
dades de ahorro y préstamo o de inversiones y va-
lores que hayan ejecutado la inmovilización de los 
depósitos o seguros en una o más cuentas del con-
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tribuyente, deberían informar del cumplimiento de 
dicha medida a la autoridad fiscal que la ordenó, a 
más tardar el tercer día siguiente a la fecha en que 
se ejecutó, señalando el número de cuentas, así 
como el importe total que fue inmovilizado. La auto-
ridad fiscal notificará al contribuyente sobre dicha 
inmovilización, a más tardar el tercer día siguiente a 
aquél en que le hubieren comunicado ésta.

De lo anterior se tiene que el artículo 156-Bis del Código 
Fiscal Federal regula el procedimiento de inmovilización 
de depósitos bancarios seguros o cualquier otro depósito 
en moneda nacional o extranjera que se realice en cual-
quier tipo de cuenta que tenga a su nombre el contribuyen-
te en las entidades financieras o sociedades cooperativas 
de ahorro y préstamo, o de inversiones y valores, a excep-
ción de los depósitos que una persona tenga en su cuenta 
individual de ahorro para el retiro, incluidas las aportacio-
nes voluntarias que se hayan realizado hasta por el monto 
de las aportaciones efectuadas conforme a la Ley de la 
materia. 

Ahora bien, en la parte relevante para efectos de resol-
ver la cuestión planteada del precepto citado, específica-
mente, en el cuarto párrafo la normativa señala que las 
entidades financieras o sociedades de ahorro y préstamo 
o de inversiones y valores que hayan ejecutado la inmovi-
lización de los depósitos o seguros en una o más cuentas 
del contribuyente, deberán informar del cumplimiento de 
dicha medida a la autoridad fiscal que la ordenó, a más 
tardar el tercer día siguiente a la fecha en que se ejecutó, 
señalando el número de las cuentas, así como el importe 
total que fue inmovilizado. La autoridad fiscal notificará 
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al contribuyente sobre dicha inmovilización, a más tar-
dar al tercer día siguiente a aquél en que le hubieren 
comunicado ésta.

Ahora bien, en la parte relevante, para efectos de re-
solver la cuestión planteada del precepto citado, específi-
camente, en el cuarto párrafo la normativa señala que las 
entidades financieras o sociedades de ahorro y préstamo 
o de inversiones y valores que hayan ejecutado la inmovi-
lización de los depósitos o seguros en una o más cuentas 
del contribuyente, deberán informar del cumplimiento de 
dicha medida a la autoridad fiscal que la ordenó, a más 
tardar el tercer día siguiente a la fecha en que se ejecutó, 
señalando el número de las cuentas, así como el importe 
total que fue inmovilizado. La autoridad fiscal notificará 
al contribuyente sobre dicha inmovilización, a más tar-
dar al tercer día siguiente a aquél en que le hubieren 
comunicado ésta.

En virtud de lo anterior, este Pleno Jurisdiccional advier-
te que lo dispuesto en el cuarto párrafo del artículo 156-Bis 
en mención, indica que una vez que la institución finan-
ciera informe a la autoridad fiscal sobre la inmovilización, 
dicha autoridad fiscal notificará al contribuyente sobre la 
inmovilización, a más tardar al tercer día siguiente a aquél 
en que le hubiere comunicado ésta; sin que se desprenda 
que dicha disposición normativa establezca una sanción 
jurídica como consecuencia de la omisión en que incurra 
la autoridad para el caso de notificar a la contribuyente 
interesada fuera del plazo establecido; por lo que al ser 
una norma imperfecta que no establece sanción, no irroga 
perjuicio alguno al contribuyente.
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Dado que, el artículo 156-Bis del Código Fiscal de la 
Federación no contiene una sanción para el caso en que 
la autoridad fiscal omita comunicar la inmovilización en el 
plazo de 3 días aludido, es decir, nos encontramos ante 
una norma que si bien la misma contiene un plazo que 
en principio resulta observable para la autoridad; cierto es 
también que, el exceso de dicho plazo no genera una con-
secuencia jurídica directa derivada de la propia ley, por lo 
que constituye una violación no invalidante con base en 
la que se pudiera declarar la nulidad de la resolución im-
pugnada. 

Toda vez que dicha disposición normativa no establece 
una sanción jurídica como consecuencia de la omisión en 
que incurra la autoridad para el caso de notificar a la con-
tribuyente interesada fuera del plazo establecido.

En tal virtud, no debemos perder de vista que el pro-
cedimiento de inmovilización de cuentas y transferencias 
de recursos, se encuentra contenido en los artículos 156-
Bis y 156-Ter, ambos del Código Fiscal de la Federación, 
el cual constituye un procedimiento alterno y sumarísimo 
para el cobro de los créditos fiscales firmes, que forma 
parte de la facultad económica-coactiva del Estado.

Es decir, estamos en presencia del ejercicio de la atri-
bución del Estado para incoar el procedimiento administra-
tivo de ejecución en contra de bienes de la contribuyente 
morosa, ante la falta de pago de aquellos créditos fiscales 
de los cuales sea sujeto.

De los preceptos mencionados se desprende que el 
procedimiento mencionado inicia con la orden de inmovili-
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zación de las cuentas bancarias del ejecutado dirigido a la 
unidad administrativa competente de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, de la Comisión Nacional de Segu-
ros y Fianzas o de la Comisión Nacional del Sistema de 
Ahorro para el Retiro, según proceda, o bien a la entidad 
financiera o sociedad cooperativa de ahorro y préstamo a 
la que corresponda la cuenta, y culmina, en su caso, con la 
transferencia del adeudo al fisco, o bien una vez que la con-
tribuyente ofrezca una garantía que comprenda el importe 
del crédito fiscal, incluyendo sus accesorios a la fecha de 
ofrecimiento y sea admitida por la autoridad. 

Sin que este procedimiento vulnere el derecho funda-
mental de audiencia previa, reconocido por el artículo 14 
constitucional, porque la aplicación se actualiza una vez 
que el contribuyente ya conoce su situación jurídica con la 
notificación de la resolución determinante de un crédito fis-
cal, de la cual sólo resta su pago o, en su defecto, el ofre-
cimiento de una garantía; por lo que, no constituye un acto 
privativo al existir una actuación de la autoridad previa que 
afectó la esfera jurídica de la persona contribuyente, esto 
es, el crédito fiscal, porque el establecimiento del adeudo es 
lo que afecta de forma negativa su patrimonio. 

Lo anterior es así, pues el procedimiento de inmoviliza-
ción de cuentas bancarias, implica la materialización de 
dicho derecho de cobro a favor del Estado, ante la au-
sencia del cumplimiento del pago de la garantía, pues la 
aplicación de la facultad económico coactiva encuentra su 
justificación en la necesidad que el Estado tiene de afron-
tar los gastos necesarios para satisfacer las necesidades 
colectivas o sociales; por tanto, debe prevalecer la subsis-
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tencia del Estado, por encima del derecho de los particula-
res a ser escuchados.

Por lo que, la facultad económico-coactiva del Estado, 
constituye una atribución del fisco que le permite hacer 
efectivos los créditos a favor de la hacienda pública, por lo 
cual, la subsistencia del Estado y sus instituciones deben 
prevalecer frente al derecho de los particulares a ser escu-
chados ante el acto de autoridad, máxime que este puede 
impugnarse mediante los recursos y juicios procedentes.

En virtud de lo expuesto, resulta dable señalar que, los 
numerales citados no transgreden el derecho fundamental 
de audiencia previa contenido en el artículo 14 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en vir-
tud de que, el procedimiento de inmovilización de cuentas 
y transferencia de recursos forma parte de la facultad eco-
nómico-coactiva del Estado, lo que no podrá supeditarse 
a que previamente se escuche a los gobernados ubicados 
en las hipótesis de hecho que dan lugar al inicio de dicho 
procedimiento.

No obstante, lo anterior, incluso ante la falta de notifi-
cación sobre la inmovilización, a más tardar al tercer día 
siguiente a aquél en que le hubieren comunicado ésta; no 
deja indefensos a los contribuyentes, en la medida que, 
una vez que se tiene conocimiento de la inmovilización 
pueden acudir al juicio contencioso administrativo federal 
para conocer y controvertir sus motivos y fundamentos.

Sin que ello transgreda el principio de seguridad jurídica 
ya que, aun siendo que el cuarto párrafo del artículo 156-
Bis del Código no prevé una sanción cuando la autoridad 
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se exceda de los tres días, esto no exime a la autoridad 
fiscal de notificar a la persona contribuyente sobre la inmo-
vilización de las cuentas una vez que la entidad financiera 
le hace del conocimiento de ésta, toda vez que se trata 
de una obligación reglada, y no discrecional el hecho de 
dar a conocer a los particulares el contenido de los actos 
administrativos. 

Siendo importante precisar que las primeras obligan a 
la autoridad administrativa a ceñirse al marco legal fijado 
por la norma jurídica que señala la conducta específica 
que debe seguirse ante la actualización de la hipótesis que 
la disposición legal prevé y, en la segunda, la ley le otorga 
a la autoridad, dentro de un marco legal un margen de libre 
apreciación para determinar la forma de su actuar, lo cual 
permite, que la administración haga una apreciación téc-
nica de los elementos que concurren en un determinado 
caso. 

Y dentro de sus diferencias principales, se ha desta-
cado que, tratándose de la facultad reglada, para la emi-
sión del acto deben concurrir los requisitos de hecho o de 
derecho establecidos previamente en la normatividad co-
rrespondiente, sin permitir que la autoridad discierna sobre 
si lo emite o no; en tanto que en la discrecional, el acto 
puede ser o no emitido, ya que su emisión depende de la 
apreciación subjetiva del órgano encargado de actuar.

De modo que se está en presencia de facultades regla-
das, cuando la autoridad en virtud de las leyes que rigen 
su competencia, o con motivo de una instancia o recurso 
de los particulares, deba pronunciarse al respecto, esto es, 
existe obligación de hacer; mientras que en las segundas, 
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parten de que existe discrecionalidad cuando la ley otorga 
a la autoridad un amplio campo de aplicación para deci-
dir si debe obrar o debe abstenerse, para resolver cuándo 
y cómo debe obrar, o aun para determinar libremente el 
contenido de su posible actuación, ha de entenderse que 
la base toral de este tipo de atribuciones es la libertad de 
apreciación que la norma concede a las autoridades para 
actuar o abstenerse, con el propósito de lograr la finalidad 
que la propia ley señala y, su ejercicio implica, necesaria-
mente, la posibilidad de optar, o de elegir, entre dos o más 
decisiones, sin que ello represente arbitrariedad.

En ese tenor, la obligación de la autoridad respecto del 
cuarto párrafo del artículo 156-Bis del Código radica en 
hacer del conocimiento a la contribuyente respecto de la 
inmovilización de sus cuentas, aun siendo fuera del plazo 
de los tres días, sin que ello implique una transgresión a la 
esfera jurídica.  

De lo expuesto, este Pleno Jurisdiccional establece 
como criterio jurisprudencial el siguiente:

“INMOVILIZACIÓN DE CUENTAS BANCARIAS. EX-
CEDER EL PLAZO DE TRES DÍAS PARA NOTIFICAR 
LA INMOVILIZACIÓN DE CUENTAS AL CONTRIBU-
YENTE PREVISTO EN EL CUARTO PÁRRAFO DEL 
ARTÍCULO 156-BIS DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN NO CONSTITUYE UNA ILEGALIDAD. 
El artículo 156-Bis del Código Fiscal de la Federación 
regula el procedimiento de inmovilización de depósitos 
bancarios, seguros o cualquier otro depósito a nombre 
del contribuyente, con la finalidad de garantizar el in-
terés fiscal respecto de créditos firmes o impugnados 
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no garantizados. El cuarto párrafo de dicho precep-
to establece que, una vez ejecutada la inmovilización, 
las entidades financieras deben informar a la autoridad 
fiscal en un plazo de tres días, y esta notificar al con-
tribuyente en igual término. No obstante, el legislador 
no previó sanción alguna ante el retraso del segundo 
término mencionado, por lo que se trata de una norma 
imperfecta, cuyo incumplimiento no genera nulidad ni 
implica violación a derechos fundamentales. El procedi-
miento previsto en los artículos 156-Bis y 156-Ter forma 
parte de la facultad económico-coactiva del Estado, de 
naturaleza sumarísima, orientada al cobro de créditos 
fiscales firmes; sin que ello viole la garantía de audien-
cia previa consagrada en el artículo 14 Constitucional, 
o que esto deje en estado de indefensión al gobernado, 
ya que puede impugnar la medida a través del mecanis-
mo de defensa aplicable. En consecuencia, el exceder 
los tres días para notificar al contribuyente de la inmovi-
lización no produce ilegalidad ni le causa perjuicio algu-
no, al no existir consecuencia jurídica prevista en la ley 
para dicho supuesto.”

En mérito de lo expuesto y con fundamento en lo dis-
puesto en el artículo 17, fracción II, de la Ley Orgánica del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en relación con 
el diverso 77 de la Ley Federal de Procedimiento Conten-
cioso Administrativo, se: 

R E S U E L V E :

I.- Es PROCEDENTE y FUNDADA la denuncia de con-
tradicción de sentencias materia de esta resolución.
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II.- Se establece como Jurisprudencia la tesis indicada 
en la parte final del presente fallo.

III.- Publíquese la presente resolución en la Revista del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa.

IV.- NOTIFÍQUESE.

Así lo resolvió el Pleno Jurisdiccional de la Sala Superior 
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, con funda-
mento en los artículos 11, fracciones I y II, 93 y Séptimo 
Transitorio del Reglamento Interior del Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa, publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 17 de julio de 2020, en sesión celebrada en 
forma presencial y transmitida por medios electrónicos al 
público en general el 18 de febrero de 2026, por mayoría 
de 8 votos a favor de los Magistrados Eduardo Santillán 
Pérez, Víctor Martín Orduña Muñoz, Julián Alfonso Oli-
vas Ugalde, Maestra Luz María Anaya Domínguez, Rafael 
Anzures Uribe, Maestro Rafael Estrada Sámano, Docto-
ra Magda Zulema Mosri Gutiérrez y José Ramón Amieva 
Gálvez, y 2 votos en contra de los Magistrados Maestro 
Guillermo Valls Esponda y Carlos Chaurand Arzate.

Fue ponente en el presente asunto el Magistrado Eduar-
do Santillán Pérez, cuya ponencia se aprobó en sus térmi-
nos.

Se elaboró el presente engrose el día 23 de febrero de 
2026 y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 
54, fracción VI y 56, fracción III de la Ley Orgánica del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa, firma el Magis-
trado José Ramón Amieva Gálvez, Presidente del Tribu-
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nal Federal de Justicia Administrativa, ante la Licenciada 
Abigail Calderón Rojas, Secretaria General de Acuerdos, 
quien autoriza y da fe.
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JURISPRUDENCIA NÚM. IX-J-SS-162

LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR. 
LA NORMA OFICIAL MEXICANA “NOM-247-SE-2021” 
PRÁCTICAS COMERCIALES-REQUISITOS DE LA IN-
FORMACIÓN COMERCIAL Y LA PUBLICIDAD DE BIE-
NES INMUEBLES DESTINADOS A CASA HABITACIÓN 
Y ELEMENTOS MÍNIMOS QUE DEBEN CONTENER 
LOS CONTRATOS RELACIONADOS, NO TRANSGRE-
DE EL CONTENIDO DEL ARTÍCULO 73, DE LA REFE-
RIDA LEY Y POR TANTO, RESPETA EL PRINCIPIO DE 
SUBORDINACIÓN JERÁRQUICA.- El artículo 73, de la 
Ley Federal de Protección al Consumidor dispone que 
las operaciones relacionadas con bienes inmuebles sólo 
estarán sujetas a esa ley, cuando los proveedores sean 
fraccionadores, constructores, promotores y demás per-
sonas que intervengan en la asesoría y venta al público 
de viviendas destinadas a casa habitación y por tanto, los 
contratos relacionados deberán registrarse ante la Procu-
raduría Federal de Protección al Consumidor. A su vez, 
la Norma Oficial Mexicana NOM-247-SE-2021, regula, 
entre otras hipótesis, lo que debe contener el contrato de 
adhesión de compraventa de terrenos destinados a casa 
habitación y será aplicable para los fraccionadores, cons-
tructores, promotores y demás personas que intervengan 
en asesoría y venta al público de viviendas destinadas a 
casa habitación. En tal sentido, la Norma Oficial Mexicana 
mencionada, no contraviene el principio de subordinación 
jerárquica, en virtud de que deriva de una cláusula habili-
tante conforme a la cual, su objeto de regulación son los 
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contratos de adhesión de compraventa de bienes inmue-
bles en sentido amplio, abarcando tanto como suelo/tie-
rra (terreno) y construcciones (viviendas), además que no 
modificó o alteró el contenido del referido precepto legal, 
sino que simplemente estableció las reglas, especificacio-
nes, atributos y características aplicables de los contra-
tos de adhesión respecto de operaciones que impliquen la 
enajenación de los bienes inmuebles, llevadas a cabo por 
personas que se dediquen a la enajenación de viviendas 
destinadas a la casa habitación.

(Tesis de jurisprudencia aprobada por acuerdo G/06/26)

PRECEDENTES:

IX-P-SS-385
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1355/22-09-01-4/ 
160/24-PL-10-04.- Resuelto por el Pleno Jurisdiccional de 
la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Adminis-
trativa, en sesión de 24 de abril de 2024, por unanimidad 
de 8 votos a favor.- Magistrado Ponente: Carlos Mena 
Adame.- Secretario: Lic. Alfonso Johnas Ham González.
(Tesis aprobada en sesión de 12 de junio de 2024)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año III. No. 32. Agosto 2024. p. 204

IX-P-SS-440
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1356/22-09-01-
9/1375/24-PL-10-04.- Resuelto por el Pleno Jurisdiccional 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Admi-
nistrativa, en sesión de 12 de febrero de 2025, por mayoría 
de 7 votos a favor y 2 votos con los puntos resolutivos.- 
Magistrado Ponente: Carlos Mena Adame.- Secretario: 
Lic. Oscar Fabela Guzmán.
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(Tesis aprobada en sesión de 12 de febrero de 2025)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año IV. No. 39. Marzo 2025. p. 98

IX-P-SS-486
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1353/22-09-01-
5/1912/23-PL-10-04.- Resuelto por el Pleno Jurisdiccional 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Ad-
ministrativa, en sesión de 10 de septiembre de 2025, por 
mayoría de 7 votos a favor, 1 voto con los puntos resoluti-
vos y 1 voto en contra.- Magistrado Ponente: Carlos Mena 
Adame.- Secretario: Lic. Heber Aram García Piña.
(Tesis aprobada en sesión de 10 de septiembre de 2025)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año IV. No. 46. Noviembre 2025. p. 32

Así lo acordó el Pleno Jurisdiccional de la Sala Superior 
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, por mayo-
ría de nueve votos a favor y un voto en contra del Magistra-
do Carlos Chaurand Arzate, en sesión ordinaria celebrada 
el cuatro de marzo de dos mil veintiséis, ordenándose su 
publicación en la Revista de este Órgano Jurisdiccional.- 
Firman el Magistrado Doctor José Ramón Amieva Gálvez, 
Presidente del Tribunal Federal de Justicia Administrativa 
y la Licenciada Julia Arredondo Hernández, Secretaria Ge-
neral de Acuerdos, quien da fe.
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JURISPRUDENCIA NÚM. IX-J-SS-163

LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO
 CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

JUICIO DE RESOLUCIÓN EXCLUSIVA DE FONDO. LOS 
CONCEPTOS DE IMPUGNACIÓN ADUCIDOS EN CON-
TRA DE LAS ACTUALIZACIONES Y ACCESORIOS DE 
LAS CONTRIBUCIONES OMITIDAS, DEBEN TENER-
SE POR NO FORMULADOS.- Del análisis a los artículos 
58-16, 58-17 y 58-19 de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo se desprende que el Juicio de 
Resolución Exclusiva de Fondo puede promoverse única-
mente a petición del actor en contra de resoluciones defini-
tivas derivadas de facultades de comprobación en materia 
fiscal, y siempre que la cuantía del negocio exceda el equi-
valente a doscientas veces la Unidad de Medida y Actua-
lización; además que, por la naturaleza de dicho juicio, 
el actor debe hacer valer conceptos de impugnación que 
tengan por objeto resolver exclusivamente el fondo de la 
controversia que plantea; entendiéndose con ello, que sus 
argumentos deben referirse al sujeto, objeto, base, tasa o 
tarifa de las obligaciones revisadas. Bajo esas considera-
ciones, en los casos en que en el juicio de resolución exclu-
siva de fondo se formulen agravios a través de los cuales 
el actor plantee la ilegalidad de la actualización, recargos y 
multas derivados del crédito fiscal determinado, los mismos 
deben tenerse por no formulados y la Sala de conocimiento 
no debe considerarlos materia de estudio ni de resolución, 
al ser ajenos a la naturaleza del juicio que se trata.

(Tesis de jurisprudencia aprobada por acuerdo G/07/26)
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PRECEDENTES:

VIII-P-SS-650
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 20/17-17-ERF-01-
2/880/18-PL-05-04.- Resuelto por el Pleno Jurisdiccional 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Ad-
ministrativa, en sesión de 23 de junio de 2021, por una-
nimidad de 10 votos a favor.- Magistrada Ponente: Nora 
Elizabeth Urby Genel.- Secretaria: Lic. Tekua Kutsu Fran-
co Godínez.
(Tesis aprobada en sesión de 8 de diciembre de 2021)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año I. No. 3. Marzo 2022. p. 191

IX-P-SS-175
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 23/21-ERF-01-
5/1637/21-PL-02-04.- Resuelto por el Pleno Jurisdiccional 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Admi-
nistrativa, en sesión de 23 de noviembre de 2022, por una-
nimidad de 11 votos a favor.- Magistrada Ponente: Nora 
Elizabeth Urby Genel.- Secretario: Lic. Ángel Fernando 
Paz Hernández. 
(Tesis aprobada en sesión de 23 de noviembre de 2022) 
R.T.F.J.A. Novena Época. Año II. No. 13. Enero 2023. p. 380

IX-P-SS-490
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 73/22-ERF-01-
6/31/24-PL-04-04.- Resuelto por el Pleno Jurisdiccional de 
la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Adminis-
trativa, en sesión de 8 de octubre de 2025, por unanimidad 
de 8 votos a favor.- Magistrado Ponente: Carlos Chaurand 
Arzate.- Secretario: Lic. José Luis Noriega Hernández. 
(Tesis aprobada en sesión de 8 de octubre de 2025)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año IV. No. 47. Diciembre 2025. p. 137
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Así lo acordó el Pleno Jurisdiccional de la Sala Superior 
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, por unani-
midad de votos, en sesión ordinaria celebrada el cuatro de 
marzo de dos mil veintiséis, ordenándose su publicación 
en la Revista de este Órgano Jurisdiccional.- Firman el 
Magistrado Doctor José Ramón Amieva Gálvez, Presiden-
te del Tribunal Federal de Justicia Administrativa y la Li-
cenciada Julia Arredondo Hernández, Secretaria General 
de Acuerdos, quien da fe.
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SEGUNDA SECCIÓN

JURISPRUDENCIA NÚM. IX-J-2aS-99

LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO. MOMENTO A PARTIR DEL CUAL 
COMIENZA EL PLAZO CON QUE CUENTA LA AUTO-
RIDAD DEMANDADA PARA EMITIR LA RESOLUCIÓN 
EN CUMPLIMIENTO A LA SENTENCIA DICTADA EN EL 
JUICIO DE NULIDAD.- Al resolver la contradicción de te-
sis 286/2016, la Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación delimitó los conceptos de firmeza 
y ejecutividad de la sentencia, actualizándose el primero 
una vez que se surta alguno de los supuestos del artículo 
53 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Ad-
ministrativo, es decir que la sentencia: a) no admitiera en 
su contra recurso o juicio; b) admitiendo recurso o juicio, 
no fuere impugnada, o cuando, habiéndolo sido, el recur-
so o juicio de que se trate haya sido desechado o sobre-
seído o hubiere resultado infundado; o c) sea consentida 
expresamente por las partes o sus representantes legí-
timos; mientras que será ejecutable la sentencia a partir 
del día siguiente a que surta efectos la notificación de la 
ejecutoria correspondiente por parte de este órgano juris-
diccional tratándose de la hipótesis prevista en el inciso b) 
antes aludido. Bajo ese contexto, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 53 fracción II y último párrafo, en 
relación con el diverso numeral 52, segundo párrafo de la 
Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo 
vigente a partir del 14 de junio de 2016, el plazo de cuatro 
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meses con que cuenta la autoridad demandada para dar 
cumplimiento a la sentencia definitiva que se dicte en el 
juicio contencioso administrativo cuando sea controvertida 
ante el Tribunal de Alzada a través del juicio de amparo, o 
bien, recurso de revisión fiscal, será a partir de que el fallo 
de mérito haya causado firmeza por haber sido desecha-
do, sobreseído o resultado infundado el medio de defensa 
legal y fuera ejecutable mediante la notificación que reali-
ce este Tribunal del acuerdo o ejecutoria correspondiente 
a la autoridad demandada.

(Tesis de jurisprudencia aprobada por acuerdo G/S2/5/2026)

PRECEDENTES:

IX-P-2aS-489
Queja en el Juicio Contencioso Administrativo Núm. 
4961/19-06-02-7/768/23-S2-10-04-QC.- Resuelta por la 
Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal 
de Justicia Administrativa, en sesión de 6 de noviembre de 
2024, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Po-
nente: Carlos Mena Adame.- Secretario: Lic. Oscar Fabela 
Guzmán.
(Tesis aprobada en sesión de 23 de enero de 2025)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año IV. No. 38. Febrero 2025. p. 37

IX-P-2aS-609
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 787/24-09-01-
6/936/25-S2-06-04.- Resuelto por la Segunda Sección de 
la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Adminis-
trativa, en sesión de 13 de octubre de 2025, por unanimi-
dad de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Luz María 
Anaya Domínguez.- Secretaria: Lic. Lilia López García.
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(Tesis aprobada en sesión de 13 de octubre de 2025)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año IV. No. 47. Diciembre 2025. p. 204

IX-P-2aS-620
Juicio Contencioso Administrativo tramitado median-
te el Sistema de Justicia en Línea Versión 2.0. Núm. 
0125-2023-02-C-15-01-03-01-L-FA-0025-2024.- Resuelto 
por la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa, en sesión de 30 de oc-
tubre de 2025, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magis-
trada Ponente: Luz María Anaya Domínguez.- Secretaria: 
Lic. Lilia López García.
(Tesis aprobada en sesión de 30 de octubre de 2025)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año V. No. 48. Enero-Febrero 2026. 
p. 392

IX-P-2aS-621
Cumplimiento de Ejecutoria relativo a la Queja en el Jui-
cio Contencioso Administrativo Núm. 9928/17-07-02-6/ 
235/19-S2-09-04-AS-QC-QC-QC.- Resuelto por la Segun-
da Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Jus-
ticia Administrativa, en sesión de 13 de noviembre de 2025, 
por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrada Ponente: 
Magda Zulema Mosri Gutiérrez.- Secretario: Lic. Galdino 
Orozco Parejas.
(Tesis aprobada en sesión de 13 de noviembre de 2025)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año V. No. 48. Enero-Febrero 2026. 
p. 392

IX-P-2aS-622
Queja en el Juicio Contencioso Administrativo Núm. 
2713/17-17-09-3/AC3/232/21-S2-10-04-QC.- Resuelta por 
la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Fede-
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ral de Justicia Administrativa, en sesión de 20 de noviembre 
de 2025, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado 
Ponente: Carlos Mena Adame.- Secretario: Lic. Rey David 
Soriano Arrieta.
(Tesis aprobada en sesión de 20 de noviembre de 2025)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año V. No. 48. Enero-Febrero 2026. 
p. 392

Así lo acordó la Segunda Sección de la Sala Superior 
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en la sesión 
pública ordinaria el nueve de abril de dos mil veintiséis.- 
Firman, la Magistrada Maestra Luz María Anaya Domín-
guez, Presidenta de la Segunda Sección y el Licenciado 
Aldo Gómez Garduño, Secretario Adjunto de Acuerdos de 
la Segunda Sección, quien da fe.
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JURISPRUDENCIA NÚM. IX-J-2aS-100

LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO
 CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO CONTRA UNA 
RESOLUCIÓN EMITIDA EN CUMPLIMIENTO DE 
UNA SENTENCIA DE NULIDAD. EL ACTOR TIENE LA 
OPCIÓN DE INTERPONER UN NUEVO JUICIO O BIEN 
LA INSTANCIA DE QUEJA.- Conforme al artículo 58 de 
la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administra-
tivo, la instancia de queja tiene como finalidad el puntual 
cumplimiento de las sentencias emitidas por este Tribunal; 
sin embargo, la interposición de la queja constituye una 
instancia optativa para el justiciable al que se le determi-
ne una nueva resolución administrativa que se emite en 
cumplimiento a una sentencia, por lo que si el actor de-
cide interponer en su contra un nuevo juicio es claro que 
su acción es del todo procedente, ya que el nuevo acto 
administrativo le está determinando otra situación jurídica 
con la que no está de acuerdo y, por ello, tiene plena ac-
ción para controvertirlo en el juicio; además de que debe 
tenerse presente que lo que se resolverá en la instancia 
de queja y en el juicio contencioso administrativo, es autó-
nomo y distinto, a pesar de que se cuestione formalmente 
un mismo acto, pues la queja se ocupa de la juridicidad del 
cumplimiento de la sentencia previa y, el juicio, de los nue-
vos vicios de legalidad que el interesado considere como 
motivos de anulación.

(Tesis de jurisprudencia aprobada por acuerdo G/S2/6/2026)
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PRECEDENTES:

IX-P-2aS-326
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 20741/19-17-02-
4/1031/22-S2-08-04.- Resuelto por la Segunda Sección 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Admi-
nistrativa, en sesión de 29 de febrero de 2024, por una-
nimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Rafael 
Estrada Sámano.- Secretaria: Mtra. Alma Rosa Navarro 
Godínez.
(Tesis aprobada en sesión de 4 de abril de 2024)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año III. No. 29. Mayo 2024. p. 161

IX-P-2aS-395
Incidente de Incompetencia por Razón de Materia Núm. 
1425/24-17-03-4/692/24-S2-06-06.- Resuelto por la Se-
gunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa, en sesión de 10 de julio de 2024, 
por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: 
Luz María Anaya Domínguez.- Secretaria: Mtra. Sofía Azu-
cena de Jesús Romero Ixta.
(Tesis aprobada en sesión de 10 de julio de 2024)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año III. No. 33. Septiembre 2024. p. 182

IX-P-2aS-520
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 524/24-01-01-
5/1614/24-S2-09-03.- Resuelto por la Segunda Sección de 
la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Adminis-
trativa, en sesión de 13 de marzo de 2025, por unanimidad 
de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Magda Zulema 
Mosri Gutiérrez.- Secretario: Mtro. José Antonio Rivera 
Vargas.
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(Tesis aprobada en sesión de 13 de marzo de 2025)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año IV. No. 40. Abril 2025. p. 214

IX-P-2aS-608
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 787/24-09-01-
6/936/25-S2-06-04.- Resuelto por la Segunda Sección de 
la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Adminis-
trativa, en sesión de 13 de octubre de 2025, por unanimi-
dad de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Luz María 
Anaya Domínguez.- Secretaria: Lic. Lilia López García.
(Tesis aprobada en sesión de 13 de octubre de 2025)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año IV. No. 47. Diciembre 2025. p. 202

IX-P-2aS-623
Queja en el Juicio Contencioso Administrativo Núm. 
2713/17-17-09-3/AC3/232/21-S2-10-04-QC.- Resuelta por 
la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Fede-
ral de Justicia Administrativa, en sesión de 20 de noviembre 
de 2025, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado 
Ponente: Carlos Mena Adame.- Secretario: Lic. Rey David 
Soriano Arrieta.
(Tesis aprobada en sesión de 20 de noviembre de 2025)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año V. No. 48. Enero-Febrero 2026. 
p. 396

Así lo acordó la Segunda Sección de la Sala Superior 
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en la sesión 
pública ordinaria el nueve de abril de dos mil veintiséis.- 
Firman, la Magistrada Maestra Luz María Anaya Domín-
guez, Presidenta de la Segunda Sección y el Licenciado 
Aldo Gómez Garduño, Secretario Adjunto de Acuerdos de 
la Segunda Sección, quien da fe.
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PLENO

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 

IX-P-SS-499

CAPITAL CONTABLE. DEBE ACTUALIZARSE CON-
FORME AL ARTÍCULO 17-A DEL CÓDIGO FISCAL DE 
LA FEDERACIÓN, PARA ESTABLECER EL VALOR 
REAL DE UNA ACCIÓN.- El artículo 32, fracción XVII, 
cuarto párrafo, inciso b) de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta vigente a partir de 2013, determina la posibilidad 
de deducir las pérdidas por la enajenación de acciones 
tomando en consideración el ingreso obtenido que resul-
te mayor entre el pactado en la operación y el precio de 
venta de la acción; por su parte, el artículo 215, fracción 
I, inciso e) del mismo ordenamiento legal, prevé expresa-
mente los elementos aplicables para el caso de enajena-
ción de acciones, entre otros, el capital contable actualizado 
de la emisora, para efectos de determinar el valor de las 
acciones y compararlos con el precio pactado, esto es, el 
capital contable representa el patrimonio de la empresa, 
ya que es la diferencia entre el total de activos y pasivos, 
que si bien, de inicio, se integra por las aportaciones de 
los socios, también lo es que, con el transcurso del tiempo 
se va modificando por transacciones y otros eventos o cir-
cunstancias que afectan a la empresa de forma positiva o 
negativa, lo cual refleja la capacidad económica y realidad 
financiera de la empresa emisora de la acción. En virtud 
de lo anterior, se tiene que el capital contable al ser una 
operación que determina el monto de una acción, debe 
ser considerado como el valor de operación que aumenta 
o disminuye por el transcurso del tiempo, por lo que debe 
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reflejar el valor actual de las acciones; para ello, se debe 
actualizar en términos del artículo 17-A, tercer párrafo del 
Código Fiscal de la Federación, en relación con el artículo 
7 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, vigentes para 
el ejercicio 2013, pues por una parte, prevén el valor del 
ajuste o la actualización de los valores de las operaciones 
por el transcurso del tiempo y con motivo de los cambios 
en los precios en el país, y otra, que los valores de ope-
raciones deben ser actualizados cuando las leyes fiscales 
así lo establezcan.

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 20903/21-17-06-
9/361/25-PL-01-04[04].- Resuelto por el Pleno Jurisdiccio-
nal de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, en sesión de 3 de septiembre de 2025, por 
unanimidad de 9 votos a favor.- Magistrado Ponente: Car-
los Chaurand Arzate.- Secretario: Mtro. Víctor Alejandro 
Rojas Aguilar.
(Tesis aprobada en sesión de 21 de enero de 2026)

C O N S I D E R A N D O :

[…]

NOVENO.- […]

Ahora bien, cabe recordar que la actora, en la litis que 
se resuelve en el presente considerando, asevera que las 
autoridades realizaron una indebida interpretación de la 
fracción XVII, del artículo 32 de la Ley del Impuesto sobre 
la Renta, pues en esta se establece el valor del límite 
para la disminución de la pérdida en enajenación de ac-
ciones, ya que la autoridad sostiene que el elemento más 
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objetivo para determinar el valor de las acciones es el ca-
pital contable, pasando por alto que la actora realizó ope-
raciones con su parte relacionada por lo que, para efecto 
de determinar su ingreso y deducciones autorizadas debe 
considerar los precios y montos de las contraprestacio-
nes que hubiere utilizado con o entre partes independien-
tes en operaciones comparables, siendo incorrecto que 
se considere como ingreso obtenido, el que resulte mayor 
entre el pactado en la operación y el precio de venta de 
acciones que se determine conforme la fracción I, inciso 
e) del artículo 215 de la Ley del Impuesto sobre la Renta.

Derivado de lo anterior esta Juzgadora considera ne-
cesario atender al contenido del artículo 32, fracción XVII, 
cuarto párrafo, inciso b), en relación con los diversos 215, 
fracción I, inciso e) y 216, todos de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta, vigentes al 31 de diciembre de 2013, tal 
como sigue:

[N.E. Se omite transcripción]

Del artículo 32 fracción XVII, se advierte como regla ge-
neral que no serán deducibles las pérdidas que provengan 
de la enajenación de acciones; sin embargo, el segundo 
párrafo de la citada fracción establece que dicha pérdida, 
solamente se podrá deducir contra el monto de las ganan-
cias que, en su caso, obtenga el mismo contribuyente en 
el ejercicio o en los diez ejercicios siguientes en la enaje-
nación de acciones y dichas pérdidas no deberá exceder 
el monto de las ganancias en comento.

Acotando que para estar en posibilidad de deducir 
dicha pérdida, conforme a la fracción en cita, el contribu-
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yente deberá cumplir ciertos requisitos, entre los que des-
tacan que tratándose de partes sociales y de acciones 
distintas a las señaladas en el inciso anterior (esto es, 
acciones que se coloquen entre el gran público inversio-
nista), la pérdida se determinará efectuando los ajustes a 
que se refiere el artículo 24 de esta Ley (determinación de 
la ganancia por enajenación de acciones) y consideran-
do como ingreso obtenido el que resulte mayor entre 
el pactado en la operación de que se trate y el precio 
de venta de las acciones determinado conforme a la 
metodología establecida en los artículos 215 y 216 de 
la Ley de mérito.

Continúa señalando que las operaciones que se rea-
licen con y entre partes relacionadas, se deberá pre-
sentar un estudio sobre determinación del precio de 
venta de las acciones en términos de los artículos 215 y 
216 de la Ley de referencia, y considerando los elemen-
tos contenidos en el inciso e) de la fracción I, del cita-
do artículo 215.

El artículo 215, fracción I, inciso e) de la Ley del Impues-
to sobre la Renta, refiere a los contribuyentes del Título 
II (Personas Morales), que celebren operaciones con 
partes relacionadas residentes en el extranjero están obli-
gados, a determinar sus ingresos acumulables y deduc-
ciones autorizadas, considerando para esas operaciones 
los precios y monto de contraprestaciones que hubieran 
utilizado con o entre partes independientes en operacio-
nes comparables.

En la fracción I de dicho dispositivo prevé las caracte-
rísticas de las operaciones, entre las que se incluye, la 
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enajenación de acciones, en la que se considerarán 
elementos tales como:

•	 Capital Contable Actualizado de la emisora.

•	 Valor presente de las utilidades.

•	 Flujos de efectivo proyectados o

•	 Cotización bursátil del último hecho del día de la ena-
jenación de la emisora.

Finalmente, el numeral 216, del mismo ordenamiento 
legal, refiere a grandes rasgos, que para los efectos de lo 
dispuesto por el artículo 215, los contribuyentes deberán 
aplicar los siguientes métodos:

•	 Método de Precio Comparable no Controlado.
•	 Método de Precio de Reventa.
•	 Método de Costo Adicionado.
•	 Método de Partición de Utilidades.
•	 Método Residual de Partición de Utilidades.
•	 Método de Márgenes Transaccionales de Utilidad de 
Operación.

De todo lo anterior se advierte medularmente que, para 
poder deducir la pérdida generada por una enajenación de 
acciones, distinta a las acciones que se coloquen entre el 
gran público inversionista, se deberá tomar como ingreso 
obtenido por dicha enajenación, el que resulte mayor entre:

•	 El pactado en la operación de que se trate, y
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•	 El precio de venta de las acciones, éste será deter-
minado conforme a la metodología establecida en los 
artículos 215 y 216 de dicha legislación.

Que tratándose de operaciones que se realicen con y 
entre partes relacionadas, se deberá presentar un estudio 
sobre la determinación del precio de venta de las accio-
nes, considerando los elementos, como el de Capital con-
table actualizado de la sociedad emisora.

Ahora bien, en el presente asunto, el argumento de la 
actora se encuentra encaminado a acreditar la indebida in-
terpretación de los artículos 32, fracción XVII, inciso b), re-
lacionado con los diversos 215, fracción I, inciso e) y 216, 
todos de la Ley del Impuesto sobre la Renta, ya que refiere 
que, para la deducción de la pérdida fiscal por la enajena-
ción de acciones se considerará como ingreso obtenido 
el que resulte mayor entre el precio pactado y el de venta 
conforme a la metodología de precios de transferencia, en 
tal circunstancia, para establecer la correcta interpretación 
del marco normativo aplicable, es dable traer a la vista, 
la exposición de motivos respecto a la Ley del Impuesto 
sobre la Renta, del 1º de octubre de 2017, en donde se 
adicionó el artículo 32, fracción XVII, concretamente res-
pecto a los requisitos de procedencia de la deducción de la 
pérdida de enajenación de acciones, tal como se muestra 
a continuación: 

[N.E. Se omite transcripción]

De lo anterior, es claro desprender que las pérdidas en 
enajenación de acciones no son deducibles en virtud de 
su naturaleza extraordinaria, no obstante ello, el legislador 
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consideró viable permitir una excepción para la deducibili-
dad de la pérdida en enajenación de acciones, contenida 
en el artículo 32, fracción XVII, de la Ley del Impuesto so-
bre la Renta, estableciendo una mecánica particular con 
determinados elementos a fin de determinar el monto de la 
pérdida que por este motivo se puede deducir.

Es así, que del contenido del artículo 32, fracción XVII 
de la Ley del Impuesto sobre la Renta (transcrito en pá-
rrafos anteriores), se desprende que para que la pérdida 
en enajenación de acciones pueda deducirse, el legislador 
consideró, previo al cumplimiento de ciertos requisitos, que 
solo podrán deducirse contra el monto de las ganancias 
que en su caso obtenga el contribuyente en el ejercicio, o 
en los diez días siguientes en la enajenación de acciones, 
así como que dichas pérdidas no deberán exceder el mon-
to de las ganancias.

Asimismo, el legislador consideró que a fin de determi-
nar el monto de la pérdida que sería deducible, reconoció 
dos procedimientos, ello tomando como parámetro si las 
acciones que se enajenaron corresponden a una empresa 
que cotiza o no en la Bolsa de Valores, tal como se mues-
tra a continuación:

1. Respecto de las empresas cuyas acciones se colo-
quen entre el gran público inversionista. Estableció 
que la pérdida se determinará efectuando los ajustes 
a que se refiere el artículo 24 de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta y considerando como ingreso obtenido, 
el que derive de la operación siempre que se enajenen 
en Bolsa de Valores concesionada en los términos de 
la Ley del Mercado de Valores, en virtud de que si la 
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enajenación se hizo fuera de dicha Bolsa, se conside-
rará ingreso el mayor entre el precio de la operación 
y la cotización promedio en la Bolsa de Valores antes 
mencionada del día en que se enajenaron.

2. Tratándose de la enajenación de acciones que 
no coticen en la Bolsa, se advierte que el legislador 
estableció procedimientos específicos para la determi-
nación de la pérdida por enajenación de acciones, con-
siderando como elemento fundamental si la operación 
se realiza con o entre partes relacionadas o bien, entre 
partes independientes.

Entonces, el legislador estableció que, para la determi-
nación del ingreso obtenido, debe considerarse el valor 
que resulte mayor entre el precio pactado y el que resulte 
de aplicar la metodología prevista en los artículos 215 y 
216 de la Ley del Impuesto sobre la Renta.

En ese sentido, se debe tener claro que los artículos 215 
y 216 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, constituyen 
una metodología conformada por elementos, procedimien-
tos o métodos particulares, por lo que, para determinar su 
aplicabilidad, debe atenderse a la operación en concreto 
que se pretenda analizar.

Por lo que, corresponde establecer que del numeral 
215, fracción I, inciso e) de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta, que prevé la mecánica que debe emplearse para 
la determinación del ingreso, considerando elementos ob-
jetivos de acuerdo con la actividad, desarrollo y peculiari-
dades de la empresa cuyas acciones se enajenan, ya que 
sólo de esa manera puede conocerse el valor real de las 
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acciones y, en consecuencia, determinar objetivamente sí 
existe o no una pérdida y el monto.

En consecuencia, el mencionado numeral establece pa-
rámetros objetivos con los cuales se puede establecer el 
costo real de las acciones y partiendo de ello, determinar 
la existencia del monto de la pérdida que podría hacerse 
deducible

Con lo anterior, se logra desprender que el artículo 32, 
fracción XVII de la Ley del Impuesto sobre la Renta consis-
te en que la pérdida se determinará considerando como in-
greso obtenido el que resulte mayor entre el pactado en la 
operación de que se trate y el precio de venta de las accio-
nes determinado conforme a la metodología establecida 
en los artículos 215 y 216 de la referida Ley, es decir, aten-
diendo a los elementos, procedimientos o técnicas que re-
sultan aplicables conforme al objeto que se pretenda.

Es así, al buscar el valor de la acción, deberá atenderse 
a lo dispuesto por el artículo 215, fracción I, inciso e) de 
la Ley del Impuesto sobre la Renta, por ser la porción nor-
mativa que regula expresamente la mecánica específica 
para la determinación del ingreso, pues se pretende de-
terminar el costo real de la acción para de ahí conocer 
si existió o no una pérdida en la enajenación y en su caso, 
el monto que podrá ser deducible.

Ahora bien, debemos tener claro que, para la determi-
nación del ingreso en el caso de una pérdida derivada de 
una enajenación de acciones celebrada entre partes re-
lacionadas, el artículo 32, fracciones XVII, cuarto párrafo, 
inciso b) de la referida Ley, remite de manera expresa al 
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inciso e), fracción I del artículo 215 de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta.

Por lo que, el inciso e), fracción I, del referido artículo 
215 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, prevé expresa-
mente los elementos aplicables para el caso específico de 
una enajenación de acciones, ello considerando la natura-
leza extraordinaria de la operación de que se trata.

Se aprecia entonces que en el referido inciso e), expre-
samente se establece que en el caso de la enajenación de 
acciones se deben considerar los siguientes elementos:

•	 El capital contable actualizado de la emisora.

•	 El valor presente de las utilidades.

•	 Flujos de efectivo proyectados.

•	 La cotización bursátil del último hecho del día de la 
enajenación de la emisora.

Elementos que resultan necesarios para determinar el 
valor de las acciones y compararlo con el precio pactado, 
a fin de que con ello, determinar la pérdida sufrida real-
mente, y que podría ser deducible.

Con lo hasta aquí expuesto, se advierte que en el caso 
que nos ocupa, resulta aplicable el contenido del artículo 
32, fracción XVII, cuarto párrafo, inciso b), en relación con 
el diverso 215, fracción I, inciso e), ambos de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta, vigente al 2013.
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Sin embargo, el artículo 32, fracción XVII de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta, refiere la utilización de la me-
todología prevista tanto en el artículo 215, como en el di-
verso 216, del mismo ordenamiento legal; sin embargo, 
los métodos previstos en el referido numeral, no resultan 
precisamente útiles para la determinación del ingreso.

Ya que, el alcance del artículo 216 de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta, consiste en el establecimiento de 
los métodos a utilizar para determinar si en una operación 
se pactó o no a valor de mercado, por lo que, para la de-
terminación de los ingresos y deducciones tratándose de 
partes relacionadas, se deberán considerar diversos mé-
todos, ello con la finalidad de que la autoridad conozca si 
la operación se realizó o no a valor de mercado, pues no 
puede pasar desapercibido que la implementación de los 
precios de transferencia tienen como objetivo regular las 
operaciones celebradas con partes relacionadas, y evitar 
con ello las prácticas desleales y la erosión a la base gra-
vable de los impuestos.

Ahora bien, resulta necesario traer a la vista la expo-
sición de motivos relativa a la Ley del Impuesto sobre la 
Renta, de 30 de diciembre de 1996, donde se adicionó el 
artículo 65, que posteriormente sería el 216, la que se cita 
a continuación:

[N.E. Se omite transcripción]

De la exposición de motivos que precede, se advierte 
que la inclusión de los métodos para los precios de trans-
ferencia tiene su origen en que la legislación en México no 
preveía lineamientos en materia de precios de transferen-
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cia, no obstante que otros países integrantes de la Orga-
nización para la Cooperación y el Desarrollo Económico 
sí lo preveían, por lo que, el legislador consideró oportuno 
incluir los métodos tradicionales en materia de precios de 
transferencia y con base en ello determinar si una ope-
ración con o entre partes relacionadas se encuentra a 
valor de mercado o no.

Ya que, en el caso de que existan diferencias en ope-
raciones comparables, se deberán de realizar diversos 
ajustes, considerando los elementos que se requieran de-
pendiendo del tipo de operación y actividad que la empre-
sa contribuyente, (sic) para así poder emplear alguno de 
los métodos previstos en el artículo en análisis y con base 
en ello, determinar el valor de mercado que resulte aplica-
ble en la operación.

En ese sentido, el artículo 216 de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta es útil a fin de determinar si la operación 
celebrada se encuentra a valor de mercado, pero no así, 
para determinar el valor de acción, pues para ello, el pro-
cedimiento tratándose de una enajenación de acciones 
celebrada entre partes relacionadas, se encuentra con-
templado en el artículo 215, fracción I, inciso e) de la Ley 
del Impuesto sobre la Renta.

Por lo que, el artículo 32, fracción XVII de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta, refiere la utilización de la me-
todología prevista por los artículos 215 y 216 del mismo 
ordenamiento, sin embargo, ello no significa que los mé-
todos previstos en el artículo 216 de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta sean útiles para la determinación del ingre-
so, ya que, el alcance que tiene este numeral, únicamente 
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consiste en el establecimiento de los métodos a utilizar 
para determinar si una operación se pactó o no a valor de 
mercado.

Es así que el artículo 216 de la Ley del Impuesto sobre 
la Renta, refiere que para la determinación de los ingresos 
y deducciones, al tratarse de partes relacionadas, se de-
berán considerar diversos métodos, ello únicamente con 
la finalidad de que la autoridad conozca si la operación 
se realizó o no a valor de mercado, pues la implemen-
tación de los precios de transferencia tiene como objetivo 
regular las operaciones celebradas con partes relaciona-
das, y evitar con ello las prácticas desleales y la erosión a 
la base gravable de los impuestos.

Así las cosas, los precios de transferencia son signifi-
cativos tanto por los contribuyentes como para las admi-
nistraciones tributarias, porque determinan la distribución 
de la renta y los gastos y, por tanto, de los beneficios gra-
vables de las empresas asociadas situadas en diferentes 
jurisdicciones fiscales, concluyendo que la finalidad de los 
métodos de precios de transferencia es determinar que 
las operaciones se celebraron a valor de mercado como 
si hubieran sido realizadas entre partes independientes, a 
fin de que tribute correctamente sin realizar operaciones 
especulativas que erosionen la base gravable.

Pues los esquemas que se realizan entre o con partes 
relacionadas, ya sea a través de distorsiones al precio en 
operaciones vinculadas o a través de la implementación 
de transacciones ficticias, erosionan de forma significativa 
la base gravable del impuesto sobre la renta, es decir, al-
gunos grupos empresariales multinacionales han incurrido 
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en la implementación de estrategias fiscales en el ámbito 
internacional para eludir el pago de impuestos corporati-
vos en los lugares donde se genera la riqueza, por medio 
de la diversificación de su tributación, situando sus centros 
corporativos o algunas de sus empresas subsidiarias en 
jurisdicciones que tienen tasas de impuesto sobre la renta 
nulas o más reducidas respecto de aquellos países en los 
que efectivamente llevan a cabo sus operaciones.

Por lo que la implementación de diversos métodos, es 
con la finalidad de identificar si las operaciones pactadas 
entre partes relacionadas se encuentran o no a valor de 
mercado, pues el precio de transferencia por los servicios 
o enajenación de bienes puede variar dependiendo del es-
quema que los grupos empresariales pretendan manejar, 
y al ser susceptibles a un control común del grupo, y ante 
la ausencia del conflicto de intereses natural entre par-
tes independientes, el precio puede ser diferente al que 
se maneja en el mercado (partes independientes), sobre 
todo cuando los grupos empresariales buscan minimizar 
su carga tributaria mundial violando el principio que rige a 
las operaciones en un mercado abierto (principio de valor 
de mercado).

Por lo anterior, es dable señalar, que los métodos pre-
vistos en el artículo 216 de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta, tienen como función determinar si la adquisición 
con partes relacionadas se realizó con un valor superior 
al que hubieran pactado partes independientes en opera-
ciones comparables (valor de mercado), pues con esto se 
disminuye la base gravable del impuesto sobre la renta 
con deducciones por arriba del valor de mercado.
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Ahora bien, no debe perderse de vista que los precios 
de transferencia son los precios fijados en las transaccio-
nes internacionales entre personas o entidades vinculadas 
fiscalmente, por lo que los precios de transferencia se utili-
zan para determinar los beneficios sometidos a tributación 
de grupos empresariales que, por su carácter internacio-
nal (transnacional, importador, exportador) tiene divisiones 
en varios países, en consecuencia, si todos los gastos del 
grupo se originan en un país que tiene una carga fiscal 
o ésta es alta y la venta se produce en otro que no tiene 
imposición o que tiene una menor carga fiscal, el beneficio 
obtenido no estará pagando impuestos o se ingresará una 
cantidad menor a la debida.

En otras palabras, un determinado grupo, puede apro-
vechar el control que tiene sobre sus vinculados en el ex-
terior, para transferir tributación de un país con un mayor 
nivel de impuestos a uno con menor nivel, por ello, la le-
gislación de precios de transferencia centra su atención 
de forma especial sobre las operaciones realizadas entre 
vinculados económicamente o partes relacionadas, cuan-
do una de las partes tiene su domicilio fiscal en uno de los 
territorios conocido como “paraísos fiscales”.

Es así, que los países más desarrollados, que forman 
parte de la Organización para la Cooperación y del De-
sarrollo Económicos, definieron un marco metodológico 
para determinar a través de los Precios de Transferen-
cia, los precios o márgenes de beneficio en operaciones 
realizadas entre compañías controladas (vinculadas eco-
nómicamente), incluyendo las obtenidas en el extranjero, 
aplicando este sistema posteriormente en otros países en 
el mundo.
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Por lo que, las operaciones con partes relacionadas, uti-
lizan estrategias que tienden a disminuir la base gravable 
del impuesto sobre la renta, al realizarse deducciones por 
arriba del valor de mercado, motivo por el cual, la regula-
ción de dichas operaciones se convierte en una necesi-
dad para el gobierno federal, pues se pretende aumentar 
la transparencia de la información contable, de modo que 
se pueda desarrollar una evaluación de riesgos tributarios 
eficiente y robusta, que permita identificar de manera ade-
cuada las estrategias fiscales erosivas y así poder enfren-
tar de manera eficaz la erosión de la base gravable.

Ello pues la implementación de los métodos de precios 
de transferencia respecto de las operaciones con partes 
independientes, resulta fundamental para determinar si 
tributa conforme a las leyes fiscales que le aplican, pues 
partiendo de dicha información se puede concluir si las 
operaciones efectuadas con partes relacionadas se en-
cuentran a precio de mercado, esto es, como si fueran 
realizadas con o entre partes independientes, de ahí que 
sea necesaria la información que aporten los contribuyen-
tes respecto de las operaciones que celebren con partes 
independientes.

Asimismo, no se debe soslayar que el fin último que se 
persiguió con la regulación de las operaciones con par-
tes relacionadas, fue combatir los efectos nocivos de la 
erosión de la base imponible, a efecto de que los grupos 
empresariales cumplan con su obligación constitucional 
de contribuir al gasto público de manera equitativa y pro-
porcional, a fin de que el Estado pudiera cumplir con sus 
funciones sufragando el gasto público, logrando así la re-
distribución de la riqueza, motivo por el cual se estableció 
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en el artículo 216 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, 
los métodos que permitirían identificar si la operación se 
realizó o no a valor de mercado.

Por lo que, en el caso el artículo 216 de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta, es útil a fin de determinar si la ope-
ración celebrada se encuentra a valor de mercado, pero 
no así, para determinar el valor de acción, pues para 
ello, el procedimiento específico tratándose de una 
enajenación de acciones celebrada entre partes rela-
cionadas, se encuentra en el artículo 215, fracción I, 
inciso e), de la Ley del Impuesto sobre la Renta.

En virtud de lo anterior, se tiene que en el caso, tra-
tándose de enajenación de acciones, el legislador es-
tableció específicamente un tratamiento que permite 
reconocer el valor real de acción, mismo que se en-
cuentra inserto en el inciso e) de la fracción I del ar-
tículo 215 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, esto 
es, el capital contable actualizado, el valor presente de 
las utilidades, flujos de efectivo proyectados o la co-
tización bursátil; sin embargo, cabe hacer mención que 
del artículo 32, fracción XVII de la Ley del Impuesto so-
bre la Renta, refiere que deberá considerarse aquél valor 
que resulte mayor, respecto del determinado conforme a la 
metodología y aquel pactado por las partes.

Con lo hasta aquí expuesto, se logra establecer que en 
el caso concreto resulta aplicable el contenido del artículo 
32, fracción XVII, relacionado con el inciso e), fracción I del 
artículo 215, ambos de la Ley del Impuesto sobre la Renta, 
ya que al tratarse de la enajenación de acciones, el último 
de los mencionados contiene el tratamiento que permite 
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conocer el valor de la acción, tomando en cuenta el capital 
contable actualizado, el valor presente de las utilidades, 
flujos de efectivo proyectados o la cotización bursátil, sin 
resultar necesario tomar en cuenta alguno de los métodos 
contenidos en el artículo 216 de la Ley del Impuesto so-
bre la Renta, como lo pretende la ahora actora, al señalar 
que se considerará como ingreso obtenido el que resulte 
mayor entre el precio pactado y de venta conforme a la 
metodología de precios de transferencia, dado que como 
ha quedado señalado la disposición normativa refiere a lo 
señalado en el artículo 215, fracción I, inciso e) de la Ley 
del Impuesto sobre la Renta, vigente en 2013.

Ahora bien, conforme a lo antes expuesto se tiene que, 
para conocer el valor de la acción, para determinar si hubo 
una pérdida derivada de una enajenación de acciones, se 
deberá considerar alguno de los siguientes elementos:

•	 Capital contable actualizado,
•	 El valor presente de las utilidades,
•	 Flujos de efectivo proyectados, o
•	 La cotización bursátil.

De los anteriores elementos, se destaca el relativo al 
Capital Contable, para ello resulta necesario tener claro 
su concepto, para ello este Cuerpo Colegiado consulta el 
Diccionario de Ciencias Económica Administrativas, Edi-
tado por el Centro Universitario de Ciencias Económicas 
Administrativas de la Universidad de Guadalajara, que se-
ñala:

“Capital contable. Representa el patrimonio de la em-
presa, es decir, el activo total menos pasivo total, o la 
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diferencia aritmética entre el valor de todas las propie-
dades de la empresa y el importe de todas sus deudas. 
Se representa por el total de activos que se emplean en 
el negocio, menos el pasivo, sin distinción ni otra dife-
rencia en cuanto a su procedencia, cuya división obede-
ce a modalidades legales.”1

Por tanto, podemos concluir que, por capital contable, 
debe entenderse como la diferencia entre el activo y pa-
sivo de una empresa; esto es, mide la inversión realizada 
y disponible por sus socios desde un punto de vista neto.

Es así que el término de capital contable se encuentra 
íntimamente vinculado con los registros que presenta la si-
tuación patrimonial de una empresa en un momento dado, 
ya que el capital contable, si bien, de inicio, se integra por 
las aportaciones de los socios, también lo es que con el 
transcurso del tiempo se va modificando por transacciones 
y otros eventos o circunstancias que afectan a la empre-
sa, y en consecuencia, el capital contable se vea modifica-
do, ya sea en un aspecto positivo o negativo.

En tal virtud, este órgano jurisdiccional llega a la convic-
ción de que el capital contable, deberá reflejar de mane-
ra objetiva y razonable la situación económica-financiera 
efectiva de la empresa.

Respecto al elemento de “El valor presente de las uti-
lidades”, se debe entender como el valor que tiene en la 

1	 https://es.scribd.com/document/412507619/Diccionario-de- 
Ciencias-Economicas-Administrativas, página 104.
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actualidad una cantidad de dinero que no se recibirá en 
ese momento sino más adelante, en el futuro.

En relación al elemento de “Flujos de efectivo proyec-
tados”, se refiere a una proyección de efectivo que tendrá 
la empresa durante varios periodos, esto es, cantidad real 
de efectivo que una empresa cobra y paga,2 en este senti-
do se tienen que son las entradas y salidas de efectivo de 
una empresa a futuro.

Finalmente, respecto al elemento de “La cotización 
bursátil”, debe entenderse como el precio de un título ne-
gociado en bolsa, el cual se fija numerosas veces a lo lar-
go del día dependiendo de las órdenes de compra y de 
venta existentes en el mercado.

Con lo anterior, se tiene que el capital contable es el ele-
mento más confiable para advertir la capacidad económi-
ca-financiera de la empresa emisora de la acción, por ser la 
parte real y determinada del capital que refleja constante-
mente sus movimientos monetarios en relación con las utili-
dades y pérdidas en un momento específico, constituyendo 
la diferencia neta existente entre el activo y el pasivo de la 
sociedad, elementos que al estar controlados, identificados 
y cuantificados por ésta, producen que el capital contable 
goce de esas peculiaridades y, al tener la sociedad la obli-
gación de reconocer en sus registros internos todos los 
eventos que la afectan financieramente en el momento en 
que ocurren, de manera puntual, constante, veraz, regular

2	 https://es.scribd.com/document/412507619/Diccionario-de- 
Ciencias-Economicas-Administrativas, página 300.
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y congruente con la realidad, en acatamiento a los princi-
pios de consistencia, confiabilidad y devengación contable.

Con lo anterior, se atiende a la realidad financiera de la 
entidad económica, lo que permite, a su vez, advertir su 
verdadera potencialidad tributaria que, por la enajenación 
de sus acciones recibe ingresos gravables al no constituir 
una ganancia, porque en la medida en que la emisora 
tenga más utilidades mayores serán los beneficios eco-
nómicos que reciba el socio por ese acto, modificando su 
patrimonio y reflejando su potencialidad para contribuir a 
los gastos públicos al considerar el ingreso, a partir del 
costo promedio por acción que implica obtener el monto 
original ajustado de las acciones, procedimiento que, al 
tomar en cuenta elementos objetivos relacionados direc-
tamente con el capital contable, refleja el auténtico movi-
miento financiero de la empresa. 

Por tanto, si el objeto gravado del impuesto sobre la 
renta, lo constituyen los ingresos, es sensato que en una 
pérdida por enajenación de acciones, la capacidad contri-
butiva del causante se mida en función de los que obtenga 
por ese negocio tomando como parámetro el determina-
do a partir del capital contable de la emisora, y conside-
rar como ingreso el establecido contablemente, si es que 
esa entrada económica es menor que la fijada conforme a 
este componente, puesto que dicho capital tiene relación 
directa con aquellos ingresos en la medida en que, entre 
más capital tenga la empresa, mayor será la ganancia 
recibida por la venta de sus partes sociales, es decir, se 
toma en consideración el efectivo movimiento de riqueza 
del causante y sólo lo grava en la medida en que sobre-
pasa el mínimo en el que, debe enajenar el inversionista 
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sus acciones, por lo que conforme el capital contable por 
ser el elemento que refleja la verdadera situación eco-
nómico-financiera de la empresa, lo que impide posibles 
manipulaciones tendentes a evadir o eludir el pago del 
impuesto relativo así como hacer partícipe al fisco federal 
en una operación en la que no intervino y, en la cual, no 
tenía por qué existir una pérdida o, al menos, no en una 
cantidad mayor a la situación económica-financiera de la 
sociedad mercantil.

Robustece lo anterior, la tesis jurisprudencial P./J. 
69/2010, publicada en el Semanario Judicial de la Fede-
ración y su Gaceta, cuyo rubro y contenido es el siguiente: 

“RENTA. EL ARTÍCULO 31, FRACCIÓN II, DEL RE-
GLAMENTO DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATI-
VO, VIGENTE HASTA EL 17 DE OCTUBRE DE 2003 
(COINCIDENTE CON EL NUMERAL 54, FRACCIÓN II, 
DEL REGLAMENTO EN VIGOR), RESPETA EL PRIN-
CIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA.” [N.E. 
Se omite transcripción consultable en Registro digital: 
163949. Instancia: Pleno. Novena Época. Materia(s): 
Constitucional, Administrativa. Tesis: P./J. 69/2010. 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Ga-
ceta. Tomo XXXII, Agosto de 2010, página 228. Tipo: 
Jurisprudencia]

Bajo este orden de ideas, resulta evidente que el ca-
pital contable se encuentra íntimamente relacionado con 
la riqueza de la sociedad mercantil en un momento deter-
minado, en virtud de que es el reflejo de sus movimientos 
económicos pertenecientes a las utilidades y pérdidas fi-
nancieras.
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Por lo que, resulta imprescindible que en la compraven-
ta de acciones se precise el valor real y contable de las 
acciones para conocer su precio de venta, considerando 
entonces la información financiera de la sociedad en tér-
minos de las disposiciones fiscales aplicables, precisar el 
valor de los activos de la sociedad para conocer el valor 
real de las acciones y los efectos fiscales de operación, in-
cluyendo la retención y entero de los impuestos causados, 
la revisión de los estatutos, precisar si existe el derecho de 
preferencia para la adquisición de los títulos por parte de los 
socios y, finalmente, evaluar la situación económica real 
de la sociedad respecto a su actividad y estados financie-
ros tomando en consideración la información existente y la 
inspección de sus instalaciones.

En consecuencia, el capital contable es un elemento fun-
damental en la venta de acciones, a partir de los elemen-
tos que de él se toman para determinar si existe ganancia 
o pérdida en la operación respectiva, porque constituye 
un parámetro serio, objetivo y real que refleja la situación 
financiera de la entidad en un momento determinado, 
vinculada intrínsecamente con su capacidad contributiva.

Se considera entonces, que el capital contable como 
el elemento objetivo para determinar el valor de acción, y 
que refleja la capacidad contributiva del causante, pues al 
tomarse en cuenta este componente de la sociedad mer-
cantil se permite conocer la situación económico-financiera 
efectiva y actual del emisor al momento de la enajenación.

Por lo que, el valor contable de la acción que se ena-
jena, resulta de dividir el monto del capital contable de la 
empresa entre el número de acciones, constituye un ele-
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mento que refleja la capacidad contributiva de la emisora, 
lo cual permite, apreciar la verdadera capacidad contribu-
tiva de la enajenación de acción, por lo que se considera 
razonable que el valor de las acciones se vincule con el 
desarrollo de la emisora reflejado en su capital contable, a 
partir de los elementos que inciden en él y que se toman 
en cuenta para determinar la ganancia o, en su caso, la 
pérdida en la enajenación de acciones.

En ese sentido, la utilización del capital contable no 
hace más que advertir la capacidad económico-financiera 
de la emisora para conocer el valor de las acciones que 
de ella se pretenden enajenar, y así estar en aptitud de 
evaluar si el precio en que se ofrece es acorde con la rea-
lidad o es irracional, lo que permite saber el monto de los 
ingresos que reciba el vendedor para con base en ellos, 
considerar en el caso de una pérdida, la cuantía a la cual 
ascenderá esa amortización.

Por lo anterior, de los elementos precisados en el inciso 
e) de la fracción I del artículo 215 de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta, el elemento de la entidad que otorga mayor 
confiabilidad en cuanto a la capacidad económico-financie-
ra, es el capital contable, ya que éste es el reflejo constante 
de los movimientos financieros de la empresa concernien-
tes a sus utilidades y pérdidas que, al final del ejercicio, se-
rán expresión de sus ingresos acumulables y deducciones 
autorizadas, es así, que a través del capital contable se 
conocerá la efectiva situación económico-financiera de la 
entidad emisora y, por ende, la verdadera capacidad con-
tributiva del causante al momento de la enajenación para 
efectos de determinar la cuantía de la amortización en la 
pérdida sufrida por la enajenación de acciones.
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Sobre ello, en opinión de este Órgano Jurisdiccional, 
es claro que, conforme al artículo 32, fracción XVII, inciso 
b) de la Ley del Impuesto sobre la Renta, si el ingreso re-
cibido por la enajenación de acciones, en una pérdida, es 
menor que el determinado a partir de capital contable por 
acción o parte social actualizado de la empresa emisora, 
el ingreso que se tomará en cuenta, para efectos de la de-
ducción por la pérdida respectiva, será este último por ser 
el monto más alto, es decir, que se atribuirá al enajenante 
como ingreso del determinado a partir del capital contable, 
que será la medida en que el Fisco Federal tolerará el ries-
go de esa operación.

De acuerdo con lo hasta aquí expuesto, es que este 
Cuerpo Colegiado debe considerar la remisión que hace 
el artículo 32, fracción XVII, cuarto párrafo, inciso b), se-
gundo párrafo de la Ley del Impuesto sobre la Renta, a 
los elementos que prevé el artículo 215, fracción I, inciso 
e) de la misma Ley, tiene relevancia para el caso de la 
enajenación de acciones entre partes relacionadas, pues 
con ello se pretende evitar que el Fiscal Federal reconozca 
una pérdida en la que solo tuvo injerencia el contribuyente, 
para ello, remitió a los elementos objetivos con los cuales 
se advirtiera el valor real de las acciones, siendo que para 
el caso que nos ocupa, el capital contable.

Lo anterior, ya que el capital contable es el elemento ob-
jetivo que dará el valor real a las acciones, para determinar 
si hubo una ganancia o pérdida y en su caso, el límite de la 
deducción, no obstante que existen otras formas de valua-
ción como lo son el método convencional, el de mercado 
y el avalúo, ello pues el capital de las empresas, en virtud 
de que refleja sus operaciones en relación con lo ganado 
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o lo perdido en determinado periodo al ser el producto de 
la diferencia que existe entre el activo y el pasivo de la 
sociedad.

Lo anterior encuentra sustento en el precedente susten-
tado en la tesis IX-P-SS-239 de este Pleno Jurisdiccional, 
publicado en el órgano de difusión oficial en la Novena 
Época, Año II, Número 20, Agosto de 2023, página 93, que 
se reitera por segunda ocasión y que al efecto señala:

“CAPITAL CONTABLE. ES LEGAL UTILIZARLO PARA 
ESTABLECER EL VALOR DE UNA ACCIÓN, 
PARA EFECTOS DE DETERMINAR UNA PÉRDIDA 
DERIVADA DE UNA ENAJENACIÓN DE ACCIONES.” 
[N.E. Se omite transcripción]

En este sentido, la autoridad determinó que el elemento 
objetivo para determinar el valor de las acciones es el ca-
pital contable al considerar el porcentaje de participación 
accionaria que tenía la empresa escindente por lo que el 
precio de venta es de $1,768´298,170.00, en este sentido 
la autoridad se ciñó al análisis de la operación a la luz del 
capital contable como el elemento idóneo para determinar 
el valor de la acción y así determinar el límite de la deduc-
ción en la venta de las acciones, sin que haya estado su-
jeta al análisis de los métodos de precios de transferencia 
como erróneamente lo aduce el actor, lo que resulta legal.

Aunado a que la determinación del precio en cuanto al 
valor de mercado que regula dicho precepto no fue ma-
teria de análisis por la autoridad, ya que ésta únicamente 
se centró en el tipo de operación realizada, esto es, la 
enajenación de acciones, así como que ésta fue realizada 
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entre partes relacionadas para que con base en el artículo 
32 fracción XVII, cuarto párrafo, inciso b) de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta, establecer que en primera ins-
tancia debían observarse los elementos descritos en el 
artículo 215, fracción I, inciso e) del mismo ordenamiento, 
esto es determinar, que el capital contable es el elemento 
para establecer el límite de la deducción de la pérdida por 
enajenación de acciones.

Sin que resulte óbice mencionar que, no resulta apli-
cable la metodología de precios de transferencia, pues si 
bien es cierto, el legislador remitió a los artículos 215 y 216 
de la Ley de mérito, ello fue porque ambos procedimientos 
se utilizan en una operación entre partes relacionadas, sin 
embargo, cada uno tiene una finalidad distinta, pues en la 
especie, en el artículo 215, fracción I, inciso e), se pre-
vén los elementos para determinar el valor de acción, 
mientras que en el artículo 216 sólo se establecen los 
métodos para determinar si una operación se celebró 
a valor de mercado o no.

Lo anterior, resulta claro, ya que el artículo 32, fracción 
XVII, cuarto párrafo, inciso b), de la Ley del Impuesto sobre 
la Renta, establece la posibilidad de deducir las pérdidas 
conforme a la fracción referida, los contribuyentes de-
berán cumplir con diversos requisitos, entre los que se 
encuentra lo relacionado al inciso b), que indica que aque-
lla operación realizada con y entre partes relacionadas, 
se deberá presentar un estudio sobre la determinación 
del precio de venta de las acciones en los términos de 
los artículos 215 y 216 de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta y considerando los elementos contenidos en el 
inciso e) de la fracción I del artículo 215.
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Es así, que el referido numeral nos remite al diverso 
215, inciso e), fracción I de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta, que indica los elementos que se deben tomar 
en cuenta para la deducción de las pérdidas fisca-
les en caso de enajenación de acciones, siendo es-
tos los siguientes: el capital contable actualizado de la 
emisora, el valor presente de las utilidades o flujos de 
efectivo proyectados o la cotización bursátil del último 
hecho del día de la enajenación de la emisora.

De ahí que la autoridad determinó el precio de venta 
de las acciones considerando el capital contable del actor 
factor que corresponde a los elementos que debe tomar 
en cuenta para deducir las pérdidas fiscales.

En estas consideraciones si bien la actora señala que 
determinó su precio de venta considerando el valor de los 
flujos de efectivo descontados en términos de lo estable-
cido en el inciso e), fracción I, tercer párrafo del artícu-
lo 215 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, vigente en 
2013, por una cantidad de $1,084,487,806.00, también lo 
es que para deducir la pérdida generada por enajenación 
de acciones se debe tomar como ingreso obtenido por di-
cha enajenación, el que resulte mayor entre el pacto entre 
partes relacionadas (lo cual no fue materia de juicio) y el 
precio de venta de las acciones y, para este último, el capital 
contable resulta ser el idóneo como lo sostienen las auto-
ridades demandadas.

Lo anterior, ya que esta se encuentra vinculada con 
los registros que presenta la situación patrimonial de la 
empresa, dado que el capital contable refleja de mane-
ra objetiva y razonable la situación económica-financiera 
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efectiva de la empresa, en consecuencia resulta apega-
do a derecho el actuar de la fiscalizadora al determinar el 
precio de venta de la acción en términos de lo establecido 
en el inciso e), fracción I, tercer párrafo del artículo 215 y 
32, fracción XVII, inciso b) de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta vigente en 2013.

Por otra parte, resulta infundado el argumento de la 
actora en relación con que la actualización del capital con-
table se debió realizar conforme a las normas de infor-
mación financieras de conformidad con el artículo 58 del 
Reglamento de la Ley del Impuesto sobre la Renta y último 
párrafo del artículo 216 de la referida Ley y no en términos 
de lo establecido en el artículo 17-A del Código Fiscal de la 
Federación, ya que este sólo aplica para actualizar contri-
buciones, saldos a favor, bienes u operaciones, el cual no 
menciona al capital contable.

Al efecto resulta conveniente traer a la vista, la parte 
conducente de la resolución determinante del crédito fis-
cal contenido en el oficio 900-03-01-00-00-2017-375, de 27 
de febrero de 2017, emitida por la Administración de Fis-
calización a Grupos de Sociedades “1”, dependiente de la 
Administración Central de Fiscalización a Grupos de So-
ciedades, adscrita a la Administración General de Grandes 
Contribuyentes del Servicio de Administración Tributaria, 
tal como sigue:

[N.E. Se omiten imágenes]

De lo digitalizado con antelación se desprende medu-
larmente que la fiscalizadora concluyó que ********** para 
determinar la pérdida fiscal en enajenación de acciones 
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de ********* debió considerar como ingreso obtenido, el 
porcentaje del capital social de la sociedad emisora las 
acciones enajenadas. actualizado, esto es, el 51% de 
$2,719,540,157.00.

Que el capital contable correspondiente a las acciones 
enajenadas de la ********** es de $1,386,965,480, históri-
co, y que el artículo 215 señala que la característica del 
capital contable que debe tomarse como elemento en la 
enajenación de acciones es el actualizado.

Por tanto, conforme a los artículos 17-A del Código Fis-
cal de la Federación y 7 de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta, vigentes en el ejercicio revisado, se tiene que el 
factor de actualización 1.0752, se determinó de conformi-
dad con lo establecido en el artículo 215, fracción I, inciso 
e) donde establece que el capital contable debe estar ac-
tualizado, en relación con los artículos 17-A y 20-Bis del 
Código Fiscal de la Federación y 7 de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta vigentes en 2012, es decir, aplicando el 
resultado de dividir el Índice Nacional de Precios al Con-
sumidor del mes anterior al mes más reciente del periodo 
(diciembre 2012 107.2460), publicado por el Instituto Na-
cional de Estadística y Geografía en el Diario Oficial de la 
Federación el 10 de enero de 2013, de conformidad con 
el artículo 59 fracción III, Primero y Décimo Primero Tran-
sitorios de la Ley del Sistema Nacional de Información de 
Estadística y Geográfica, entre el citado índice correspon-
diente al mes anterior al más antiguo del periodo (diciem-
bre 2010 99.7420), publicado por el Instituto Nacional de 
Estadística y Geografía en el Diario Oficial de la Federa-
ción el 23 de febrero de 2011, ambos expresados con la 
base “segunda quincena de diciembre de 2010=100”, se-
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gún comunicación del Banco de México publicado en el 
Diario Oficial de la Federación del 23·de febrero de 2011.

Que resultaba improcedente considerar como ingresos 
obtenidos $1,084,487,806.00 para determinar el límite a 
la pérdida fiscal por enajenación de acciones, ya que es 
menor al capital contable actualizado de la emisora por 
$1,768,298,170.00, lo anterior conforme con el artículo 32, 
primer párrafo, fracción XVII, cuarto párrafo, inciso b), y el 
artículo 215, tercer párrafo, fracción I, inciso e) de la Ley 
del Impuesto sobre la Renta vigente en 2013.

De lo anterior, se advierte que la autoridad fiscalizadora 
en el crédito fiscal fincado a la actora precisó que, para 
determinar el mecanismo para la actualización del capital 
contable de las sociedades controladas, se fundaba en los 
artículos 17-A del Código Fiscal de la Federación y 7, 32, 
primer párrafo, fracción XVII, cuarto párrafo, inciso b); 215, 
tercer párrafo, fracción I, inciso e), de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta, que son del tenor literal siguiente:

[N.E. Se omite transcripción]

El transcrito artículo 17-A del Código Fiscal de la Fede-
ración, señala que el monto de las contribuciones, apro-
vechamientos, así como de las devoluciones a cargo del 
fisco federal, se actualizarán por el transcurso del tiempo 
y con motivo de los cambios de precios en el país para lo 
cual se aplicará el factor de actualización a las cantidades 
que se deban actualizar.

Continúa estableciendo que los valores de bienes u 
operaciones se actualizarán de acuerdo con lo dispues-



110� Precedente
Pleno

Tribunal Federal de Justicia Administrativa
Revista Núm. 50, Abril 2026

to por dicho artículo, cuando las leyes fiscales así lo es-
tablezcan. Las disposiciones señalarán en cada caso el 
periodo de que se trate.

Asimismo, podemos destacar que el artículo 7 de la Ley 
del Impuesto sobre la Renta, precisa que cuando la Ley del 
Impuesto sobre la Renta prevenga el ajuste o la actualiza-
ción de los valores de bienes o de operaciones, se estaría 
a diversos puntos, entre los que se encuentra, aquel que 
indica que para determinar el valor de un bien o de una 
operación al término de un periodo, se utilizará el factor 
de actualización que se obtendrá dividiendo el Índice Na-
cional de Precios al Consumidor del mes más reciente del 
periodo, entre el citado índice correspondiente al mes más 
antiguo de dicho periodo.

En cuanto al artículo 32 de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta, señala que para que los contribuyentes se encuen-
tren en posibilidad de deducir las pérdidas conforme a lo 
establecido en su fracción XVII, se deberá tomar en con-
sideración el ingreso obtenido que resulte mayor entre el 
pactado en la operación, y el precio de venta de acciones 
determinado conforme a los elementos del artículo 215 y 
las metodologías del artículo 216, ambos de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta.

En cuanto al contenido del artículo 215 del mismo orde-
namiento jurídico, medularmente establece que, en el caso 
de enajenación de acciones, se considerarán elementos 
tales como capital contable actualizado de la emisora, 
el valor presente de las utilidades o flujos de efectivo pro-
yectados o la cotización bursátil del último hecho del día a 
la enajenación de la emisora.
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Ahora bien, la parte actora en el concepto de anulación 
que se resuelve, asevera que la autoridad interpretó y apli-
có indebidamente los artículos 17-A del Código Fiscal de 
la Federación y 7 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, al 
considerar que las disposiciones aplicables para actualizar 
el capital contable era el artículo 58, del Reglamento de 
la Ley del Impuesto sobre la Renta, que establece la ac-
tualización del capital contable que deben realizar los con-
tribuyentes para determinar el precio de las acciones que 
enajenarán, debe efectuarse conforme a los principios de 
contabilidad generalmente aceptadas o Normas de Infor-
mación Financiera.

Lo anterior aducido por la actora resulta infundado, ya 
que conforme al transcrito artículo 17-A del Código Fiscal 
de la Federación, en su tercer párrafo dispone textualmen-
te lo siguiente: “Los valores de bienes u operaciones se 
actualizarán de acuerdo con lo dispuesto por este artículo, 
cuando las leyes fiscales así lo establezcan...”, lo que se 
traduce que cuando las leyes fiscales (como lo es la Ley 
del Impuesto sobre la Renta) establezcan que los valores 
de bienes u operaciones se deberán actualizar, se deberá 
realizar conforme a dicho artículo 17-A, es decir, que se 
actualizará por el transcurso del tiempo y con motivo de los 
cambios de precios en el país, para lo cual se aplicará el 
factor de actualización a las cantidades que se deban ac-
tualizar, siendo que dicho factor se obtendrá dividiendo el 
Índice Nacional de Precios al Consumidor del mes anterior 
al más reciente del periodo entre el citado índice corres-
pondiente al mes anterior al más antiguo de dicho periodo.

En relación con lo anterior, cuando las leyes fiscales 
establezcan que los valores de bienes u operaciones se 
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deberán actualizar, se debe tener presente lo dispuesto 
por el artículo 32 fracción XVII, cuarto párrafo, inciso b) 
de la Ley del Impuesto sobre la Renta vigente en 2013 
(que es una ley fiscal), precepto que ya fue transcrito con 
antelación, de cuyo contenido se advierte que para que 
los contribuyentes se encuentren en posibilidad de dedu-
cir las pérdidas que provengan de la enajenación de ac-
ciones, deberán tomar en consideración como ingreso 
obtenido el que resulte mayor entre el pactado en la 
operación de que se trate y el precio de venta de las 
acciones determinado conforme a la metodología es-
tablecida en los artículos 215 y 216 de dicha Ley.

Ahora bien, del artículo 215, tercer párrafo, fracción I, 
inciso e), de la Ley del Impuesto sobre la Renta, transcrito 
con antelación, establece que los contribuyentes del Tí-
tulo II (personas morales), que celebren operaciones con 
partes relacionas residentes en el extranjero están obliga-
dos, a determinar sus ingresos acumulables y deduccio-
nes autorizadas, considerando para esas operaciones los 
precios y montos de contraprestaciones que hubieran uti-
lizado con o entre partes independientes en operaciones 
comparables.

Para lo anterior, se deberá entender que las operacio-
nes o las empresas son comparables, cuando no existan 
diferencias entre éstas que afecten significativamente el 
precio o monto de la contraprestación o el margen de utili-
dad a que hacen referencia los métodos establecidos en el 
artículo 216 de esta Ley, y cuando existan dichas diferen-
cias, éstas se eliminen mediante ajustes razonables y para 
determinar dichas diferencias, se tomarán en cuenta los 
elementos pertinentes que se requieran, según el méto-
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do utilizado, considerando, entre otros, las características 
de las operaciones, siendo que para el caso de enaje-
nación de acciones, SE CONSIDERARÁN EL CAPITAL 
CONTABLE ACTUALIZADO DE LA EMISORA.

Finalmente, el artículo 7 fracción II de la Ley del Impues-
to sobre la Renta, transcrito con antelación, dispone que 
el ajuste o la actualización de los valores de bienes o de 
operaciones, que por el transcurso del tiempo y con motivo 
de los cambios de precios en el país han variado, se utili-
zará el factor de actualización que se obtendrá dividiendo 
el Índice Nacional de Precios al Consumidor del mes más 
reciente del periodo, entre el citado índice correspondiente 
al mes más antiguo de dicho periodo.

Ahora bien, a fin de evidenciar que lo anterior sí resul-
ta aplicable al capital contable, debe recordarse que como 
ha quedado señalado con antelación se ha definido como la 
parte que representa el patrimonio de la empresa, es decir, 
el activo total menos pasivo total, o la diferencia aritmética 
entre el valor de todas las propiedades de la empresa y el 
importe de todas sus deudas. Se representa por el total de 
activos que se emplean en el negocio, menos el pasivo, 
sin distinción ni otra diferencia en cuanto a su proceden-
cia, cuya división obedece a modalidades legales.

Por tanto, podemos concluir que, por capital contable, 
debe entenderse como la diferencia entre el activo y pa-
sivo de una empresa; esto es, mide la inversión realizada 
y disponible por sus socios desde un punto de vista neto.

En esa tesitura, el término de capital contable se encuen-
tra íntimamente vinculado con los registros que presenta 
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la situación patrimonial de una empresa en un momento 
dado, ya que el capital contable, si bien, de inicio, se inte-
gra por las aportaciones de los socios, también lo es que 
con el transcurso del tiempo se va modificando por tran-
sacciones y otros eventos o circunstancias que afectan a 
la empresa, y en consecuencia, el capital contable se vea 
modificado, ya sea en un aspecto positivo o negativo.

En tal virtud, este órgano jurisdiccional llega a la con-
vicción de que el capital contable, sí tiene la naturaleza de 
una “operación”, esto es, que puede ser considerado como 
el valor de una operación, ya que su existencia radica en 
las operaciones que lo aumenta o lo disminuyen, es decir, 
en las operaciones de ingreso y egreso que realiza una 
empresa en el transcurso del tiempo y que efectivamente 
le otorga un aspecto positivo o negativo, dependiendo de 
las operaciones que realice el ente.

Por tanto, en opinión de este Cuerpo Colegiado, el capi-
tal contable no debe entenderse únicamente como un con-
cepto financiero conforme al cual se refleja el valor de la 
acción, como lo pretende la actora, sino como una verda-
dera operación, ya que éste no sólo se integra del capital 
social de la empresa, sino que su integración implica una 
serie de elementos diversos a las aportaciones iniciales a 
la empresa, que dan lugar a un incremento o decremento 
en su valor, dado las diversas situaciones o circunstancias 
que ocurran con la empresa.

Es así como se llega a la convicción de que el capital 
contable al ser modificado por las transacciones o diver-
sos eventos que afecten a la empresa es que se considera 
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como el valor de una operación, ya que el capital contable 
es el fiel reflejo de las operaciones de la sociedad, pues 
se insiste, éste se integra por una serie de cuentas que al 
final reflejan pormenorizadamente todas y cada una de las 
actividades que desarrolla la persona moral.

En tal virtud, al considerarse al capital contable como 
una operación, es que se llega a la convicción que, para 
determinar el valor de las acciones, se debe acudir a las 
normas que expresamente prevean la mecánica para su 
actualización, sin ser necesario remitirnos a ordenamien-
tos reglamentarios, como lo pretende la actora.

Lo anterior, dado que el capital contable en una enaje-
nación de acciones no sólo funge como un concepto finan-
ciero, sino como una operación que debe reflejar el valor 
actual de las acciones, pues de ello dependerá si existe 
una ganancia o pérdida, a la cual se le otorgará un efecto 
fiscal, como lo es la figura de la deducción.

Estimar lo contrario, se estaría permitiendo que se ena-
jenaran acciones en una fecha determinada con un valor 
menor al que tienen a la fecha de la enajenación en razón 
de que la inflación incrementa el valor de los bienes, por lo 
que, de no actualizarse debidamente, se estaría enajenan-
do un valor distinto al real.

[…]

Por lo expuesto y con fundamento en los artículos 49, 
50, 51, fracción II, 52, fracciones II y IV de la Ley Federal 
de Procedimiento Contencioso Administrativo, se resuelve:
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I. La parte actora probó parcialmente los extremos 
de su pretensión, en consecuencia;

II. SE DECLARA LA NULIDAD de las resoluciones im-
pugnadas, descritas en el Resultando 1° de este fallo, para 
los efectos y en los términos señalados en los Consideran-
dos DÉCIMO y DÉCIMO PRIMERO del presente fallo.

III. NOTIFÍQUESE.

Así lo resolvió el Pleno Jurisdiccional de la Sala Superior 
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, con funda-
mento en los artículos 11, fracciones I y II, 93 y Séptimo 
Transitorio del Reglamento Interior del Tribunal Federal 
de Justicia Administrativa, publicado en el Diario Oficial de 
la Federación el 17 de julio de 2020, en sesión celebrada 
en forma presencial y transmitida por medios electrónicos 
al público en general el 03 de septiembre de 2025, por 
unanimidad de 9 votos a favor de los Magistrados Víc-
tor Martín Orduña Muñoz, Rafael Anzures Uribe, Carlos 
Chaurand Arzate, Julián Alfonso Olivas Ugalde, Maestra 
Luz María Anaya Domínguez, Maestro Rafael Estrada 
Sámano, Doctora Magda Zulema Mosri Gutiérrez, Doctor 
Carlos Mena Adame y Guillermo Valls Esponda.

Fue ponente en el presente asunto el Magistrado Car-
los Chaurand Arzate, cuya ponencia se aprobó en sus 
términos.

Se elaboró el presente engrose el día 08 de septiem-
bre de 2025 y con fundamento en lo dispuesto por los ar-
tículos 54, fracción VI y 56, fracción III de la Ley Orgánica 
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, firma el 
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Magistrado Guillermo Valls Esponda, Presidente del Tribu-
nal Federal de Justicia Administrativa, ante la Licenciada 
Abigail Calderón Rojas, Secretaria General de Acuerdos, 
quien autoriza y da fe.

De conformidad con lo dispuesto por los artículos 115 de la Ley 
General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 
fueron suprimidos de este documento la denominación o razón 
social o nombre comercial de la parte actora y de terceros, infor-
mación considerada legalmente como confidencial, por actuali-
zar lo señalado en dichos supuestos normativos.
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CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

IX-P-SS-500

PENSIONES JUBILATORIAS DE LAS PERSONAS 
ADULTAS MAYORES.- RAZÓN DE SU INEMBARGABI-
LIDAD.- De una interpretación teleológica a lo previsto por 
el artículo 123, apartado A, fracción VIII, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con 
el diverso 9 del Protocolo Adicional a la Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, y en seguimiento a la 
tesis aislada P. XXXVI/2013 (10a.), emitida por el entonces 
Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de 
rubro “SEGURIDAD SOCIAL. LAS JUBILACIONES, PEN-
SIONES U OTRAS FORMAS DE RETIRO GOZAN DE LAS 
MEDIDAS PROTECTORAS DEL SALARIO CONTENIDAS 
EN EL ARTÍCULO 123, APARTADOS A, FRACCIÓN VIII Y 
B, FRACCIÓN VI, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS”, es posible afir-
mar que aunque no es equiparable la figura del “salario” 
a la de la “pensión”, ya que tienen un origen distinto, pues 
la primera está prevista en la ley y es la retribución que se 
paga a la persona trabajadora por su labor y, la segunda 
tiene un origen contractual, es decir, extralegal y se gene-
ra con motivo de la terminación de la relación de trabajo 
para premiar el cumplimiento de varios años de servicios; 
lo cierto es, que ambas figuras tienen una característica en 
común fundamental, el ser imprescindibles para la super-
vivencia de la persona trabajadora (o ex trabajadora) y de 
su familia, lo que constituye su mínimo vital. En tal virtud, 
es importante garantizar a la persona pensionada la inem-
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bargabilidad de su pensión, a fin de proteger ese mínimo 
vital, más aún cuando se traten de pensiones jubilatorias 
o de las personas adultas mayores, habida cuenta que en 
la mayoría de estos casos, constituye el único ingreso de 
un grupo que se erige como vulnerable, por ser en ex-
tremo difícil o, en ciertas ocasiones, imposible conseguir 
otras fuentes de ingreso por las discapacidades físicas, 
psicológicas y demás particularidades adversas que ca-
racterizan a la senectud, siendo que, inclusive, desde una 
perspectiva social, existen mayores razones para proteger 
la pensión contra el embargo, compensación o descuen-
to, que al salario, pues las personas pensionadas por su 
edad, vejez, discapacidades físicas y mentales, tienen una 
mayor dificultad (que a veces se traduce en una verdadera 
imposibilidad), para hacerse de otras fuentes de ingresos 
y, por ende, de allegarse de los recursos necesarios para 
tener una existencia digna; lo que es congruente con lo 
previsto por el artículo 157, fracción XI, del Código Fiscal 
de la Federación, que ordena que quedarán exceptuados de 
embargo, entre otras, las pensiones de cualquier tipo, den-
tro de las cuales se incluyen a las jubilatorias o del adulto 
mayor.

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 753/23-29-01-4/ 
484/25-PL-01-04[03].- Resuelto por el Pleno Jurisdiccional 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Ad-
ministrativa, en sesión de 10 de septiembre de 2025, por 
mayoría de 7 votos a favor y 1 voto en contra.- Magistrado 
Ponente: Rafael Anzures Uribe.- Secretaria: Mtra. Denisse 
Juárez Herrera.
(Tesis aprobada en sesión de 21 de enero de 2026)
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C O N S I D E R A N D O :

[…]

QUINTO.- [...]

A juicio de los Magistrados integrantes del Pleno Ju-
risdiccional de la Sala Superior de este Tribunal, los con-
ceptos de impugnación en estudio son esencialmente 
FUNDADOS, por las consideraciones jurídicas que a con-
tinuación se precisan:

En principio, tenemos que la litis a dilucidar en el pre-
sente Considerando, consiste en esclarecer si dos de las 
cuentas señaladas en los actos impugnados contenidos 
en los oficios 400-36-00-02-01-2023-11359, 400-36-00-
02-01-2023-11360, 400-3600-02-01-2023-11601, dictados 
el 12 de septiembre de 2023, así como en los oficios 400-
36-00-02-01-2023-11599 y 400-36-00-02-01-2023-11598, 
dictados el 19 de septiembre de 2023, constituyen cuen-
tas bancarias a donde le depositan al actor su pensión de 
adulto mayor otorgada por el Gobierno Federal y la otorga-
da por el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 
Trabajadores del Estado y, por lo tanto, si quedan excep-
tuadas de embargo, conforme a la fracción XI del artículo 
157 del Código Fiscal de la Federación.

Previo a lo anterior, conviene precisar que, como se di-
lucidó en el considerando que antecede, al no desvirtuar el 
accionante la legalidad de las notificaciones de las resolu-
ciones definitivas número DGRRFEM/D/01/2019/14/009; 
DGRRFEM/B/12/2019/15/493; DGRRFEM/D/07/2019/14/ 
240; DGRRFEM/B/09/2020/15/486 y DGRRFEM/B/12/ 
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2019/15/499, así como los pliegos definitivos de responsa-
bilidades PDR54/19, PDR108/20, PDR79/20 PDR001/21 y 
PDR056/22, éstas se tuvieron como consentidas, por ha-
berse interpuesto la presente demanda en contra de ellas 
de forma extemporánea. 

En tal virtud, al ser legales las resoluciones determinan-
tes citadas en el párrafo que precede, es evidente que la 
autoridad demandada se encontraba en la posibilidad de 
llevar a cabo el procedimiento administrativo de ejecución, 
tal y como lo realizó con la emisión de las declaratorias de 
embargo por buzón tributario impugnadas y de las cuales 
se analizará su legalidad o ilegalidad, en el presente Con-
siderando, ello de conformidad con el artículo 151 Bis del 
Código Fiscal de la Federación.

Luego, a fin de determinar si existe un derecho de inem-
bargabilidad de la pensión jubilatoria, es necesario acudir 
a diversas fuentes del parámetro de regularidad constitu-
cional, como lo es, el artículo 123, apartado A, fracción VIII, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, en relación con el artículo 9 del Protocolo Adicional 
a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en 
Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
los cuales establecen:

[N.E. Se omite transcripción]

Al observar exclusivamente lo dispuesto por el tex-
to constitucional, podría considerarse que lo conducente 
es adoptar una postura interpretativa en sentido contra-
rio, atendiendo a la literalidad de la norma, lo que impli-
caría estimar que como la fracción VIII del apartado A del 
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artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, sólo indica expresamente que el salario 
mínimo no puede ser objeto de embargo, descuento o 
compensación, entonces, las remuneraciones de diferente 
naturaleza como lo es la pensión, no gozan de la aludida 
protección constitucional.

No obstante, al acudir a las diversas fuentes del pa-
rámetro de regularidad constitucional, en acatamiento al 
principio pro persona, a juicio de este Pleno Jurisdiccional 
debe adoptarse una postura interpretativa distinta que lle-
va a sostener que existe un derecho fundamental a la in-
embargabilidad de la pensión, como un derecho derivado 
del derecho al mínimo vital.

Así, al realizar una interpretación teleológica de la frac-
ción VIII del apartado A del artículo 123 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, es posible 
constatar que la intención del Constituyente de 1917 fue la 
de proteger a los trabajadores para que, entre otras cues-
tiones, tuvieran una remuneración digna y, sobre todo, sa-
tisfacer sus necesidades básicas y las de su familia.

En efecto, la dignidad del trabajador, su subsistencia y 
la de su familia es uno de los ejes más importantes que 
inspiró las disposiciones laborales de la Constitución de 
1917 y sus subsecuentes reformas. Además, existe un de-
recho para que todas las personas tengan un mínimo que 
les garantice una subsistencia digna y autónoma, dicho 
núcleo mínimo es indispensable para que una persona 
tenga, como punto de partida, condiciones materiales que 
le permitan definirse como persona y ejercer su libertad 
positiva para desarrollar un plan de vida autónomo, que 
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facilitará su participación en la vida democrática, este de-
recho se ha catalogado en nuestro sistema jurídico como 
el derecho al “mínimo vital”.

En este orden de ideas, es posible afirmar que la pro-
tección constitucional al salario mínimo, que se presenta 
con el carácter de regla en la fracción VIII del apartado A 
del artículo 123 constitucional, es una manifestación del 
derecho al mínimo vital, del que puede desprenderse que 
son necesarias ciertas condiciones básicas y prestaciones 
sociales para evitar que la persona se vea inconstitucio-
nalmente reducida a su valor intrínseco como ser humano, 
por no contar con las condiciones materiales que le permi-
tan llevar una existencia digna.

Por lo que bajo esta línea argumentativa, si el derecho 
al mínimo vital implica que son imprescriptibles ciertos re-
cursos materiales para tener una existencia digna y, con-
forme a nuestra realidad social, la pensión en la mayoría 
de los casos constituye el único ingreso de un grupo que 
se erige como vulnerable, por ser en extremo difícil o en 
ciertas ocasiones imposible conseguir otras fuentes de in-
greso por las discapacidades físicas, psicológicas y demás 
particularidades adversas que caracterizan a la senectud, 
es factible considerar que existen razones suficientes para 
estimar que, aunque no se establezca de manera expresa 
en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, es ilegal el embargo de una pensión en tanto esa 
circunstancia transgrede el derecho al mínimo vital del 
pensionado.

Ahora bien, desde un punto de vista formal, no es po-
sible equiparar las figuras de “salario” y de “pensión”, ya 
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que tienen un origen distinto, pues la primera está prevista 
en la ley y es la retribución que se paga al trabajador por 
su labor y, la segunda tiene un origen contractual, es decir, 
extralegal y se genera con motivo de la terminación de la 
relación de trabajo para premiar el cumplimiento de varios 
años de servicios, sin embargo, tienen un característica 
en común fundamental: ambas son imprescindibles para 
la supervivencia del trabajador y de su familia.

En un caso es mientras dure la relación de trabajo, en 
el otro, posteriormente a su terminación; así pues, si bien la 
pensión no equivale a un salario, sí es similar a éste en 
cuanto a que lo reemplaza como fuente de sustento eco-
nómico del ahora ex trabajador, de esta forma, es posible 
concluir que el otorgamiento de la pensión se encuentra 
estrechamente ligado al goce efectivo del derecho al míni-
mo vital, de manera similar al salario.

Inclusive, se considera que existen mayores razones 
para proteger la pensión contra el embargo, compensación 
o descuento que al salario, desde una perspectiva social; 
como ya se mencionó, desde un punto de vista formal, el 
trabajador en activo y pensionado se encuentran en una 
situación similar, ya que para ambos el salario y la pensión 
constituyen sus principales fuentes de sustento económi-
co, respectivamente, sin embargo, los pensionados por su 
edad, vejez, discapacidades físicas y mentales, tienen una 
mayor dificultad (que a veces se traduce en una verdadera 
imposibilidad), para hacerse de otras fuentes de ingresos 
y, por ende, de allegarse de los recursos necesarios para 
tener una existencia digna.
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Además, cabe señalar que el artículo 9 del Protocolo 
Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Hu-
manos en Materia de Derechos Económicos Sociales y 
Culturales, prevé de manera expresa que toda persona tiene 
un derecho a la seguridad social que la proteja contra las 
consecuencias de la vejez y de la incapacidad que la impo-
sibilite física o mentalmente para obtener los medios para 
llevar una vida digna y decorosa.

Por ello, este Pleno Jurisdiccional estima que debe 
adoptarse una interpretación teológica-extensiva de la 
fracción VIII del apartado A del artículo 123 constitucio-
nal, pues si la finalidad de la prohibición de embargo de la 
compensación o descuento al salario mínimo fue la de tu-
telar el derecho al mínimo vital, entonces, existen mayores 
razones para estimar que la pensión también goza de la 
aludida protección constitucional, puesto que resulta inne-
gable que ésta es la única manera en que se podrá garan-
tizar un mínimo de subsistencia digna y autónoma para el 
trabajador jubilado, en tanto estos sujetos se encuentran 
en una situación especial de vulnerabilidad para allegarse 
de recursos materiales para garantizar esa subsistencia.

Al respecto, es aplicable la tesis aislada P. XXXVI/2013 
(10a.), emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación, con registro digital 2004106, Décima 
Época, consultable en el Semanario Judicial de la Federa-
ción y su Gaceta, Libro XXII, Julio de 2013, Tomo 1, página 
63, del contenido siguiente:

“SEGURIDAD SOCIAL. LAS JUBILACIONES, PEN-
SIONES U OTRAS FORMAS DE RETIRO GOZAN 
DE LAS MEDIDAS PROTECTORAS DEL SALARIO 



126� Precedente
Pleno

Tribunal Federal de Justicia Administrativa
Revista Núm. 50, Abril 2026

CONTENIDAS EN EL ARTÍCULO 123, APARTADOS 
A, FRACCIÓN VIII Y B, FRACCIÓN VI, DE LA CONS-
TITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS.” [N.E. Se omite transcripción]

Precisado lo anterior, se procederá a digitalizar la parte 
que nos interesa de las Declaratorias de embargo por 
buzón tributario impugnadas:

a) Oficio 400-36-00-02-01-2023-11359 de 12 de sep-
tiembre de 2023, la cual fue hecha de conocimiento al 
demandante por buzón tributario el 21 de septiembre de 
2023, misma que obra a folios 9 a 20 del expediente prin-
cipal:

[N.E. Se omiten imágenes] 

b) Oficio 400-36-00-02-01-2023-11360 de 12 de sep-
tiembre de 2023, la cual fue hecha de conocimiento al 
demandante por buzón tributario el 21 de septiembre de 
2023, misma que obra a folios 21 a 33 del expediente prin-
cipal:

[N.E. Se omiten imágenes]

c) Oficio 400-36-00-02-01-2023-11601 de 12 de sep-
tiembre de 2023, la cual fue hecha de conocimiento al 
demandante por buzón tributario el 27 de septiembre de 
2023, misma que obra a folios 34 a 47 del expediente prin-
cipal:

[N.E. Se omiten imágenes]
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d) Oficio 400-36-00-02-01-2023-11599 de 19 de sep-
tiembre de 2023, la cual fue hecha de conocimiento al 
demandante por buzón tributario el 27 de septiembre de 
2023, misma que obra a folios 48 a 59 del expediente prin-
cipal:

[N.E. Se omiten imágenes]

e) Oficio 400-36-00-02-01-2023-11598 de 19 de sep-
tiembre de 2023, la cual fue hecha de conocimiento al 
demandante por buzón tributario el 27 de septiembre de 
2023, misma que obra a folios 60 a 21 (sic) del expediente 
principal:

[N.E. Se omiten imágenes]

De las digitalizaciones anteriores se desprende que, 
mediante los citados oficios, el Administrador Desconcen-
trado de Recaudación de México “1” de la Administración 
Desconcentrada de Recaudación de México “1” del Ser-
vicio de Administración Tributaria, de conformidad con lo 
previsto en el artículo 151 Bis del Código Fiscal de la Fe-
deración, emitió las Declaratorias de embargo por buzón 
tributario, en las que detalló los bienes propiedad de la 
ahora actora afectados por el embargo, para que, con el 
producto del remate, enajenación o adjudicación de los 
mismos, se cubra el importe del crédito pendiente de pago 
y los accesorios legales, una vez que éste se encuentre 
firme, siendo estos bienes los Depósitos Bancarios, Com-
ponentes de ahorro o inversión, identificados de acuerdo a 
la información que consta en el expediente abierto en esa 
administración, documentos o bases de datos a los que 



128� Precedente
Pleno

Tribunal Federal de Justicia Administrativa
Revista Núm. 50, Abril 2026

tiene acceso y aquéllas proporcionadas por otras autorida-
des, de acuerdo a lo establecido en el artículo 63, primer 
párrafo, del mencionado código, consistentes en:

No. DESCRIPCIÓN DE LOS BIENES CANTIDAD

1 Cuenta de ahorro número ********** localizada en el 
**********. 1

2 Cuenta de cheques número ********** contrato 
**********, localizada en el **********. 1

3 Cuenta de cheques número ********** contrato 
**********, localizada en el **********. 1

4 Cuenta de ahorro número **********, localizada en el 
**********. 1

5 Cuenta de ahorro número **********, localizada en el 
**********. 1

6 Cuenta de inversión número **********, localizada en 
el **********. 1

TOTAL 6

Bajo esta tesitura, el actor señala de manera toral que 
en las diligencias de declaratoria de embargo por buzón 
tributario impugnadas, se ordena el embargo sobre depó-
sitos bancarios de seis cuentas bancarias, de las cuales, 
en la cuenta número **********, localizada en el ********** 
y en la cuenta número **********, contrato **********, loca-
lizada en el **********, le son depositadas las pensiones 
a las que tiene derecho, por lo que la autoridad fiscal fue 
omisa en cerciorarse si dichas cuentas bancarias y depó-
sitos de estos se ubicaban en la hipótesis jurídica estable-
cida en la fracción XI del artículo 157 del Código Fiscal 
de la Federación, precepto legal que establece:

[N.E. Se omite transcripción]
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El precepto legal en cita ordena que quedarán excep-
tuados de embargo, entre otros, las pensiones de cual-
quier tipo.

Ahora bien, para acreditar lo anterior, la parte actora 
aportó como prueba de su parte, entre otras, la concesión 
de pensión número **********, a la que se le otorga valor 
probatorio pleno, en términos de lo dispuesto en los ar-
tículos 46, fracción I, de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo, 129 y 202 del Código Federal 
de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria a la ley de 
la materia; cuya digitalización es la siguiente (foja 88 
de autos del expediente principal):

[N.E. Se omite imagen] 

De la concesión digitalizada se advierte que la misma 
fue expedida por la Delegación Estatal en Hidalgo del Ins-
tituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajado-
res del Estado, a favor del C. **********, con RFC ********** 
y CURP **********, en la que se otorga una pensión de re-
tiro por edad y tiempo de servicios, con fecha de inicio 
a partir del 31 de agosto de 2013, por lo que con tal docu-
mento se acredita que, por lo menos, desde el año 2013, 
el hoy actor tiene la calidad de pensionado y actual-
mente cuenta con 68 años de edad, dado que nació el 
31 de agosto de 1956, lo que así se puede desprender de 
su Clave Única de Registro de Población y Registro Fede-
ral de Contribuyentes.

En tal virtud, atendiendo a que el presente caso compa-
rece una persona pensionada por edad y tiempo de ser-
vicio (adulto mayor), derecho que se adquiere al tener 60 
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años o más, resulta evidente que estamos ante la impar-
tición de justicia hacia un grupo vulnerable; en tal virtud, 
este Órgano Colegiado, a efecto de resolver la litis pre-
cisada, estima necesario recordar que el artículo 1 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a 
partir de su reforma publicada el 10 de junio de 2011, tuvo 
importantes modificaciones que impactan directamente en 
la administración de justicia que afirman el reconocimiento 
de la progresividad de los derechos humanos, median-
te la expresión clara del principio pro persona como 
rector de la interpretación y aplicación de las normas 
jurídicas, privilegiando aquéllas que briden mayor pro-
tección a las personas.

En efecto, el segundo párrafo del artículo 1 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, exi-
ge que las normas se interpreten de conformidad con la 
Constitución, así como con los tratados internacionales 
de los que México sea parte, de forma que favorezca 
ampliamente a las personas, lo que se traduce en la 
obligación de esta Juzgadora de analizar el contenido 
y alcance de tales derechos a partir del principio pro 
persona, el cual, como la propia Primera Sala de la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación lo determinó en la 
tesis 1a. XXVI/2012 (10a.), “es un criterio hermenéutico 
que informa todo el Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos, en virtud del cual debe acudirse a la norma más 
amplia, o a la interpretación más extensiva cuando se trata 
de reconocer derechos protegidos, e inversamente, a la 
norma o a la interpretación más restringida cuando se 
trata de establecer restricciones permanentes al ejercicio 
de los derechos o de su suspensión extraordinaria”; es de-
cir, dicho principio permite, por un lado, definir la platafor-
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ma de interpretación de los derechos humanos y, por otro, 
otorga un sentido protector a favor de la persona huma-
na, dado que ante la existencia de varias posibilidades de 
solución a un mismo problema, obliga a optar por la que 
protege en términos más amplios.

La tesis referida fue publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Libro V, Febrero de 2012, 
Tomo 1, página 659, misma que se transcribe a continua-
ción:

“PRINCIPIO PRO PERSONAE. EL CONTENIDO Y 
ALCANCE DE LOS DERECHOS HUMANOS DEBEN 
ANALIZARSE A PARTIR DE AQUÉL.” [N.E. Se omite 
transcripción]

Asimismo, sirve de apoyo la tesis 2a. LXXXII/2012, emi-
tida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justi-
cia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Libro XIV, Noviembre de 2012, 
Tomo 2, cuyo rubro y texto indican lo siguiente: 

“PRINCIPIO PRO PERSONA O PRO HOMINE. FOR-
MA EN QUE LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES 
NACIONALES DEBEN DESEMPEÑAR SUS ATRIBU-
CIONES Y FACULTADES A PARTIR DE LA REFORMA 
AL ARTÍCULO 1o. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, PUBLICA-
DA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 
10 DE JUNIO DE 2011.” [N.E. Se omite transcripción]

En adición a lo anterior, también el artículo 1 constitu-
cional señala que todas las personas gozan de los dere-
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chos que la misma establece, independientemente de, 
entre otras cuestiones, la edad, tal y como se observa de 
la siguiente transcripción:

[N.E. Se omite transcripción]

Así, tal reconocimiento implica, por un lado, que cual-
quier negación de derechos con base en la categoría 
de, entre otras, la edad, se presume inconstitucional y, 
por otro, que se justifica la protección reforzada de los 
derechos de, entre otros, los adultos mayores.

En ese sentido, con relación a los adultos mayores, 
ha sido criterio reiterado de nuestro Máximo Tribunal que 
constituyen un grupo vulnerable de la sociedad, en la 
medida de que su avanzada edad los coloca, en mu-
chas ocasiones, en una situación de disminución de 
la motricidad y la pérdida de las capacidades cogniti-
vas; por lo que, darles el mismo trato en un procedimiento 
judicial supone colocarlos en una situación desigual en el 
ejercicio de sus derechos de acceso a la justicia o de par-
ticipar en ésta.

En este sentido, con relación a los adultos mayores, 
ha sido criterio reiterado de nuestro Máximo Tribunal que 
constituyen un grupo vulnerable de la sociedad, en la me-
dida de que este grupo de la sociedad (adultos mayores) 
son personas de las que existe un deterioro natural de 
la salud, con relación a otros grupos de edad más jóve-
nes, caracterizado por una disminución de la motricidad y 
la pérdida de sus capacidades cognitivas derivadas de la 
avanzada edad, además de que la exclusión social de di-
chas personas, los ingresos insuficientes y las elevadas 
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tasas de vulnerabilidad por carencias sociales, aceleran 
ese proceso natural y aumentan su dependencia funcional.

Así que la capacidad de defensa de esa persona adulta 
mayor está disminuida, pues existe la presunción grave 
de que sus capacidades físicas y cognitivas se encuen-
tran disminuidas, en comparación con personas de menor 
edad, en consecuencia, no cabe lugar a dudas sobre 
la necesidad de brindarles una atención especializada, 
tomando en cuenta que, además, ésta es una condición 
para que puedan ejercer sus derechos en condiciones 
de igualdad.

De esta manera y atento a lo antes relatado, es que 
este Pleno Jurisdiccional arriba a la conclusión que los 
adultos mayores constituyen un grupo vulnerable que 
merece especial protección por parte de los órganos 
del Estado, ya que, dadas sus especiales circunstan-
cias, los coloca en muchas ocasiones en una situa-
ción de vulnerabilidad o desventaja respecto al resto 
de la población.

Lo anterior se encuentra sustentado en los artículos 3 y 
5 de la Ley de los Derechos de las Personas Adultas Ma-
yores, que disponen lo siguiente:

[N.E. Se omite transcripción]

Los artículos transcritos de la Ley de los Derechos de 
las Personas Adultas Mayores, establece que son perso-
nas adultas mayores, aquéllas que cuenten con sesenta 
años o más de edad y que se encuentren domiciliadas o 
en tránsito en el territorio nacional; así como que dicha 
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ley tiene por objeto, garantizar a las personas adultas 
mayores, entre otros derechos, el de “certeza jurídica”, lo 
que implica el derecho a recibir trato digno y apropiado en 
cualquier procedimiento judicial que los involucre, ya sea 
en calidad de agraviados, indiciados o sentenciados, y, a 
recibir el apoyo de las instituciones federales, estatales y 
municipales en el ejercicio y respeto de sus derechos.

En efecto, la consideración especial hacia los derechos 
de las personas adultas mayores ha sido garantizada no 
sólo en la legislación local y federal del país, sino, además, 
en diversas recomendaciones y tratados celebrados ante 
organismos internacionales, como lo prevén los artículos 
25, primer párrafo, de la Declaración Universal de Dere-
chos Humanos, 31 de la Convención Interamericana sobre 
la Protección de los Derechos Humanos de las Personas 
Mayores y 17 del Protocolo Adicional a la Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos en Materia de los Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales “Protocolo de San 
Salvador”, los cuales se transcriben a continuación:

[N.E. Se omite transcripción]

Los instrumentos internacionales antes referidos, esta-
blecen una protección especial a las personas durante su 
ancianidad, así como el derecho que tienen todas las per-
sonas a tener un nivel de vida adecuado que le asegure, así 
como a su familia, entre otros, el derecho a la alimentación, 
el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios 
sociales necesarios; además del derecho a los seguros en 
caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u 
otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia, por 
circunstancias independientes a su voluntad.
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Asimismo, dichos instrumentos internacionales prevén 
el derecho de las personas mayores a tener un acceso a 
la justicia, en donde sean oídas, con las debidas garan-
tías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal 
competente, independiente e imparcial, establecido con 
anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier 
acusación penal formulada contra ella o para la determina-
ción de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, 
fiscal o de cualquier otro carácter.

Al respecto, los Estados Parte se comprometen a ase-
gurar que la persona mayor tenga acceso efectivo a la jus-
ticia en igualdad de condiciones con las demás, incluso 
mediante la adopción de ajustes de procedimiento en to-
dos los procesos judiciales y administrativos en cualquiera 
de sus etapas, así como garantizar la debida diligencia y 
el tratamiento preferencial a la persona mayor para la tra-
mitación, resolución y ejecución de las decisiones en pro-
cesos administrativos y judiciales, los cuales deberán ser 
expeditos en casos en que se encuentre en riesgo la salud 
o la vida de la persona mayor.

Bajo este contexto normativo, se colige así que cuando 
en un procedimiento jurisdiccional, alguna de las partes 
sea adulto mayor, el juzgador, de acuerdo a los ordena-
mientos mencionados y atendiendo a la naturaleza jurídi-
ca del caso de que se trate, debe proporcionar el mayor 
beneficio que pudiera corresponder al mismo, así como 
promover las condiciones necesarias para que la tutela 
jurisdiccional de los derechos reconocidos constitucional 
y convencionalmente sea efectiva, adoptando aquellas 
medidas que mejor se adapten en el caso de los adultos 
mayores.
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Resulta aplicable la tesis de jurisprudencia IX-J-SS-113, 
emitida por el Pleno Jurisdiccional de este Tribunal, publi-
cada en la Revista que edita este Órgano Jurisdiccional, 
Novena Época, Año III, Número 32, Agosto de 2024, pági-
na 17, cuyo rubro y texto son los siguientes:

“JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO PROMO-
VIDO POR UN ADULTO MAYOR.- SI EL ACTOR EN 
EL JUICIO ACREDITA ESA CATEGORÍA Y ADEMÁS 
FORMA PARTE DE UNA POBLACIÓN CON UN ALTO 
GRADO DE MARGINACIÓN, EL TRIBUNAL TIENE 
LA OBLIGACIÓN DE ANALIZAR SUS ARGUMENTOS 
Y VALORAR LAS PRUEBAS PROPORCIONANDO 
EL MAYOR BENEFICIO QUE PUDIERA CORRES-
PONDERLE PARA LOGRAR UNA ESPECIAL PRO-
TECCIÓN DE SUS DERECHOS HUMANOS.” [N.E. Se 
omite transcripción]

Asimismo, sustenta lo anterior, la tesis aislada 1a. 
CCXXIV/2015 (10a.), emitida por la Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 19, Junio de 
2015, Tomo I, página 573, cuyo texto es el siguiente:

“ADULTOS MAYORES. AL CONSTITUIR UN GRUPO 
VULNERABLE MERECEN UNA ESPECIAL PROTEC-
CIÓN POR PARTE DE LOS ÓRGANOS DEL ESTA-
DO.” [N.E. Se omite transcripción]

De lo expuesto, este Pleno Jurisdiccional considera pro-
cedente emitir la siguiente determinación, procurando una 
tutela judicial efectiva, atendiendo a la condición del actor 
como adulto mayor pensionado.
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Por tanto, en el caso concreto, este Pleno Jurisdiccio-
nal se encuentra obligado, frente al parámetro convencional 
que mayor beneficio traiga al actor, atendiendo a su condi-
ción de adulto mayor pensionado, a pronunciarse respecto 
de la procedencia del embargo de las cuentas donde el 
actor manifiesta que se le depositan las pensiones otorga-
das por el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de 
los Trabajadores del Estado y el Gobierno Federal.

Es decir, este Cuerpo Colegiado debe tutelar el derecho 
del actor a disponer de la pensión que le fue otorgada por 
el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Tra-
bajadores del Estado, así como a la pensión del Gobierno 
Federal, en las cuentas que ésta refiere, a fin de respetar su 
derecho al mínimo vital, como se señaló con anterioridad.

Robustece lo antes expuesto, por analogía, la siguiente 
tesis emitida por el Poder Judicial de la Federación, misma 
que dispone:

“PENSIÓN JUBILATORIA. LA OMISIÓN RECURREN-
TE DE PAGARLA OPORTUNAMENTE VIOLA LOS 
DERECHOS HUMANOS A LA DIGNIDAD, AL MÍNIMO 
VITAL Y A LA SEGURIDAD SOCIAL DE LOS JUBILA-
DOS.” [N.E. Se omite transcripción consultable en Re-
gistro digital: 2021661. Instancia: Tribunales Colegiados 
de Circuito Décima Época. Materias(s): Constitucional, 
Administrativa. Tesis: XV.30.9 A (108). Fuente: Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación. Libro 75. Fe-
brero de 2020. Tomo III, página 2361.Tipo: Aislada]

De esta manera, considerando que los adultos mayo-
res (pensionados) se ubican dentro de los llamados gru-
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pos vulnerables, los tribunales deben atender a la especial 
situación de vulnerabilidad en que se encuentran, con el 
objeto de proteger de manera reforzada sus derechos, en-
tonces, es indiscutible que esta Juzgadora debe interpre-
tar de la manera más favorable al promovente, conforme 
a lo establecido en los artículos 1 y 17 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, que prevén el 
derecho humano de acceso a la justicia del que goza 
el accionante. Dispositivos constitucionales que en su par-
te conducente indican:

[N.E. Se omite transcripción]

Así, de la armonización a los artículos 1 y 17 consti-
tucionales, atendiendo a la autonomía e independencia 
de los jueces, en el ejercicio de su arbitrio jurisdiccional, 
queda claro que cuando se afecta un derecho humano 
como el de acceso a la justicia, tratándose de grupos 
vulnerables, la aplicación de la norma en la resolución 
jurisdiccional debe obedecer a un ejercicio de pondera-
ción en el que exista la mayor aproximación a la finali-
dad de lograr la protección más amplia de la persona.

De tal suerte que, si como se ha venido exponiendo, los 
adultos mayores (pensionados) son pertenecientes a un 
grupo vulnerable, pues se encuentran en una situación de 
debilidad o desventaja respecto al resto de la población, 
recordando que son “personas en condición de vulne-
rabilidad aquellas que, por razón de su edad, género, 
estado físico o mental, o por circunstancias sociales, eco-
nómicas, étnicas y/o culturales, encuentran especiales 
dificultades para ejercitar con plenitud ante el sistema 
de justicia los derechos reconocidos por el ordena-
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miento jurídico”, con el objeto de proteger de manera re-
forzada sus derechos, esta Juzgadora estima que a efecto 
de no conculcar su garantía a una tutela judicial efectiva, 
la apreciación de la litis, la interpretación de las normas 
aplicables y la valoración de las pruebas ofrecidas deben 
hacerse en seguimiento a los principios emanados de las 
normas internacionales y legales mencionadas.

Robustece todo lo anterior, la tesis aislada I.11o.C.39 K 
(10a.), emitida por el Décimo Primer Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Primer Circuito, publicada en el Semana-
rio Judicial de la Federación, Libro 80, Noviembre de 2020, 
Tomo III, página 1939, que es del tenor siguiente:

“ADULTOS MAYORES. LA CONDICIÓN DE VULNE-
RABILIDAD OCASIONADA POR LA DISMINUCIÓN 
DE LA MOTRICIDAD Y LA PÉRDIDA DE LAS CAPA-
CIDADES COGNITIVAS DERIVADAS DE LA AVAN-
ZADA EDAD DE LAS PERSONAS, OBLIGA A QUE 
EN JUICIO SE LES TENGA CONSIDERACIÓN ESPE-
CIAL, A EFECTO DE LLEVAR SU DEFENSA EN UN 
PLANO DE IGUALDAD.” [N.E. Se omite transcripción]

En tal virtud, derivado de la aplicación del principio pro 
persona, el efecto de proteger los derechos del actor como 
una persona perteneciente a un grupo vulnerable implica, 
en el caso, que la valoración de las pruebas aportadas en 
el presente juicio por parte del actor, debe realizarse de 
forma atenuada, ya que dicha valoración es crucial para 
garantizar una justicia equitativa, al permitir una aprecia-
ción de las mismas, tomando en cuenta las circunstancias 
específicas del caso, es decir, analizar y apreciar las cir-
cunstancias particulares del asunto en estudio conjunto 
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de las pruebas aportadas en el caso, para determinar su 
impacto, lo que se realizará conforme a los siguientes he-
chos y derecho:

A) Partiendo de lo anterior, el actor argumenta que, por 
lo que hace a la cuenta de cheques número **********, con-
trato **********, localizada en el **********, cuyo embargo se 
ordenó a través de las declaratorias contenidas en los ofi-
cios 400-36-00-02-01-2023-11359, 400-36-00-02-01-2023-
11360, 400-3600-02-01-2023-11601, dictados el 12 de 
septiembre de 2023, así como en los oficios 400-36-00-02-
01-2023-11599 y 400-36-00-02-01-2023-11598, dictados el 
19 de septiembre de 2023; en dicha cuenta se le deposita 
su pensión otorgada por el Instituto de Seguridad y Servi-
cios Sociales de los Trabajadores del Estado, desde el 31 
de agosto de 2013, lo cual acredita con la impresión de los 
estados de cuenta de los meses de agosto, septiembre y 
octubre de 2023, de los que se desprende el depósito de su 
pensión, mismos que obran a fojas 73 a 83 del expediente 
principal y que a continuación se digitalizan:

•	 Estado de cuenta correspondiente al periodo del 
26 de julio al 25 de agosto de 2023.

[N.E. Se omiten imágenes] 

•	 Estado de cuenta correspondiente al periodo del 
26 de agosto al 25 de septiembre de 2023.

[N.E. Se omiten imágenes] 

•	 Estado de cuenta correspondiente al periodo del 
26 de septiembre al 25 de octubre de 2023.
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[N.E. Se omiten imágenes] 

De los documentos digitalizados se desprende que son 
estados de cuenta bancarios expedidos por el **********, 
relacionados con la cuenta número **********, contrato 
**********, a nombre del C. **********, correspondiente a los 
periodos comprendidos del 23 de julio al 25 de agosto de 
2023, del 26 de agosto al 25 de septiembre de 2023 y del 
26 de septiembre al 25 de octubre de 2023; de los cuales 
se puede apreciar que el 28 de julio de 2023, el 31 de agos-
to de 2023 y el 29 de septiembre de 2023, se le realizaron 
sendos depósitos por la cantidad de $7,060.60, por con-
cepto de “ISSSTE PAGO NÓMINA DE PENSIÓN”, esto por 
los meses de agosto, septiembre y octubre de 2023.

En este orden de ideas, de una adminiculación con-
junta y concatenada, así como atendiendo al principio pro 
persona y la valoración atenuada de la prueba, de la con-
cesión de pensión, con los estados de cuenta en análisis, 
se crea la convicción para esta Juzgadora, de que en la 
cuenta número **********, contrato **********, localizada en 
el **********, tal y como lo expresó el hoy demandante, le 
es depositada su pensión otorgada por el Instituto de Se-
guridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Esta-
do, esto pues aun cuando los estados de cuenta bancarios 
son considerados documentales privadas, sí tienen efica-
cia probatoria, por ser documentos en los que se hacen 
constar los ingresos, retiros y transferencias bancarias, lo 
que los hace un medio de prueba idóneo para demostrar 
la existencia de ingresos y egresos de una persona, lo cual 
puede adminicularse con los demás elementos.
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A mayor abundamiento a efecto de esclarecer que los 
estados de cuenta exhibidos por el actor, sí crean con-
vicción que en la cuenta bancaria número **********, le 
es depositada su pensión al actor, resulta conveniente 
establecer que conforme a las “Disposiciones de carác-
ter general en materia de transparencia aplicables a las 
instituciones de crédito y sociedades financieras de obje-
to múltiple, entidades reguladas” publicadas en el Diario 
Oficial de la Federación el 30 de octubre de 2014, en su 
artículo 33, se establecen los requisitos que deben conte-
ner los estados de cuenta expedidos por las instituciones 
de crédito, a saber:

[N.E. Se omite transcripción]

El dispositivo legal en cita establece los requisitos que 
deben contener los estados de cuenta bancarios, tales 
como la denominación social de la institución financiera, 
el nombre del usuario, el número de cuenta o contrato, el 
periodo al que corresponda, los movimientos de cargo y 
abono efectuados en el periodo, monto y fecha de la ope-
ración, moneda en que se denomina la operación, descrip-
ción o concepto de la operación, comisiones cobradas, un 
recuadro que indique comisiones cobradas, un aviso que 
indique que recibe las consultas, reclamaciones o aclara-
ciones en su Unidad Especializada de Atención a Usuarios.

Para el caso que nos ocupa, de los estados de cuenta 
exhibidos por el actor, se aprecia que se cumplen con 
los requisitos descritos en el artículo 33 de las “Disposi-
ciones de carácter general en materia de transparencia 
aplicables a las instituciones de crédito y sociedades fi-
nancieras de objeto múltiple, entidades reguladas” publi-
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cadas en el Diario Oficial de la Federación el 30 de octubre 
de 2014, ya que en ellos se observa lo siguiente:

a) Que fueron emitidos por el **********.

b) Contienen logotipo.

c) Señala el domicilio: **********.

d) Contienen el nombre del usuario: **********.

e) Señalan el número de cuenta: **********.

f) Refieren los periodos que corresponden del 26 de 
julio al 25 de agosto de 2023, del 26 de agosto al 25 
de septiembre de 2023 y del 26 de septiembre al 25 de 
octubre de 2023, respectivamente.

g) Señalan los movimientos de cargo o abono efectua-
dos en el periodo y su descripción, como lo son “ABO-
NO/NÓMINA, ISSSTE PAGO NÓMINA PENSIÓN”, por 
la cantidad de $7,060.60.

h) Señalan un aviso en donde se indica que reciben las 
consultas, reclamaciones o aclaraciones en su unidad 
especializada de atención a usuarios.

Así pues, los estados de cuenta en estudio permiten 
constatar con suficiente convicción, que en la cuenta ban-
caria número **********, le es depositada su pensión al 
actor, otorgada por el Instituto de Seguridad y Servicios 
Sociales de los Trabajadores del Estado, lo cual se puede 
confirmar en el rubro de concepto, ya que en el mismo 
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aparecen depósitos realizados los últimos días de cada 
mes con la siguiente descripción “ISSSTE PAGO NÓMINA 
DE PENSIÓN”, lo cual permite comprobar que estos abo-
nos son correspondientes al pago de pensión.

Resulta aplicable, por analogía, la tesis de jurisprudencia 
2a./J. 20/2003, emitida por la Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XVII, Marzo de 
2003, página 454, cuyo rubro y texto son del tenor siguiente:

“TRABAJADORES DE CONFIANZA DE PETRÓLEOS 
MEXICANOS. VALOR PROBATORIO DE LOS ESTA-
DOS DE CUENTA BANCARIOS, PARA DEMOSTRAR 
LA CANTIDAD QUE RECIBEN POR CONCEPTO DE 
COMPENSACIÓN MENSUAL.” [N.E. Se omite trans-
cripción]

Como se puede apreciar en la jurisprudencia transcrita, 
los estados de cuenta pueden ser considerados para acre-
ditar que se recibe un depósito, como lo es, el salario, siem-
pre y cuando dichos depósitos vengan identificados con 
conceptos tales como “depósito por nómina”, “nómina 13”, 
“nómina”, “nómina para pago interbancaria”, entre otros.

Por lo que, para el caso que nos ocupa, como quedó 
precisado en párrafos anteriores, en los estados de cuen-
ta, los depósitos del pago de la pensión del actor se iden-
tificaron como “ISSSTE PAGO NÓMINA DE PENSIÓN”, 
con lo que se reitera que no existe duda de que los depó-
sitos identificados con dicho rubro en la cuenta bancaria 
número **********, corresponden al pago de su pensión por 
edad y tiempo de servicios.
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Robustece lo anterior, por analogía, la tesis de juris-
prudencia IX-J-SS-120, emitida por el Pleno Jurisdiccio-
nal de la Sala Superior, publicada en la Revista que edita 
este Tribunal, Novena Época, Año III, Número 33, Sep-
tiembre de 2024, página 58, que es del tenor siguiente:

“DETERMINACIÓN PRESUNTIVA DE INGRESOS. 
PARA ACREDITAR QUE LOS DEPÓSITOS OB-
SERVADOS EN LA CUENTA BANCARIA DEL CON-
TRIBUYENTE CORRESPONDEN A PRÉSTAMOS, 
MEDIANTE UN CONTRATO DE MUTUO SIMPLE O 
CON INTERÉS, ESTE DEBE ESTAR ADMINICULA-
DO CON OTRAS PROBANZAS QUE ACREDITEN 
SU MATERIALIDAD, ENTRE OTROS, CON LOS RE-
CIBOS O ESTADOS DE CUENTA BANCARIOS DEL 
CONTRIBUYENTE.” [N.E. Se omite transcripción]

Como se puede apreciar, en la jurisprudencia citada se 
deja claro que los estados de cuenta bancarios son un me-
dio de prueba eficaz para acreditar los ingresos, retiros, 
transferencias bancarias, intereses ganados o impuestos 
retenidos de los cuentahabientes, y, en general, que los 
mismos permiten demostrar la existencia de ingresos y 
egresos del actor.

Asimismo, refuerza lo anterior, el precedente VIII-P-
1aS-321, publicado en la Revista que edita este Tribunal, 
Octava Época, Año III, Número 20, Marzo de 2018, página 
202, que señala lo siguiente:

“ESTADOS DE CUENTA BANCARIOS, CONSTITU-
YEN UN MEDIO PARA DETERMINAR LA EXISTENCIA 
DE INGRESOS Y EGRESOS DEL CONTRIBUYENTE.” 
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[N.E. Se omite transcripción]

Sin que sea óbice a lo anterior que en la concesión de 
pensión se haya señalado que el pago sería radicado en la 
sucursal ********** de ********** y no así, como se hizo, en 
el **********; pues lo cierto es que lo ahí señalado tan sólo 
se trata de una declaratoria, debiéndose considerar como 
se advierte de la referida concesión, su pensión por edad y 
tiempo de servicios le fue otorgada desde el año 2013, por 
lo que es viable que con el transcurso de los años, el actor 
haya aperturado una cuenta bancaria en otra institución de 
crédito, a efecto de que ahí se le depositara su pensión, 
por lo que el hecho de que los estados de cuenta exhi-
bidos por el demandante sean del **********, no les resta 
eficacia jurídica, ya que de ellos se advierte que en dicha 
cuenta le es depositada su pensión al actor, otorgada por 
el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Traba-
jadores del Estado.

Asimismo, no pasa desapercibido que en los estados 
de cuenta correspondientes a los periodos del 26 de ju-
lio al 25 de agosto de 2023 y del 26 de agosto al 25 de 
septiembre de 2023, el actor, los días 17 de agosto y 19 
de septiembre de 2023, recibió, además, abonos por las 
cantidades de $8,000, por concepto de “DEPÓSITO EN 
VENTANILLA” y otro por la cantidad de $750, por concep-
to de “PAGO RECIBIDO DE ********** POR ORDEN DE 
**********”, con lo que se desprende que en la cuenta ban-
caria **********, el actor recibe también otros depósitos que 
no corresponden a la pensión otorgada por el Instituto de 
Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 
Estado; por lo que es conveniente hacer la precisión que 
respecto a la referida cuenta, conforme a lo establecido en 
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la supracitada fracción XI del artículo 157 del Código Fis-
cal de la Federación, sólo queda exceptuado de embargo 
el pago correspondiente a su pensión.

B) Por lo que hace al argumento del demandante en el 
que aduce que en la cuenta de ahorro número **********, 
localizada en el **********, institución de banca múltiple, 
se le deposita la pensión otorgada por el Gobierno Fe-
deral, en atención a lo establecido en el “Acuerdo por 
el que se emiten las reglas de operación del programa 
pensión para el bienestar de las personas adultas mayo-
res, para el ejercicio fiscal 2021”, lo cual señala acredita 
con la consulta de movimientos de la cuenta a su nombre, 
misma que obra a foja 72 del expediente principal y que se 
digitaliza a continuación:

[N.E. Se omiten imágenes]

Al respecto, del documento digitalizado se advierte que 
constituye una “consulta de movimientos” de fecha 1 de 
noviembre de 2023, de la que se observan como elemen-
tos destacados, los siguientes:

	� Oficina 1453 “Pachuca Rojo Gmez”.

	� Acuerdo: **********. 

	� Primer Titular: **********.

	� Formato Oficina.

	� Centro: 0213.
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	� Cód. Moneda: MXN.

	� Saldo medio anterior: 829.15.

	� Saldo fecha hasta: 0.32

	� Diversas fechas de operación entre el 25 de noviem-
bre de 2021 y el 28 de septiembre de 2023.

	� Importes en los que se establecen diversas canti-
dades como $4,800, $5,008, $3,850, $4,000, $1,200, 
$10,000 y $11,550.

	� “Concepto” en el que se advierten las leyendas “RE-
TIRO EN VENTANILLA”, “PENSIÓN BIENESTAR”, 
“LIQ. CTA, VISTA”, “INE”, entre otros.

En esta tesitura y en virtud de que la pensión de adulto 
mayor que menciona el actor señala la percibe por parte 
del Gobierno Federal, resulta conveniente referirse al mar-
co jurídico que se encuentra regulado en el “Acuerdo por 
el que se emiten las Reglas de Operación del Programa 
Pensión para el Bienestar de las Personas Adultas Mayo-
res” publicado en el Diario Oficial de la Federación el 30 
de diciembre de 2022, el cual, en la parte que nos interesa 
dispone:

[N.E. Se omite transcripción]

Como se puede advertir, el “Programa Pensión para el 
Bienestar de las Personas Adultas Mayores”, tiene como 
objetivo, mejorar la situación de protección social de toda 
la población adulta mayor de 65 años o más, a través de 
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una pensión económica, por lo que su población objetivo 
está dirigida a los adultos mayores de 65 años o más, 
que sean mexicanos por nacimiento o naturalizados, con 
domicilio en la República Mexicana.

También establece que el pago de la pensión se rea-
lizará de manera bimestral, directa y sin intermediarios, 
a través del medio de pago establecido, en relación con 
esto, en el “Anexo I” denominado “Glosario de Términos” 
del acuerdo en cita, se define como medio de pago, el que 
se realizará a través de transferencia de dinero a las per-
sonas derechohabientes.

En este contexto, de una adminiculación conjunta y con-
catenada de la concesión de pensión antes digitalizada y 
descrita en los párrafos que preceden, del documento de-
nominado consulta de movimientos y de lo establecido en 
el “Acuerdo por el que se emiten las Reglas de Operación 
del Programa Pensión para el Bienestar de las Personas 
Adultas Mayores”, se adquiere la convicción de que en la 
cuenta bancaria número **********, abierta en el **********, 
se le deposita al actor la pensión de adulto mayor otorgada 
por el Gobierno de México.

Ello es así, ya que, por un lado, como se advierte en 
la concesión de pensión, el Registro Federal de Contri-
buyentes del demandante es ********** y la Clave Única 
de Registro de Población **********, y si una de las carac-
terísticas que integran tanto el Registro Federal de Con-
tribuyentes, como Clave Única de Registro de Población, 
es la fecha de nacimiento, resulta inconcuso que la fecha 
de nacimiento del hoy actor es el **********, por lo tanto, 
si la fecha de expedición de la consulta de movimientos 
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antes analizada es de 1 de noviembre de 2023; se tiene 
entonces que a la fecha de emisión de dicho documento, 
el enjuiciante tenía ********** años cumplidos, teniendo 
así la edad suficiente para gozar de la pensión de adulto 
mayor otorgada por el Gobierno Federal, ya que para ser 
acreedor a la misma se debe tener 65 años cumplidos, 
en tal virtud, es innegable que para el año 2023, el actor 
ya tenía la edad necesaria para acceder a la pensión, por 
cumplir con el requisito de la edad.

Otro dato que se debe considerar es que si bien el 
documento denominado “Consulta de movimientos “ no 
contiene logo de la institución que lo expidió, o, persona 
alguna responsable de su emisión; lo cierto es que, con 
fundamento en los artículos 41 de la Ley Federal de Pro-
cedimiento Contencioso Administrativo y 88 del Código 
Federal de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria 
a la ley de la materia, este Pleno Jurisdiccional procede 
como un hecho notorio, a verificar la página de internet 
https://directoriodesucursales.**********.gob.mx/home.
php, del **********, a efecto de determinar si el referido 
banco tiene una sucursal denominada **********, como se 
señala en la consulta de movimientos en estudio, cuya im-
presión de pantalla es la siguiente:

[N.E. Se omite imagen] 

De la impresión de pantalla se advierte que el **********, 
en el Estado de Hidalgo, cuenta con diversas sucursales 
en el municipio de Pachuca, entre ellas, la denominada 
**********, la cual se encuentra ubicada en ********** así 
pues, se puede colegir que la consulta de movimientos fue 
expedida en una sucursal del **********, específicamente, 
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en la sucursal denominada ********** o como se encuentra 
abreviada en el documento en mención, **********.

Resulta aplicable la tesis de jurisprudencia I.3o.C. J/8 
K (11a.), emitida por el Tercer Tribunal Colegiado en Ma-
teria Civil del Primer Circuito, publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación, Libro 48, Abril de 2025, Tomo II, 
Volumen 2, página 882, la cual determina lo siguiente:

“PÁGINAS WEB O ELECTRÓNICAS. SU CONTENI-
DO ES UN HECHO NOTORIO Y SUSCEPTIBLE DE 
SER VALORADO EN UNA DECISIÓN JUDICIAL.” 
[N.E. Se omite transcripción]

Aunado a lo anterior, como ya se dijo, en la consulta 
de movimientos se advierte, en la columna de conceptos, 
que se señalan, entre otros, “SECRETARÍA DE BIEN-
ESTAR”, “PENSIÓN BIENESTAR NOVDIC2021”, “PEN-
SIÓN BIENESTAR MARABR”, “PENSIÓN BIENESTAR 
JULI-AGOSTO 2022”, “PENSIÓN BIENESTAR SEP-
TIEMBRE OCTUBR”, “PENSIÓN BIENESTAR NOV-DIC 
2022”, “PENSIÓN BIENESTAR ENERO FEBRERO 20”, 
“PENSIÓN BIENESTAR MARZO ABRIL 2023”, “PENSIÓN 
BIENESTAR MAYO JUNIO 2023”, “PENSIÓN BIENES-
TAR JULIO AGOSTO 202(sic)” y “PENSIÓN BIENESTAR 
SEPTIEMBRE OCTUBR”, lo cual permite comprobar que 
estos abonos son correspondientes al pago de pensión 
otorgada por el Gobierno de México, además de que los 
mismos se realizaron bimestralmente, como se ordena en 
el punto 4.1.1 Entrega de la Pensión, del “Acuerdo por el 
que se emiten las Reglas de Operación del Programa Pen-
sión para el Bienestar de las Personas Adultas Mayores”.
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Por lo hasta aquí expuesto, resulta innegable que la con-
sulta de movimientos de 1 de noviembre de 2023, exhibida 
por la parte actora, realizando una valoración atenuada de 
la prueba y bajo el principio pro persona, sí constituye un 
medio para demostrar de manera suficiente, la existencia 
de un ingreso correspondiente a la pensión otorgada al ac-
tor por el Gobierno Federal, con lo que queda acreditado 
que dicha pensión sí es consignada en la cuenta bancaria 
número **********.

No pasa desapercibido que la autoridad demandada 
manifieste que, con fundamento en el artículo 142 del Có-
digo Federal de Procedimientos Civiles, las documentales 
ofrecidas por el actor en el presente juicio de nulidad son 
insuficientes y solicita que no se valoren las citadas docu-
mentales, al ser simples impresiones y documentales pri-
vadas que de ninguna manera acreditan lo señalado por él.

A juicio de esta Juzgadora, la objeción en análisis devie-
ne infundada, debido a que la autoridad demandada pasa 
por alto que el que objeta un documento privado debe pro-
barlo y no basta decir que se objeta, sino que deben acre-
ditarse las razones de su objeción.

Además, como se puede ver, la demandada sólo formula 
un argumento genérico en el que se limita a señalar que 
no se deben valorar las documentales ofrecidas por el ac-
tor, al ser simples impresiones y documentos privados, sin 
embargo, como quedó precisado a lo largo de la presente 
sentencia, con las pruebas aportadas por el accionante, 
como lo fueron los estados de cuenta y la consulta de mo-
vimientos, concatenados con los demás elementos proba-
torios, sí se acreditó de manera suficiente, que en dos de 
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las cuentas embargadas, se le depositan al actor las pen-
siones otorgadas por el Instituto de Seguridad y Servicios 
Sociales de los Trabajadores del Estado y el Gobierno Fe-
deral, sin que la autoridad demandada desvirtuara dichas 
documentales.

Resulta aplicable al presente juicio, la tesis de jurispru-
dencia I.3o.C. J/8, emitida por el Tercer Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Primer Circuito, publicada en el Se-
manario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo IV, 
Agosto de 1996, página 423, la cual establece lo siguiente:

“DOCUMENTOS PRIVADOS, OBJECION A LOS.” 
[N.E. Se omite transcripción]

Refuerza lo anterior, la tesis aislada I.7o.A.508 A, emi-
tida por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Admi-
nistrativa del Primer Circuito, publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXV, Abril de 
2007, página 1804, la cual es del tenor siguiente:

“PRUEBAS EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMI-
NISTRATIVO FEDERAL. TRATÁNDOSE DE LAS 
QUE DEBEN SER VALORADAS CONFORME A LA 
SANA CRÍTICA, EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUS-
TICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA DEBE PRONUN-
CIARSE SOBRE SU IDONEIDAD PARA ACREDITAR 
LOS EXTREMOS A PROBAR ANTES DE EXAMINAR 
CUALQUIER OBJECIÓN DE LA CONTRAPARTE DEL 
OFERENTE.” [N.E. Se omite transcripción]

Por todo lo previo, este Pleno Jurisdiccional estima ile-
gal la orden de embargo de las cuentas bancarias número 
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********** del ********** y ********** del **********, en la parte 
en la que se le depositan pensiones, esto al impedir al 
actor disponer de dichas pensiones para su supervivencia.

Robustece lo antes expuesto, la siguiente tesis emitida 
por el Poder Judicial de la Federación, misma que dispone 
lo siguiente:

“EMBARGO DE LA PENSIÓN JUBILATORIA EN EJE-
CUCIÓN DE SENTENCIA. ES UN ACTO DE IMPO-
SIBLE REPARACIÓN QUE AFECTA EL DERECHO 
SUSTANTIVO DE SUPERVIVENCIA DEL JUBILADO 
ADULTO MAYOR.” [N.E. Se omite transcripción consul-
table en Registro digital. 2018655. Instancia: Tribuna-
les Colegiados de Circuito. Décima Época. Materias(s): 
Común, Civil. Tesis 1.30.C.345 C (10a). Fuente: Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación. Libro 61. Di-
ciembre de 2018, Tomo II, página 1087. Tipo: Aislada]

Sin embargo, toda vez que la parte actora no controvirtió 
la orden de embargo de las siguientes cuentas bancarias:

[N.E. Se omite cuadro]

Con fundamento en el artículo 52, fracción I, de la Ley 
Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, se 
reconoce la validez de las declaratorias de embargo por 
buzón tributario contenidas en los oficios 400-36-00-02-
01-2023-11359, 400-36-00-02-01-2023-11360, 400-3600-
02-01-2023-11601, dictados el 12 de septiembre de 2023, 
así como en los oficios 400-36-00-02-01-2023-11599 y 
400-36-00-02-01-2023-11598, dictados el 19 de septiem-
bre de 2023, respecto de las cuentas bancarias **********, 
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**********, **********, **********, ********** y ********** locali-
zadas en el **********, con la salvedad que respecto de 
estas últimas dos cuentas, es decir, la cuenta **********, lo-
calizada en el ********** y la cuenta ********** del **********, 
no se ordene embargo por los montos conducentes que 
se abonan por concepto de pensión por edad y tiempo de 
servicios otorgada por el Instituto de Seguridad y Servicios 
Sociales de los Trabajadores del Estado y por concepto de 
pensión otorgada por el Gobierno Federal en su calidad 
de adulto mayor, respectivamente, de conformidad con lo 
expuesto en el Considerando QUINTO.

Por lo antes expuesto y fundado, en términos de los ar-
tículos 8, fracción IV y 9, fracción II, 49, 50, 51, fracción IV 
y 52, fracciones I y II, de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo, se

R E S U E L V E

I.- Este Pleno Jurisdiccional de la Sala Superior del Tri-
bunal Federal de Justicia Administrativa es competente 
para conocer del presente juicio.

II.- Ha resultado fundada la causal de improcedencia y 
sobreseimiento invocada por la autoridad demandada; en 
consecuencia,

III.- ES DE SOBRESEERSE Y SE SOBRESEE el pre-
sente juicio, respecto de las resoluciones definitivas nú-
meros DGRRFEM/D/01/2019/14/009; DGRRFEM/B/12/ 
2019/15/493; DGRRFEM/D/07/2019/14/240; DGRRFE 
M/B/09/2020/15/486 y DGRRFEM/B/12/2019/15/499, 
así como los pliegos definitivos de responsabilidades 
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PDR54/19, PDR108/20, PDR79/20 PDR001/21 y PDR0 
56/22, en atención a los motivos y fundamentos expuestos 
en el Considerando CUARTO.

IV.- Se reconoce la VALIDEZ de las declaratorias de 
embargo por buzón tributario contenidas en los oficios 
400-36-00-02-01-2023-11359, 400-36-00-02-01-2023-113 
60, 400-3600-02-01-2023-11601, dictados el 12 de sep-
tiembre de 2023, así como en los oficios 400-36-00-02-
01-2023-11599 y 400-36-00-02-01-2023-11598, dictados 
el 19 de septiembre de 2023, respecto de las cuentas ban-
carias **********, **********, **********, **********, ********** y 
********** localizadas en el **********, con la salvedad que 
respecto de estas últimas dos cuentas, es decir, la cuenta 
**********, localizada en el ********** y la cuenta ********** 
del **********, no se ordene embargo por los montos condu-
centes que se abonan por concepto de pensión por edad y 
tiempo de servicios otorgada por el Instituto de Seguridad 
y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado y por 
concepto de pensión otorgada por el Gobierno Federal en 
su calidad de adulto mayor, respectivamente, de conformi-
dad con lo expuesto en el Considerando QUINTO.

V.- Notifíquese.

Así lo resolvió el Pleno Jurisdiccional de la Sala Superior 
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, con funda-
mento en los artículos 11, fracciones I y II, 93 y Séptimo 
Transitorio del Reglamento Interior del Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa, publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 17 de julio de 2020, en sesión celebrada en 
forma presencial y transmitida por medios electrónicos al 
público en general el 10 de septiembre de 2025, por ma-
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yoría de 7 votos a favor de los Magistrados Víctor Martín 
Orduña Muñoz, Rafael Anzures Uribe, Carlos Chaurand 
Arzate, Julián Alfonso Olivas Ugalde, Maestro Rafael Es-
trada Sámano, Doctora Magda Zulema Mosri Gutiérrez y 
Doctor Carlos Mena Adame, así como 1 voto en contra del 
Magistrado Guillermo Valls Esponda. Encontrándose au-
sente la Magistrada Maestra Luz María Anaya Domínguez.

Fue ponente en el presente asunto el Magistrado Rafael 
Anzures Uribe, cuya ponencia se aprobó en sus términos.

Se elaboró el presente engrose el día 17 de septiembre 
de 2025, y con fundamento en lo dispuesto por los artícu-
los 54, fracción VI y 56, fracción III de la Ley Orgánica del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa, firma el Magis-
trado Guillermo Valls Esponda, Presidente del Tribunal Fe-
deral de Justicia Administrativa, ante la Licenciada Abigail 
Calderón Rojas, Secretaria General de Acuerdos, quien 
autoriza y da fe.

De conformidad con lo dispuesto por los artículos 115 de la Ley Gene-
ral de Transparencia y Acceso a la Información Pública; 3, fracción IX 
de la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de 
Sujetos Obligados, fue suprimido de este documento, el nombre de la 
parte actora, el registro federal de contribuyentes RFC, la clave única 
de registro poblacional CURP, el número de pensión, la denominación 
o razón social o nombre comercial de terceros, los números de cuenta 
bancaria, los números de cheque, los domicilios, información consi-
derada legalmente como confidencial, por actualizar lo señalado en 
dichos supuestos normativos.
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CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN

IX-P-SS-501

ACTUALIZACIONES Y RECARGOS. FECHA EN QUE 
DEBEN EMPEZAR A CALCULARSE TRATÁNDOSE DE 
CRÉDITOS FISCALES DERIVADOS DE RESPONSABI-
LIDADES RESARCITORIAS.- De conformidad con los 
artículos 17-A y 21 del Código Fiscal de la Federación, 
la actualización opera por el transcurso del tiempo y con 
motivo de los cambios de precios en el país a fin de dar el 
valor real al monto de la contribución en el momento del 
pago para que el fisco reciba una suma equivalente a la 
que hubiera recibido de haberse cubierto en tiempo; mien-
tras que los recargos son accesorios a la cantidad principal 
adeudada, siendo su naturaleza puramente compensato-
ria, pues éstos buscan resarcir el daño financiero que sufre 
el Estado al no percibir en tiempo y forma los recursos que 
le corresponden, es decir, tienen por objeto indemnizar al 
fisco por la falta de pago oportuno, siendo equiparables a 
la figura del interés moratorio. Ahora bien, los artículos 57, 
fracción V, y 62, de la Ley de Fiscalización y Rendición de 
Cuentas de la Federación vigente hasta el 18 de julio 
de 2016, establecen que el monto determinado como daño 
causado a la Hacienda Pública Federal, se debe cubrir 
dentro de un plazo de quince días naturales contados a 
partir de la notificación del Pliego Definitivo de Responsa-
bilidades y se actualizará, para efectos de su pago, en la 
forma y términos que establece el Código Fiscal de la Fe-
deración en tratándose de contribuciones. Por tal motivo y 
atendiendo a la naturaleza de ambas figuras jurídicas, así 
como a las disposiciones legales citadas, se concluye que 
la actualización del monto a resarcir con motivo del daño 
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ocasionado a la Hacienda Pública Federal debe realizarse 
desde el momento en que éste se ocasionó; sin embargo, 
tratándose del cálculo de los recargos, dada su naturaleza 
compensatoria y equiparable a la del interés moratorio, no 
puede realizarse desde la fecha de comisión de la conduc-
ta que generó el daño, pues en ese momento aún no se 
ha reconocido el derecho del Estado a ser indemnizado ni 
se ha actualizado una fecha de pago cierta para cubrir el 
monto equivalente al daño causado, por lo que su cálculo 
debe realizarse a partir del día siguiente a aquel en que 
fenece el plazo de quince días naturales otorgados a la 
persona responsable para resarcir el daño.

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1243/24-21-01-9/ 
816/25-PL-04-04.- Resuelto por el Pleno Jurisdiccional de 
la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Administra-
tiva, en sesión de 29 de octubre de 2025, por unanimidad 
de 9 votos a favor.- Magistrado Ponente: Carlos Chaurand 
Arzate.- Secretario: Lic. José Luis Noriega Hernández.
(Tesis aprobada en sesión de 21 de enero de 2026)

C O N S I D E R A N D O :

[…]

TERCERO.- […]

Ahora bien, por lo que se refiere al tema de los recar-
gos, este Pleno Jurisdiccional procede a analizar si los 
mismos fueron calculados correctamente, atendiendo a la 
fecha en que éstos comenzaron a generarse, atento a las 
siguientes consideraciones de hecho y de derecho.
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En primer lugar, se estima necesario analizar el man-
damiento de ejecución con folio 331073Z1221316 de 14 
de mayo de 2024, impugnado en el presente juicio, en su 
apartado denominado “RECARGOS DE LAS CONTRIBU-
CIONES Y/O APROVECHAMIENTOS”, a fin de identificar 
la forma en que la autoridad demandada los calculó, aten-
diendo especialmente a la fecha en que estimó que éstos 
se originaron (fecha de obligación: 08 de noviembre de 
2013); por ello, se procede a digitalizar la resolución en 
comento, en la parte mencionada:

[N.E. Se omiten imágenes]

De las imágenes digitalizadas se desprende que la auto-
ridad demandada procedió a calcular los recargos toman-
do como fecha de obligación de pago, la relativa a aquella 
en que se incurrió en la conducta de la cual derivó la res-
ponsabilidad resarcitoria, es decir, el 08 de noviembre de 
2013 (misma que corresponde a la fecha de la irregulari-
dad asentada en el Pliego Definitivo de Responsabilidades 
053/2022, digitalizado en páginas previas).

Al respecto, es conveniente señalar que, al contestar 
la demanda, la autoridad enjuiciada indica que la conducta 
que originó el monto por resarcir, tuvo su génesis en fe-
cha 08 de noviembre de 2013 al 28 de febrero de 2014, 
tal como se desprende del Pliego Definitivo de Responsa-
bilidades 053/2022; de ahí que el cálculo de los recargos 
es la suma de los que corresponden a cada uno de los 
meses de atraso en el pago, contados a partir del momen-
to en que se originó la omisión que da origen a la obliga-
ción resarcitoria, de tal manera que si se determinaron los 
recargos y actualizaciones por el periodo 2013-2024, el 
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procedimiento está perfectamente explicado y se ajusta a 
la norma que lo sustenta.

En efecto, la enjuiciada sostiene que los recargos deben 
calcularse desde la fecha en que se cometió la conducta 
que originó el daño, pues a su consideración, la cantidad 
fijada como indemnización resarcitoria, adquiere el trata-
miento de contribuciones, por lo que si los recargos de-
ben calcularse a partir de la fecha en que debió hacerse el 
pago de la contribución, de manera similar opera tratándo-
se de créditos fiscales derivados de una responsabilidad 
resarcitoria, tomando en cuenta que la fecha de pago sería 
la fecha en que se generó el daño a la Hacienda Pública y 
no así la fecha en que se hace la determinación de dicha 
responsabilidad.

Por el contrario, el hoy actor sostiene que no puede 
equipararse una cantidad fijada como indemnización por 
responsabilidad resarcitoria a una contribución, por lo cual, 
la fecha de pago se da a partir del momento en que venció 
el plazo de quince días que le fueron otorgados para ello, 
siendo ilegal que se calculen recargos desde la fecha en 
que se ocasionó el daño a la Hacienda Pública Federal; ar-
gumento que este Órgano Colegiado estima FUNDADO, 
como se expone a continuación.

Como punto de partida, este Pleno Jurisdiccional 
considera pertinente precisar que el punto medular de la 
controversia radica en determinar cuál es la fecha a to-
mar en cuenta para el cálculo de los recargos, es decir, si 
se deben calcular a partir de la fecha en que se ocasionó 
el daño, o bien, a partir de que feneció el plazo de quince 
días otorgados para cubrir el importe determinado como 
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responsabilidad resarcitoria por el daño ocasionado a la 
Hacienda Pública Federal.

Ahora bien, este Órgano Resolutor considera necesario 
analizar los artículos 57 fracción V y 62 de la Ley de Fisca-
lización y Rendición de Cuentas de la Federación vigente 
al momento de la comisión de la conducta que ocasionó el 
daño a la Hacienda Pública Federal; así como el diverso 
21 del Código Fiscal de la Federación, mismos que dispo-
nen literalmente lo siguiente:

[N.E. Se omite transcripción]

De los artículos 57 fracción V y 62 de la Ley de Fisca-
lización y Rendición de Cuentas de la Federación, en la 
parte que es de nuestro interés, se advierte que para el 
Procedimiento para el Fincamiento de las Responsabili-
dades Resarcitorias, deberá quedar cerrada la instrucción 
para resolver en definitiva sobre la existencia o inexisten-
cia de responsabilidad resarcitoria y fincará, en su caso, 
el pliego definitivo de responsabilidades en el que se de-
termine la indemnización resarcitoria correspondiente, a 
la persona responsable, notificándole tanto la resolución, 
como el pliego definitivo de responsabilidades, remitiendo 
un tanto autógrafo del pliego a la Tesorería de la Federa-
ción, para el efecto de que, si en un plazo de quince días 
naturales contados a partir de la notificación, éste no es 
pagado, se haga efectivo su cobro en términos de ley, me-
diante el procedimiento administrativo de ejecución. 

Por su parte, el artículo 62 de dicha Ley establece que el 
importe del pliego definitivo de responsabilidades deberá 
ser suficiente para cubrir los daños y perjuicios causados 
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a la Hacienda Pública Federal o, en su caso, al patrimonio 
de los entes públicos federales o de las entidades paraes-
tatales federales, y se actualizará para efectos de su pago, 
en la forma y términos que establece el Código Fiscal de la 
Federación en tratándose de contribuciones.

Asimismo, del artículo 21 del Código Fiscal de la Fe-
deración, se advierte que los recargos deben pagarse por 
concepto de indemnización al Fisco Federal por la falta de 
pago oportuno de contribuciones y aprovechamientos y se 
causan por cada mes o fracción de mes que transcurra a 
partir del día siguiente a la fecha en que debió hacerse el 
pago y hasta que éste se realice. 

De igual manera podemos advertir que el cálculo se 
realiza aplicando al monto de las contribuciones o de los 
aprovechamientos actualizados, la tasa que resulte de 
sumar las aplicables en cada año para cada uno de los 
meses transcurridos en el periodo de actualización de la 
contribución o aprovechamiento de que se trate. 

Además, se establece que la tasa de recargos para 
cada uno de los meses de mora será la que resulte de in-
crementar en 50% a la que mediante Ley fije anualmente 
el Congreso de la Unión, para tal efecto, la tasa se consi-
derará hasta la centésima y, en su caso, se ajustará a la 
centésima inmediata superior cuando el dígito de la mi-
lésima sea igual o mayor a 5 y cuando la milésima sea 
menor a 5 se mantendrá la tasa a la centésima que haya 
resultado.

En ese sentido, tenemos que la naturaleza de los recar-
gos es puramente compensatoria, pues buscan resarcir el 
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daño financiero que sufre el Estado al no percibir en tiem-
po y forma los recursos que le corresponden, es decir, los 
recargos son accesorios de las contribuciones y tienen por 
objeto indemnizar al fisco por la falta de pago oportuno. 
Esta característica los distingue de las multas, que tienen 
un carácter punitivo y se imponen como castigo por la co-
misión de una infracción a las leyes fiscales. 

En conclusión, los recargos son un elemento intrínseco 
de nuestro sistema fiscal, actuando como un mecanismo de 
resarcimiento económico que garantiza la puntualidad en 
la recaudación de las contribuciones y aprovechamientos, 
cuyo propósito es compensar al erario público por la pérdi-
da de la oportunidad de utilizar los recursos en las fechas 
legalmente establecidas. Por lo tanto, no se les debe con-
fundir con las multas ni con la figura de la actualización, ya 
que su origen y finalidad son completamente diferentes.

Sirven de apoyo para entender la naturaleza jurídica de 
los recargos, las siguientes jurisprudencias emitidas por la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuyos datos de 
localización, rubro y texto, se transcriben a continuación.

“CONTRIBUCIONES. EL ARTÍCULO 21 DEL CÓDI-
GO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, QUE PREVÉ LA 
ACTUALIZACIÓN DEL MONTO DE AQUÉLLAS, 
ADEMÁS DEL PAGO DE LOS RECARGOS, NO ES IN-
CONSTITUCIONAL.” [N.E. Se omite transcripción con-
sultable en Época: Novena Época. Registro: 192901. 
Instancia: Pleno. Tipo de Tesis: Jurisprudencia. Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo 
X, noviembre de 1999. Materia(s): Constitucional, Admi-
nistrativa. Tesis: P./J. 124/99, página: 25]
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“RECARGOS FISCALES POR MORA. LOS PREVIS-
TOS EN EL ARTÍCULO 21 DEL CÓDIGO FISCAL 
DE LA FEDERACIÓN NO VIOLAN LOS PRINCIPIOS DE 
PROPORCIONALIDAD Y EQUIDAD TRIBUTARIAS 
CONSAGRADOS EN EL ARTÍCULO 31, FRACCIÓN 
IV, DE LA CONSTITUCIÓN.” [N.E. Se omite transcrip-
ción consultable en Época: Novena Época. Registro: 
167402. Instancia: Segunda Sala. Tipo de Tesis: Juris-
prudencia. Fuente: Semanario Judicial de la Federa-
ción y su Gaceta. Tomo XXIX, Abril de 2009. Materia(s): 
Constitucional, Administrativa. Tesis: 2a./J. 33/2009, pá-
gina: 722]

Como se observa de las jurisprudencias antes transcri-
tas, la naturaleza de los recargos es diferente a la de la ac-
tualización, pues aun cuando ambas figuras operan por no 
cubrirse las contribuciones en la fecha o dentro del plazo 
fijado por las disposiciones fiscales, la actualización opera 
por el transcurso del tiempo y con motivo de los cambios 
de precios en el país a fin de dar el valor real al monto de 
la contribución en el momento del pago para que el fisco 
reciba una suma equivalente a la que hubiera recibido de 
haberse cubierto en tiempo la contribución, tal y como se 
desprende del artículo 17-A del Código Fiscal de la Fe-
deración,1 más con ello no se le resarcen los perjuicios 

1	 Artículo 17-A.- El monto de las contribuciones, aprovecha-
mientos, así como de las devoluciones a cargo del fisco fede-
ral, se actualizará por el transcurso del tiempo y con motivo 
de los cambios de precios en el país, para lo cual se apli-
cará el factor de actualización a las cantidades que se de-
ban actualizar. Dicho factor se obtendrá dividiendo el Índice 
Nacional de Precios al Consumidor del mes anterior al más 
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ocasionados por la falta de pago oportuno, concretamente 
por no haber podido disponer en su momento de las canti-
dades de dinero derivadas del pago de las contribuciones 
a fin de sufragar los gastos públicos; mientras que la natu-
raleza de los recargos es compensatoria, pues buscan re-
sarcir el daño financiero que sufre el Estado al no percibir 
en tiempo y forma los recursos que le corresponden.

Tal diferencia la podemos corroborar del artículo 62 de 
la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Fe-
deración antes transcrito, pues de dicho precepto legal se 
advierte que el importe del Pliego Definitivo de Respon-
sabilidades debe actualizarse para efectos de su pago en 
la forma y términos que establece el Código Fiscal de la 
Federación respecto de las contribuciones; de ahí que es 
dable afirmar que el monto determinado como daño oca-
sionado a la Hacienda Pública Federal se debe actualizar 
desde el momento en que se ocasionó dicho daño, sin em-
bargo, a juicio de este Pleno Jurisdiccional, para el cálculo 
de los recargos no debe considerarse esa misma fecha.

Lo anterior, puesto que el artículo 62 de la Ley en co-
mento únicamente prevé que el monto deberá actualizarse 
conforme a las reglas previstas en el Código Tributario Fe-
deral tratándose de contribuciones, pero nunca menciona 
a los recargos, pues, como ha quedado expuesto, éstos 
tienen una naturaleza distinta.

reciente del periodo entre el citado índice correspondiente al 
mes anterior al más antiguo de dicho periodo. Las contribu-
ciones, los aprovechamientos, así como las devoluciones a 
cargo del fisco federal, no se actualizarán por fracciones de 
mes. (...)
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En ese sentido, del artículo 57, fracción V, de la misma 
Ley, se puede advertir que las personas responsables ten-
drán un plazo de 15 días naturales para cubrir el monto 
determinado como daño causado a la Hacienda Pública 
Federal, en el entendido que, de no cubrirlo en dicho pla-
zo, se hará efectivo su cobro mediante el procedimiento 
administrativo de ejecución.

De ahí que este Pleno Jurisdiccional considere que los 
recargos no pueden calcularse desde el momento en que 
se ocasionó el daño a la Hacienda Pública Federal, sino 
desde el día siguiente a aquel en que feneció el plazo de 
15 días señalado en el artículo 57 fracción V, de la Ley 
de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación 
vigente hasta el 18 de julio de 2016; toda vez que si la per-
sona responsable efectúa el pago dentro de dicho plazo, 
es dable concluir que el mismo es oportuno y, por tanto, no 
tiene la obligación de indemnizar al Fisco Federal por falta 
de pago oportuno.

Lo anterior obedece a la naturaleza que tienen los re-
cargos, los cuales son la de un interés moratorio, por lo 
que su generación es un proceso automático que no re-
quiere de un acto de autoridad que lo determine, sino solo 
requiere, para su configuración, que haya fenecido el pla-
zo de pago correspondiente (en el caso que nos ocupa, el 
de 15 días naturales siguientes a la notificación del Pliego 
Definitivo de Responsabilidades), para posteriormente ser 
calculado por la autoridad competente. 

Es decir, dada su naturaleza jurídica, los recargos se ge-
neran a partir del día siguiente a aquel en que debió hacer-
se el pago de la contribución, aprovechamiento o crédito 
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fiscal respectivo; en ese sentido, este Pleno Jurisdiccional 
considera necesario analizar los artículos 2, 3 y 4 del Códi-
go Fiscal de la Federación, los cuales disponen lo siguiente:

[N.E. Se omite transcripción]

De una interpretación a los preceptos legales transcritos, 
este Pleno Jurisdiccional arriba a la convicción de que hay 
tres grandes rubros para identificar los ingresos que perci-
be el Estado, los cuales, a saber, son:

1.	Contribuciones, entre las cuales se encuentran im-
puestos, aportaciones de seguridad social, contribu-
ciones de mejoras y derechos.

2.	Aprovechamientos, que son aquellos ingresos que 
percibe el Estado por funciones de derecho público 
distintos de las contribuciones, de los ingresos deri-
vados de financiamientos y de los que obtengan los 
organismos descentralizados y las empresas de par-
ticipación estatal.

3.	Créditos fiscales, que pueden derivar tanto de con-
tribuciones o aprovechamientos, así como de res-
ponsabilidades que el Estado tenga derecho a 
percibir de sus servidores públicos o particula-
res obligados.

Ahora bien, este Pleno Jurisdiccional considera que en 
el presente asunto estamos en presencia del tercer su-
puesto, es decir, un crédito fiscal que deriva de la respon-
sabilidad resarcitoria que el Estado tiene derecho a exigir 
de sus servidores públicos, por lo cual, no se puede equi-
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parar el cálculo de recargos a como comúnmente se hace 
respecto de contribuciones. 

En efecto, el mandamiento de ejecución con fo-
lio 331073Z1221316 de 14 de mayo de 2024, ordena 
el cobro del crédito fiscal en cantidad histórica de 
$1,350,496,649.00 (mil trescientos cincuenta millones 
cuatrocientos noventa y seis mil seiscientos cuarenta y 
nueve pesos 00/100 M.N.), toda vez que derivado del 
Procedimiento para el Fincamiento de Responsa-
bilidades Resarcitorias DGR/C/10/2018/R/13/389, el 
Director General de Responsabilidades de la Auditoría 
Superior de la Federación, determinó la existencia de res-
ponsabilidad a cargo del hoy actor y de otras personas, 
por lo cual, mediante el Pliego Definitivo de Responsabi-
lidades 053/2022, de 20 de junio de 2022, se les deter-
minó que debían cubrir dicha cantidad por concepto 
de daño ocasionado a la Hacienda Pública Federal, 
OTORGANDO UN PLAZO DE 15 DÍAS NATURALES 
PARA SU PAGO, de conformidad con el artículo 57 frac-
ción V de la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas 
de la Federación vigente hasta el 18 de julio de 2016.

Por lo que, el crédito fiscal que se ordenó cobrar me-
diante el mandamiento de ejecución impugnado, deriva de 
una indemnización que tiene derecho a recibir el Estado 
con motivo de la responsabilidad resarcitoria determinada 
al hoy actor, recordando que, en el procedimiento resar-
citorio, cuando se advierta la responsabilidad del servidor 
público, la consecuencia radicará únicamente en reparar 
el daño patrimonial.
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En ese sentido, este Pleno Jurisdiccional estima que, 
a los créditos fiscales derivados de las responsabilidades 
resarcitorias, no puede darse el mismo trato que a una 
contribución o un aprovechamiento en cuanto al cálculo 
de los recargos, pues si bien los tres son ingresos que 
tiene derecho a percibir el Estado, lo cierto es que se di-
ferencian en cuanto a la temporalidad en que se deben 
percibir, es decir, la fecha de pago.

Ello es así puesto que, tanto en las contribuciones 
como en los aprovechamientos, es la propia norma jurídi-
ca general la que indica el momento de la causación pero, 
principalmente, el momento de pago, a diferencia de los 
créditos fiscales derivados de responsabilidades resarci-
torias, puesto que la fecha de pago no viene previamente 
establecida en la Ley, sino que ésta depende de que la au-
toridad competente determine la existencia de dicha res-
ponsabilidad, para que calcule el monto del daño causado 
y es ella quien, con fundamento en el artículo 57 fracción 
V, de la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la 
Federación vigente hasta el 18 de julio de 2018, otorga el 
plazo para cubrir ese daño.

Pongamos de ejemplo al impuesto sobre la renta; en 
este tipo de contribución, es la Ley respectiva la que se-
ñala en qué comento se causa el impuesto, por ejemplo, 
cuando se recibe un ingreso derivado de la realización de 
una actividad profesional, como lo sería el pago de hono-
rarios. Asimismo, la Ley nos indica la fecha de pago del 
impuesto causado, el cual deberá efectuarse de forma 
provisional el día 17 del mes siguiente de su causación y 
de forma definitiva, tratándose de personas físicas, a más 
tardar el 30 de abril del año siguiente a aquel en que se 



Precedente� 171
Pleno

Tribunal Federal de Justicia Administrativa
Revista Núm. 50, Abril 2026

causó. De lo anterior, podemos decir que es la propia Ley, 
en su carácter de norma jurídica general y abstracta, la 
que establece cuándo se genera el impuesto sobre la ren-
ta y, especialmente, cuándo se debe pagar el mismo.

Por el contrario, tratándose del monto a indemnizar con 
motivo de las responsabilidades resarcitorias, si bien la 
Ley establece hipótesis en las cuáles se incurre en este 
tipo de responsabilidad, equiparando a éstas, para efecto 
de su actualización a las contribuciones, lo cierto es que a 
diferencia de éstas últimas la fecha de pago no la determina 
la propia Ley, pues si bien existe un plazo para ello, lo cierto 
es que se trata de un hecho futuro de realización incierta, por 
lo cual, ésta se determina mediante resolución definitiva emi-
tida por la unidad administrativa encargada de ello, siendo 
en el presente caso, el Director General de Responsabili-
dades de la Auditoría Superior de la Federación; es decir, 
es una norma jurídica particular la que nos indica a partir 
de qué momento se ocasionó el daño y, a raíz de ello, el 
momento en que debe resarcirse el mismo, es decir, la 
fecha de pago.

Por ello, si bien es válido que la actualización se deter-
mine desde el momento en que se ocasionó el daño a la 
Hacienda Pública Federal, puesto que ésta opera por el 
transcurso del tiempo y con motivo de los cambios de pre-
cios en el país a fin de dar el valor real al monto del daño 
causado en el momento de la comisión de la conducta 
que lo generó, para que el Estado reciba una indemni-
zación equivalente a la cantidad del daño ocasionado; lo 
cierto es que los recargos, dada su naturaleza de interés 
moratorio, no pueden calcularse desde la fecha de comi-
sión de la conducta que generó el daño, pues en ese mo-
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mento aún no se ha reconocido el derecho del Estado a ser 
indemnizado ni se ha actualizado una fecha de pago cier-
ta para cubrir su monto, de conformidad con el artículo 57 
fracción V, de la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuen-
tas de la Federación, vigente hasta el 18 de julio de 2016.

En efecto, el derecho del Estado para recibir la indemni-
zación por responsabilidad resarcitoria, se reconoce hasta 
el momento en que la Auditoría Superior de la Federación 
determina la existencia de ese tipo de responsabilidad y 
condena a la persona responsable a pagar el daño ocasio-
nado, otorgándole un plazo de 15 días naturales a partir 
de la notificación del Pliego Definitivo de Responsabilida-
des; por ello, este Pleno Jurisdiccional considera que le 
asiste la razón al actor en el sentido de que no es válido 
que la demandada haya calculado los recargos desde el 
08 de noviembre de 2013, es decir, desde la fecha en que 
se ocasionó el daño a la Hacienda Pública Federal; sino 
que debió hacerlo a partir del día siguiente a aquel en que 
feneció el plazo de quince días otorgados al hoy actor para 
resarcir el daño ocasionado.

[…]

En mérito de lo anterior y con fundamento en los artícu-
los 49, 50, 51 fracción II y 52 fracción IV de la Ley Federal 
de Procedimiento Contencioso Administrativo, es de resol-
verse y se

R E S U E L V E :

I. La parte actora acreditó parcialmente los extremos 
de su pretensión, en consecuencia;
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II. Se declara la NULIDAD de las resoluciones impugna-
das, descritas en el Resultando Primero de esta sentencia, 
PARA LOS EFECTOS precisados en el último Conside-
rando del presente fallo.

III. NOTIFÍQUESE.

Así lo resolvió el Pleno Jurisdiccional de la Sala Superior 
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, con funda-
mento en los artículos 11, fracciones I y II, 93 y Séptimo 
Transitorio del Reglamento Interior del Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa, publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el día 17 de julio de 2020, en sesión celebrada 
en forma presencial y transmitida por medios electrónicos 
al público en general el día 29 de octubre de 2025, por 
unanimidad de 9 votos a favor de los Magistrados Víc-
tor Martín Orduña Muñoz, Rafael Anzures Uribe, Carlos 
Chaurand Arzate, Julián Alfonso Olivas Ugalde, Mtra. Luz 
María Anaya Domínguez, Mtro. Rafael Estrada Sámano, 
Dra. Magda Zulema Mosri Gutiérrez, Dr. Carlos Mena Ada-
me y Guillermo Valls Esponda. 

Fue ponente en el presente asunto el Magistrado Car-
los Chaurand Arzate, cuya ponencia fue aprobada.

Se formuló el presente engrose el día 04 de noviembre 
de 2025, y con fundamento en lo dispuesto por los artícu-
los 54, fracción VI, y 56, fracción III, de la Ley Orgánica del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa; firma el Magis-
trado Guillermo Valls Esponda, Presidente del Tribunal Fe-
deral de Justicia Administrativa, ante la Licenciada Abigail 
Calderón Rojas, Secretaria General de Acuerdos, quien 
autoriza y da fe.
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LEY FEDERAL DE RESPONSABILIDAD
PATRIMONIAL DEL ESTADO

IX-P-SS-502

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. 
PARA ESTABLECER EL NEXO DE CAUSALIDAD, EL 
JUZGADOR DEBE ATENDER A CRITERIOS RAZONA-
BLES, PUDIENDO INCLUSO HACER USO DE SUS FA-
CULTADES PARA MEJOR PROVEER, SIEMPRE QUE 
RESPETE EL EQUILIBRIO PROCESAL.- La Ley Federal 
de Responsabilidad Patrimonial del Estado fue creada con 
el objeto de fijar las bases y procedimientos para recono-
cer el derecho a la indemnización para aquellas personas 
que, sin obligación jurídica de soportarlo, sufran daños en 
cualquiera de sus bienes y derechos como consecuencia 
de la actividad administrativa irregular del Estado, lo cual 
presupone la obligación de probar la actualización de di-
versos elementos, entre los cuales destacan los previstos 
en el artículo 23 de dicho ordenamiento, relativos al acre-
ditamiento de la existencia de la relación de causalidad 
entre la actividad administrativa y la lesión producida, la 
valoración del daño o perjuicio causado, así como el mon-
to en dinero o en especie de la indemnización, justificando 
los criterios utilizados para su cuantificación; elementos 
que son retomados por el artículo 50-A, fracciones I y II, 
de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Adminis-
trativo, previendo la correlativa obligación que tiene este 
Tribunal de tenerlos presentes al momento de resolver los 
asuntos que sean sometidos a su consideración. En este 
orden de ideas, el imperativo que imponen las normas de 
verificar de manera razonable, la demostración de los ele-
mentos sustantivos y cuantitativos que configuran la res-
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ponsabilidad patrimonial del Estado, tiene por objeto que 
se indemnice de manera justa y equilibrada al afectado. 
Ahora bien, de los elementos sustantivos, el relativo a la 
existencia del nexo de causalidad exige, en ciertos casos, 
el análisis de la concurrencia de hechos y condiciones 
causales, así como la participación de otros agentes y su-
jetos en la generación de la lesión reclamada, en términos 
de lo dispuesto en los artículos 21, inciso b), 27, 28, 29 y 
30 de la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del 
Estado. En ese sentido, si bien es cierto que el artículo 
22 de dicha Ley establece que corresponde a la autoridad 
responsable probar la participación del reclamante o de 
terceros en la producción del daño, tal circunstancia no 
exime al juzgador de revisar minuciosamente las constan-
cias que obren en autos, con independencia de cuál de 
las partes haya aportado la prueba respectiva, pues todas 
ellas deben tenerse en cuenta al momento de emitir el fallo 
correspondiente, conforme a los principios de adquisición 
procesal y verdad material de los hechos; de manera que 
si a partir de su análisis se adquiere convicción sobre la 
existencia de alguna de las hipótesis aludidas en materia 
de concurrencia, pero no es posible apreciar con claridad 
en qué medida convergen los elementos antes menciona-
dos —hechos, condiciones causales, agentes y/o sujetos 
que intervinieron en la producción del resultado—, es in-
cuestionable que el órgano resolutor está en aptitud de 
hacer uso de las facultades para mejor proveer contem-
pladas en el artículo 41 de la Ley Federal de Procedimien-
to Contencioso Administrativo, mediante la realización de 
diligencias o solicitud de informes, para establecer el gra-
do de participación por el que se determinará la condena 
respectiva, ello toda vez que la reparación del daño tiene 
como función resarcir al afectado de manera integral y pro-
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porcionada, circunscribiendo la obligación de pago dentro 
de parámetros razonables y plausibles, lo que se debe 
relacionar con la pretensión legislativa que impide car-
gas presupuestarias desmedidas e injustificadas al erario 
público, evitando así que el Estado pague una cantidad 
mayor a la que corresponda al alcance de su responsabi-
lidad, en la reparación de las lesiones materiales e inma-
teriales que haya sufrido el reclamante, pues no se debe 
soslayar que el fin que persigue esta institución jurídica no 
es el de sancionar al Estado, sino de hacer más eficientes 
los servicios públicos que proporciona.

PRECEDENTES:

VIII-P-SS-426
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 3095/19-17-13-5/ 
1315/19-PL-02-04.- Resuelto por el Pleno Jurisdiccional 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Admi-
nistrativa, en sesión de 13 de noviembre de 2019, por una-
nimidad de 11 votos a favor.- Magistrado Ponente: Juan 
Ángel Chávez Ramírez.- Secretaria: Lic. Reyna Claudia 
Reséndiz Cortés.
(Tesis aprobada en sesión a distancia de 27 de mayo de 
2020)
R.T.F.J.A. Octava Época. Año V. No. 46. Septiembre 2020. p. 51

VIII-P-SS-621
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 13914/19-17-10-
3/845/20-PL-10-04.- Resuelto por el Pleno Jurisdiccional 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Admi-
nistrativa, en sesión de 6 de octubre de 2021, por unanimi-
dad de 11 votos a favor.- Magistrado Ponente: Carlos Mena 
Adame.- Secretaria: Lic. Claudia Rosana Morales Lara.
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(Tesis aprobada en sesión de 6 de octubre de 2021)
R.T.F.J.A. Octava Época. Año VI. No. 61. Diciembre 2021. p. 120

REITERACIÓN QUE SE PUBLICA:

IX-P-SS-502
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 25915/19-17-08-
2/1409/24-PL-03-04.- Resuelto por el Pleno Jurisdiccional 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Admi-
nistrativa, en sesión de 21 de enero de 2026, por mayoría 
de 9 votos a favor y 1 voto con los puntos resolutivos.- Ma-
gistrado Ponente: Rafael Anzures Uribe.- Secretario: Lic. 
Eduardo Rivera Delgado.
(Tesis aprobada en sesión de 21 de enero de 2026)
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LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

IX-P-SS-503

IMPUESTO SOBRE LA RENTA. NATURALEZA Y APLI-
CACIÓN DE LAS DIRECTRICES EN MATERIA DE 
PRECIOS DE TRANSFERENCIA EMITIDAS POR LA 
ORGANIZACIÓN PARA LA COOPERACIÓN Y EL DE-
SARROLLO ECONÓMICOS (OCDE).- Las directrices que 
emite la citada organización, son principios de fiscalidad 
internacional que tienen como objetivo asegurar el im-
puesto que corresponde a cada jurisdicción, así como evi-
tar la doble tributación y con ello, evitar los conflictos entre 
las administraciones tributarias, a la vez que promueven 
el comercio y la inversión internacional. En la normativa 
interna, su aplicación está establecida en el último párrafo 
del artículo 179 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, 
el cual dispone la posibilidad de acudir a las Guías sobre 
Precios de Transferencia que emite la Organización para 
la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), con la 
finalidad de interpretar lo relativo al Capítulo II (del Título 
VI), del citado ordenamiento, relativo a las Empresas Mul-
tinacionales. En ese sentido, acorde a la finalidad de las 
directrices que emite ese Organismo y la cláusula en la 
normativa interna, que habilita su aplicación, se concluye 
que las Directrices que en materia de Precios de Trans-
ferencia emite la Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económicos, constituyen una fuente de inter-
pretación primordial para la resolución de controversias en 
esa materia.
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PRECEDENTE:

IX-P-SS-207
Juicio Contencioso Administrativo en Línea Núm. 19/2530- 
24-01-02-02-OL/20/14-PL-10-00.- Resuelto por el Pleno 
Jurisdiccional de la Sala Superior del Tribunal Federal 
de Justicia Administrativa, en sesión de 7 de septiembre de 
2022, por unanimidad de 8 votos a favor.- Magistrado Po-
nente: Carlos Mena Adame.- Secretario: Lic. Heber Aram 
García Piña.
(Tesis aprobada en sesión de 19 de abril de 2023)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año II. No. 17. Mayo 2023. p. 80

REITERACIÓN QUE SE PUBLICA:

IX-P-SS-503
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 90/22-ERF-01-3/ 
17/23-PL-01-04[04].- Resuelto por el Pleno Jurisdiccional 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Admi-
nistrativa, en sesión de 28 de enero de 2026, por unani-
midad de 11 votos a favor.- Magistrado Ponente: Carlos 
Chaurand Arzate, ponencia asumida por el Magistrado 
Eduardo Santillán Pérez.- Secretario: Mtro. Víctor Alejan-
dro Rojas Aguilar.
(Tesis aprobada en sesión de 28 de enero de 2026)
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LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

IX-P-SS-504

COMPETENCIA MATERIAL DEL TRIBUNAL FEDERAL 
DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA, TRATÁNDOSE DE 
UNA RESOLUCIÓN NEGATIVA FICTA.- La Ley Orgáni-
ca del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en su 
artículo 3°, fracción XV dispone que el Tribunal Federal 
de Justicia Administrativa será competente para conocer de 
los juicios que se promuevan en contra de una resolución 
negativa ficta en las materias señaladas en este artículo, 
por el transcurso del plazo que señalen el Código Fiscal de 
la Federación, la Ley Federal de Procedimiento Adminis-
trativo o las disposiciones aplicables o, en su defecto, en el 
plazo de tres meses, así como las que nieguen la expedi-
ción de la constancia de haberse configurado la resolución 
positiva ficta, cuando esta se encuentre prevista por la ley 
que rija a dichas materias. En ese tenor, la determinación 
“en las materias señaladas en este artículo”, constituye un 
ámbito de competencia material restringido, que solo se 
surte respecto del silencio administrativo atribuido a auto-
ridades fiscales o administrativas respecto de solicitudes 
que guarden relación con alguna de las demás materias 
previstas en el artículo 3° de la Ley Orgánica del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa, motivo por el que no es 
suficiente alegar que se surte la competencia material de 
este órgano jurisdiccional por el hecho que no se resolvió 
su petición en el término de tres meses posteriores a su 
presentación, pues para que se materialice y sea impug-
nable en el juicio contencioso administrativo, la instancia 
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no resuelta debe estar prevista en alguna de las hipótesis 
de la Ley Orgánica de este Tribunal.

PRECEDENTE:

VIII-P-SS-491
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 18338/18-17-14-
6/100/20-PL-02-04.- Resuelto por el Pleno Jurisdiccional 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Admi-
nistrativa, en sesión realizada a distancia el 19 de agosto 
de 2020, por unanimidad de 11 votos a favor.- Magistra-
da Ponente: Nora Elizabeth Urby Genel.- Secretaria: Lic. 
Brenda Virginia Alarcón Antonio.
(Tesis aprobada en sesión a distancia de 25 de noviembre 
de 2020)
R.T.F.J.A. Octava Época. Año V. No. 49. Diciembre 2020. p. 221

REITERACIÓN QUE SE PUBLICA:

IX-P-SS-504
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 2454/23-11-01-
6/1381/25-PL-03-04.- Resuelto por el Pleno Jurisdiccional 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Admi-
nistrativa, en sesión de 28 de enero de 2026, por mayoría 
de 8 votos a favor, 2 votos con los puntos resolutivos y 1 
voto en contra.- Magistrado Ponente: Rafael Anzures Uri-
be.- Secretaria: Lic. María Vianey Palomares Guadarrama.
(Tesis aprobada en sesión de 28 de enero de 2026)
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LEY ORGÁNICA DEL TRIBUNAL FEDERAL
DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

IX-P-SS-505

NEGATIVA FICTA.- SI NO SE CONFIGURA, SE DEBE 
SOBRESEER EL JUICIO.- De conformidad con lo previsto 
en el artículo 3 fracción XV de la Ley Orgánica del Tribu-
nal Federal de Justicia Administrativa, el juicio contencioso 
administrativo procede en contra de las resoluciones que 
se configuren por negativa ficta en las materias que se 
señalan en las demás fracciones de dicho artículo, por el 
transcurso del plazo señalado en el Código Fiscal de la 
Federación, la Ley Federal de Procedimiento Administrati-
vo o, en su defecto, por el plazo de tres meses. Ahora bien, 
el artículo 8 fracción XI de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo, señala que el juicio contencio-
so administrativo es improcedente cuando de autos apa-
reciere claramente que no existe la resolución impugnada; 
por lo que, concatenado con el artículo 9 fracción II de la 
referida Ley, si durante la tramitación de este se actua-
liza dicha hipótesis, se debe sobreseer el juicio. En ese 
contexto, si se interpone juicio contencioso administrativo 
en contra de una resolución negativa ficta y la autoridad 
demandada, al momento de formular su contestación a 
la demanda, exhibe las constancias con las que se acre-
dita que no se configura la negativa ficta, es decir, que no 
existe silencio por parte de la autoridad administrativa; lo 
procedente es sobreseer el juicio ante la inexistencia del 
acto impugnado, al no configurarse la negativa ficta im-
pugnada.
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PRECEDENTES:

VIII-P-SS-430
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 789/18-07-02-
9/2104/18-PL-03-04.- Resuelto por el Pleno Jurisdiccional 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Admi-
nistrativa, en sesión de 11 de marzo de 2020, por unani-
midad de 9 votos a favor.- Magistrado Ponente: Guillermo 
Valls Esponda.- Secretaria: Lic. Hortensia García Salgado.
(Tesis aprobada en sesión de 11 de marzo de 2020)
R.T.F.J.A. Octava Época. Año V. No. 46. Septiembre 2020. p. 136

IX-P-SS-90
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 4762/19-06-02-
5/615/21-PL-03-04.- Resuelto por el Pleno Jurisdiccional 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Admi-
nistrativa, en sesión de 15 de junio de 2022, por mayoría 
de 10 votos a favor y 1 voto con los puntos resolutivos.- 
Magistrado Ponente: Guillermo Valls Esponda.- Secreta-
rio: Lic. Jorge Alejandro Morales Pérez.
(Tesis aprobada en sesión de 15 de junio de 2022)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año I. No. 9. Septiembre 2022. p. 200

REITERACIÓN QUE SE PUBLICA:

IX-P-SS-505
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 2454/23-11-01-6/ 
1381/25-PL-03-04.- Resuelto por el Pleno Jurisdiccional 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Admi-
nistrativa, en sesión de 28 de enero de 2026, por mayoría 
de 8 votos a favor, 2 votos con los puntos resolutivos y 1 
voto en contra.- Magistrado Ponente: Rafael Anzures Uri-
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be.- Secretaria: Lic. María Vianey Palomares Guadarrama.
(Tesis aprobada en sesión de 28 de enero de 2026)
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CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

IX-P-SS-506

MENOR DE EDAD. EL JUZGADOR DEBE ADVERTIR, DE 
OFICIO, EL MOMENTO PROCESAL EN QUE ADQUIE-
RE SU MAYORÍA, A FIN DE NOTIFICARLE PERSONAL-
MENTE EL ESTADO DEL PROCESO, EQUIPARÁNDOSE 
ELLO A UN EMPLAZAMIENTO.- De conformidad con los 
artículos 646 y 647 del Código Civil Federal, la mayoría de 
edad comienza a los dieciocho años cumplidos, disponien-
do libremente de su persona y de sus bienes. Ahora bien, 
en los juicios donde se diluciden derechos de menores de 
edad, el requisito de legitimación procesal se tiene cubier-
to con la comparecencia a juicio del representante legal 
del menor que puede ser a través de quien ejerza su patria 
potestad; sin embargo, a partir de que llega a la mayoría 
de edad, ese requisito ya no puede tenerse por satisfecho 
de la misma forma ya que, precisamente, por ese evento 
la representación legal ha cesado y es el mayor de edad, 
quien debe comparecer al juicio. Por lo que, a fin de se-
guir manteniendo válido el procedimiento, en cuanto a la 
legitimación procesal de quien actúa, el Juzgador, de ofi-
cio, debe vigilar el momento en que el menor adquiere su 
mayoría de edad, notificándole personalmente del estado 
que guarda el juicio, para que se apersone a manifestar 
lo que a sus intereses convenga. En ese sentido, la nece-
sidad de que la notificación sea personal radica en que, si 
bien podría decirse que el menor ha comparecido a juicio, 
ello aconteció producto de la ficción jurídica que significa-
ba la representación legal a la que estaba sujeto. Esto es, 
puede establecerse el respeto al derecho humano de au-
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diencia del menor, al haber participado en el juicio a través 
de su representante legal; sin embargo, no debe perderse de 
vista que lo acontecido en el juicio no se entendió con él; 
de ahí que la notificación que se realice para informarle el 
estado del proceso se equipare a un emplazamiento, y la 
finalidad de esta es integrarlo al controvertido como perso-
na con plena capacidad jurídica. Sin que esto implique o 
signifique que, lo actuado bajo la representación legal de 
su representante, mientras tuvo el estatus de menor, se 
encuentre afectado de nulidad, pues en tanto mantuvo tal 
estado, la única forma válida en que pudo comparecer a 
juicio y actuar en él, a fin de deducir y defender sus dere-
chos, era a través de su representante legal.

PRECEDENTES:

IX-P-SS-76
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 3753/17-03-02-8/ 
157/20-PL-04-04.- Resuelto por el Pleno Jurisdiccional de 
la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Adminis-
trativa, en sesión de 30 de marzo de 2022, por unanimidad 
de 11 votos a favor.- Magistrado Ponente: Carlos Chau-
rand Arzate.- Secretaria: Lic. Paloma Márquez Escamilla.
(Tesis aprobada en sesión de 25 de mayo de 2022)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año I. No. 8. Agosto 2022. p. 67

IX-P-SS-460
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 19165/22-17-12-
3/1553/24-PL-09-04.- Resuelto por el Pleno Jurisdiccional 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Adminis-
trativa, en sesión de 30 de abril de 2025, por unanimidad de 
8 votos a favor.- Magistrada Ponente: Magda Zulema Mosri 
Gutiérrez.- Secretaria: Lic. Edith Zayas Coleote.



Precedente� 187
Pleno

Tribunal Federal de Justicia Administrativa
Revista Núm. 50, Abril 2026

(Tesis aprobada en sesión de 30 de abril de 2025)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año IV. No. 42. Junio-Julio 2025. p. 
284

REITERACIÓN QUE SE PUBLICA:

IX-P-SS-506
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 52/23-02-01-8/ 
1434/24-PL-02-04.- Resuelto por el Pleno Jurisdiccional de 
la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Adminis-
trativa, en sesión de 4 de febrero de 2026, por unanimidad 
de 10 votos a favor.- Magistrado Ponente: Víctor Martín 
Orduña Muñoz.- Secretaria: Lic. Maribel Cervantes Lara.
(Tesis aprobada en sesión de 4 de febrero de 2026)
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LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO

IX-P-SS-507

CADUCIDAD PREVISTA EN EL ARTÍCULO 60 DE LA 
LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATI-
VO. SU NATURALEZA Y EFECTOS.- De lo previsto en el 
artículo 60 de la Ley Federal de Procedimiento Administra-
tivo se advierte que los procedimientos iniciados de oficio 
y a instancia del particular, son susceptibles de caducar, lo 
cual conlleva a que se acuerde el archivo de las actuacio-
nes. Luego, la caducidad del procedimiento administrativo 
se puede considerar como la preclusión procesal máxima, 
ya que mientras que la preclusión es la pérdida de un de-
recho procedimental, la caducidad es la pérdida de todos 
los derechos procedimentales a causa de la inactividad del 
interesado en impulsar el procedimiento; es decir, de la 
autoridad en los procedimientos iniciados de oficio y del 
particular en aquellos iniciados por su solicitud.

PRECEDENTES:

VIII-P-SS-135
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1113/15-20-01-5/ 
1735/16-PL-02-04.- Resuelto por el Pleno Jurisdiccional de 
la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Adminis-
trativa, en sesión de 25 de enero de 2017, por unanimidad 
de 9 votos a favor.- Magistrada Ponente: Nora Elizabeth 
Urby Genel.- Secretaria: Lic. Ana Patricia López López.
(Tesis aprobada en sesión de 18 de octubre de 2017)
R.T.F.J.A. Octava Época. Año II. No. 16. Noviembre 2017. p. 72
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VIII-P-SS-419
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 490/19-29-01-
1/130/20-PL-01-04.- Resuelto por el Pleno Jurisdiccional 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Admi-
nistrativa, en sesión realizada a distancia el 13 de mayo 
de 2020, por unanimidad de 11 votos a favor.- Magistrado 
Ponente: Manuel Luciano Hallivis Pelayo.- Secretario: Lic. 
Samuel Mithzael Chávez Marroquín.
(Tesis aprobada en sesión a distancia de 13 de mayo de 
2020)
R.T.F.J.A. Octava Época. Año V. No. 45. Abril-Agosto 2020. p. 107

REITERACIÓN QUE SE PUBLICA:

IX-P-SS-507
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 3244/24-17-03-
2/66/25-PL-01-04[05].- Resuelto por el Pleno Jurisdiccio-
nal de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, en sesión de 11 de febrero de 2026, por 
unanimidad de 10 votos a favor.- Magistrado Ponente: 
Eduardo Santillán Pérez.- Secretaria: Lic. Tania María Es-
pinosa Moore.
(Tesis aprobada en sesión de 11 de febrero de 2026)

LEY FEDERAL PARA LA PREVENCIÓN E 
IDENTIFICACIÓN DE OPERACIONES CON 

RECURSOS DE PROCEDENCIA ILÍCITA

IX-P-SS-508

LEY FEDERAL PARA LA PREVENCIÓN E IDENTIFICA-
CIÓN DE OPERACIONES CON RECURSOS DE PRO- 
CEDENCIA ILÍCITA, LOS PROCEDIMIENTOS DE VERI-
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FICACIÓN Y DE SANCIÓN EN ELLA PREVISTOS SON 
INDEPENDIENTES, AL IGUAL QUE LOS PLAZOS PARA 
LA EMISIÓN DE LA RESOLUCIÓN CON LA QUE CADA 
UNO CULMINA.- El artículo 35 de la Ley Federal para la 
Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos 
de Procedencia Ilícita, distingue entre el desarrollo de las 
visitas de verificación y la imposición de sanciones, de ahí 
que deba considerarse que se trata de procedimientos dis-
tintos, los cuales conforme al precepto en cita deben su-
jetarse a lo previsto en la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo, de aplicación supletoria; ordenamiento que 
en sus artículos 62 a 68 y 72 y 74 contiene las disposiciones 
aplicables a cada uno de estos procedimientos (de verifica-
ción y sancionador), incluyendo el plazo en que debe emi-
tirse la resolución con la que se concluye cada uno y que 
de forma expresa define la situación jurídica del particular. 
Así, el procedimiento de verificación conforme a lo previsto 
en los artículos 17 y 60, último párrafo de la Ley Federal de 
Procedimiento Administrativo caduca en el plazo de treinta 
días contados a partir de la expiración del plazo de tres 
meses que tiene la autoridad para dictar la resolución que 
en derecho corresponda, mientras que el procedimiento 
sancionador, conforme a lo previsto en el artículo 74 de la 
ley Adjetiva referida debe concluirse dentro de los diez días 
siguientes a que se hubiere oído al infractor y quedaron 
desahogadas las pruebas ofrecidas y admitidas.

PRECEDENTES:

IX-P-SS-39
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 624/19-13-01-5/ 
36/21-PL-04-04.- Resuelto por el Pleno Jurisdiccional de 
la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Adminis-
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trativa, en sesión de 20 de octubre de 2021, por unani-
midad de 11 votos a favor.- Magistrado Ponente: Carlos 
Chaurand Arzate.- Secretario: Lic. José Luis Noriega Her-
nández.
(Tesis aprobada en sesión de 16 de marzo de 2022)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año I. No. 5. Mayo 2022. p. 78

IX-P-SS-274
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 457/22-30-01-4- 
OT/162/23-PL-09-04.- Resuelto por el Pleno Jurisdiccional 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Ad-
ministrativa, en sesión de 9 de agosto de 2023, por una-
nimidad de 9 votos a favor.- Magistrado Ponente: Alfredo 
Salgado Loyo.- Secretaria: Lic. Mayanín Cruz Martínez.
(Tesis aprobada en sesión de 9 de agosto de 2023)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año II. No. 22. Octubre 2023. p. 44

REITERACIÓN QUE SE PUBLICA:

IX-P-SS-508
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 3244/24-17-03-2/ 
66/25-PL-01-04[05].- Resuelto por el Pleno Jurisdiccional 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Admi-
nistrativa, en sesión de 11 de febrero de 2026, por unani-
midad de 10 votos a favor.- Magistrado Ponente: Eduardo 
Santillán Pérez.- Secretaria: Lic. Tania María Espinosa 
Moore.
(Tesis aprobada en sesión de 11 de febrero de 2026)
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PRIMERA SECCIÓN

TRATADO DE LIBRE COMERCIO 
DE AMÉRICA DEL NORTE 

IX-P-1aS-247

PROCEDIMIENTO DE VERIFICACIÓN DE ORIGEN. EL 
REALIZADO A TRAVÉS DE CUESTIONARIOS DE VERI-
FICACIÓN, NO SE LIMITA A RESPONDER UN LISTADO 
DE PREGUNTAS.- En el artículo 505(a) del Tratado de 
Libre Comercio de América del Norte, se estableció que el 
exportador o productor que llene y firme un certificado de 
origen, debe conservar durante el periodo de cinco años 
después de su firma, los registros relativos al origen del 
bien exportado o producido. Asimismo en el artículo 506, 
numeral 1, del referido Tratado, se estableció que cada 
una de las Partes, con el fin de verificar el origen del bien 
de que se trate, podía instaurar diversos procedimientos 
dentro de los que se encuentra el envío de cuestionarios 
escritos dirigidos al exportador o al productor. En ese or-
den de ideas, si bien el cuestionario se constituye exclusi-
vamente de preguntas, de una interpretación armónica a 
dichos numerales, se evidencia que la exportadora o pro-
ductora se encuentra obligada no sólo a dar las respues-
tas, sino también a proporcionar la información y registros, 
a fin de que la autoridad aduanera pueda determinar so-
bre la veracidad de lo asentado en el referido certificado. 
Estimar lo contrario, implicaría que la simple respuesta al 
cuestionario de verificación de origen por parte del produc-
tor o exportador, sea suficiente para acreditar lo que este 
mismo asentó en el certificado de origen que expidió.
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PRECEDENTES:

VII-P-1aS-371
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 17471/11-17-08-
8/721/12-S1-03-03.- Resuelto por la Primera Sección de la 
Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Ad-
ministrativa, en sesión de 16 de agosto de 2012, por una-
nimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Manuel 
Luciano Hallivis Pelayo.- Secretario: Lic. Ángel Fernando 
Paz Hernández.
(Tesis aprobada en sesión de 13 de septiembre de 2012)
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año II. No. 16. Noviembre 2012. p. 
238

VII-P-1aS-607
Cumplimiento de Ejecutoria dictado en el Juicio Contencio-
so Administrativo Núm. 32206/08-17-01-3/246/12-S1-03-
03.- Resuelto por la Primera Sección de la Sala Superior 
del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 25 de abril de 2013, por mayoría de 4 votos 
a favor y 1 voto en contra.- Magistrado Ponente: Manuel 
Luciano Hallivis Pelayo.- Secretario: Lic. Ángel Fernando 
Paz Hernández.
(Tesis aprobada en sesión de 25 de abril de 2013)
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año III. No. 23. Junio 2013. p. 195

VII-P-1aS-1024
Cumplimiento de Ejecutoria dictado en el Juicio Contencio-
so Administrativo Núm. 21417/12-17-09-8/1465/13-S1-02-
03.- Resuelto por la Primera Sección de la Sala Superior 
del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, en 
sesión de 18 de septiembre de 2014, por unanimidad de 
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4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Nora Elizabeth Urby 
Genel.- Secretario: Lic. Juan Pablo Garduño Venegas.
(Tesis aprobada en sesión de 18 de septiembre de 2014)
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 40. Noviembre 2014. 
p. 359

REITERACIÓN QUE SE PUBLICA:

IX-P-1aS-247
Juicio Contencioso Administrativo de Tratados Internacio-
nales Núm. 1207/25-17-12-1/1078/25-S1-04-03.- Resuel-
to por la Primera Sección de la Sala Superior del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa, en sesión de 17 de fe-
brero de 2026, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magis-
trado Ponente: Carlos Chaurand Arzate.- Secretario: Lic. 
Juan Arcos Solís.
(Tesis aprobada en sesión de 17 de febrero de 2026)
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SEGUNDA SECCIÓN

LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

IX-P-2aS-631

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. PROCEDE 
EN CONTRA DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATI-
VO DE EJECUCIÓN EN EL QUE LA AUTORIDAD EM-
BARGÓ LA CARTERA DE CRÉDITOS, SIN QUE SEA 
EXIGIBLE LA EXISTENCIA DE UNA PUBLICACIÓN DE 
CONVOCATORIA DE REMATE.- De conformidad con los 
numerales 2 de la Ley Federal de Procedimiento Conten-
cioso Administrativo y 3 de la Ley Orgánica del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa, el juicio contencioso 
administrativo procede en contra de resoluciones defini-
tivas, considerándose como tales aquellas que no admi-
tan recurso administrativo o su interposición sea optativa. 
Por su parte, los artículos 117 y 127 del Código Fiscal de 
la Federación, establecen que el recurso de revocación 
procede en contra de resoluciones definitivas y, cuando 
se interponga porque el procedimiento administrativo de 
ejecución no se ajustó a la Ley, las violaciones cometi-
das antes del remate sólo podrán hacerse valer hasta el 
momento de la publicación de la convocatoria de remate, 
salvo que se trate de actos de ejecución sobre dinero en 
efectivo, depósitos en cuenta abierta en instituciones de 
crédito, organizaciones auxiliares de crédito o sociedades 
cooperativas de ahorro y préstamo, así como de bienes 
legalmente inembargables o actos de imposible repara-
ción material, casos en los que el plazo para interponer el 
recurso se computará a partir del día hábil siguiente al en 
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que surta efectos la notificación del requerimiento de pago 
o del día hábil siguiente al de la diligencia de embargo. Por 
lo que, si bien es cierto que el embargo de la cartera de 
créditos no está previsto como una excepción para la 
procedencia del recurso de revocación, con anterioridad 
a la publicación de la convocatoria de remate, también lo 
es que, en dicho embargo no existirán las etapas de ava-
lúo y remate, pues en virtud del mismo los deudores del 
embargado quedarán obligados a pagar directamente al 
fisco federal, de conformidad con el artículo 160 del citado 
Código; razón por la cual, no es factible supeditar la proce-
dencia del juicio contencioso administrativo a la existencia 
o la realización de un acto —publicación de la convocato-
ria de remate—, que por la propia naturaleza del embargo 
no se llevará a cabo.

PRECEDENTES:

IX-P-2aS-240
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 4042/16-05-01-9/
AC1/442/19-S2-09-04.- Resuelto por la Segunda Sección 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Ad-
ministrativa, en sesión de 3 de agosto de 2023, por una-
nimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Alfredo 
Salgado Loyo.- Secretaria: Lic. Sofía Azucena de Jesús 
Romero Ixta.
(Tesis aprobada en sesión de 31 de agosto de 2023)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año II. No. 22. Octubre 2023. p. 119

IX-P-2aS-461
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1292/20-16-01-
6/1215/24-S2-09-04.- Resuelto por la Segunda Sección 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Admi-
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nistrativa, en sesión de 17 de octubre de 2024, por una-
nimidad de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Magda 
Zulema Mosri Gutiérrez.- Secretario: Lic. Galdino Orozco 
Parejas.
(Tesis aprobada en sesión de 17 de octubre de 2024)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año III. No. 36. Diciembre 2024. p. 324

IX-P-2aS-596
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 5470/14-11-01-
3-OT/AC1/2075/16-S2-10-04.- Resuelto por la Segunda 
Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Jus-
ticia Administrativa, en sesión de 28 de agosto de 2025, 
por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: 
Carlos Mena Adame.- Secretario: Lic. Rey David Soriano 
Arrieta.
(Tesis aprobada en sesión de 28 de agosto de 2025)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año IV. No. 46. Noviembre 2025. p. 118

REITERACIÓN QUE SE PUBLICA:

IX-P-2aS-631
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 2822/18-13-01-8/ 
918/19-S2-07-04.- Resuelto por la Segunda Sección de la 
Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Administrati-
va, en sesión de 12 de febrero de 2026, por unanimidad de 
4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Rafael Anzures Uri-
be.- Secretaria: Lic. María Vianey Palomares Guadarrama.
(Tesis aprobada en sesión de 12 de febrero de 2026)



198� Precedente
Segunda Sección

Tribunal Federal de Justicia Administrativa
Revista Núm. 50, Abril 2026

LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

IX-P-2aS-632

LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO. PROCEDE EL SOBRESEIMIENTO 
DEL JUICIO CUANDO EL ACTOR NO CUMPLE CON 
EL REQUERIMIENTO RELATIVO A RECOGER EL FOR-
MATO DE EDICTOS Y PAGAR LAS PUBLICACIONES 
RESPECTIVAS, PARA EMPLAZAR AL TERCERO INTE-
RESADO.- En términos del artículo 3, fracción III, de la ley 
referida, en el juicio contencioso administrativo federal es 
parte el tercero que tenga un derecho incompatible con la 
pretensión de la actora; supuesto que se actualiza cuando 
se controvierte una resolución en la que además de un 
crédito fiscal, la autoridad hacendaria determina un repar-
to adicional de las utilidades en favor de los trabajadores 
de la actora. En ese caso, debe emplazarse a los emplea-
dos de la demandante, por conducto de la organización 
sindical o quien legalmente represente a la mayoría de 
ellos, con la finalidad de integrar debidamente la relación 
jurídico procesal. Cuando no sea posible su localización, 
el emplazamiento podrá efectuarse por edictos, a cargo de 
la accionante, conforme a lo previsto en el artículo 315 del 
Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación 
supletoria a la materia. Al ordenarse la notificación inicial 
al tercero, por esa vía, surge la obligación para la actora 
de recoger el formato de edictos y erogar los gastos de 
su publicación. Por lo cual, cuando sin causa justificada 
la demandante no cumpla con el requisito antes referido, 
a pesar de haber sido requerida en ese sentido, procede 
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el sobreseimiento del juicio, en términos de los artículos 3, 
fracción III, 8, fracción XVII y último párrafo, 9, fracción II, 
así como 14 fracción VII, todos de la Ley Federal de Pro-
cedimiento Contencioso Administrativo, ya que la omisión 
de la actora, propicia que este Tribunal no pueda pronun-
ciarse sobre el fondo de la controversia, al no encontrarse 
debidamente integrada la relación tripartita jurídico proce-
sal, como lo establece el artículo 3 de la citada ley adjetiva, 
parte actora-demandada-tercero interesado, pues, si se 
resolviera el fondo del asunto aún sin haber sido emplaza-
dos los terceros interesados implicaría dejarlos en estado 
de indefensión.

PRECEDENTES:

IX-P-2aS-199
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 251/20-29-01-2/ 
1540/21-S2-10-04.- Resuelto por la Segunda Sección de 
la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Adminis-
trativa, en sesión de 20 de abril de 2023, por unanimidad 
de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Carlos Mena 
Adame.- Magistrado encargado del engrose: Rafael Es-
trada Sámano.- Secretario: Lic. Heber Aram García Piña.
(Tesis aprobada en sesión de 25 de mayo de 2023)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año II. No. 19. Julio 2023. p. 68

IX-P-2aS-517
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1306/23-11-02-6/ 
1681/24-S2-07-04[08].- Resuelto por la Segunda Sección 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Ad-
ministrativa, en sesión de 13 de marzo de 2025, por una-
nimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Rafael 
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Estrada Sámano.- Secretario: Lic. Jorge Alejandro Mora-
les Pérez.
(Tesis aprobada en sesión de 13 de marzo de 2025)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año IV. No. 40. Abril 2025. p. 206

REITERACIÓN QUE SE PUBLICA:

IX-P-2aS-632
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 3025/24-06-04-8/ 
1298/25-S2-10-04.- Resuelto por la Segunda Sección de la 
Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Administra-
tiva, en sesión de 12 de febrero de 2026, por unanimidad 
de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Carlos Mena Ada-
me.- Magistrada encargada del engrose: Luz María Anaya 
Domínguez.- Secretario: Lic. Rey David Soriano Arrieta.
(Tesis aprobada en sesión de 12 de febrero de 2026)
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CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN

IX-P-2aS-633

ACUSE DE RECIBO DE NOTIFICACIÓN ELECTRÓNI-
CA. NO SE RIGE POR LOS REQUISITOS DE DEBIDA 
CIRCUNSTANCIACIÓN.- Conforme a los lineamientos es-
tablecidos en los artículos 17-K y 134, fracción I, del Códi-
go Fiscal de la Federación, se puntualiza que atendiendo a 
la naturaleza en que se lleva a cabo la notificación electró-
nica, tal actuación no se rige por los requisitos de debida 
circunstanciación, en tanto que se efectúan a través de 
medios de comunicación electrónica, es decir, vía inter-
net, sin que exista contacto directo entre funcionarios de 
la autoridad fiscal y el contribuyente, pues tal mecanismo 
pretende que se realicen las comunicaciones de manera 
ágil y segura. Por consiguiente, las notificaciones se ten-
drán por realizadas, cuando se genere el acuse de recibo 
electrónico, en el que conste la fecha y hora en que el 
contribuyente se autenticó para abrir el documento a no-
tificar; indicando que si el particular no abre el documento 
digital en el plazo señalado, la notificación se tendrá por 
efectuada al cuarto día, contado a partir de aquel en que 
le fue enviado el aviso; formalidades que deben cumplirse 
para realizar las notificaciones mediante buzón tributario; 
sin que de ellas se desprenda el requisito de asentar en la 
constancia de notificación el nombre y puesto del funciona-
rio que la emite; en tanto que su legalidad no depende de 
la persona que actúa, sino del cumplimiento de los requisi-
tos para llevar a cabo la comunicación a través de medios 
electrónicos. En ese sentido, el señalamiento del nombre 
y cargo del funcionario que emitió la constancia de notifi-
cación no constituye una formalidad para llevar a cabo la 
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notificación mediante buzón tributario, en tanto que, la co-
municación efectuada se realiza de forma sistematizada, 
de conformidad con lo establecido en los artículos 17-K y 
134, fracción I, del Código Fiscal de la Federación.

PRECEDENTES:

IX-P-2aS-420
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 7901/22-07-01-
3/179/24-S2-10-04.- Resuelto por la Segunda Sección de 
la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Adminis-
trativa, en sesión de 22 de mayo de 2024, por unanimi-
dad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Carlos Mena 
Adame.- Secretario: Lic. Heber Aram García Piña.
(Tesis aprobada en sesión de 22 de agosto de 2024)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año III. No. 34. Octubre 2024. p. 666

IX-P-2aS-601
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 4782/21-03-01-1/ 
772/25-S2-09-04.- Resuelto por la Segunda Sección de 
la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Adminis-
trativa, en sesión de 24 de septiembre de 2025, por una-
nimidad de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Magda 
Zulema Mosri Gutiérrez.- Secretario: Lic. Galdino Orozco 
Parejas.
(Tesis aprobada en sesión de 24 de septiembre de 2025)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año IV. No. 46. Noviembre 2025. p. 135

REITERACIÓN QUE SE PUBLICA:

IX-P-2aS-633
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 3630/23-17-09-7/ 
1336/25-S2-06-04.- Resuelto por la Segunda Sección de la 
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Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Administra-
tiva, en sesión de 18 de febrero de 2026, por unanimidad 
de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Luz María Anaya 
Domínguez.- Secretaria: Lic. Tania Monroy Caudillo.
(Tesis aprobada en sesión de 18 de febrero de 2026)

LEY DE NAVEGACIÓN Y COMERCIO MARÍTIMOS

IX-P-2aS-634

CONTRATOS CELEBRADOS CON FUNDAMENTO EN 
LA LEY DE NAVEGACIÓN Y COMERCIO MARÍTIMOS. LA 
REGULACIÓN DE LOS INGRESOS QUE DE ELLOS DE-
RIVAN DEPENDEN DE SU OBJETO Y NO DE SU DENO-
MINACIÓN.- Para definir si los ingresos derivados de un 
contrato celebrado con fundamento en la Ley de Navega-
ción y Comercio Marítimos se encuentran o no gravados, 
debe atenderse a su objeto y no a su denominación, pues 
es a través del primero que es factible conocer la norma-
tiva aplicable. Así, si de conformidad con los artículos 119 
a 124 de la Ley de Navegación y Comercio Marítimos, el 
contrato de fletamento se distingue por poner a disposi-
ción de un fletador una embarcación en estado de navega-
bilidad, es evidente que el contrato cuyo objeto es la renta 
de un artefacto naval no es un contrato de fletamento, aun 
cuando así lo hayan denominado las partes; lo anterior, en 
virtud de que un artefacto naval no tiene la característica 
de ser diseñado o construido para navegar, en términos de 
la fracción V del artículo 2 de la Ley de Navegación y Co-
mercio Marítimos; y, en consecuencia, los ingresos que de 
este deriven deben regularse por las disposiciones que re-
sulten aplicables a su naturaleza y no a su denominación.



204� Precedente
Segunda Sección

Tribunal Federal de Justicia Administrativa
Revista Núm. 50, Abril 2026

PRECEDENTES:

IX-P-2aS-288
Juicio Contencioso Administrativo en Línea Núm. 
0125-2021-02-C-09-03-03-02-L-FA-0086-2022.- Resuelto 
por la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa, en sesión de 16 de no-
viembre de 2023, por unanimidad de 4 votos a favor.- Ma-
gistrado Ponente: Alfredo Salgado Loyo.- Secretaria: Lic. 
Sofía Azucena De Jesús Romero Ixta.
(Tesis aprobada en sesión de 30 de noviembre de 2023)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año III. No. 25. Enero 2024. p. 335

IX-P-2aS-299
Juicio Contencioso Administrativo tramitado median-
te el Sistema de Justicia en Línea versión 2.0 Núm. 
0051-2021-02-C-09-11-03-03-L-RE-0037-2022.- Resuelto 
por la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa, en sesión de 11 de ene-
ro de 2024, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado 
Ponente: Alfredo Salgado Loyo. Secretaria: Lic. Sofía Azu-
cena De Jesús Romero Ixta.
(Tesis aprobada en sesión de 11 de enero de 2024)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año III. No. 26. Febrero 2024. p. 440

IX-P-2aS-354
Juicio Contencioso Administrativo tramitado median-
te el Sistema de Justicia en Línea versión 2.0 Núm. 
0007-2022-02-C-09-05-02-03-L-FA-0179-2023.- Resuelto 
por la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa, en sesión de 2 de mayo 
de 2024, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado 
Ponente: Carlos Mena Adame.- Secretarios: Lics. Rosalía 
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Álvarez Salazar y Heber Aram García Piña.
(Tesis aprobada en sesión de 2 de mayo de 2024)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año III. No. 30. Junio 2024. p. 142

IX-P-2aS-560
Juicio Contencioso Administrativo tramitado median-
te el Sistema de Justicia en Línea Versión 2.0 Núm. 
0010-2023-02-C-09-09-01-03-L-FA-0242-2023.- Resuelto 
por la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa, en sesión de 25 de junio 
de 2025, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado 
Ponente: Carlos Mena Adame.- Secretaria: Lic. Guadalu-
pe Primo Tomé.
(Tesis aprobada en sesión de 25 de junio de 2025)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año IV. No. 44. Septiembre 2025. p. 121

REITERACIÓN QUE SE PUBLICA:

IX-P-2aS-634
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 3630/23-17-09-7/ 
1336/25-S2-06-04.- Resuelto por la Segunda Sección de la 
Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Administra-
tiva, en sesión de 18 de febrero de 2026, por unanimidad 
de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Luz María Anaya 
Domínguez.- Secretaria: Lic. Tania Monroy Caudillo.
(Tesis aprobada en sesión de 18 de febrero de 2026)

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN

IX-P-2aS-635

REGALÍAS. LO SON LOS PAGOS EFECTUADOS POR 
EL USO O GOCE TEMPORAL DE UN ARTEFACTO NA-
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VAL PARA CUMPLIR FUNCIONES DE APOYO EN EL 
AGUA AL DESARROLLAR ACTIVIDADES DE EXPLO-
RACIÓN Y EXPLOTACIÓN DE RECURSOS NATURA-
LES.- De conformidad con el artículo 15-B del Código 
Fiscal de la Federación, se consideran regalías, entre 
otros, a los pagos por el uso o goce temporal de equipos 
industriales, comerciales o científicos; sin que dicho nume-
ral haga algún tipo de excepción; por lo que, los ingresos 
derivados del uso o goce temporal de un artefacto naval 
que se pone a disposición de Petróleos Mexicanos para 
la realización de su actividad industrial, son regalías en 
términos del citado numeral.

PRECEDENTES:

IX-P-2aS-289
Juicio Contencioso Administrativo en Línea Núm. 
0125-2021-02-C-09-03-03-02-L-FA-0086-2022.- Resuelto 
por la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa, en sesión de 16 de no-
viembre de 2023, por unanimidad de 4 votos a favor.- Ma-
gistrado Ponente: Alfredo Salgado Loyo.- Secretaria: Lic. 
Sofía Azucena De Jesús Romero Ixta.
(Tesis aprobada en sesión de 30 de noviembre de 2023)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año III. No. 25. Enero 2024. p. 336

IX-P-2aS-300
Juicio Contencioso Administrativo tramitado median-
te el Sistema de Justicia en Línea versión 2.0 Núm. 
0051-2021-02-C-09-11-03-03-L-RE-0037-2022.- Resuelto 
por la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa, en sesión de 11 de ene-
ro de 2024, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistra-
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do Ponente: Alfredo Salgado Loyo.- Secretaria: Lic. Sofía 
Azucena De Jesús Romero Ixta.
(Tesis aprobada en sesión de 11 de enero de 2024)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año III. No. 26. Febrero 2024. p. 442

IX-P-2aS-355
Juicio Contencioso Administrativo tramitado median-
te el Sistema de Justicia en Línea versión 2.0 Núm. 
0007-2022-02-C-09-05-02-03-L-FA-0179-2023.- Resuelto 
por la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa, en sesión de 2 de mayo 
de 2024, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado 
Ponente: Carlos Mena Adame.- Secretarios: Lics. Rosalía 
Álvarez Salazar y Heber Aram García Piña.
(Tesis aprobada en sesión de 2 de mayo de 2024)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año III. No. 30. Junio 2024. p. 144

IX-P-2aS-561
Juicio Contencioso Administrativo tramitado median-
te el Sistema de Justicia en Línea Versión 2.0 Núm. 
0010-2023-02-C-09-09-01-03-L-FA-0242-2023.- Resuelto 
por la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa, en sesión de 25 de junio 
de 2025, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado 
Ponente: Carlos Mena Adame.- Secretaria: Lic. Guadalu-
pe Primo Tomé. 
(Tesis aprobada en sesión de 25 de junio de 2025)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año IV. No. 44. Septiembre 2025. p. 123

REITERACIÓN QUE SE PUBLICA:

IX-P-2aS-635
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 3630/23-17-09-7/ 
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1336/25-S2-06-04.- Resuelto por la Segunda Sección de la 
Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Administra-
tiva, en sesión de 18 de febrero de 2026, por unanimidad 
de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Luz María Anaya 
Domínguez.- Secretaria: Lic. Tania Monroy Caudillo.
(Tesis aprobada en sesión de 18 de febrero de 2026)

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

IX-P-2aS-636

ÚLTIMO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 158 DE LA LEY 
DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA VIGENTE EN 
2015. SU CORRECTA INTERPRETACIÓN NO IMPLICA 
UN RÉGIMEN DE EXENCIÓN A LOS INGRESOS 
OBTENIDOS POR EL ARRENDAMIENTO DE UNA 
PLATAFORMA PETROLERA DESTINADA A LA PER-
FORACIÓN.- El último párrafo del artículo 158 de la Ley 
del Impuesto sobre la Renta vigente en 2015, prevé que 
“[…] En los ingresos derivados de contratos de fletamen-
to, se considerará que la fuente de riqueza se encuentra 
en territorio nacional, cuando las embarcaciones fletadas 
realicen navegación de cabotaje en territorio nacional. En 
este caso, el impuesto se determinará aplicando la tasa 
del 10% sobre el ingreso obtenido, sin deducción alguna, 
debiendo efectuar la retención la persona que haga los pa-
gos.”; por lo que, el artículo en cita establece un régimen 
jurídico específico para los sujetos que celebren contra-
tos de fletamento que realicen navegación de cabotaje en 
territorio nacional. Sin que dicho numeral pueda interpre-
tarse en el sentido de afirmar que los ingresos derivados 
de un contrato de “fletamento” que tiene como objeto el 
arrendamiento de una plataforma petrolera destinada a la 
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perforación, no se encuentran gravados al no existir una 
embarcación que realice navegación; lo anterior, en virtud 
de que en términos de los artículos 119 a 124 de la Ley de 
Navegación y Comercio Marítimo, los contratos de fleta-
mento se distinguen por la existencia de una embarcación 
en estado de navegabilidad y, en ese sentido, para deter-
minar a qué contratos les resulta aplicable el último párrafo 
del artículo 158 de la Ley del Impuesto sobre la Renta se 
debe atender a su objeto y no a su denominación. Así, la 
correcta interpretación del último párrafo del numeral 158 
de la Ley del Impuesto sobre la Renta vigente en 2015 
lleva a determinar que el elemento de “cabotaje” es el que 
distingue la generación de riqueza que genera la imposi-
ción tributaria y no así, si existen o no embarcaciones que 
realicen navegación.

PRECEDENTES:

IX-P-2aS-290
Juicio Contencioso Administrativo en Línea Núm. 0125- 
2021-02-C-09-03-03-02-L-FA-0086-2022.- Resuelto por la 
Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal 
de Justicia Administrativa, en sesión de 16 de noviembre de 
2023, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Po-
nente: Alfredo Salgado Loyo.- Secretaria: Lic. Sofía Azuce-
na De Jesús Romero Ixta.
(Tesis aprobada en sesión de 30 de noviembre de 2023)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año III. No. 25. Enero 2024. p. 337

IX-P-2aS-301
Juicio Contencioso Administrativo tramitado mediante 
el Sistema de Justicia en Línea versión 2.0 Núm. 0051- 
2021-02-C-09-11-03-03-L-RE-0037-2022.- Resuelto por la 
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Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal 
de Justicia Administrativa, en sesión de 11 de enero de 
2024, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Po-
nente: Alfredo Salgado Loyo.- Secretaria: Lic. Sofía Azuce-
na De Jesús Romero Ixta.
(Tesis aprobada en sesión de 11 de enero de 2024)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año III. No. 26. Febrero 2024. p. 443

IX-P-2aS-356
Juicio Contencioso Administrativo tramitado median-
te el Sistema de Justicia en Línea versión 2.0 Núm. 
0007-2022-02-C-09-05-02-03-L-FA-0179-2023.- Resuelto 
por la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa, en sesión de 2 de mayo 
de 2024, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado 
Ponente: Carlos Mena Adame.- Secretarios: Lics. Rosalía 
Álvarez Salazar y Heber Aram García Piña.
(Tesis aprobada en sesión de 2 de mayo de 2024)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año III. No. 30. Junio 2024. p. 146

IX-P-2aS-562
Juicio Contencioso Administrativo tramitado median-
te el Sistema de Justicia en Línea Versión 2.0 Núm. 
0010-2023-02-C-09-09-01-03-L-FA-0242-2023.- Resuelto 
por la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa, en sesión de 25 de junio 
de 2025, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado 
Ponente: Carlos Mena Adame.- Secretaria: Lic. Guadalu-
pe Primo Tomé.
(Tesis aprobada en sesión de 25 de junio de 2025)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año IV. No. 44. Septiembre 2025. p. 126
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REITERACIÓN QUE SE PUBLICA:

IX-P-2aS-636
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 3630/23-17-09-7/ 
1336/25-S2-06-04.- Resuelto por la Segunda Sección de la 
Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Administra-
tiva, en sesión de 18 de febrero de 2026, por unanimidad 
de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Luz María Anaya 
Domínguez.- Secretaria: Lic. Tania Monroy Caudillo.
(Tesis aprobada en sesión de 18 de febrero de 2026)
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CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN

IX-P-2aS-637

FE DE HECHOS NOTARIAL.- NO ES UNA PRUEBA IDÓ-
NEA PARA DEMOSTRAR LA LOCALIZACIÓN DEL CON-
TRIBUYENTE EN SU DOMICILIO FISCAL.- En primer 
término, la idoneidad de una prueba ha sido identificada 
con la suficiencia para obtener un resultado previamen-
te determinado o determinable, esto es, una prueba será 
más idónea que otra en la medida de que aporte elemen-
tos suficientes para demostrar al juzgador el hecho que 
se pretende demostrar. Bajo ese orden de ideas debe se-
ñalarse que la actividad del fedatario no genera actos de 
autoridad, pues no actúa unilateralmente para crear, mo-
dificar o extinguir por sí o ante sí situaciones jurídicas que 
afectan la esfera legal de los particulares, sino que solo da 
fe de los hechos que describe en sus actas. Por tales mo-
tivos, una fe de hechos no es una prueba idónea para de-
mostrar la localización de un contribuyente en su domicilio 
fiscal, dado que los notarios públicos no son autoridades, 
máxime que en sus funciones no está comprendida la ve-
rificación del domicilio fiscal. No es óbice que los notarios 
públicos estén dotados, por ley, de fe pública, y tengan la 
función de dar certeza jurídica, en virtud de que el criterio 
expuesto no desconoce dicha fe pública, sino se refiere a 
que dentro de sus funciones no se encuentra la verifica-
ción del domicilio fiscal, puesto que ello le corresponde a 
la autoridad fiscal conforme al procedimiento previsto en el 
artículo 41-B del Código Fiscal de la Federación.
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PRECEDENTES:

VIII-P-2aS-68
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1079/15-16-01-
5/2296/16-S2-07-04.- Resuelto por la Segunda Sección de 
la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Adminis-
trativa, en sesión de 14 de marzo de 2017, por mayoría de 
4 votos a favor y 1 voto en contra.- Magistrada Ponente: 
Magda Zulema Mosri Gutiérrez.- Secretario: Lic. Juan Car-
los Perea Rodríguez.
(Tesis aprobada en sesión de 20 de abril de 2017)
R.T.F.J.A. Octava Época. Año II. No. 10. Mayo 2017. p. 237

VIII-P-2aS-646
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 2493/18-21-01- 
2-OT/540/19-S2-10-04.- Resuelto por la Segunda Sección 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Admi-
nistrativa, en sesión realizada a distancia el 6 de agosto 
de 2020, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado 
Ponente: Carlos Mena Adame.- Secretario: Lic. Michael 
Flores Rivas.
(Tesis aprobada en sesión a distancia de 6 de agosto de 
2020)
R.T.F.J.A. Octava Época. Año V. No. 46. Septiembre 2020. p. 276

VIII-P-2aS-669
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 6527/18-07-01-
8/280/19-S2-10-04.- Resuelto por la Segunda Sección de 
la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Adminis-
trativa, en sesión realizada a distancia el 15 de octubre 
de 2020, por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado 
Ponente: Carlos Mena Adame.- Secretaria: Lic. Rosalía Ál-
varez Salazar.
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(Tesis aprobada en sesión a distancia de 15 de octubre de 
2020)
R.T.F.J.A. Octava Época. Año V. No. 48 Noviembre 2020. p. 276

IX-P-2aS-378
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 433/18-07-01-
6/337/24-S2-06-04.- Resuelto por la Segunda Sección de 
la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Adminis-
trativa, en sesión de 20 de junio de 2024, por unanimidad 
de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Luz María Anaya 
Domínguez.- Secretaria: Lic. Lilia López García.
(Tesis aprobada en sesión de 20 de junio de 2024)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año III. No. 32. Agosto 2024. p. 365

REITERACIÓN QUE SE PUBLICA:

IX-P-2aS-637
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 75/24-EC2-01-2/ 
278/25-S2-10-04.- Resuelto por la Segunda Sección de la 
Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Administrati-
va, en sesión de 18 de febrero de 2026, por unanimidad de 
4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Carlos Mena Ada-
me.- Magistrada encargada del engrose: Magda Zulema 
Mosri Gutiérrez.- Secretario: Lic. Heber Aram García Piña.
(Tesis aprobada en sesión de 18 de febrero de 2026)

LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

IX-P-2aS-638

IMPUGNACIÓN DE ACTOS ADMINISTRATIVOS DE CA-
RÁCTER GENERAL.- De una interpretación armónica y 
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pro persona, de los artículos 38, fracción IV, del Código 
Fiscal de la Federación, 2º, primero y segundo párrafos 
13, primero y tercer párrafos, fracción I, incisos a) y b), 14, 
fracciones II y VI, 50, tres primeros párrafos, así como 51, 
fracción IV, de la Ley Federal de Procedimiento Contencio-
so Administrativo, y 14, primero y penúltimo párrafos, de la 
Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Ad-
ministrativa, se desprende que se puede cuestionar en el 
juicio contencioso administrativo federal que se sigue ante 
este Tribunal, un acto de carácter general en dos formas: 
a) como acto destacado, en que se ataca la legalidad de 
dicha actuación, como acto autoaplicativo heteroaplicativo 
y, en este caso, la pretensión enderezada es que se decla-
re su nulidad, supuesto en el que sí importa entonces que 
la impugnación se encuentre planteada oportunamente; 
es decir, dentro de los cuarenta y cinco días en que 1.- hu-
biera surtido efectos la notificación de la resolución impug-
nada, lo que se determinará conforme a la ley aplicable 
a esta, inclusive cuando se controvierta simultáneamente 
como primer acto de aplicación una regla administrativa 
de carácter general y 2.- haya iniciado su vigencia el acto 
o resolución administrativa de carácter general cuando 
sea autoaplicativa, y b) como parte de la fundamentación 
y motivación del acto concreto de aplicación, en la que 
se busca demostrar la ilegalidad de este, controvirtiendo 
sus fundamentos jurídicos, empero la pretensión del ac-
cionante no es la insubsistencia jurídica del fundamento 
cuestionado, sino únicamente de su acto de aplicación, de 
manera que resulta irrelevante si se trata del primer o ulte-
rior acto de aplicación; luego entonces, si en el juicio acon-
tece este último supuesto, no debe declararse inoperante 
por extemporáneo, el cuestionamiento que se vierta en 
contra del acto de carácter general, atendiendo a que no 
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fue controvertido dentro del plazo legal previsto; sino ana-
lizar el fondo de los argumentos correspondientes, pues 
—se insiste— dicho cuestionamiento se hace solo con la 
finalidad de desvirtuar la debida fundamentación y moti-
vación del acto en que es aplicado. Una interpretación en 
sentido contrario a la expuesta, implicaría dejar de analizar 
los conceptos de impugnación vertidos respecto de los ac-
tos de carácter general utilizados como fundamento en las 
resoluciones concretas, con la consecuente transgresión a 
la causa de pedir, a la exhaustividad de las sentencias y 
a la administración de justicia completa.

PRECEDENTES:

VII-P-2aS-715
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 3326/13-17-05-
4/1569/13-S2-07-03.- Resuelto por la Segunda Sección 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal 
y Administrativa, en sesión de 18 de septiembre de 2014, 
por unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrada Ponente: 
Magda Zulema Mosri Gutiérrez.- Secretario: Lic. José An-
tonio Rivera Vargas.
(Tesis aprobada en sesión de 14 de octubre de 2014)
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año V. No. 44. Marzo 2015. p. 515

IX-P-2aS-150
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 2713/17-17-09-3/
AC3/232/21-S2-10-04.- Resuelto por la Segunda Sección 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Admi-
nistrativa, en sesión de 5 de enero de 2023, por unanimi-
dad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: Carlos Mena 
Adame.- Secretaria: Lic. Rosalía Álvarez Salazar.
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(Tesis aprobada en sesión de 5 de enero de 2023)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año II. No. 14. Febrero 2023. p. 315

IX-P-2aS-279
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 8851/18-07-02- 
8-OT/46/22-S2-10-04.- Resuelto por la Segunda Sección 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Admi-
nistrativa, en sesión de 26 de octubre de 2023, por una-
nimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Carlos 
Mena Adame.- Secretaria: Lic. Rosalía Álvarez Salazar.
(Tesis aprobada en sesión de 26 de octubre de 2023)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año II. No. 24. Diciembre 2023. p. 270

REITERACIÓN QUE SE PUBLICA:

IX-P-2aS-638
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 75/24-EC2-01-2/ 
278/25-S2-10-04.- Resuelto por la Segunda Sección de la 
Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Administrati-
va, en sesión de 18 de febrero de 2026, por unanimidad de 
4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Carlos Mena Ada-
me.- Magistrada encargada del engrose: Magda Zulema 
Mosri Gutiérrez.- Secretario: Lic. Heber Aram García Piña.
(Tesis aprobada en sesión de 18 de febrero de 2026)
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LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

IX-P-2aS-639

CONFLICTO DE COMPETENCIA POR RAZÓN DE MA-
TERIA. ES IMPROCEDENTE CUANDO DERIVA DE LA 
DETERMINACIÓN DE RECONDUCCIÓN DE VÍA REA-
LIZADA EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 58-19, FRAC-
CIÓN III, DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO.- Conforme a lo pre-
visto en el artículo 30, párrafos cuarto y quinto, de la Ley 
Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, el 
conflicto de competencia por materia entre las Salas de 
este Tribunal se suscita cuando se presenta un asunto 
en una Sala Regional que por materia corresponda a una 
Sala Especializada. Así, el procedimiento previsto implica 
que la primera se declarará incompetente y comunicará su 
resolución a la que en su opinión corresponde conocer del 
juicio, enviándole los autos; y si esta última decide recha-
zar el conocimiento del caso, entonces someterá el asun-
to al conocimiento de la Sección de la Sala Superior del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa que por turno 
corresponda, para que se decida dicho conflicto compe-
tencial. Por su parte, en la reconducción de vía de un juicio 
de resolución exclusiva de fondo, es el Magistrado Instruc-
tor de la Sala Especializada, quien examina la proceden-
cia y, de advertir que en la demanda solo se plantearon 
conceptos de impugnación de forma o procedimiento, la 
remite a la Oficialía de Partes Común para que se ingrese 
como juicio en la vía tradicional, lo anterior en términos 
del artículo 58-19, fracción III, de la Ley Federal de Proce-
dimiento Contencioso Administrativo. Consecuentemente 
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resulta improcedente el conflicto competencial por materia 
que se plantea por una Sala Regional cuando tiene como 
antecedente la determinación de reconducción de la vía 
del Magistrado Instructor de la Sala Especializada, porque 
la remisión del asunto que este efectúa obedece al pro-
cedimiento especial previsto para la reconducción de la 
vía; e incluso, se trata de una determinación realizada solo 
por el Magistrado Instructor y no por todos los Magistrados 
integrantes del Órgano Colegiado, tal y como lo exige el 
numeral 30, cuarto párrafo, de la Ley Federal de Procedi-
miento Contencioso Administrativo.

PRECEDENTES:

VIII-P-2aS-461
Conflicto de Competencia por Razón de Materia Núm. 
122/18-ERF-01-7/987/19-17-05-7/199/19-S2-06-06.- Resuel-
to por la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribu-
nal Federal de Justicia Administrativa, en sesión de 23 de 
mayo de 2019, por mayoría de 4 votos a favor y 1 voto en 
contra.- Magistrado Ponente: Juan Manuel Jiménez Illes-
cas.- Secretario: Lic. Aldo Blanquel Vega.
(Tesis aprobada en sesión de 23 de mayo de 2019)
R.T.F.J.A. Octava Época. Año IV. No. 36. Julio 2019. p. 206

VIII-P-2aS-554
Conflicto de Competencia por Razón de Materia Núm. 
14420/19-17-09-4/46/19-ERF-01-3/1266/19-S2-06-06.- 
Resuelto por la Segunda Sección de la Sala Superior del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en sesión de 
29 de octubre de 2019, por mayoría de 4 votos a favor y 1 
voto en contra con voto particular del Magistrado Alfredo 
Salgado Loyo.- Magistrado Ponente: Juan Manuel Jimé-
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nez Illescas.- Secretario: Lic. David Alejandro Alpide Tovar.
(Tesis aprobada en sesión de 29 de octubre de 2019)
R.T.F.J.A. Octava Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2019. p. 183

IX-P-2aS-245
Conflicto de Competencia por Razón de Materia Núm. 
3035/22-01-01-5/156/22-ERF-01-8/29654/22-17-10-
3/563/23-S2-06-06[09].- Resuelto por la Segunda Sección 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Admi-
nistrativa, en sesión de 17 de agosto de 2023, por una-
nimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Alfredo 
Salgado Loyo.- Secretario: Lic. Galdino Orozco Parejas.
(Tesis aprobada en sesión de 17 de agosto de 2023)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año II. No. 22. Octubre 2023. p. 178

IX-P-2aS-510
Conflicto de Competencia por Razón de Materia Núm. 
111/24-ERF-01-9/25085/24-17-02-4/14/25-S2-08-06.- Re-
suelto por la Segunda Sección de la Sala Superior del Tri-
bunal Federal de Justicia Administrativa, en sesión de 13 
de febrero de 2025, por unanimidad de 4 votos a favor.- 
Magistrado Ponente: Rafael Estrada Sámano.- Secretaria: 
Mtra. Elizabeth Camacho Márquez.
(Tesis aprobada en sesión de 13 de febrero de 2025)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año IV. No. 39. Marzo 2025. p. 171

REITERACIÓN QUE SE PUBLICA:

IX-P-2aS-639
Conflicto de Competencia por Razón de Materia Núm. 
116/25-ERF-01-3/19518/25-17-07-7/1435/25-S2-08-06.- 
Resuelto por la Segunda Sección de la Sala Superior del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en sesión de 
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18 de febrero de 2026, por unanimidad de 4 votos a favor.- 
Magistrado Ponente: Rafael Estrada Sámano.- Secretaria: 
Lic. Emma Aguilar Orihuela.
(Tesis aprobada en sesión de 18 de febrero de 2026)

LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

IX-P-2aS-640

RECONDUCCIÓN DE VÍA ESTABLECIDA EN EL AR-
TÍCULO 58-19, FRACCIÓN III, DE LA LEY FEDERAL 
DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRA-
TIVO, OBLIGA A LA SALA REGIONAL ORDINARIA A 
INSTRUIR EL ASUNTO ENVIADO POR LA SALA ESPE-
CIALIZADA.- En términos del artículo 58-19, fracción III, 
de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Adminis-
trativo, el Magistrado Instructor de un juicio de resolución 
exclusiva de fondo debe examinar su procedencia; y, de 
advertir que en la demanda solo se plantearon conceptos 
de impugnación de forma o procedimiento, la remitirá a la 
Oficialía de Partes Común para que lo ingrese como jui-
cio en la vía tradicional. En ese sentido, considerando que 
se está ante un procedimiento especial para reconducir la 
vía, en el cual no existe disposición legal que le permita a 
la Sala Regional Ordinaria rechazar el conocimiento del 
asunto enviado por el Magistrado Instructor de Sala Es-
pecializada, se concluye que es su obligación continuar 
con la instrucción del juicio; sin que pueda objetar el cono-
cimiento del asunto bajo la justificación del rechazo de la 
competencia enviada, porque se insiste, la determinación 
adoptada por el Instructor de la Sala Especializada se dic-
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ta dentro del procedimiento especial de reconducción de 
vía y no en un conflicto de competencia entre Salas.

PRECEDENTES:

VIII-P-2aS-462 
Conflicto de Competencia por Razón de Materia Núm. 
122/18-ERF-01-7/987/19-17-05-7/199/19-S2-06-06.- Resuel-
to por la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribu-
nal Federal de Justicia Administrativa, en sesión de 23 de 
mayo de 2019, por mayoría de 4 votos a favor y 1 voto en 
contra.- Magistrado Ponente: Juan Manuel Jiménez Illes-
cas.- Secretario: Lic. Aldo Blanquel Vega.
(Tesis aprobada en sesión de 23 de mayo de 2019)
R.T.F.J.A. Octava Época. Año IV. No. 36. Julio 2019. p. 207

VIII-P-2aS-555
Conflicto de Competencia por Razón de Materia Núm. 
14420/19-17-09-4/46/19-ERF-01-3/1266/19-S2-06-06.- 
Resuelto por la Segunda Sección de la Sala Superior del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en sesión de 
29 de octubre de 2019, por mayoría de 4 votos a favor y 1 
voto en contra con voto particular del Magistrado Alfredo 
Salgado Loyo.- Magistrado Ponente: Juan Manuel Jimé-
nez Illescas.- Secretario: Lic. David Alejandro Alpide Tovar.
(Tesis aprobada en sesión de 29 de octubre de 2019)
R.T.F.J.A. Octava Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2019. p. 185

IX-P-2aS-246
Conflicto de Competencia por Razón de Materia Núm. 
3035/22-01-01-5/156/22-ERF-01-8/29654/22-17-10-
3/563/23-S2-06-06[09].- Resuelto por la Segunda Sección 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Admi-
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nistrativa, en sesión de 17 de agosto de 2023, por una-
nimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Alfredo 
Salgado Loyo.- Secretario: Lic. Galdino Orozco Parejas.
(Tesis aprobada en sesión de 17 de agosto de 2023)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año II. No. 22. Octubre 2023. p. 181

REITERACIÓN QUE SE PUBLICA:

IX-P-2aS-640
Conflicto de Competencia por Razón de Materia Núm. 
116/25-ERF-01-3/19518/25-17-07-7/1435/25-S2-08-06.- 
Resuelto por la Segunda Sección de la Sala Superior del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en sesión de 
18 de febrero de 2026, por unanimidad de 4 votos a favor.- 
Magistrado Ponente: Rafael Estrada Sámano.- Secretaria: 
Lic. Emma Aguilar Orihuela.
(Tesis aprobada en sesión de 18 de febrero de 2026)
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CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 

IX-P-2aS-641

RECURSO DE REVOCACIÓN PREVISTO EN EL CÓDI-
GO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. ES IMPROCEDENTE 
CUANDO LA RESOLUCIÓN RECURRIDA ES EMITIDA 
EN CUMPLIMIENTO DE UNA SENTENCIA CONFORME 
AL ARTÍCULO 124, FRACCIÓN II DE DICHO CUERPO 
NORMATIVO.- De conformidad con lo ordenado en los 
artículos 124, fracción II y 125, del Código Fiscal de la 
Federación, se establece que el recurso es improcedente 
cuando se haga valer contra resoluciones dictadas, entre 
otros, en cumplimiento de sentencia, mientras que el cita-
do artículo 125 del mismo Código Fiscal de la Federación, 
ordena que el interesado podrá optar por impugnar un acto 
a través del recurso de revocación o promover, directa-
mente contra dicho acto, juicio ante el Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa y que, deberá intentar la 
misma vía elegida si pretende impugnar un acto adminis-
trativo que sea antecedente o consecuencia de otro; por lo 
que en el caso de resoluciones dictadas en cumplimiento 
de las emitidas en recursos administrativos, el contribu-
yente podrá impugnar dicho acto, por una sola vez a tra-
vés de la misma vía, esto es, por medio del mismo recurso 
y, si la resolución dictada en el recurso de revocación, se 
combate ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Admi-
nistrativa, la impugnación del acto conexo deberá hacerse 
valer ante la Sala Regional de este Tribunal que conozca 
del juicio respectivo. De donde se sigue que, en el caso 
de que una resolución se haya impugnado directamente 
ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, 
como en el caso de la dictada por la Sala Superior, en la 
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que se haya declarado su nulidad para que se emita otra, 
la resolución que cumplimente dicho fallo, deberá impug-
narse de acuerdo a lo previsto por el artículo 125 del Có-
digo Fiscal de la Federación, esto es, en la misma vía que 
hubiere elegido el contribuyente, por lo que, de no haber 
sido mediante el recurso de revocación, el mismo resul-
taría improcedente, conforme a lo regulado en la fracción 
II del artículo 124 del Código Fiscal de la Federación, en 
relación con lo dispuesto por el diverso 125 de ese mismo 
Ordenamiento.

PRECEDENTES:

VII-P-2aS-338
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 3048/12-06-02-
8/32/13-S2-10-04.- Resuelto por la Segunda Sección de 
la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa, en sesión de 5 de marzo de 2013, por una-
nimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Carlos 
Mena Adame.- Secretaria: Lic. Rosa Guadalupe Olivares 
Castilla.
(Tesis aprobada en sesión de 5 de marzo de 2013)
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año III. No. 23. Junio 2013. p. 307

VII-P-2aS-663
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 3288/13-07-02-
8/280/14-S2-09-03.- Resuelto por la Segunda Sección de 
la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa, en sesión de 21 de agosto de 2014, por 
unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: Juan 
Ángel Chávez Ramírez.- Secretario: Lic. José Luis Reyes 
Portillo.
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(Tesis aprobada en sesión de 21 de agosto de 2014)
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año IV. No. 41. Diciembre 2014. p. 
1043

REITERACIÓN QUE SE PUBLICA:

IX-P-2aS-641
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 19/2945-24-01- 
01-04-OL/22/51-S2-08-30.- Resuelto por la Segunda Sec-
ción de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, en sesión de 25 de febrero de 2026, por 
unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Ra-
fael Estrada Sámano.- Secretaria: Lic. Emma Aguilar Ori-
huela.
(Tesis aprobada en sesión de 25 de febrero de 2026)
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LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

IX-P-2aS-642

IMPUESTO GENERAL DE IMPORTACIÓN. RESULTA 
ILEGAL LA DETERMINACIÓN DE SU BASE GRAVA-
BLE CUANDO LA AUTORIDAD OPTA POR DETERMI-
NAR EL VALOR DE LAS MERCANCÍAS CON BASE EN 
LA CONSULTA REALIZADA A UNA PÁGINA DE INTER-
NET Y ES OMISA EN CERTIFICAR EL CONTENIDO 
DE LA MISMA.- Conforme a lo dispuesto por el artículo 
7, punto 1, inciso c), del artículo VII del Acuerdo General 
sobre aranceles aduaneros y comercio de 1994, el valor 
en aduana de las mercancías importadas puede determi-
narse sobre la base de los datos disponibles en el país de 
importación, tal como puede ser una página de internet. 
En esa tesitura, si la autoridad fiscal opta por determinar 
el valor de las mercancías, con base en la consulta rea-
lizada a una página de internet, debe otorgar seguridad 
jurídica al particular, precisando los siguientes elementos: 
1. La página de internet donde se obtuvo la información; 
2. La fecha de consulta; 3. El contenido de la referida pá-
gina de internet; 4. Certificar el contenido de la misma y; 
5. Establecer los elementos que sirvieron como base para 
valorar las mercancías. De modo tal que, la omisión de 
certificar la página de internet en la que se basó la auto-
ridad para la determinación del impuesto que nos ocupa, 
trae como consecuencia que la información utilizada para 
tal efecto, no pueda considerarse bajo criterios razona-
bles y compatibles con los principios y disposiciones del 
artículo 7 del GAAT; en la medida en que no se acredita 
su existencia, veracidad ni disponibilidad para su posterior 
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consulta. Lo cual torna ilegal la determinación de la base 
gravable del impuesto general de importación, por estar 
insuficientemente motivada. No obsta el hecho de que el 
artículo 210 del Código Federal de Procedimientos Civiles 
(de aplicación supletoria a la Ley Federal de Procedimien-
to Contencioso Administrativo), indique que se reconoce 
como prueba la información generada o comunicada que 
conste en medios electrónicos; ya que el párrafo segun-
do del mismo precepto legal, señala que para valorar la 
fuerza probatoria de la información obtenida de páginas 
de internet, se estimará primordialmente la fiabilidad del 
método en que haya sido generada y, en su caso, si es po-
sible atribuir a las personas obligadas el contenido de la in-
formación relativa y ser accesible para su ulterior consulta.

PRECEDENTES:

IX-P-2aS-155
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 2756/21-04-01-7- 
OT/1972/21-S2-06-03.- Resuelto por la Segunda Sección 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Admi-
nistrativa, en sesión de 12 de enero de 2023, por unanimi-
dad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Juan Manuel 
Jiménez Illescas.- Secretaria: Lic. Lourdes Alejandra Fer-
nández Ortega.
(Tesis aprobada en sesión de 2 de febrero de 2023)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año II. No. 15. Marzo 2023. p. 168

IX-P-2aS-306
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 5107/22-04-01-
1/1050/23-S2-07-03[10].- Resuelto por la Segunda Sec-
ción de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, en sesión de 18 de enero de 2024, por una-
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nimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Carlos 
Mena Adame.- Secretaria: Lic. Gabriela Mendoza Flores.
(Tesis aprobada en sesión de 18 de enero de 2024)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año III. No. 26. Febrero 2024. p. 456

IX-P-2aS-359
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 855/23-EC1-01-
6/54/24-S2-08-04.- Resuelto por la Segunda Sección de 
la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Adminis-
trativa, en sesión de 2 de mayo de 2024, por unanimidad 
de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Rafael Estrada 
Sámano.- Secretaria: Mtra. Elizabeth Camacho Márquez.
(Tesis aprobada en sesión de 2 de mayo de 2024)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año III. No. 30. Junio 2024. p. 153

REITERACIÓN QUE SE PUBLICA:

IX-P-2aS-642
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 2737/24-05-02-
5/760/25-S2-07-01[06].- Resuelto por la Segunda Sección 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Admi-
nistrativa, en sesión de 25 de febrero de 2026, por unani-
midad de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Luz María 
Anaya Domínguez.- Secretaria: Lic. Julia Arredondo Her-
nández.- Secretaria encargada del engrose: Lic. Patricia 
Vázquez Salazar.
(Tesis aprobada en sesión de 25 de febrero de 2026)
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EN EL MISMO SENTIDO:

IX-P-2aS-643

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 437/25-02-01-2/ 
747/25-S2-08-01.- Resuelto por la Segunda Sección de la 
Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Administra-
tiva, en sesión de 25 de febrero de 2026, por unanimidad 
de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Rafael Estrada 
Sámano.- Secretaria: Mtra. Elizabeth Camacho Márquez.
(Tesis aprobada en sesión de 25 de febrero de 2026)

LEY ADUANERA

IX-P-2aS-644

PRINCIPIO DE INMEDIATEZ. SU CUMPLIMIENTO TRA-
TÁNDOSE DEL PROCEDIMIENTO CONTEMPLADO EN 
EL ARTÍCULO 150 DE LA LEY ADUANERA.- De lo dis-
puesto por los artículos 43, 44, 46, 150 y 151, del citado 
ordenamiento, se obtiene que si bien no está previsto el 
tiempo máximo que puede durar el reconocimiento adua-
nero, lo cual es lógico considerando que cada operación 
tiene sus propias particularidades, es al concluir el mis-
mo y una vez detectadas las irregularidades, cuando la 
autoridad está obligada a levantar el acta de inicio del 
procedimiento administrativo en la materia que amerite el 
embargo precautorio de mercancías, atento al principio 
de inmediatez, el cual significa que si al realizar el acto 
material del reconocimiento la autoridad aduanera advier-
te alguna irregularidad, en ese momento debe levantar el 
acta circunstanciada ante la presencia de la persona que 
presenta la mercancía para su despacho aduanal. Así las 
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cosas, el procedimiento no puede iniciar válidamente días 
antes de que se detecten irregularidades, ni tampoco días 
después, máxime que las facultades relativas de la auto-
ridad están concebidas legalmente como una sucesión 
continuada de hechos, sin que se pueda interrumpir esa 
consecución de eventos.

PRECEDENTES:

VII-P-2aS-111
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 23530/08-17-10-
8/547/10-S2-06-03.- Resuelto por la Segunda Sección de 
la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa, en sesión de 28 de febrero de 2012, por 
unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: Alfre-
do Salgado Loyo.- Secretario: Lic. Ernesto Christian Gran-
dini Ochoa.
(Tesis aprobada en sesión de 17 de abril de 2012)
R.T.F.J.F.A. Séptima Época. Año II. No. 10. Mayo 2012. p. 318

VIII-P-2aS-190
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 2978/15-01-01-
6/2023/17-S2-06-03.- Resuelto por la Segunda Sección 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Ad-
ministrativa, en sesión de 28 de septiembre de 2017, por 
unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: Juan 
Manuel Jiménez Illescas.- Secretario: Lic. David Alejandro 
Alpide Tovar.
(Tesis aprobada en sesión de 28 de septiembre de 2017)
R.T.F.J.A. Octava Época. Año II. No. 16. Noviembre 2017. p. 484
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IX-P-2aS-264
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 2948/20-04-01-
7/1070/21-S2-10-03.- Resuelto por la Segunda Sección 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Ad-
ministrativa, en sesión de 28 de septiembre de 2023, por 
unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Car-
los Mena Adame.- Secretaria: Lic. Tania Montejano Moran.
(Tesis aprobada en sesión de 28 de septiembre de 2023)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año II. No. 23. Noviembre 2023. p. 356

IX-P-2aS-537
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 2239/23-04-01-
8/1749/24-S2-07-03[06].- Resuelto por la Segunda Sec-
ción de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, en sesión de 23 de abril de 2025, por una-
nimidad de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Luz Ma-
ría Anaya Domínguez.- Secretaria: Lic. Julia Arredondo 
Hernández.
(Tesis aprobada en sesión de 23 de abril de 2025)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año IV. No. 42. Junio-Julio 2025. p. 593

REITERACIÓN QUE SE PUBLICA:

IX-P-2aS-644
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 2737/24-05-02-
5/760/25-S2-07-01[06].- Resuelto por la Segunda Sección 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Admi-
nistrativa, en sesión de 25 de febrero de 2026, por unani-
midad de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Luz María 
Anaya Domínguez.- Secretaria: Lic. Julia Arredondo Her-
nández.- Secretaria encargada del engrose: Lic. Patricia 
Vázquez Salazar.
(Tesis aprobada en sesión de 25 de febrero de 2026)
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LEY ADUANERA

IX-P-2aS-645

VALOR EN ADUANA DE VEHÍCULOS USADOS DE PRO-
CEDENCIA EXTRANJERA. RESULTA LEGAL QUE LA 
AUTORIDAD MOTIVE SU RESOLUCIÓN EN LOS DA-
TOS OBTENIDOS DE UNA PÁGINA DE INTERNET.- De 
conformidad con lo dispuesto en los artículos 1, primer 
párrafo, de la Ley Aduanera, 5, segundo párrafo del Có-
digo Fiscal de la Federación, 76 del Reglamento de la Ley 
Aduanera, 79, primer párrafo, 93, fracción VII y 210-A, pri-
mer párrafo del Código Federal de Procedimientos Civiles, 
la autoridad aduanera para determinar el valor en aduana 
de un vehículo usado válidamente puede utilizar como me-
dios de prueba, como un elemento de convicción respecto 
del valor del vehículo materia del procedimiento aduanero, 
todos aquellos elementos aportados por los descubrimien-
tos de la ciencia, como puede ser cualquier página de 
internet en la que se contenga una base de datos, como 
por ejemplo de una concesionaria en la que ésta, pone a 
disposición del público en general datos de los vehículos 
con la finalidad de venta; siempre que también cumpla con 
lo previsto en el Artículo VII del Acuerdo General Sobre 
Aranceles Aduaneros y Comercio y, el artículo 7 del Acuer-
do Relativo a la Aplicación del Artículo VII del Acuerdo Ge-
neral sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de 1994.

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 2737/24-05-02-5/ 
760/25-S2-07-01[06].- Resuelto por la Segunda Sección 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Admi-
nistrativa, en sesión de 25 de febrero de 2026, por unani-
midad de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Luz María 
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Anaya Domínguez.- Secretaria: Lic. Julia Arredondo Her-
nández.- Secretaria encargada del engrose: Mtra. Patricia 
Vázquez Salazar.
(Tesis aprobada en sesión de 25 de febrero de 2026)

EN EL MISMO SENTIDO:

IX-P-2aS-646

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1447/24-18-01-6/ 
813/25-S2-10-01.- Resuelto por la Segunda Sección de la 
Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Administrati-
va, en sesión de 25 de febrero de 2026, por unanimidad de 
4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Carlos Mena Ada-
me.- Magistrado encargado del engrose: Rafael Estrada 
Sámano.- Secretaria: Lic. Guadalupe Primo Tomé.
(Tesis aprobada en sesión de 25 de febrero de 2026)

IX-P-2aS-647

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 2639/24-05-01-5/ 
1148/25-S2-07-01.- Resuelto por la Segunda Sección de la 
Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Administra-
tiva, en sesión de 25 de febrero de 2026, por unanimidad 
de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Rafael Anzures 
Uribe.- Secretaria: Lic. María Angélica Padilla Bañuelos.
(Tesis aprobada en sesión de 25 de febrero de 2026)

IX-P-2aS-648

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 2764/24-02-01-5/ 
994/25-S2-06-01.- Resuelto por la Segunda Sección de la 
Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Administra-
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tiva, en sesión de 25 de febrero de 2026, por unanimidad 
de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Luz María Anaya 
Domínguez.- Secretaria: Lic. Lilia López García.
(Tesis aprobada en sesión de 25 de febrero de 2026)

IX-P-2aS-649

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 437/25-02-01-2/ 
747/25-S2-08-01.- Resuelto por la Segunda Sección de la 
Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Administra-
tiva, en sesión de 25 de febrero de 2026, por unanimidad 
de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Rafael Estrada 
Sámano.- Secretaria: Mtra. Elizabeth Camacho Márquez.
(Tesis aprobada en sesión de 25 de febrero de 2026)

LEY ADUANERA

IX-P-2aS-650

VEHÍCULOS USADOS. DETERMINACIÓN DE LA BASE 
GRAVABLE DEL IMPUESTO GENERAL DE IMPORTA-
CIÓN.- De conformidad con lo dispuesto en los artículos 
64, 71, 72, 73, 74, 75, 76, 77 y, 78 de la Ley Aduanera, el 
artículo VII del Acuerdo General Sobre Aranceles Adua-
neros y Comercio; el artículo 7 del Acuerdo Relativo a la 
Aplicación del Artículo VII del Acuerdo General sobre Aran-
celes Aduaneros y Comercio de 1994; y, el “Estudio 1.1. 
Trato aplicable a los vehículos de motor usados” del Co-
mité Técnico de Valoración de Aduanas; para determinar 
la base gravable del impuesto general de importación, tra-
tándose de vehículos usados, la autoridad puede, aplicar 
los métodos de valor de transacción de mercancías idén-
ticas, valor de transacción de mercancías similares, valor 
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de precio unitario de venta y, valor reconstruido de las mer-
cancías importadas; o, directamente acudir a lo dispuesto 
en el último párrafo del numeral 78 de la Ley Aduanera. 
Ahora, en caso de que el valor no pueda fijarse con arre-
glo a los métodos antes indicados, se deben de utilizar 
criterios razonables y compatibles con los principios y dis-
posiciones previstos en la normativa antes indicada, sobre 
la base de los datos disponibles en el país de importa-
ción. Sin que sea factible que la determinación del valor 
en aduana se base en: a) el precio de venta en el país de 
importación de mercancías producidas en dicho país; b) 
un sistema que prevea la aceptación, a efectos de valora-
ción en aduana, del más alto de dos valores posibles; c) el 
precio de mercancías en el mercado nacional del país ex-
portador; d) un costo de producción distinto de los valores 
reconstruidos que se hayan determinado para mercancías 
idénticas o similares de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 6; e) el precio de mercancías vendidas para expor-
tación a un país distinto del país de importación; f) valores 
en aduana mínimos; y; g) valores arbitrarios o ficticios.

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 2737/24-05-02-5/ 
760/25-S2-07-01[06].- Resuelto por la Segunda Sección 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Admi-
nistrativa, en sesión de 25 de febrero de 2026, por unani-
midad de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Luz María 
Anaya Domínguez.- Secretaria: Lic. Julia Arredondo Her-
nández.- Secretaria encargada del engrose: Mtra. Patricia 
Vázquez Salazar.
(Tesis aprobada en sesión de 25 de febrero de 2026)
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EN EL MISMO SENTIDO:

IX-P-2aS-651

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1447/24-18-01-6/ 
813/25-S2-10-01.- Resuelto por la Segunda Sección de la 
Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Administrati-
va, en sesión de 25 de febrero de 2026, por unanimidad de 
4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Carlos Mena Ada-
me.- Magistrado encargado del engrose: Rafael Estrada 
Sámano.- Secretaria: Lic. Guadalupe Primo Tomé.
(Tesis aprobada en sesión de 25 de febrero de 2026)

IX-P-2aS-652

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 2639/24-05-01-5/ 
1148/25-S2-07-01.- Resuelto por la Segunda Sección de la 
Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Administra-
tiva, en sesión de 25 de febrero de 2026, por unanimidad 
de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Rafael Anzures 
Uribe.- Secretaria: Lic. María Angélica Padilla Bañuelos.
(Tesis aprobada en sesión de 25 de febrero de 2026)

IX-P-2aS-653

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 2764/24-02-01-5/ 
994/25-S2-06-01.- Resuelto por la Segunda Sección de la 
Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Administra-
tiva, en sesión de 25 de febrero de 2026, por unanimidad 
de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Luz María Anaya 
Domínguez.- Secretaria: Lic. Lilia López García.
(Tesis aprobada en sesión de 25 de febrero de 2026)
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IX-P-2aS-654

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 437/25-02-01-2/ 
747/25-S2-08-01.- Resuelto por la Segunda Sección de la 
Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Administra-
tiva, en sesión de 25 de febrero de 2026, por unanimidad 
de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Rafael Estrada 
Sámano.- Secretaria: Mtra. Elizabeth Camacho Márquez.
(Tesis aprobada en sesión de 25 de febrero de 2026)

C O N S I D E R A N D O :

[…]

OCTAVO.- […]

La litis a dilucidar en el presente Considerando, consis-
te en determinar:

1)	Si la resolución impugnada se encuentra debidamen-
te fundada y motivada en cuanto a la determinación 
del valor en aduana de la mercancía. 

En primer lugar, es importante poner de manifiesto que 
la Ley Aduanera, en su Título Tercero “Contribuciones, 
cuotas compensatorias y, demás regulaciones y restric-
ciones no arancelarias al comercio exterior”, Capítulo III 
“Base Gravable”, Sección Primera “Del impuesto general 
de importación”, prevé, en los artículos 64, 71, 72, 73, 74, 
75, 76, 77 y 78, lo siguiente:

[N.E. Se omite transcripción]
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De lo anterior se desprende que la Ley Aduanera prevé 
que:

	La base gravable del impuesto general de impor-
tación es el valor en aduana de las mercancías, que 
a su vez será el valor de transacción de estas, salvo 
lo dispuesto en el artículo 71 del mismo ordenamiento.

	El valor de transacción de las mercancías a importar 
es el precio pagado por las mismas, siempre que con-
curran las circunstancias previstas en el numeral 67 de 
la Ley Aduanera y, las mercancías se vendan para ser 
exportadas a territorio nacional por compra efectuada 
por el importador. Dicho precio se ajustará en términos 
del numeral 65 de la Ley Aduanera.

	Cuando la base gravable del impuesto general de 
importación no pueda determinarse conforme al valor 
de transacción de las mercancías importadas o, no deri-
ve de una compraventa para la exportación con destino 
a territorio nacional, se determinará con arreglo a los 
siguientes métodos, que se aplicarán en orden sucesivo 
y por exclusión:

1.	 Valor de transacción de mercancías idénticas.

2.	 Valor de transacción de mercancías similares.

3.	 Valor de precio unitario de venta.

4.	 Valor reconstruido de las mercancías importadas.
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5.	 Valor determinado conforme al artículo 78 de la Ley 
Aduanera, 

	El orden de aplicación de los métodos de valor de 
precio unitario de venta y valor reconstruido de las mer-
cancías importadas se puede invertir a elección del im-
portador.

	En el método de valor de transacción de mercan-
cías idénticas, se aplicará el valor de transacción de 
mercancías idénticas a las que son objeto de valora-
ción, siempre que dichas mercancías hayan sido vendi-
das para la exportación con destino a territorio nacional 
e importadas en el mismo momento que estas últimas 
o en un momento aproximado, vendidas al mismo nivel 
comercial y en cantidades semejantes que las mercan-
cías objeto de valoración.

	Si no existe una venta en tales condiciones, se uti-
lizará el valor de transacción de mercancías idénticas 
vendidas a un nivel comercial diferente o en cantida-
des diferentes, ajustado, para tener en cuenta las di-
ferencias atribuibles al nivel comercial o a la cantidad, 
siempre que estos ajustes, se realicen sobre la base de 
datos comprobados que demuestren que son razona-
bles y exactos, tanto si suponen un aumento, como una 
disminución del valor.

	Si se dispone de más de un valor de transacción de 
mercancías idénticas, se utilizará el valor de transac-
ción más bajo.
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	En la aplicación de este método se debe de hacer 
un ajuste teniendo en cuenta las diferencias aprecia-
bles en los costos de transporte, seguros y gastos co-
nexos, en que se incurra con motivo del transporte de 
las mercancías.

	Mercancías idénticas son aquellas producidas en el 
mismo país que las mercancías objeto de valoración, 
que sean iguales en todo, incluidas sus características 
físicas, calidad, marca y prestigio comercial.

	No se considerarán los valores de mercancías idén-
ticas de importaciones respecto de las cuales se hayan 
realizado modificaciones de valor por el importador o 
por las autoridades aduaneras, salvo que se incluyan 
también dichas modificaciones.

	El valor de transacción de mercancías similares 
consiste en considerar el valor de transacción de mer-
cancías similares a las que son objeto de valoración, 
siempre que dichas mercancías hayan sido vendidas 
para la exportación con destino al territorio nacional e 
importadas en el mismo momento que estas últimas o 
en un momento aproximado, vendidas al mismo nivel co-
mercial y en cantidades semejantes que las mercancías 
objeto de valoración. En este método, se consideran los 
mismos elementos que ya han sido mencionados res-
pecto del valor de transacción de mercancías idénticas.

	Por mercancías similares se entienden aquellas 
producidas en el mismo país que las mercancías ob-
jeto de valoración, que aun cuando no sean iguales en 
todo, tengan características y composición semejantes, 
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lo que les permite cumplir las mismas funciones y ser 
comercialmente intercambiables, considerando, entre 
otros factores, su calidad, prestigio comercial y la exis-
tencia de una marca comercial.

	El valor de precio unitario de venta se determina-
rá: 

a)	Si las mercancías importadas sujetas a valoración, 
u otras mercancías importadas, idénticas o similares 
a ellas, se venden en territorio nacional en el mismo 
estado en que son importadas, el valor determinado 
según este artículo se basará en el precio unitario a 
que se venda en esas condiciones la mayor canti-
dad total de las mercancías importadas, o de otras 
mercancías importadas idénticas o similares a ellas, 
en el momento de la importación de las mercancías 
sujetas a valoración, o en un momento aproximado, 
a personas que no estén vinculadas con los vende-
dores de las mercancías, con las deducciones seña-
ladas en el artículo 75 de la Ley Aduanera.

b)	Si no se venden las mercancías importadas, ni otras 
mercancías importadas idénticas o similares a ellas, 
en el país, en el mismo estado en que son impor-
tadas, a elección del importador, el valor se podrá 
determinar sobre la base del precio unitario a que 
se venda la mayor cantidad total de las mercancías 
importadas, después de su transformación, a perso-
nas del territorio nacional, que no tengan vinculación 
con los vendedores de las mercancías, teniendo en 
cuenta el valor añadido en la transformación y las 
deducciones previstas en el artículo 75 de la Ley 



Precedente� 243
Segunda Sección

Tribunal Federal de Justicia Administrativa
Revista Núm. 50, Abril 2026

Aduanera, siempre que tal venta se efectúe antes de 
transcurridos noventa días desde la fecha de impor-
tación. 

	Se entiende por precio unitario de venta, el precio 
a que se venda el mayor número de unidades en las 
ventas a personas que no estén vinculadas con los ven-
dedores de las mercancías, al primer nivel comercial, 
después de la importación, a que se efectúen dichas 
ventas. 

	Cuando se utilice el valor de precio unitario de ven-
ta, se restarán los conceptos previstos en el numeral 75 
de la Ley Aduanera.

	La expresión momento aproximado comprende un 
periodo no mayor de noventa días anteriores o poste-
riores a la importación de las mercancías sujetas a va-
loración.

	Valor reconstruido es el valor que resulta de la 
suma del costo o valor de los materiales y de la fabri-
cación u otras operaciones efectuadas para producir 
las mercancías importadas, que se determina con base 
en la contabilidad comercial del productor, siempre que 
ésta se mantenga conforme a los principios de contabi-
lidad generalmente aceptados, aplicables en el país de 
producción; una cantidad global por concepto de bene-
ficios y gastos generales, igual a la que normalmente 
se adiciona tratándose de ventas de mercancías de la 
misma especie o clase que las mercancías sujetas a 
valoración, efectuadas por productores del país de ex-
portación en operaciones de exportación a territorio na-



244� Precedente
Segunda Sección

Tribunal Federal de Justicia Administrativa
Revista Núm. 50, Abril 2026

cional; y, los gastos de transportes, seguros y, gastos 
conexos en que se incurra con motivo del transporte de 
las mercancías.

	Cuando el valor de las mercancías importadas no 
pueda determinarse con arreglo a los citados méto-
dos, se determinará aplicando los métodos señalados, 
en orden sucesivo y por exclusión, con mayor flexi-
bilidad o conforme a criterios razonables y compatibles 
con los principios y disposiciones legales, sobre la base 
de los datos disponibles en territorio nacional o la docu-
mentación comprobatoria de las operaciones realizadas 
en territorio extranjero.

	Tratándose de vehículos usados, la base grava-
ble será la cantidad que resulte de aplicar al valor de 
un vehículo nuevo, de características equivalentes, del 
año modelo que corresponda al ejercicio fiscal en el que 
se efectúe la importación, una disminución del 30% por 
el primer año inmediato anterior, sumando una dismi-
nución del 10% por cada año subsecuente, sin que en 
ningún caso exceda del 80%.

Así, la Ley Aduanera es clara al establecer que, para 
determinar la base gravable del impuesto general de im-
portación, es factible considerar el valor de transacción 
de las mercancías importadas, el valor de transacción de 
mercancías idénticas, el valor de transacción de mercan-
cías similares, el valor de precio unitario de venta o, el 
valor reconstruido de las mercancías importadas.

En caso de no ser factible determinar el valor de con-
formidad con lo previsto en dichos métodos, estos pueden 
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ser aplicados con mayor flexibilidad o, conforme a crite-
rios razonables y compatibles con los principios y disposi-
ciones legales, sobre la base de los datos disponibles en 
territorio nacional o la documentación comprobatoria las 
operaciones realizadas en territorio extranjero.

Al respecto, el Pleno Jurisdiccional de este Tribunal se 
ha pronunciado en el sentido de que, para la determina-
ción de la base gravable en la importación de vehículos 
usados, la autoridad no tiene la obligación jurídica de ago-
tar previamente el método de valor de transacción o los 
métodos secundarios, por orden y exclusión, que estable-
cen los artículos 71, fracciones I, II, III y IV, 78 primer y se-
gundo párrafo, en tanto que puede aplicar directamente 
lo dispuesto por el artículo 78, último párrafo, de la 
Ley de la materia por tratarse de una norma jurídica 
especial.

Dicho criterio encuentra sustento en la jurisprudencia 
VIII-J-SS-129, emitida por dicho Órgano Colegiado, con-
sultable en la Revista de este Tribunal, Octava Época, Año 
V, Número 44, Marzo de 2020, página 7, que establece lo 
siguiente:

“MÉTODO DE VALORACIÓN TRATÁNDOSE DE LA 
IMPORTACIÓN DE VEHÍCULOS USADOS. EL AR-
TÍCULO 78, ÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA LEY ADUA-
NERA, QUE LO PREVÉ, CONSTITUYE UNA NORMA 
ESPECIAL Y PARA SU APLICACIÓN NO ES NECE-
SARIO AGOTAR PREVIAMENTE LOS MÉTODOS 
DEL ARTÍCULO 64, SEGUNDO PÁRRAFO, Y 71 DE 
LA PROPIA LEY.” [N.E. Se omite transcripción]
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Aunado a lo dispuesto en la Ley Aduanera, resulta da-
ble acudir al Artículo VII del Acuerdo General Sobre Aran-
celes Aduaneros y Comercio, al prever la forma en la que 
debe de ser establecido el valor en aduana; mismo que es 
del tenor siguiente:

[N.E. Se omite transcripción]

De dicho artículo se desprende:

	Que las partes contratantes reconocen la validez de 
los principios generales de valoración establecidos en 
ese artículo, y se comprometen a aplicarlos con respec-
to a todos los productos sujetos a derechos de aduana 
o a otras cargas o restricciones impuestas a la importa-
ción y a la exportación basados en el valor o fijados de 
algún modo en relación con éste. 

	El valor en aduana de las mercancías importadas 
deberá basarse en el valor real de la mercancía im-
portada a la que se aplique el derecho o de una mer-
cancía similar y no en el valor de una mercancía de 
origen nacional, ni en valores arbitrarios o ficticios.

	El valor real debería ser el precio al que, en tiempo 
y lugar determinados por la legislación del país impor-
tador, las mercancías importadas u otras similares 
son vendidas u ofrecidas para la venta en el curso 
de operaciones comerciales normales efectuadas 
en condiciones de libre competencia.

	Cuando sea imposible determinar el valor real de 
conformidad con lo antes dispuesto, el valor en aduana 
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debería basarse en el equivalente comprobable que 
se aproxime más a dicho valor. 

	En el valor en aduana de todo producto importado 
no debe computarse ningún impuesto interior apli-
cable en el país de origen o de exportación del cual 
haya sido exonerado el producto importado o cuyo 
importe haya sido o habrá de ser reembolsado. 

	Los criterios y los métodos para determinar el 
valor de los productos sujetos a derechos de aduana 
o a otras cargas o restricciones basados en el valor o 
fijados de algún modo en relación con éste, deberían 
ser constantes y dárseles suficiente publicidad para 
permitir a los comerciantes calcular, con un grado razo-
nable de exactitud, el valor en aduana.

De lo expuesto es claro que el valor en aduana de las 
mercancías importadas debe de basarse en el valor real 
de la mercancía importada a la que se aplique el derecho 
o de una mercancía similar; esto es, debe de ser el pre-
cio al que las mercancías importadas u otras simila-
res, son vendidas u ofrecidas para la venta en el curso 
de operaciones comerciales normales efectuadas en 
condiciones de libre competencia; y, en caso de que 
sea imposible determinar el valor real, el valor en aduana 
debe de basarse en el equivalente comprobable que se 
aproxime más a dicho valor.

Siendo importante considerar que, en el valor en aduana 
de todo producto importado no debe computarse ningún 
impuesto interior aplicable en el país de origen o de expor-
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tación del cual haya sido exonerado el producto importado 
o cuyo importe haya sido o habrá de ser reembolsado.

Asimismo, es válido atender a lo dispuesto en el Acuer-
do Relativo a la Aplicación del Artículo VII del Acuerdo Ge-
neral sobre Aranceles Aduaneros y Comercio de 1994, en 
cuya parte I establece las Normas de Valoración en Adua-
na, indicando, que, el valor en aduana será: el valor de 
transacción —artículo 1—, el valor de transacción de mer-
cancías idénticas —artículo 2—, el valor de transacción 
de mercancías similares —artículo 3—, precio unitario de 
venta —artículo 5—; o, valor reconstruido —artículo 6—.

Ahora, para entender el alcance del artículo 78, último 
párrafo de la Ley Aduanera, como procedimiento especial 
para determinar la base gravable en la determinación del 
impuesto general de importación, tratándose de la impor-
tación de vehículos usados, resulta trascendental trans-
cribir el contenido del artículo 7 del Acuerdo Relativo a la 
Aplicación del Artículo VII del Acuerdo General sobre Aran-
celes Aduaneros y Comercio de 1994, que prevé:

[N.E. Se omite transcripción]

De lo anterior se desprende que, si el valor en aduana 
de las mercancías importadas no puede determinarse con 
arreglo a lo dispuesto en los artículos 1 a 6 de dicho or-
denamiento, el valor se determinará según criterios razo-
nables, compatibles con los principios y las disposiciones 
generales de dicho Acuerdo y, del artículo VII del Acuerdo 
General, sobre la base de los datos disponibles en el país 
de importación; sin que sea factible que la determinación 
del valor en aduana se base en:
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	El precio de venta en el país de importación de mer-
cancías producidas en dicho país.

	Un sistema que prevea la aceptación, a efectos de 
valoración en aduana, del más alto de dos valores po-
sibles.

	El precio de mercancías en el mercado nacional del 
país exportador.

	Un costo de producción distinto de los valores re-
construidos que se hayan determinado para mercancías 
idénticas o similares de conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 6.

	El precio de mercancías vendidas para exportación 
a un país distinto del país de importación.

	Valores en aduana mínimos.

	Valores arbitrarios o ficticios.

Apoya lo anterior el precedente VIII-P-SS-192, emitido 
por el Pleno Jurisdiccional de este Tribunal, consultable en 
la Revista de este Tribunal, Octava Época, Año III, Número 
20, Marzo de 2018, página 82, de rubro y texto siguientes:

“IMPUESTO GENERAL DE IMPORTACIÓN.- EL ACUER-
DO RELATIVO A LA APLICACIÓN DEL ARTÍCULO VII 
DEL ACUERDO GENERAL SOBRE ARANCELES 
ADUANEROS Y COMERCIO EXTERIOR DE 1994 Y 
SUS NOTAS EXPLICATIVAS ES PÁRAMETRO VÁLI-
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DO PARA INTERPRETAR LA LEY ADUANERA.” [N.E. 
Se omite transcripción]

Por lo anterior, para la determinación de la base grava-
ble del impuesto general de importación, la autoridad debe 
estar a lo dispuesto en el Título Tercero “Contribuciones, 
cuotas compensatorias y, demás regulaciones y restric-
ciones no arancelarias al comercio exterior”, Capítulo III 
“Base Gravable”, Sección Primera “Del impuesto gene-
ral de importación” de la Ley Aduanera, el Artículo VII del 
Acuerdo General Sobre Aranceles Aduaneros y Comercio 
y, el artículo 7 del Acuerdo Relativo a la Aplicación del Ar-
tículo VII del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros 
y Comercio de 1994; conforme a los cuales, puede acudir 
a uno de los métodos de valoración a los que se refiere 
el artículo 71 de la Ley Aduanera, aplicándolos en orden 
sucesivo y, por exclusión, pudiendo invertir a elección del 
importador los métodos de valor de precio unitario de ven-
ta y valor reconstruido de las mercancías importadas; o, 
aplicar directamente lo dispuesto en el último párrafo del 
numeral 78 de dicha Ley.

Ahora, en caso de que la autoridad proceda conforme al 
último párrafo del numeral 78 de la Ley Aduanera, el valor 
en aduana debe basarse en el valor real de la mercan-
cía importada a la que se aplique el derecho o de una 
mercancía similar y no en el valor de una mercancía de 
origen nacional, ni en valores arbitrarios o ficticios.

Esto es, la autoridad debe de considerar el precio al 
que las mercancías importadas u otras similares son ven-
didas u ofrecidas para la venta en el curso de operacio-
nes comerciales normales efectuadas en condiciones de 
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libre competencia o, de ser imposible lo anterior, el equi-
valente comprobable que se aproxime más a dicho valor; 
tomando en cuenta para ello las bases de datos dispo-
nibles en el país de importación siempre que utilice los 
métodos de valoración contenidos en los artículos 1 a 6 
del GATT (artículos 64 a 78, párrafos primero y segundo 
de la Ley Aduanera), con mayor flexibilidad.

Sin que el valor en aduana pueda basarse en:

1.	El precio de venta en el país de importación de mer-
cancías producidas en dicho país;

2.	Un sistema que prevea la aceptación, a efectos de 
valoración en aduana, del más alto de dos valores 
posibles;

3.	El precio de mercancías en el mercado nacional del 
país exportador;

4.	Un costo de producción distinto de los valores recons-
truidos que se hayan determinado para mercancías 
idénticas o similares de conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 6;

5.	El precio de mercancías vendidas para exportación a 
un país distinto del país de importación;

6.	Valores en aduana mínimos;

7.	Valores arbitrarios o ficticios.

[...]
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Ahora bien, la parte actora argumenta que es ilegal 
la resolución pues la autoridad aduanera determina el 
valor de la mercancía al haber consultado una página 
de internet que no constituye una base de datos disponi-
ble en el territorio nacional.

Al respecto, resulta necesario remitirnos al contenido de 
los artículos 1°, primer párrafo, de la Ley Aduanera, 5, se-
gundo párrafo del Código Fiscal de la Federación, 76 del 
Reglamento de la Ley Aduanera, 79, primer párrafo, 93, 
fracción VII y 210-A, primer párrafo del Código Federal de 
Procedimientos Civiles, preceptos en los que la autoridad 
se apoyó a efecto de determinar el valor en aduana del 
vehículo usado materia del presente asunto; mismos que 
son del tenor literal siguiente:

[N.E. Se omite transcripción]

Con relación al artículo 1° de la Ley Aduanera, se 
advierte que esa Ley, la de los impuestos generales de 
importación y exportación y las demás leyes y ordena-
mientos aplicables, regulan la entrada al territorio nacional 
y la salida del mismos (sic) de mercancías y de los medios 
en que se transportan o conducen, el despacho aduanero 
y los hechos o actos que deriven de éste o de dicha entra-
da o salida de mercancías y que el Código Fiscal de la 
Federación se aplicará supletoriamente a lo dispuesto 
en dicha Ley. 

Por su parte, el segundo párrafo del artículo 5° del 
Código Fiscal de la Federación, se observa que las otras 
disposiciones fiscales se interpretarán aplicando cualquier 
método de interpretación jurídica y a falta de norma fiscal 
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expresa, se aplicarán supletoriamente las disposiciones 
del derecho federal común cuando su aplicación no sea 
contraria a la naturaleza propia del derecho fiscal.

Asimismo, del artículo 76 del Reglamento de la Ley 
Aduanera, se observa que la autoridad aduanera podrá 
constatar los resultados del proceso industrial, tomar foto-
grafías, recabar diseños industriales, folletos; catálogos e 
informes a fin de determinar las características de la mer-
cancía sujeta a reconocimiento aduanero; asimismo, en 
cada diseño, fotografía, folleto o catálogo se asentarán los 
datos que sirvan para referirlo al pedimento o solicitud que 
corresponda, y se marcarán con precisión las mercancías 
afectadas. 

Además, señala que, en casos distintos al despacho 
aduanero, se estará a lo dispuesto por el Código Fis-
cal de la Federación o, supletoriamente, por el Código 
Federal de Procedimientos Civiles. 

En cuanto al artículo 79 del Código Federal de Pro-
cedimientos Civiles, se advierte que, para conocer la 
verdad, puede el juzgador valerse de cualquier persona, 
sea parte o tercero, y de cualquier cosa o documento, 
ya sea que pertenezca a las partes o a un tercero, sin 
más limitaciones que las de que las pruebas estén re-
conocidas por la ley y tengan relación inmediata con los 
hechos controvertidos. 

Respecto al artículo 93 del Código en comento, se 
desprende que la ley reconoce como medios de prueba, 
entre otros, las fotografías, escritos y notas taquigráficas, 
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y, en general, todos aquellos elementos aportados por 
los descubrimientos de la ciencia. 

Por último, el artículo 210-A, reconoce como prueba, 
la información generada o comunicada que conste en 
medios electrónicos, ópticos o en cualquier otra tecno-
logía. 

En ese orden de ideas, contrario a lo sostenido por la 
parte actora, la autoridad aduanera válidamente puede 
aplicar lo dispuesto en el Código Federal de Procedimien-
tos Civiles de manera supletoria, pues así lo contempla 
tanto la Ley Aduanera como el artículo 76 de su Regla-
mento; y por ende, utilizar como medios de prueba, en 
este caso como un elemento de convicción respecto del 
valor del vehículo materia del procedimiento que nos ocu-
pa, todos aquellos elementos aportados por los descubri-
mientos de la ciencia, como puede ser una página de 
internet. 

Lo anterior, toda vez que una página de internet es un 
documento o información electrónica capaz de contener 
texto, sonido, video, programas, enlaces, imágenes, entre 
otras cosas, adaptada para la llamada red mundial, (World 
Wide Web por sus siglas en inglés WWW) y que puede ser 
accedida mediante un navegador web. 

Luego entonces, la información aportada a través de la 
red mundial (páginas de internet) constituye una informa-
ción aportada como descubrimiento de la ciencia, pues a 
través de ella podemos obtener cierta información electró-
nica capaz de contener texto, sonido, video, programas, 
enlaces, imágenes y muchas otras cosas. 
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A efecto de robustecer lo anterior, resultan aplicables 
las siguientes tesis: 

“PÁGINAS WEB O ELECTRÓNICAS. SU CONTENIDO 
ES UN HECHO NOTORIO Y SUSCEPTIBLE DE SER 
VALORADO EN UNA DECISIÓN JUDICIAL.” [N.E. 
Se omite transcripción consultable en Registro digital 
2004949. Décima Época. Fuente: Seminario Judicial 
de la Federación y su Gaceta. Libro XXVI, Noviembre de 
2013, Tomo 2. pág. 1373. Tipo: Aislada. Materia(s): Ci-
vil, común.]

“INFORMACIÓN PROVENIENTE DE INTERNET. VA-
LOR PROBATORIO.” [N.E. Se omite transcripción 
consultable en Registro digital 186243. Novena Época. 
Fuente: Seminario Judicial de la Federación y su Gace-
ta. Tomo XVI, Agosto de 2002. pág. 1306. Tipo: Aislada. 
Materia(s): Civil.]

Ahora bien, en el caso que nos ocupa la página de inter-
net que utilizó la autoridad demandada para determinar el 
valor del vehículo embargado, es una base de datos que 
la propia concesionaria (Nissan) pone a disposición 
del público en general con la finalidad de venta; esto 
es, la concesionaria busca hacer llegar a los probables 
compradores la información necesaria para que éstos ten-
gan las herramientas necesarias para hacer una compra. 

Por tanto, si bien es legal que la autoridad demanda-
da haya realizado la valoración del vehículo embargado 
con base en los datos obtenidos de la página de internet 
“https.//www.nissan.com.mx/vehiculos/todos/altima.html”; 
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lo cierto es que omitió identificar si el vehículo utilizado 
como referencia:

	Es el precio de venta en el país de importación 
de mercancías producidas en otros países (distintos 
al de importación); o

	Es el precio de la mercancía que fue vendida para 
la exportación con destino a territorio nacional.

Lo anterior, ya que se debe recordar que existe prohi-
bición expresa de considerar un precio de venta en el país 
de importación de mercancías producidas en dicho país, o 
el precio de mercancía en el mercado nacional del país 
exportador, en ese tenor, al no constar que el valor deter-
minado por la autoridad no se trata de un valor arbitrario o 
ficticio, al no cumplir con las limitaciones que se despren-
de de la interpretación de las disposiciones internaciona-
les previamente analizadas, es que esta Segunda Sección 
estima ilegal el oficio liquidatorio.

Lo anterior encuentra sustento en que para que un de-
terminado valor obtenido por la autoridad pudiera conside-
rarse para determinar el valor en aduana de los vehículos 
usados importados, depende de que dichos precios estén 
libres de contribuciones de comercio exterior causadas por 
la importación a territorio nacional establecidos en el mer-
cado interno del país parte, ya que dichos elementos no 
pueden servir de sustento en atención a que de considerar 
esas contribuciones para determinar el valor en aduana 
del vehículo usado, se estaría dando un doble efecto a las 
contribuciones de comercio exterior, el primero como parte 
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integrante de la base gravable y el segundo al determinar 
la contribución omitida.

Por lo expuesto anteriormente, resulta infundado el ar-
gumento respecto a que no resulta idónea para la deter-
minación del valor del vehículo embargado una página de 
internet.

[…]

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en los 
artículos 49, 50, 51, fracción IV, 52, fracción IV, de la Ley 
Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, se 
resuelve:

RESOLUTIVOS

I.- Resultó inatendible la única causal de improce-
dencia planteada por la autoridad demandada, por lo que 
no se sobresee el juicio;

II.- La parte actora acreditó parcialmente los extremos 
de su acción, en consecuencia;

III.- SE DECLARA LA NULIDAD de la resolución im-
pugnada, la cual ha quedado precisada en el Resultando 
1º de este fallo, para los efectos expuestos en el Consi-
derando Octavo de la presente sentencia.

IV.- NOTIFÍQUESE.

Así lo resolvió la Segunda Sección de la Sala Superior 
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, de confor-
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midad con el artículo 11, fracción I, del Reglamento In-
terior del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 17 de julio 
de 2020, en sesión celebrada de manera presencial y 
transmitida por medios electrónicos al público en ge-
neral el 25 de febrero de 2026, por unanimidad de 4 vo-
tos a favor de los CC. Magistrados Doctora Magda Zulema 
Mosri Gutiérrez, Maestro Rafael Estrada Sámano, Rafael 
Anzures Uribe, y Maestra Luz María Anaya Domínguez.

Fue Ponente en este asunto la Magistrada Maestra 
Luz María Anaya Domínguez, cuya ponencia fue aproba-
da en sus términos.

Se elaboró el presente engrose el día 05 de marzo de 
2026 y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 
55, fracción III, y 57, fracción III, de la Ley Orgánica del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa; firman la Ma-
gistrada Ponente y Presidenta de la Segunda Sección de 
la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Adminis-
trativa Luz María Anaya Domínguez, ante el Licenciado 
Aldo Gómez Garduño Secretario Adjunto de Acuerdos de 
la Segunda Sección, quien autoriza y da fe.
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LEY ADUANERA

IX-P-2aS-655

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO EN MATERIA 
ADUANERA. NO ES NECESARIA LA CIRCUNSTAN-
CIACIÓN DE LA FECHA DE EXPEDICIÓN DEL OFICIO 
U ORDEN DE VERIFICACIÓN SI INICIÓ CON MOTIVO 
DEL RECONOCIMIENTO ADUANERO.- De conformidad 
con el artículo 150 de la Ley Aduanera el procedimiento 
puede iniciar con motivo del reconocimiento aduanero, la 
verificación de mercancías en transporte o por el ejercicio 
de las facultades de comprobación. De ahí que, en la te-
sis de jurisprudencia 2a./J. 123/2013 (10a.) fue precisado 
que si el procedimiento inició con motivo del reconocimien-
to aduanero, entonces, la validez del acta con la cual inicia 
no está condicionada a que se asiente el nombre de quien 
activó el mecanismo de selección automatizado ni el pro-
cedimiento empleado para impulsarlo y su resultado. En 
consecuencia, solo los procedimientos iniciados con mo-
tivo de una visita domiciliaria o verificación de mercancías 
en transporte o vehículos fuera de la Aduana deben ser 
precedidos por una orden. Por tal motivo, la tesis de juris-
prudencia 2a./J. 62/2006 no debe aplicarse en el sentido 
de que la validez de todos los procedimientos administrati-
vos en materia aduanera está condicionada a la existencia 
de un oficio u orden de verificación, porque en su ejecu-
toria fue referido expresamente que “Tampoco obsta para 
estimar la existencia de la contradicción de criterios, el que 
uno de los Tribunales Colegiados de Circuito haya parti-
do en sus razones de la existencia o no de la orden de 
verificación, y que el otro no haya tenido en cuenta tal cir-
cunstancia […] en el asunto de la identificación del verifi-
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cador aduanero cuando no existe la orden de verificación. 
En todo caso, la materia de la contradicción no tomará en 
consideración este aspecto”.

PRECEDENTES:

IX-P-2aS-122
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1430/21-02-01-
6/1023/22-S2-07-03.- Resuelto por la Segunda Sección 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Ad-
ministrativa, en sesión de 22 de septiembre de 2022, por 
unanimidad de 5 votos a favor.- Magistrada Ponente: Mag-
da Zulema Mosri Gutiérrez.- Secretario: Lic. Juan Carlos 
Perea Rodríguez.
(Tesis aprobada en sesión de 6 de octubre de 2022)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año I. No. 12. Diciembre 2022. p. 451

IX-P-2aS-162
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 278/21-02-01-
6/1022/22-S2-10-03.- Resuelto por la Segunda Sección de 
la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Adminis-
trativa, en sesión de 16 de febrero de 2023, por unanimi-
dad de 5 votos a favor.- Magistrado Ponente: Carlos Mena 
Adame.- Secretaria: Lic. Rosalía Álvarez Salazar.
(Tesis aprobada en sesión de 16 de febrero de 2023)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año II. No. 15. Marzo 2023. p. 199

REITERACIÓN QUE SE PUBLICA:

IX-P-2aS-655
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 2764/24-02-01-5/ 
994/25-S2-06-01.- Resuelto por la Segunda Sección de la 
Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Administra-
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tiva, en sesión de 25 de febrero de 2026, por unanimidad 
de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Luz María Anaya 
Domínguez.- Secretaria: Lic. Lilia López García.
(Tesis aprobada en sesión de 25 de febrero de 2026)
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REGLAMENTO INTERIOR DEL TRIBUNAL 
FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA 

IX-P-2aS-656

CONFLICTO DE COMPETENCIA POR RAZÓN DE MA-
TERIA. LAS SALAS ESPECIALIZADAS EN MATERIA 
AMBIENTAL Y DE REGULACIÓN, SON INCOMPE-
TENTES PARA CONOCER DE LOS JUICIOS CONTRA 
RESOLUCIONES RELATIVAS AL CUMPLIMIENTO DE 
OBLIGACIONES EN MATERIA DE CONCESIONES MI-
NERAS.- De conformidad con el artículo 50, fracción III 
del Reglamento Interior del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, las Salas Especializadas en Materia Am-
biental y de Regulación, son competentes para conocer de 
las resoluciones, actos administrativos y procedimientos 
previstos en las fracciones I, IV, XII, XIII, XV y último pá-
rrafo del artículo 3 de la Ley Orgánica del Tribunal Federal 
de Justicia Administrativa, cuando dichas resoluciones es-
tén directamente relacionadas con las materias que sean 
competencia de los Órganos Reguladores de la Actividad 
del Estado, o bien, emitidos con fundamento en las leyes 
ambientales y demás ordenamientos que regulen la mate-
ria de Protección al Medio Ambiente, o que tengan alguna 
injerencia en la citada materia, con excepción de resolu-
ciones definitivas, actos administrativos y procedimientos 
emitidos por la Comisión Nacional del Agua o sus unida-
des administrativas, en cuyos casos será competente la 
Sala Regional correspondiente. Ahora bien, conforme al 
Artículo Décimo Transitorio del Decreto por el que se refor-
man, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley 
Minera, de la Ley de Aguas Nacionales, de la Ley General 
del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente y de la 
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Ley General para la Prevención y Gestión Integral de los 
Residuos, en materia de concesiones para minería y agua, 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 08 de 
mayo de 2023, los titulares de concesiones mineras están 
obligados a presentar dentro de los 365 días siguientes a 
la entrada en vigor del Decreto, lo siguiente: 1) el vehículo 
financiero a que se refiere la Ley de Minería, que garantice 
los posibles daños que se generen durante la ejecución de 
las actividades mineras y 2) la autorización de la Secreta-
ría de Medio Ambiente y Recursos Naturales el Programa 
de Restauración, Cierre y Post-cierre de Minas, esto en 
términos del artículo 22, fracción XX de la Ley de Minería. 
Bajo ese contexto, si en juicio contencioso administrativo 
se combate un oficio por el que la Dirección General de 
Desarrollo Minero de la Secretaría de Economía, toma co-
nocimiento de que el titular de la concesión minera pre-
sentó el Programa de Restauración, Cierre y Post-cierre 
de Mina, ante la Secretaría del Medio Ambiente y Recur-
sos Naturales; es evidente que el acto impugnado no tiene 
injerencia en la materia ecológica, ya que no se está de-
terminando algún incumplimiento o transgresión a la Ley 
General de Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente, 
sino que tal Dirección únicamente se hace sabedora de la 
presentación del programa en comento ante la autoridad 
ambiental. De ahí que sea la Sala Ordinaria ante quien se 
presentó la demanda, quien dentro de sus facultades autó-
nomas puede decidir sobre la procedencia, improcedencia 
o el tratamiento especial que deba darse a la demanda.

PRECEDENTE:

IX-P-2aS-550
Conflicto de Competencia por Razón de Materia tramitado 
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mediante el Sistema de Justicia en Línea Versión 2.0 Núm. 
0768-2024-02-E-09-02-03-02-L-CC-0239-2024.- Resuelto 
por la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa, en sesión de 31 de 
marzo de 2025, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magis-
trado Ponente: Carlos Mena Adame.- Secretario: Lic. Rey 
David Soriano Arrieta.
(Tesis aprobada en sesión de 12 de junio de 2025)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año IV. No. 43. Agosto 2025. p. 183

REITERACIÓN QUE SE PUBLICA:

IX-P-2aS-656
Conflicto de Competencia por Razón de Materia tramitado 
mediante el Sistema de Justicia en Línea Versión 2.0 Núm. 
0091-2025-02-E-09-02-03-03-L-CC-0322-2025.- Resuelto 
por la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Fe-
deral de Justicia Administrativa, en sesión de 25 de febrero 
de 2026, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado 
Ponente: Carlos Mena Adame.- Magistrado encargado del 
engrose: Rafael Estrada Sámano.- Secretaria: Lic. Guada-
lupe Primo Tomé.
(Tesis aprobada en sesión de 25 de febrero de 2026)
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LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

IX-P-2aS-657

ACLARACIÓN DE SENTENCIA.- RESULTA IMPROCE-
DENTE CUANDO SE HACE VALER EN RELACIÓN CON 
UNA SENTENCIA INTERLOCUTORIA.- De conformidad 
con lo establecido por el artículo 54 de la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo, la parte que 
estime contradictoria, ambigua u obscura una sentencia 
definitiva dictada por el Tribunal Federal de Justicia Admi-
nistrativa, podrá promover la aclaración de sentencia por 
una sola ocasión dentro de los diez días siguientes a aquel 
en que haya surtido sus efectos la notificación de la sen-
tencia definitiva dictada. En ese sentido, si alguna de las 
partes promueve la instancia de aclaración de sentencia 
respecto de una sentencia interlocutoria, la misma se de-
berá declarar improcedente, en razón de que la instancia 
de aclaración de sentencia, sólo se puede promover en 
contra de sentencias definitivas dictadas por el Tribunal.

PRECEDENTE:

IX-P-2aS-313
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 0042-2022-02-C- 
13-01-03-02-L-CC-0055-2023.- Resuelto por la Segunda 
Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Jus-
ticia Administrativa, en sesión de 15 de febrero de 2024, 
por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrada Ponen-
te: Luz María Anaya Domínguez.- Secretaria: Lic. Patricia 
Vázquez Salazar.
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(Tesis aprobada en sesión de 15 de febrero de 2024)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año III. No. 27. Marzo 2024. p. 436

REITERACIÓN QUE SE PUBLICA:

IX-P-2aS-657
Aclaración de Sentencia en el Juicio Contencioso Admi-
nistrativo tramitada mediante el Sistema de Justicia en 
Línea Versión 2.0. Núm. 0089-2024-02-C-13-01-02-02-L-
RE-0045-2025.- Resuelta por la Segunda Sección de la 
Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Administra-
tiva, en sesión de 5 de marzo de 2026, por unanimidad 
de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Luz María Anaya 
Domínguez.- Secretaria: Lic. Tania Monroy Caudillo.
(Tesis aprobada en sesión de 5 de marzo de 2026)
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CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 

IX-P-2aS-658

FIRMA ELECTRÓNICA AVANZADA. SE CONSIDERA 
QUE EL ACTO DE AUTORIDAD LA CONTIENE CUAN-
DO SE INDICA EXPRESAMENTE DICHA CIRCUNS-
TANCIA EN EL PROPIO ACTO.- Conforme a lo dispuesto 
por el artículo 38, fracciones I y V, del Código Fiscal de 
la Federación, los actos administrativos deberán constar 
por escrito en documento impreso o digital y contener, en-
tre otros requisitos, la firma del funcionario competente, 
precisando que en el caso de las resoluciones que cons-
ten en documentos digitales, deberán contar con la firma 
electrónica avanzada del funcionario que la emitió, que 
tendrá el mismo valor que la firma autógrafa. Asimismo, 
los artículos 17-D, 17-F y 17-G, del Código Fiscal de la 
Federación, establecen que la firma electrónica avanzada 
contenida en documentos digitales, deberá contar con un 
certificado vigente que confirma el vínculo entre el firmante 
y los datos de creación derivados de la firma electrónica 
avanzada, razón por la cual, la firma digital sustituye a la 
firma autógrafa y garantiza la integridad del documento al 
generar los mismos efectos que la firma autógrafa; exis-
tiendo posibilidad de verificar la integridad y autoría del 
documento impreso que contiene el sello resultado de la 
firma digital, conforme a los medios que al efecto establez-
ca el Servicio de Administración Tributaria. En esa tesitura, 
si en el propio acto o resolución se indica expresamen-
te que fue firmado mediante el uso de e.firma amparada 
con certificado vigente, con ello, se desvirtúa la negativa 
formulada por parte de la actora y no se le deja en esta-
do de incertidumbre respecto a si dicho acto cumple o no 
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con tal requisito. Sin que sea necesario que en el acta de 
notificación relacionada con el acto de autoridad, se haga 
mención respecto a que fue emitido y entregado con firma 
electrónica avanzada amparada por un certificado digital 
vigente, pues dicho requisito no se encuentra previsto en 
las disposiciones que regulan las notificaciones; máxime 
que, atendiendo a los requisitos de uso de la firma electró-
nica avanzada, si el certificado no estuviera vigente al mo-
mento en que se utiliza para generar la firma electrónica, 
sería imposible la impresión de la misma en el documento; 
tal como se desprende del artículo 17-G, fracción V del 
Código Fiscal de la Federación.

PRECEDENTES:

IX-P-2aS-498
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 2461/22-01-01-
5/1355/24-S2-10-04.- Resuelto por la Segunda Sección 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Admi-
nistrativa, en sesión de 28 de noviembre de 2024, por una-
nimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Carlos 
Mena Adame.- Secretario: Lic. Heber Aram García Piña.
(Tesis aprobada en sesión de 6 de febrero de 2025)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año IV. No. 39. Marzo 2025. p. 118

IX-P-2aS-535
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 13990/22-17-12-
2/94/25-S2-10-04.- Resuelto por la Segunda Sección de la 
Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Administrati-
va, en sesión de 23 de abril de 2025, por unanimidad de 4 
votos a favor.- Magistrado Ponente: Carlos Mena Adame.- 
Secretario: Lic. Heber Aram García Piña.
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(Tesis aprobada en sesión de 23 de abril de 2025)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año IV. No. 42. Junio-Julio 2025. p. 
586

IX-P-2aS-580
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 3583/24-07-03-
7/315/25-S2-06-04.- Resuelto por la Segunda Sección de 
la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Adminis-
trativa, en sesión de 21 de agosto de 2025, por unanimi-
dad de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: Luz María 
Anaya Domínguez.- Secretaria: Mtra. Sofía Azucena de 
Jesús Romero Ixta.
(Tesis aprobada en sesión de 21 de agosto de 2025)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año IV. No. 45. Octubre 2025. p. 226

IX-P-2aS-597
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 684/21-16-01-
4/318/25-S2-10-04.- Resuelto por la Segunda Sección de 
la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Adminis-
trativa, en sesión de 28 de agosto de 2025, por unanimi-
dad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Carlos Mena 
Adame.- Secretario: Lic. Alfonso Johnas Ham González.
(Tesis aprobada en sesión de 28 de agosto de 2025)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año IV. No. 46. Noviembre 2025. p. 121

REITERACIÓN QUE SE PUBLICA:

IX-P-2aS-658
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 20491/24-17-02-
9/1542/25-S2-07-03.- Resuelto por la Segunda Sección de 
la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Adminis-
trativa, en sesión de 11 de marzo de 2026, por unanimidad 
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de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: Rafael Anzures 
Uribe.- Secretaria: Lic. María Angélica Padilla Bañuelos.
(Tesis aprobada en sesión de 11 de marzo de 2026)
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SEGUNDA SALA REGIONAL 
EN EL ESTADO DE MÉXICO I

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 

IX-CASR-2EMI-1

FICHA DE TRÁMITE 296/CFF, PREVISTA EN EL ANE-
XO 1-A DE LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL 
PARA EL EJERCICIO DOS MIL VEINTICINCO, PUBLI-
CADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
EL TRECE DE ENERO DE DOS MIL VEINTICINCO. EX-
CEDE EL MARCO NORMATIVO ESTABLECIDO POR 
LOS ARTÍCULOS 12 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FE-
DERACIÓN Y 7 DE SU REGLAMENTO.- De los precep-
tos legales aludidos, se observan las reglas para efectuar 
el cómputo de los plazos establecidos en ley y otorgados 
por la autoridad fiscal en la realización de sus funciones. 
Asimismo, se advierte que el horario de recepción de do-
cumentos en la oficialía de partes de las unidades admi-
nistrativas del Servicio de Administración Tributaria, será 
el que para tales efectos se establezca en las reglas de 
carácter general que emita dicho órgano desconcentrado 
y en tratándose de documentación cuya presentación se 
deba realizar dentro de un plazo legal, se considerarán 
hábiles las veinticuatro horas correspondientes al día del 
vencimiento, por lo que para efectos del buzón tributario, 
el horario de recepción será de las 00:00 a las 23:59 ho-
ras. Bajo este orden de ideas, la ficha de trámite 296/CFF, 
prevista en el Anexo 1-A de la Resolución Miscelánea Fis-
cal para el ejercicio dos mil veinticinco, publicada en el 
Diario Oficial de la Federación el trece de enero de dos mil 
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veinticinco, resulta contraria a lo dispuesto en los precep-
tos legales referidos, al introducir una restricción adicional 
no prevista en el Código Fiscal de la Federación, ni en 
su reglamento, al limitar los horarios para la presentación 
de la aclaración y diferir sus efectos jurídicos al día hábil 
siguiente, cuando no se presenta dentro de los horarios 
señalados, lo que implica una afectación en la oportunidad 
procesal del contribuyente y genera un análisis de extem-
poraneidad basado en una disposición administrativa de 
carácter secundario, que excede el marco normativo esta-
blecido por normas de mayor jerarquía. En consecuencia, 
la determinación de la autoridad fiscal en cuanto a consi-
derar extemporánea la aclaración presentada por el contri-
buyente, con sustento exclusivo en los horarios previstos 
en la ficha de trámite 296/CFF, carece de sustento legal, 
al apoyarse en una disposición administrativa que va más 
allá de lo previsto en el artículo 12 del Código Fiscal de la 
Federación y 7 de su Reglamento, vulnerando con ello los 
principios de legalidad y seguridad jurídica que deben regir 
la actuación de la autoridad administrativa.

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1767/25-11-02-8-
OT.- Resuelto por la Segunda Sala Regional en el Estado 
de México I del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, 
el 26 de enero de 2026, por unanimidad de votos.- Magis-
trado Instructor: Rubén Ángeles Enríquez.- Secretario: Lic. 
José Enrique Gómez Villalva.
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SALA ESPECIALIZADA EN MATERIA DE 
PROPIEDAD INTELECTUAL

LEY DE LA PROPIEDAD INDUSTRIAL 

IX-CASE-PI-17

NULIDAD DE REGISTRO MARCARIO. NO SE CONFI-
GURA CUANDO EL VICIO ALEGADO DERIVA DE UNA 
APRECIACIÓN DE LA AUTORIDAD REGISTRAL Y NO 
DE UNA CONTRAVENCIÓN A LA LEY.- La causal de 
nulidad prevista en el artículo 151, fracción I, de la Ley 
de la Propiedad Industrial exige la actualización de una 
contravención a la legislación aplicable al momento de 
otorgarse el registro. Por ello, dicha causal no se confi-
gura cuando el vicio alegado deriva exclusivamente de 
una valoración efectuada por la autoridad registral, que 
al conceder el registro consideró suficientemente especí-
fica la descripción de los productos o servicios, conforme 
al principio de especialidad, en términos de los artículos 
93 de la Ley de la Propiedad Industrial y 57 y 59 de su 
Reglamento. En estos supuestos, la acción de nulidad 
no puede utilizarse como un medio para reexaminar cri-
terios administrativos previos ni para corregir omisiones 
atribuibles a la propia autoridad, pues ello implicaría una 
mera discrepancia interpretativa ajena al supuesto legal 
de nulidad, en perjuicio de la seguridad jurídica del titular 
del registro. 

Juicio Contencioso Administrativo Núm. 1681/25-EPI-
01-1.- Resuelto por la Sala Especializada en Materia de 
Propiedad Intelectual del Tribunal Federal de Justicia Ad-
ministrativa, el 30 de enero de 2026, por unanimidad de 
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votos.- Magistrado Instructor: Héctor Francisco Fernán-
dez Cruz.- Secretaria: Lic. Berenice Hernández Deleyja.
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TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
PLENO JURISDICCIONAL DE LA SALA SUPERIOR
ACUERDO G/04/26

SE FIJA LA JURISPRUDENCIA N° IX-J-SS-160

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 77 de 
la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrati-
vo y 17, fracción II, de la Ley Orgánica del Tribunal Federal 
de Justicia Administrativa, al haberse resuelto la contra-
dicción de sentencias 18316/24-17-04-7/YOTRO/766/25- 
PL-04-01, el 11 de febrero de 2026, por unanimidad de 10 
votos a favor, se fija la jurisprudencia N° IX-J-SS-160, bajo 
el siguiente rubro y texto:

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDE-
RAL. EL PLAZO DE TREINTA DÍAS CON EL QUE 
CUENTA UN AGENTE DE LA EXTINTA POLICÍA FE-
DERAL PARA COMBATIR LA BAJA O DESTITUCIÓN 
SE COMPUTA A PARTIR DE QUE SE RESIENTEN 
LOS EFECTOS, CON INDEPENDENCIA DE LA NOTI-
FICACIÓN. Cuando un agente de la extinta Policía Fe-
deral, acude al juicio contencioso administrativo federal, 
a demandar la nulidad de esa determinación, aduciendo 
que no le fue notificada la resolución correspondiente, 
pero de sus argumentos se advierte que han trans-
currido los treinta días establecidos en el artículo 13, 
fracción I, inciso a) de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo, a partir de que resintió los 
efectos de la destitución o la baja se actualiza la causa 
de improcedencia por consentimiento, establecida en 
el artículo 8, fracción IV, de la Ley Federal de Proce-
dimiento Contencioso Administrativo, ello en virtud de 
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que no resulta trascendente la fecha de la resolución de 
destitución o baja, ni su notificación y menos aún si se 
satisficieron las formalidades correspondientes en uno 
y otro casos, en tanto que la actualización de la causa 
de improcedencia aludida no está sujeta única y exclu-
sivamente al hecho de que se lleve a cabo el cómputo 
del plazo de treinta días hábiles para la presentación de 
la demanda a partir de una fecha cierta, sino que puede 
surgir además de la conformidad manifiesta derivada 
del resentimiento de los efectos y consecuencias de la 
ejecución de la resolución de destitución o baja, como lo 
son el dejar de percibir emolumentos y prestar servicios 
en la extinta Policía Federal.

Así lo acordó el Pleno Jurisdiccional de la Sala Superior 
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, por una-
nimidad de votos, en sesión ordinaria celebrada el once 
de febrero de dos mil veintiséis, ordenándose su publica-
ción en la Revista de este Órgano Jurisdiccional.- Firman 
el Magistrado José Ramón Amieva Gálvez, Presidente del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa y la Licenciada 
Abigail Calderón Rojas, Secretaria General de Acuerdos, 
quien da fe.
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TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
PLENO JURISDICCIONAL DE LA SALA SUPERIOR
ACUERDO G/05/26

SE FIJA LA JURISPRUDENCIA N° IX-J-SS-161

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 77 de la 
Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo 
y 17, fracción II, de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa, al haberse resuelto la contradicción 
de sentencias 735/23-20-01-8/YOTRO/457/25-PL-01-01, 
el 18 de febrero de 2026, por mayoría de 8 votos a favor y 
2 votos en contra, se fija la jurisprudencia N° IX-J-SS-161, 
bajo el siguiente rubro y texto:

INMOVILIZACIÓN DE CUENTAS BANCARIAS. EX-
CEDER EL PLAZO DE TRES DÍAS PARA NOTIFICAR 
LA INMOVILIZACIÓN DE CUENTAS AL CONTRIBU-
YENTE PREVISTO EN EL CUARTO PÁRRAFO DEL 
ARTÍCULO 156-BIS DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN NO CONSTITUYE UNA ILEGALIDAD. 
El artículo 156-Bis del Código Fiscal de la Federación 
regula el procedimiento de inmovilización de depósitos 
bancarios, seguros o cualquier otro depósito a nombre 
del contribuyente, con la finalidad de garantizar el in-
terés fiscal respecto de créditos firmes o impugnados 
no garantizados. El cuarto párrafo de dicho precep-
to establece que, una vez ejecutada la inmovilización, 
las entidades financieras deben informar a la autoridad 
fiscal en un plazo de tres días, y esta notificar al con-
tribuyente en igual término. No obstante, el legislador 
no previó sanción alguna ante el retraso del segundo 
término mencionado, por lo que se trata de una norma 
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imperfecta, cuyo incumplimiento no genera nulidad 
ni implica violación a derechos fundamentales. El pro-
cedimiento previsto en los artículos 156-Bis y 156-Ter 
forma parte de la facultad económico-coactiva del Es-
tado, de naturaleza sumarísima, orientada al cobro de 
créditos fiscales firmes; sin que ello viole la garantía de 
audiencia previa consagrada en el artículo 14 Constitu-
cional, o que esto deje en estado de indefensión al go-
bernado, ya que puede impugnar la medida a través del 
mecanismo de defensa aplicable. En consecuencia, el 
exceder los tres días para notificar al contribuyente de 
la inmovilización no produce ilegalidad ni le causa per-
juicio alguno, al no existir consecuencia jurídica prevista 
en la ley para dicho supuesto.

Así lo acordó el Pleno Jurisdiccional de la Sala Superior 
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, por mayo-
ría de votos, en sesión ordinaria celebrada el dieciocho 
de febrero de dos mil veintiséis, ordenándose su publica-
ción en la Revista de este Órgano Jurisdiccional.- Firman 
el Magistrado José Ramón Amieva Gálvez, Presidente del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa y la Licenciada 
Abigail Calderón Rojas, Secretaria General de Acuerdos, 
quien da fe.



Acuerdo� 281
Pleno

Tribunal Federal de Justicia Administrativa
Revista Núm. 50, Abril 2026

TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
PLENO JURISDICCIONAL DE LA SALA SUPERIOR
ACUERDO G/06/26

SE FIJA LA JURISPRUDENCIA N° IX-J-SS-162

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 75 y 
76 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Admi-
nistrativo y 17, fracción I, de la Ley Orgánica del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa, al haberse resuelto en 
el mismo sentido los juicios contencioso administrativos 
1355/22-09-01-4/160/24-PL-10-04, por unanimidad de 
8 votos a favor; 1356/22-09-01-9/1375/24-PL-10-04, por 
mayoría de 7 votos a favor y 2 votos con los puntos reso-
lutivos; y 1353/22-09-01-5/1912/23-PL-10-04, por mayoría 
de 7 votos a favor, 1 voto con los puntos resolutivos y 1 
voto en contra; se fija la jurisprudencia N° IX-J-SS-162, 
bajo el siguiente rubro y texto:

LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN AL CONSUMI-
DOR. LA NORMA OFICIAL MEXICANA “NOM-247-
SE-2021” PRÁCTICAS COMERCIALES-REQUISITOS 
DE LA INFORMACIÓN COMERCIAL Y LA PUBLICI-
DAD DE BIENES INMUEBLES DESTINADOS A CASA 
HABITACIÓN Y ELEMENTOS MÍNIMOS QUE DEBEN 
CONTENER LOS CONTRATOS RELACIONADOS, 
NO TRANSGREDE EL CONTENIDO DEL ARTÍCULO 
73, DE LA REFERIDA LEY Y POR TANTO, RESPETA 
EL PRINCIPIO DE SUBORDINACIÓN JERÁRQUICA.- 
El artículo 73, de la Ley Federal de Protección al Con-
sumidor dispone que las operaciones relacionadas con 
bienes inmuebles sólo estarán sujetas a esa ley, cuan-
do los proveedores sean fraccionadores, constructores, 
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promotores y demás personas que intervengan en la 
asesoría y venta al público de viviendas destinadas a 
casa habitación y por tanto, los contratos relacionados 
deberán registrarse ante la Procuraduría Federal de 
Protección al Consumidor. A su vez, la Norma Oficial 
Mexicana NOM-247-SE-2021, regula, entre otras hipó-
tesis, lo que debe contener el contrato de adhesión de 
compraventa de terrenos destinados a casa habitación 
y será aplicable para los fraccionadores, constructores, 
promotores y demás personas que intervengan en ase-
soría y venta al público de viviendas destinadas a casa 
habitación. En tal sentido, la Norma Oficial Mexicana 
mencionada, no contraviene el principio de subordina-
ción jerárquica, en virtud de que deriva de una cláusula 
habilitante conforme a la cual, su objeto de regulación 
son los contratos de adhesión de compraventa de bie-
nes inmuebles en sentido amplio, abarcando tanto 
como suelo/tierra (terreno) y construcciones (vivien-
das), además que no modificó o alteró el contenido del 
referido precepto legal, sino que simplemente estable-
ció las reglas, especificaciones, atributos y característi-
cas aplicables de los contratos de adhesión respecto de 
operaciones que impliquen la enajenación de los bienes 
inmuebles, llevadas a cabo por personas que se dedi-
quen a la enajenación de viviendas destinadas a la casa 
habitación.

Así lo acordó el Pleno Jurisdiccional de la Sala Superior 
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, por mayo-
ría de nueve votos a favor y un voto en contra del Magistra-
do Carlos Chaurand Arzate, en sesión ordinaria celebrada 
el cuatro de marzo de dos mil veintiséis, ordenándose su 
publicación en la Revista de este Órgano Jurisdiccional.- 
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Firman el Magistrado Doctor José Ramón Amieva Gálvez, 
Presidente del Tribunal Federal de Justicia Administrativa 
y la Licenciada Julia Arredondo Hernández, Secretaria Ge-
neral de Acuerdos, quien da fe.
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TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
PLENO JURISDICCIONAL DE LA SALA SUPERIOR
ACUERDO G/07/26

SE FIJA LA JURISPRUDENCIA N° IX-J-SS-163

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 75 y 
76 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Admi-
nistrativo y 17, fracción I, de la Ley Orgánica del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa, al haberse resuelto en 
el mismo sentido los juicios contencioso administrativos 
20/17-17-ERF-01-2/880/18-PL-05-04, por unanimidad de 
10 votos a favor; 23/21-ERF-01-5/1637/21-PL-02-04, por 
unanimidad de 11 votos a favor; y 73/22-ERF-01-6/31/24-
PL-04-04, por unanimidad de 8 votos a favor; se fija la juris-
prudencia N° IX-J-SS-163, bajo el siguiente rubro y texto:

JUICIO DE RESOLUCIÓN EXCLUSIVA DE FONDO. 
LOS CONCEPTOS DE IMPUGNACIÓN ADUCIDOS 
EN CONTRA DE LAS ACTUALIZACIONES Y ACCE-
SORIOS DE LAS CONTRIBUCIONES OMITIDAS, DE-
BEN TENERSE POR NO FORMULADOS.- Del análisis 
a los artículos 58-16, 58-17 y 58-19 de la Ley Federal 
de Procedimiento Contencioso Administrativo se des-
prende que el Juicio de Resolución Exclusiva de Fondo 
puede promoverse únicamente a petición del actor en 
contra de resoluciones definitivas derivadas de faculta-
des de comprobación en materia fiscal, y siempre que 
la cuantía del negocio exceda el equivalente a doscien-
tas veces la Unidad de Medida y Actualización; además 
que, por la naturaleza de dicho juicio, el actor debe hacer 
valer conceptos de impugnación que tengan por objeto 
resolver exclusivamente el fondo de la controversia que 
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plantea; entendiéndose con ello, que sus argumentos 
deben referirse al sujeto, objeto, base, tasa o tarifa de 
las obligaciones revisadas. Bajo esas consideraciones, 
en los casos en que en el juicio de resolución exclusiva 
de fondo se formulen agravios a través de los cuales el 
actor plantee la ilegalidad de la actualización, recargos 
y multas derivados del crédito fiscal determinado, los 
mismos deben tenerse por no formulados y la Sala de 
conocimiento no debe considerarlos materia de estudio 
ni de resolución, al ser ajenos a la naturaleza del juicio 
que se trata.

Así lo acordó el Pleno Jurisdiccional de la Sala Superior 
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, por unani-
midad de votos, en sesión ordinaria celebrada el cuatro de 
marzo de dos mil veintiséis, ordenándose su publicación 
en la Revista de este Órgano Jurisdiccional.- Firman el 
Magistrado Doctor José Ramón Amieva Gálvez, Presiden-
te del Tribunal Federal de Justicia Administrativa y la Li-
cenciada Julia Arredondo Hernández, Secretaria General 
de Acuerdos, quien da fe.
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TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
SALA SUPERIOR-SEGUNDA SECCIÓN.
ACUERDO G/S2/5/2026

SE FIJA LA JURISPRUDENCIA IX-J-2aS-99.

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 75 y 
76 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Admi-
nistrativo, 18, fracción VII, de la Ley Orgánica del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa y 76, fracción I, del Re-
glamento Interior de este Órgano Colegiado; y toda vez 
que se han resuelto en el mismo sentido cinco juicios con-
tencioso administrativos, se fija la jurisprudencia número 
IX-J-2aS-99, de la Segunda Sección de la Sala Superior 
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, bajo el si-
guiente rubro y texto:

LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIO-
SO ADMINISTRATIVO. MOMENTO A PARTIR DEL 
CUAL COMIENZA EL PLAZO CON QUE CUENTA LA 
AUTORIDAD DEMANDADA PARA EMITIR LA RE-
SOLUCIÓN EN CUMPLIMIENTO A LA SENTENCIA 
DICTADA EN EL JUICIO DE NULIDAD.- Al resolver 
la contradicción de tesis 286/2016, la Segunda Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación delimitó 
los conceptos de firmeza y ejecutividad de la sentencia, 
actualizándose el primero una vez que se surta alguno 
de los supuestos del artículo 53 de la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo, es decir que 
la sentencia: a) no admitiera en su contra recurso o jui-
cio; b) admitiendo recurso o juicio, no fuere impugnada, 
o cuando, habiéndolo sido, el recurso o juicio de que 
se trate haya sido desechado o sobreseído o hubiere 
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resultado infundado; o c) sea consentida expresamente 
por las partes o sus representantes legítimos; mientras 
que será ejecutable la sentencia a partir del día siguien-
te a que surta efectos la notificación de la ejecutoria 
correspondiente por parte de este órgano jurisdiccional 
tratándose de la hipótesis prevista en el inciso b) antes 
aludido. Bajo ese contexto, de conformidad con lo dis-
puesto en el artículo 53 fracción II y último párrafo, en 
relación con el diverso numeral 52, segundo párrafo de 
la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Adminis-
trativo vigente a partir del 14 de junio de 2016, el plazo 
de cuatro meses con que cuenta la autoridad demanda-
da para dar cumplimiento a la sentencia definitiva que 
se dicte en el juicio contencioso administrativo cuando 
sea controvertida ante el Tribunal de Alzada a través del 
juicio de amparo, o bien, recurso de revisión fiscal, será 
a partir de que el fallo de mérito haya causado firmeza 
por haber sido desechado, sobreseído o resultado in-
fundado el medio de defensa legal y fuera ejecutable 
mediante la notificación que realice este Tribunal del 
acuerdo o ejecutoria correspondiente a la autoridad de-
mandada.

PRECEDENTES:

IX-P-2aS-489
Queja en el Juicio Contencioso Administrativo Núm. 
4961/19-06-02-7/768/23-S2-10-04-QC.- Resuelta por 
la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa, en sesión de 6 de 
noviembre de 2024, por unanimidad de 4 votos a favor.- 
Magistrado Ponente: Carlos Mena Adame.- Secretario: 
Lic. Oscar Fabela Guzmán.
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(Tesis aprobada en sesión de 23 de enero de 2025)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año IV. No. 38. Febrero 2025. p. 37

IX-P-2aS-609 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 787/24-09-01-
6/936/25-S2-06-04.- Resuelto por la Segunda Sección 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Ad-
ministrativa, en sesión de 13 de octubre de 2025, por 
unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: 
Luz María Anaya Domínguez.- Secretaria: Lic. Lilia 
López García. 
(Tesis aprobada en sesión de 13 de octubre de 2025) 
R.T.F.J.A. Novena Época. Año IV. No. 47. Diciembre 2025. 
p. 204

IX-P-2aS-620 
Juicio Contencioso Administrativo tramitado mediante 
el Sistema de Justicia en Línea Versión 2.0. Núm. 01 
25-2023-02-C-15-01-03-01-L-FA-0025-2024.- Resuelto 
por la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa, en sesión de 30 de 
octubre de 2025, por unanimidad de 4 votos a favor.- 
Magistrada Ponente: Luz María Anaya Domínguez.- 
Secretaria: Lic. Lilia López García. 
(Tesis aprobada en sesión de 30 de octubre de 2025) 
R.T.F.J.A. Novena Época. Año V. No. 48. Enero-Febrero 
2026. p. 392

IX-P-2aS-621 
Cumplimiento de Ejecutoria relativo a la Queja en el 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 9928/17-07- 
02-6/235/19-S2-09-04-AS-QC-QC-QC.- Resuelto por 
la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal 
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Federal de Justicia Administrativa, en sesión de 13 de 
noviembre de 2025, por unanimidad de 5 votos a favor.- 
Magistrada Ponente: Magda Zulema Mosri Gutiérrez.- 
Secretario: Lic. Galdino Orozco Parejas. 
(Tesis aprobada en sesión de 13 de noviembre de 2025)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año V. No. 48. Enero-Febrero 
2026. p. 392

IX-P-2aS-622 
Queja en el Juicio Contencioso Administrativo Núm. 
2713/17-17-09-3/AC3/232/21-S2-10-04-QC.- Resuelta 
por la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa, en sesión de 20 de 
noviembre de 2025, por unanimidad de 4 votos a favor.- 
Magistrado Ponente: Carlos Mena Adame.- Secretario: 
Lic. Rey David Soriano Arrieta. 
(Tesis aprobada en sesión de 20 de noviembre de 2025)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año V. No. 48. Enero-Febrero 
2026. p. 392

Así lo acordó la Segunda Sección de la Sala Superior 
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en la sesión 
pública ordinaria el nueve de abril de dos mil veintiséis.- 
Firman, la Magistrada Maestra Luz María Anaya Domín-
guez, Presidenta de la Segunda Sección y el Licenciado 
Aldo Gómez Garduño, Secretario Adjunto de Acuerdos de 
la Segunda Sección, quien da fe.
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TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
SALA SUPERIOR-SEGUNDA SECCIÓN.
ACUERDO G/S2/6/2026

SE FIJA LA JURISPRUDENCIA IX-J-2aS-100.

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 75 y 
76 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Admi-
nistrativo, 18, fracción VII, de la Ley Orgánica del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa y 76, fracción I, del Re-
glamento Interior de este Órgano Colegiado; y toda vez 
que se han resuelto en el mismo sentido cinco juicios con-
tencioso administrativos, se fija la jurisprudencia número 
IX-J-2aS-100, de la Segunda Sección de la Sala Superior 
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, bajo el si-
guiente rubro y texto:

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO CONTRA 
UNA RESOLUCIÓN EMITIDA EN CUMPLIMIENTO 
DE UNA SENTENCIA DE NULIDAD. EL ACTOR TIENE 
LA OPCIÓN DE INTERPONER UN NUEVO JUICIO O 
BIEN LA INSTANCIA DE QUEJA.- Conforme al artículo 
58 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Ad-
ministrativo, la instancia de queja tiene como finalidad 
el puntual cumplimiento de las sentencias emitidas por 
este Tribunal; sin embargo, la interposición de la queja 
constituye una instancia optativa para el justiciable al 
que se le determine una nueva resolución administrati-
va que se emite en cumplimiento a una sentencia, por lo 
que si el actor decide interponer en su contra un nuevo 
juicio es claro que su acción es del todo procedente, ya 
que el nuevo acto administrativo le está determinando 
otra situación jurídica con la que no está de acuerdo y, 
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por ello, tiene plena acción para controvertirlo en el jui-
cio; además de que debe tenerse presente que lo que 
se resolverá en la instancia de queja y en el juicio con-
tencioso administrativo, es autónomo y distinto, a pesar 
de que se cuestione formalmente un mismo acto, pues 
la queja se ocupa de la juridicidad del cumplimiento 
de la sentencia previa y, el juicio, de los nuevos vicios de 
legalidad que el interesado considere como motivos de 
anulación.

PRECEDENTES:

IX-P-2aS-326
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 20741/19-17-
02-4/1031/22-S2-08-04.- Resuelto por la Segunda Sec-
ción de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, en sesión de 29 de febrero de 2024, por 
unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrado Ponente: 
Rafael Estrada Sámano.- Secretaria: Mtra. Alma Rosa 
Navarro Godínez. 
(Tesis aprobada en sesión de 4 de abril de 2024) 
R.T.F.J.A. Novena Época. Año III. No. 29. Mayo 2024. p. 161

IX-P-2aS-395
Incidente de Incompetencia por Razón de Materia Núm. 
1425/24-17-03-4/692/24-S2-06-06.- Resuelto por la Se-
gunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal 
de Justicia Administrativa, en sesión de 10 de julio de 
2024, por unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrada 
Ponente: Luz María Anaya Domínguez.- Secretaria: 
Mtra. Sofía Azucena de Jesús Romero Ixta. 
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(Tesis aprobada en sesión de 10 de julio de 2024) 
R.T.F.J.A. Novena Época. Año III. No. 33. Septiembre 2024. 
p. 182

IX-P-2aS-520
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 524/24-01-01-
5/1614/24-S2-09-03.- Resuelto por la Segunda Sec-
ción de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, en sesión de 13 de marzo de 2025, por 
unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: 
Magda Zulema Mosri Gutiérrez.- Secretario: Mtro. José 
Antonio Rivera Vargas. 
(Tesis aprobada en sesión de 13 de marzo de 2025)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año IV. No. 40. Abril 2025. p. 214

IX-P-2aS-608 
Juicio Contencioso Administrativo Núm. 787/24-09-01-
6/936/25-S2-06-04.- Resuelto por la Segunda Sección 
de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Ad-
ministrativa, en sesión de 13 de octubre de 2025, por 
unanimidad de 4 votos a favor.- Magistrada Ponente: 
Luz María Anaya Domínguez.- Secretaria: Lic. Lilia 
López García. 
(Tesis aprobada en sesión de 13 de octubre de 2025) 
R.T.F.J.A. Novena Época. Año IV. No. 47. Diciembre 2025. 
p. 202 

IX-P-2aS-623 
Queja en el Juicio Contencioso Administrativo Núm. 
2713/17-17-09-3/AC3/232/21-S2-10-04-QC.- Resuelta 
por la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa, en sesión de 20 de 
noviembre de 2025, por unanimidad de 4 votos a favor.- 
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Magistrado Ponente: Carlos Mena Adame.- Secretario: 
Lic. Rey David Soriano Arrieta. 
(Tesis aprobada en sesión de 20 de noviembre de 2025)
R.T.F.J.A. Novena Época. Año V. No. 48. Enero-Febrero 
2026. p. 396

Así lo acordó la Segunda Sección de la Sala Superior 
del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en la sesión 
pública ordinaria el nueve de abril de dos mil veintiséis.- 
Firman, la Magistrada Maestra Luz María Anaya Domín-
guez, Presidenta de la Segunda Sección y el Licenciado 
Aldo Gómez Garduño, Secretario Adjunto de Acuerdos de 
la Segunda Sección, quien da fe.
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JURISPRUDENCIAS

PLENO

RECTIFICACIÓN DE PEDIMENTOS. LA REGLA 6.1.1. 
DE LAS REGLAS GENERALES DE COMERCIO EXTE-
RIOR PARA 2020, 2021 Y 2022 NO VIOLA EL PRINCIPIO 
DE RESERVA DE LEY. (P./J. 3/2026 (12a.))
S.J.F. XI Época. Libro 6. T. IV. Volumen 1. Pleno, febrero 2026, p. 72

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA 
Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-NORTE, 

CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO

ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS Y SERVICIOS 
DEL SECTOR PÚBLICO. EL ARTÍCULO 60, FRACCIÓN 
IV, DE LA LEY RELATIVA (ABROGADA), NO SE DERO-
GÓ TÁCITAMENTE CON LA ENTRADA EN VIGOR DEL 
DIVERSO 69 DE LA LEY GENERAL DE RESPONSABI-
LIDADES ADMINISTRATIVAS.- Hechos: Los Tribunales 
Colegiados de Circuito contendientes sustentaron crite-
rios contradictorios al analizar si el señalado artículo 60, 
fracción IV, se derogó tácitamente en términos del artículo 
tercero transitorio, último párrafo, del decreto por el que 
se expidió la Ley General de Responsabilidades Adminis-
trativas, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 
18 de julio de 2016, el cual prevé que con su entrada en 
vigor se derogarán todas aquellas disposiciones que se 
opusieran a ésta.

Criterio jurídico: El artículo 60, fracción IV, de la Ley de Ad-
quisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público 
(abrogada), no se derogó tácitamente con la entrada en 
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vigor del diverso 69 de la Ley General de Responsabilida-
des Administrativas, al no oponerse a lo previsto en éste.

Justificación: Los artículos 59 y 60, fracción IV, de la Ley de 
Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Públi-
co (abrogada), establecían que la Secretaría de la Función 
Pública, además de la sanción consistente en multa, inha-
bilitaría temporalmente para participar en procedimientos 
de contratación o celebrar contratos regulados por esa ley 
a los licitantes o proveedores que proporcionaran informa-
ción falsa o que actuaran con dolo o mala fe en algún pro-
cedimiento de contratación, en la celebración del contrato 
o durante su vigencia, o bien, en la presentación o desaho-
go de una solicitud de conciliación o de una inconformidad. 
Dicha hipótesis sancionatoria debe entenderse conferida 
exclusivamente en favor de dicha dependencia, indepen-
dientemente de que la falta cometida por el particular li-
citante o proveedor en un procedimiento de contratación 
pública se encuentre vinculada a la responsabilidad de un 
servidor público. Esto es, no se trata de la misma hipótesis 
de sanción prevista en los artículos 65 y 69 de la Ley Gene-
ral de Responsabilidades Administrativas, referida a actos 
de particulares, las cuales sí requieren como elemento ob-
jetivo del tipo la vinculación de éstos con faltas administra-
tivas graves cometidas por servidores públicos, de manera 
que en este último supuesto la actualización de la con-
ducta sancionable cometida por particulares que tienen el 
carácter de licitantes o proveedores en los procedimientos 
de contratación públicos, consistente en proporcionar infor-
mación falsa, puede verificarse de manera individual, esto 
es, aun ante la inexistencia de falta grave por parte de un 
servidor público. En ese contexto, no puede considerarse 
que se actualice la hipótesis de derogación tácita prevista 
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en el artículo tercero transitorio, último párrafo, señalado, 
pues para que la conducta de un particular que presente 
información o documentación falsa o alterada en los pro-
cedimientos administrativos con el propósito de lograr una 
autorización, un beneficio, una ventaja, o de perjudicar a 
alguna persona, pueda ser sancionable en términos de la 
ley general citada, necesariamente debe encontrarse 
vinculada a una falta grave cometida por un servidor públi-
co. Si bien los preceptos 69 y 60, fracción IV, de las leyes 
indicadas prevén una sanción aplicable a particulares (lici-
tantes o proveedores en procesos de contratación pública) 
que proporcionen información falsa, lo cierto es que en uno 
y otro caso los órganos facultados para imponer la sanción 
son distintos, pues en el primer supuesto la facultad se 
encuentra conferida exclusivamente al Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa, mientras que en el segundo es a 
la Secretaría de la Función Pública, a quien se otorgó la 
facultad sancionatoria correspondiente. Además, los tipos 
administrativos sancionatorios en uno y otro caso presen-
tan diferencias, por lo que aunque son similares, no puede 
considerarse que correspondan a la misma hipótesis de 
sanción. Mientras el tipo administrativo previsto en el men-
cionado artículo 69 contiene elementos subjetivos referi-
dos a la intención del activo de lograr una autorización, un 
beneficio, una ventaja o de perjudicar a alguna persona, 
esa cuestión no es exigida por el aludido artículo 60, frac-
ción IV, que establece sólo elementos objetivos para la ve-
rificación de la conducta sancionable, pues basta con que 
el particular –licitante o proveedor en un procedimiento de 
contratación pública– proporcione información falsa, para 
que se actualice el supuesto normativo de sanción, con in-
dependencia de su intencionalidad. Otra diferencia se en-
cuentra en el hecho de que el tipo administrativo previsto 
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en la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del 
Sector Público requiere que la conducta –de proporcionar 
información falsa– necesariamente se verifique dentro de 
algún procedimiento de contratación, en la celebración del 
contrato o durante su vigencia, o bien, en la presentación 
de una solicitud de conciliación o en el desahogo de una 
inconformidad, mientras que la conducta sancionada en la 
Ley General de Responsabilidades Administrativas puede 
verificarse en toda clase de procedimientos administrati-
vos. (PR.A.C.CN. J/19 A (12a.))
S.J.F. XI Época. Libro 6. T. II. Volumen 1. Pleno de la Región 
Centro-Norte, febrero 2026, p. 235

IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. LA TASA DEL 0 % 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 29, FRACCIÓN IV, INCISO 
D), DE LA LEY RELATIVA AL VALOR DE LA ENAJE-
NACIÓN DE BIENES O PRESTACIÓN DE SERVICIOS 
CUANDO SE EXPORTEN, ES APLICABLE ÚNICAMEN-
TE A LAS CANTIDADES COBRADAS POR CONCEPTO 
DE COMISIONES Y MEDIACIONES QUE SE APROVE-
CHEN EN EL EXTRANJERO. (PR.A.C.CN. J/22 A (12a.))
S.J.F. XI Época. Libro 6. T. IV. Volumen 1. Pleno de la Región 
Centro-Norte, febrero 2026, p. 451

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA 
Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-SUR, 

CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO

SOBRESEIMIENTO POR EXTEMPORANEIDAD DE LA 
DEMANDA AL PROMOVER JUICIO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO FEDERAL. CUANDO LA PARTE AC-
TORA MANIFIESTA DESCONOCER LA RESOLUCIÓN 
IMPUGNADA Y LA AUTORIDAD DEMANDADA ACRE-
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DITA QUE LA NOTIFICÓ LEGALMENTE, SE PRODUCE 
UN IMPEDIMENTO TÉCNICO QUE IMPIDE ANALIZAR 
LOS CONCEPTOS DE IMPUGNACIÓN RELATIVOS A 
LA PRESCRIPCIÓN DEL CRÉDITO FISCAL, PLANTEA-
DOS EN LA AMPLIACIÓN DE LA DEMANDA.- Hechos: 
Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sus-
tentaron criterios contradictorios al resolver amparos di-
rectos promovidos contra resoluciones emitidas en juicios 
de nulidad tramitados ante el Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, en los que las personas demandantes ma-
nifestaron no conocer la resolución impugnada en térmi-
nos del artículo 16 de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo. Mientras uno estimó que el 
sobreseimiento decretado en el juicio producía un impe-
dimento técnico para estudiar la prescripción respecto del 
acto impugnado, el otro consideró que aun cuando la Sala 
Regional sobreseyó en el juicio, tal determinación no tenía 
el alcance de suprimir el estudio de la prescripción del cré-
dito fiscal propuesto en la ampliación de la demanda.

Criterio jurídico: Cuando en un juicio contencioso adminis-
trativo federal la parte actora manifiesta desconocer la reso-
lución impugnada y la autoridad demandada acredita que 
la notificó legalmente, y sobresee en el juicio por la extem-
poraneidad en la presentación de la demanda, no resulta 
válido analizar los conceptos de impugnación relativos a la 
prescripción del crédito fiscal, planteados en la ampliación 
de la demanda, al producirse un impedimento técnico para 
ello.

Justificación: Conforme a la doctrina jurisprudencial de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, el artículo 16 de 
la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Adminis-
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trativo prevé una regla especial que contempla de forma 
completa y específica la tramitación del juicio contencio-
so administrativo federal cuando se aduzca el desconoci-
miento del acto administrativo impugnado. De ahí que si al 
promover el referido juicio la parte actora manifiesta des-
conocer la resolución impugnada y la autoridad demanda-
da al contestarla exhibe la constancia de notificación del 
acto impugnado, ya sea en original o copia certificada, la 
parte actora tiene la obligación procesal de combatir dicha 
notificación. Ello en el entendido de que de no formular 
conceptos de impugnación, o bien, que aun haciéndolos 
valer éstos sean desestimados, se considerará que tuvo 
conocimiento de la resolución impugnada en la fecha en 
que se llevó a cabo la notificación, pues al calificarse de 
legal se destruye su afirmación en el sentido de que no 
tenía conocimiento de la resolución ni de su contenido, es 
decir, se pone en evidencia que ya tenía conocimiento del 
acto combatido previamente a la presentación de su escri-
to inicial. De modo que si con base en dicha notificación 
se determina que la demanda fue presentada extemporá-
neamente, y con sustento en tal circunstancia se sobresee 
en el juicio contencioso administrativo federal por lo que 
hace a la resolución administrativa combatida, no resulta 
viable analizar los conceptos de impugnación hechos valer 
contra la resolución impugnada con independencia de lo 
que se alegue en ellos, ya sea que se hayan formulado en 
el escrito inicial o en la ampliación a la demanda; pues lo 
cierto es que el sobreseimiento decretado, por sí mismo, 
constituye un obstáculo que impide el examen del fondo 
de la cuestión planteada y, por ende, se produce un impe-
dimento técnico para tal efecto. (PR.A.C.CS. J/2 A (12a.))
S.J.F. XI Época. Libro 6. T. II. Volumen 1. Pleno de la Región 
Centro-Sur, febrero 2026, p. 572
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VISITA DOMICILIARIA. EL ALCANCE DE LA JURIS-
PRUDENCIA 2a./J. 1/2015 (10a.), EN CUANTO A LA 
EXTRALIMITACIÓN DE LOS VISITADORES EN SUS 
FUNCIONES AL EVALUAR DOCUMENTOS, LIBROS O 
REGISTROS QUE APORTE LA PERSONA CONTRIBU-
YENTE, SE TRADUCE EN UNA NULIDAD ABSOLUTA 
O PARA EFECTOS, DE ACUERDO A LA NATURALEZA 
DE LA RESOLUCIÓN ANULADA Y DE LOS VICIOS QUE 
ORIGINARON LA ANULACIÓN. (PR.A.C.CS. J/1 A (12a.))
S.J.F. XI Época. Libro 6. T. III. Volumen 1. Pleno de la Región 
Centro-Sur, febrero 2026, p. 752

QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA
ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO

RECURSO DE REVISIÓN FISCAL. ES IMPROCEDENTE 
CONTRA LAS SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FEDERAL 
DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA QUE NO EMITAN PRO-
NUNCIAMIENTO DE FONDO, AUN CUANDO VERSEN 
SOBRE ASPECTOS RELACIONADOS CON PENSIO-
NES (APLICACIÓN DE LAS JURISPRUDENCIAS 2a./J. 
150/2010 Y 2a./J. 88/2011).- Hechos: Diversas autorida-
des interpusieron recursos de revisión fiscal contra sen-
tencias del Tribunal Federal de Justicia Administrativa que 
declararon la nulidad de las resoluciones impugnadas en 
asuntos relacionados con el incremento de pensiones jubi-
latorias, al estimar indebida fundamentación y motivación.

Criterio jurídico: Es improcedente el recurso de revisión 
fiscal contra las sentencias del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa que no emitan pronunciamiento de fondo y 
declaren la nulidad de la resolución recaída a una solicitud 
de incremento de la cuota diaria pensionaria por vicios en 
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las formalidades esenciales que deben revestir los actos 
de autoridad.

Justificación: Conforme a las tesis jurisprudenciales 2a./J. 
150/2010 y 2a./J. 88/2011, emitidas por la extinta Segunda 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el recur-
so de revisión fiscal es improcedente cuando se declara la 
nulidad del acto impugnado por vicios formales, como lo es 
la indebida o insuficiente fundamentación de la resolución 
impugnada en el juicio contencioso administrativo federal. 
Dicha interpretación responde al carácter restrictivo del re-
curso citado, pues su finalidad es que su procedencia sólo 
opere en casos excepcionales en los que el fallo haya re-
suelto el fondo del asunto. Así, al no declararse la nulidad 
de la resolución impugnada relacionada con el incremento de 
pensiones, por cuestiones de fondo, sino sólo por vicios 
de forma, relacionados con una indebida fundamentación 
y motivación, resulta improcedente dicho recurso, pues 
ello no revela la excepcionalidad que debe imperar a fin de 
que los agravios sean estudiados por el órgano revisor. Al 
no existir pronunciamiento de fondo en el que se declare 
un derecho o se exija el cumplimiento de una obligación, 
se excluye la procedencia de la revisión fiscal en todos los 
supuestos que establece la fracción VI del artículo 63 de la 
Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, 
aun cuando la sentencia reclamada versa sobre el cálculo 
de los incrementos de una pensión de jubilación que otor-
ga el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 
Trabajadores del Estado. (III.5o.A. J/1 A (12a.))
S.J.F. XI Época. Libro 6. T. IV. Volumen 1. 5o. T.C. del 3er. C., 
febrero 2026, p. 589
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TESIS

DÉCIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA
ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO

CONFIANZA LEGÍTIMA. ESTE PRINCIPIO NO IMPLICA 
QUE LA AUTORIDAD DEBA AJUSTAR SUS DECISIO-
NES A LA FORMA EN QUE LO HACE EN LA MAYORÍA 
DE LOS CASOS SOMETIDOS A SU CONSIDERACIÓN.- 
Hechos: Una persona moral promovió juicio contencioso 
administrativo contra la resolución de la Comisión Regu-
ladora de Energía mediante la cual le otorgó un permiso 
para la generación de energía eléctrica con una vigencia 
de cuatro años. El Tribunal Federal de Justicia Adminis-
trativa declaró su nulidad para el efecto de que la Comi-
sión fundara y motivara su resolución. En amparo directo 
la quejosa argumentó que se debió ordenar a la Comisión 
que emitiera el permiso por veinticinco años, pues confor-
me al principio de confianza legítima debía ser por el mis-
mo tiempo y condiciones en los que lo hace en la mayoría 
de los casos.

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito de-
termina que la confianza legítima no se actualiza bajo la 
expectativa de que la autoridad ajuste su actuar a la forma 
en la que lo hace en la mayoría de los casos sometidos a 
su consideración.

Justificación: La Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, al resolver el amparo en revisión 
914/2015, sostuvo que la confianza legítima en actos ad-
ministrativos tutela expectativas razonablemente creadas 
en favor del particular con base en la esperanza que la 
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propia autoridad le indujo a partir de sus acciones u omi-
siones, las cuales se mantuvieron de manera persistente 
en el tiempo, de forma que le generen la estabilidad de 
cierta decisión con base en la cual haya ajustado su con-
ducta, pero que derivado de un cambio súbito e imprevisi-
ble, esa expectativa se vea quebrantada. Por tanto, dicha 
figura no se actualiza bajo la expectativa de que la auto-
ridad ajuste su actuar a la forma en la que lo hace en la 
mayoría de los casos sometidos a su consideración, pues 
ello haría nugatorias sus facultades discrecionales, ya que 
impediría ajustar sus decisiones a las necesidades de la so-
ciedad. Para que se configure la confianza legítima la parte 
quejosa debe comprobar que por un tiempo prolongado se 
le permitió desplegar una conducta bajo el amparo de la 
aquiescencia tácita del Estado (por tolerancia o silencio) 
que le hubiese generado la expectativa legítima de que se 
encontraba ajustada al ordenamiento jurídico. 
(I.10o.A.69 A (11a.))
S.J.F. XI Época. Libro 6. T. IV. Volumen 1. 10o. T.C. del 1er. C., 
febrero 2026, p. 611

DECLARACIÓN COMPLEMENTARIA. NO DEBE CON-
SIDERARSE PARA LA DETERMINACIÓN DEL IM-
PUESTO SOBRE LA RENTA, SI SE PRESENTÓ UNA 
VEZ INICIADAS LAS FACULTADES DE COMPROBA-
CIÓN Y EN ELLA SE MOSTRÓ UNA DISMINUCIÓN DE 
INGRESOS ACUMULABLES Y UN INCREMENTO DE 
DEDUCCIONES AUTORIZADAS, AUN CUANDO SE MA-
NIFIESTE UNA PÉRDIDA CAMBIARIA (LEGISLACIÓN 
VIGENTE EN 2015). (I.10o.A.72 A (11a.))
S.J.F. XI Época. Libro 6. T. IV. Volumen 1. 10o. T.C. del 1er. C., 
febrero 2026, p. 613
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DERECHO A LA SALUD. DEBER DE LAS INSTITUCIO-
NES DE SALUD DE ESTABLECER PROCEDIMIENTOS 
Y CRITERIOS PARA EL REGISTRO Y DEFINICIÓN DE 
LAS ENFERMEDADES RARAS Y, EN SU CASO, LA EX-
CLUSIÓN DE LAS YA DEFINIDAS, ADEMÁS DE APRO-
BAR LOS INSTRUMENTOS DE CONCENTRACIÓN DE 
INFORMACIÓN Y ELABORAR Y ADMINISTRAR EL RE-
GISTRO. (I.10o.A.68 A (11a.))
S.J.F. XI Época. Libro 6. T. IV. Volumen 1. 10o. T.C. del 1er. C., 
febrero 2026, p. 617

IMPUESTO SOBRE LA RENTA. LOS INGRESOS OB-
TENIDOS POR CONCEPTO DE JUBILACIONES, QUE 
CONSTITUYEN LA BASE GRAVABLE DEL MISMO, 
PREVIA DEDUCCIÓN DE LA EXENCIÓN PREVISTA 
EN EL ARTÍCULO 93, FRACCIÓN IV, DE LA LEY DE 
LA MATERIA, DEBEN CUANTIFICARSE DE LA MA-
NERA QUE RESULTE MÁS FAVORABLE A LAS PER-
SONAS ADULTAS MAYORES PENSIONADAS O 
JUBILADAS. (I.10o.A.61 A (11a.))
S.J.F. XI Época. Libro 6. T. IV. Volumen 1. 10o. T.C. del 1er. C., 
febrero 2026, p. 625

MARCAS. EL IMPEDIMENTO PARA SU REGISTRO SE 
ACTUALIZA CUANDO SE IMITAN LOS SÍMBOLOS O 
ELEMENTOS QUE FORMAN PARTE DEL PATRIMONIO 
CULTURAL DE LOS ESTADOS, MUNICIPIOS O COMU-
NIDADES DE LA REPÚBLICA MEXICANA (ARTÍCULO 
173, FRACCIÓN VIII, DE LA LEY FEDERAL DE PRO-
TECCIÓN A LA PROPIEDAD INDUSTRIAL).- Hechos: 
Una persona demandó la nulidad de la resolución median-
te la cual el Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial 
negó el registro marcario solicitado, al actualizarse el su-



306� Tesis
Poder Judicial

Tribunal Federal de Justicia Administrativa
Revista Núm. 50, Abril 2026

puesto de prohibición previsto en la fracción VII del artículo 
173 de la Ley Federal de Protección a la Propiedad In-
dustrial, porque el signo marcario imitaba, sin autorización, 
la bandera del Estado de Yucatán. El Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa reconoció su validez. En revisión se 
argumentó que la imagen y diseño que se pretende regis-
trar es un objeto histórico y no una bandera con reconoci-
miento oficial.

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito de-
termina que se actualiza un impedimento para registrar una 
marca cuando se imitan los símbolos o elementos que for-
man parte del patrimonio cultural de los Estados, Munici-
pios o comunidades de la República Mexicana.

Justificación: Aun cuando no exista un reconocimiento le-
gal o, incluso, constitucional de la bandera de cualquie-
ra de los Estados o Municipios que integran la República 
Mexicana o algún otro tipo de elemento, como uno de sus 
símbolos o como parte de su patrimonio cultural, una so-
licitud de registro marcario que los imite es improcedente. 
Ello, porque los diseños de banderas o símbolos que iden-
tifican a las comunidades, a las entidades federativas o a 
sus Municipios constituyen un hecho notorio. Además, un 
vacío legal no es válido para desconocer la integración de 
un elemento como parte de la historia y patrimonio cultu-
ral, ya sea de una comunidad, Municipio, Estado o región 
de la República Mexicana, por lo que no es susceptible de 
apropiación o de explotación exclusiva a través de un re-
gistro marcario. (I.10o.A.71 A (11a.))
S.J.F. XI Época. Libro 6. T. IV. Volumen 1. 10o. T.C. del 1er. C., 
febrero 2026, p. 627
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USO DE MARCAS. EL ALCANCE DE LA CARGA 
PROBATORIA DEL TITULAR DEBE REALIZARSE EN 
ATENCIÓN A LA NATURALEZA DEL SIGNO DISTIN-
TIVO.- Hechos: Una persona moral promovió amparo di-
recto contra la sentencia del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa que reconoció la validez de la resolución 
del Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial, mediante 
la cual negó la caducidad de un registro marcario al consi-
derar que no acreditó la causal prevista en la fracción II del 
artículo 152 de la Ley de la Propiedad Industrial, abrogada.

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito de-
termina que para establecer el alcance de la obligación 
probatoria del titular de una marca cuyo uso se cuestiona, 
debe considerarse la naturaleza del signo distintivo, con-
forme al artículo 233 de la Ley Federal de Protección a la 
Propiedad industrial.

Justificación: Las marcas nominativas son aquellas que 
identifican un producto o servicio a partir de una denomi-
nación; pueden constituirse de letras, palabras o números 
y contener signos ortográficos que auxilien a su correcta 
lectura. Se conforman por elementos literales, así como 
por una o varias palabras desprovistas de todo diseño. Las 
marcas innominadas son las que identifican un produc-
to o servicio y se constituyen a partir de figuras, diseños 
o logotipos desprovistos de letras, palabras o números. La 
naturaleza del signo distintivo es determinante para esta-
blecer el alcance de la obligación probatoria del titular de 
una marca cuyo uso se cuestiona. Lo anterior, pues en tér-
minos del artículo 233 de la Ley Federal de Protección a la 
Propiedad Industrial, la marca debe ser usada tal como fue 
registrada. Así, respecto a las marcas nominativas basta-
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rá que los medios de convicción acrediten la utilización de 
las palabras que amparen los productos o servicios corres-
pondientes; mientras que en marcas innominadas, debe 
vincularse el diseño figurativo a un acto de comercio o pu-
blicitación de los productos o servicios. (I.10o.A.64 A (11a.))
S.J.F. XI Época. Libro 6. T. IV. Volumen 1. 10o. T.C. del 1er. C., 
febrero 2026, p. 643

USO ININTERRUMPIDO DE UNA MARCA. ANÁLISIS 
PARA DETERMINAR SI SE ACTUALIZA LA CADUCI-
DAD DEL REGISTRO.- Hechos: Una empresa solicitó 
la declaración administrativa de caducidad de un registro 
marcario invocando la causal de caducidad de uso ininte-
rrumpido derivada del artículo 152, fracción II, en relación 
con los diversos 130, 136 y 141 de la Ley de la Propiedad 
Industrial (abrogada), y 62 de su Reglamento. La solicitud 
fue negada y la empresa promovió juicio de nulidad. El 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa consideró que 
no debía comprobarse el uso de la marca durante los tres 
años consecutivos a la solicitud de declaración adminis-
trativa de caducidad, toda vez que las normas citadas no 
señalan que tal uso deba comprobarse de manera ininte-
rrumpida.

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito consi-
dera que para efectos de determinar si opera la caducidad 
del registro de una marca, debe analizarse su “uso ininte-
rrumpido” –ya sea continuo o periódico– en términos del 
artículo 152, fracción II, de la Ley de la Propiedad Indus-
trial (abrogada), en conjunto con los criterios de uso real y 
efectivo fijados por el artículo 62 del Reglamento de la Ley 
de la Propiedad Industrial.
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Justificación: El artículo 151, fracción II, de la ley citada 
establece que el registro de una marca será nulo cuando 
ésta sea idéntica o semejante en grado de confusión a 
otra que haya sido utilizada en el país o en el extranjero 
con anterioridad a la fecha de presentación de la solici-
tud de la marca registrada y se aplique a los mismos o 
similares productos o servicios, siempre que quien haga 
valer el mejor derecho por uso anterior compruebe haber 
usado ininterrumpidamente la marca. Por tanto, la auto-
ridad administrativa valorará casuísticamente qué califica 
como “uso ininterrumpido” en el país o en el extranjero, 
ya sea continuo o periódico y los elementos o actos a tra-
vés de los cuales se materializa. En conjunto con lo an-
terior, el artículo 62 del Reglamento mencionado delimita 
los supuestos en los que se actualiza el uso real y efecti-
vo de la marca, lo que en términos de dicho precepto se 
demuestra a través de actos inequívocos e indisimulados 
que permitan advertir la persistencia o continuidad de la 
participación de la marca en el mercado (cierto tiempo) y 
una determinada cuantificación de sus consecuencias en 
él (ventas o ganancias apreciables), y de cualquier otro 
elemento que permita justificar la prevalencia del derecho 
de exclusividad otorgado al titular de la marca. Esto últi-
mo deberá representarse con la realización de transaccio-
nes comerciales en un número relevante (no esporádico 
o aparente), actos externos de venta, distribución, comer-
cialización, almacenamiento o con preparativos serios y 
efectivos para la realización de alguno de dichos actos. 
Por consiguiente, basta con que se interrumpa el periodo 
de los tres años consecutivos antes de la solicitud previsto 
en el aludido artículo 152, fracción II, para comprobar el 
uso efectivo de la marca y, por tanto, para que no proceda 
la caducidad de su registro. (I.10o.A.62 A (11a.))
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S.J.F. XI Época. Libro 6. T. IV. Volumen 1. 10o. T.C. del 1er. C., 
febrero 2026, p. 645

DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO 
EN MATERIA ADMINISTRATIVA 

DEL PRIMER CIRCUITO

PERSONAS SERVIDORAS PÚBLICAS. ES IMPROCE-
DENTE IMPONERLES SANCIONES ADMINISTRATIVAS 
CUANDO ACTÚAN DENTRO DEL MARGEN RAZO-
NABLE DEL LIBRE EJERCICIO DE SU PROFESIÓN. 
(I.11o.A.56 A (11a.))
S.J.F. XI Época. Libro 6. T. I. Volumen 1. 11er. T.C. del 1er. C., 
febrero 2026, p. 381

DÉCIMO TERCER TRIBUNAL COLEGIADO 
EN MATERIA ADMINISTRATIVA 

DEL PRIMER CIRCUITO

PRUEBA PERICIAL EN MATERIA DE CLASIFICACIÓN 
ARANCELARIA. ES IDÓNEA PARA DETERMINAR LA 
CLASIFICACIÓN RELATIVA CUANDO SE IMPORTAN 
DRONES CON VIDEOCÁMARA INTEGRADA.- Hechos: 
Una empresa importó drones con videocámara integrada 
que fueron declarados por el agente aduanal bajo la frac-
ción arancelaria 8525.80.04, relativa a videocámaras. Al 
practicar el reconocimiento aduanero la autoridad los recla-
sificó en la fracción 8802.11.99 (helicópteros con un peso 
en vacío inferior o igual a 2000 kg). La empresa promo-
vió juicio de nulidad al considerar ilegal tal determinación 
y ofreció el dictamen pericial en materia de clasificación 
arancelaria. La Sala Especializada del Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa resolvió que para acreditar la natu-
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raleza y/o composición de la mercancía se debió ofrecer 
la pericial en materia de ingeniería mecánica o aeroespa-
cial, o alguna otra ciencia idónea. Contra tal resolución la 
empresa promovió amparo directo. Consideró que la Sala 
responsable no realizó un correcto análisis de la clasifica-
ción arancelaria aplicable a la mercancía importada.

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito de-
termina que la prueba pericial en materia de clasificación 
arancelaria es idónea para determinar la clasificación re-
lativa cuando se importan drones con videocámara inte-
grada, la cual debe concentrarse en señalar si la función 
esencial del bien importado es la de cámara digital o una 
diversa.

Justificación: Conforme a las tesis 1a. CII/2011, 1a./J. 90/ 
2005 y 2a./J. 97/2015 (10a.), emitidas por la Primera y la Se-
gunda Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción, la persona juzgadora debe analizar el método y la 
fundamentación científica, artística o técnica que respalda 
las opiniones de los peritos. Si en el dictamen, además de 
exponer su opinión, explican las premisas, reglas o fun-
damentos correspondientes a la ciencia, técnica o arte de 
que se trate, en las que se hayan basado para analizar 
el punto concreto sobre el que expresan su opinión, se-
rán de mayor utilidad al resolver la controversia. En este 
sentido, para identificar la clasificación arancelaria de un 
producto de acuerdo con sus características o función es-
pecial, la prueba idónea para determinarla es la pericial en 
clasificación arancelaria. Así, si la persona experta exa-
minó muestras físicas, manuales de operación y pruebas 
de desempeño, y concluyó que el aparato no despega ni 
se estabiliza si la cámara está desactivada, la mercancía 
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debe clasificarse en la fracción arancelaria 8525.80.04 co-
rrespondiente a “video cámaras, incluidas las de imagen 
fija; cámaras fotográficas digitales”. Esta conclusión se re-
fuerza con el criterio emitido en la sesión número 55 del 
Comité del Sistema Armonizado de la Organización Mun-
dial de Aduanas, que ubica los conjuntos “dron y cámara” 
en la subpartida referida, y con el Acuerdo por el que se 
dan a conocer las tablas de correlación entre las fracciones 
arancelarias de la Tarifa de la Ley de los Impuestos Gene-
rales de Importación y de Exportación (TIGIE) 2020-2022, 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 14 de ju-
lio de 2022, donde se advierte que la fracción 8806.22.01 
“drones con videocámara” se correlaciona con la diversa 
8525.80.05. (I.13o.A.12 A (11a.))
S.J.F. XI Época. Libro 6. T. I. Volumen 1. 13er. T.C. del 1er. C., 
febrero 2026, p. 383

VIGÉSIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA
ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO

COMISIÓN FEDERAL DE ELECTRICIDAD (CFE). TIE-
NE EL CARÁCTER DE AUTORIDAD CUANDO ACTÚE 
UNILATERALMENTE FUERA DE LO PACTADO EN EL 
CONTRATO DE SUMINISTRO DE ENERGÍA ELÉCTRI-
CA Y SUS ACTOS PUEDAN VIOLAR DERECHOS HU-
MANOS. (I.20o.A.17 A (12a.))
S.J.F. XI Época. Libro 6. T. IV. Volumen 1. 20o. T.C. del 1er. C., 
febrero 2026, p. 607

SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN AMPARO INDIRECTO. 
CUANDO SE RECLAMA EL CORTE O SUSPENSIÓN DEL 
SUMINISTRO DE ENERGÍA ELÉCTRICA SU CONCE-
SIÓN SE JUSTIFICA PORQUE CONSTITUYE UN ACTO 



Tesis� 313
Poder Judicial

Tribunal Federal de Justicia Administrativa
Revista Núm. 50, Abril 2026

CAPAZ DE GENERAR DAÑOS DE IMPOSIBLE REPA-
RACIÓN DE MAYOR ENTIDAD A CUALQUIER AFECTA-
CIÓN A LA COLECTIVIDAD (ARTÍCULO 128, FRACCIÓN 
III, DE LA LEY DE AMPARO). (I.20o.A.18 A (12a.))
S.J.F. XI Época. Libro 6. T. IV. Volumen 1. 20o. T.C. del 1er. C., 
febrero 2026, p. 637

SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN AMPARO INDIREC-
TO. PROCEDE CONTRA EL CORTE DE SUMINISTRO 
DE ENERGÍA ELÉCTRICA ANTE EL RIESGO DE VIOLA-
CIONES A DERECHOS HUMANOS. (I.20o.A.19 A (12a.))
S.J.F. XI Época. Libro 6. T. IV. Volumen 1. 20o. T.C. del 1er. C., 
febrero 2026, p. 639

VIGÉSIMO SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN 
MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO

CONTRATOS ADMINISTRATIVOS EN LOS QUE SE 
PACTA UNA CLÁUSULA ARBITRAL. EL TRIBUNAL AD-
MINISTRATIVO DEBE REMITIR AL TRIBUNAL DE AR-
BITRAJE LAS CONTROVERSIAS QUE INVOLUCREN 
SU CUMPLIMIENTO (PRINCIPIO COMPÉTENCE-COM-
PÉTENCE).- Hechos: Una persona moral demandó la 
nulidad de actos relacionados con el cumplimiento de un 
contrato para la extracción de hidrocarburos, en el cual se 
pactó una cláusula arbitral. El Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa sobreseyó el juicio. Consideró que las vías 
procedentes son el arbitraje y el amparo indirecto. En am-
paro directo la persona moral argumentó que el arbitraje 
sólo procede cuando la controversia surja entre las partes 
que celebraron el contrato, no respecto de actos de autori-
dades distintas a los contratantes.
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Criterio jurídico: Cuando el legislador habilita a las partes 
de un contrato administrativo a acudir a los medios alterna-
tivos de solución de conflictos y éstas pactan una cláusula 
arbitral, las controversias que involucren su cumplimiento 
deben remitirse al arbitraje por los tribunales administra-
tivos, a pesar de que se impugne un acto de autoridad, 
pues de acuerdo con el principio compétence-compéten-
ce, es el tribunal arbitral quien primero debe decidir sobre 
su propia competencia.

Justificación: El arbitraje es una figura con relevancia 
constitucional, al derivar del artículo 17 de la Constitución 
Federal. Las partes de un contrato administrativo pueden 
pactar acudir a él en caso de controversia. Si el legislador 
habilita los medios alternativos de solución de conflictos 
en esa materia, los tribunales estatales deben aplicar los 
principios que los rigen. Uno de los más relevantes es el 
principio compétence-compétence, el cual tiene asidero 
legal y convencional, y establece que ante la existencia de 
una cláusula arbitral, de suscitarse una controversia entre 
las partes que incluya un cuestionamiento sobre la com-
petencia del tribunal arbitral para conocer de la cuestión, 
debe ser éste quien decida sobre su propia competencia 
–y no la autoridad judicial–. Esto es, puede decidir que se 
actualiza su competencia, o bien, que carece de ella por 
cualquier razón, incluso, por la invalidez de esa cláusu-
la contractual. Dicho principio se relaciona con el de au-
tonomía de la cláusula arbitral o contrato compromisorio, 
el cual permite al tribunal arbitral decidir sobre la validez 
del contrato principal sin afectar el fundamento de su pro-
pia existencia. Ambos tienen el mismo origen: la voluntad 
de las partes de acudir al arbitraje en lugar de a la juris-
dicción estatal. Ello no quiere decir que la eventual de-
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terminación del tribunal arbitral sea definitiva sobre el 
punto, pues ésta podrá ser revisada por la autoridad judi-
cial cuando corresponda analizar la invalidez del laudo o 
de su ejecución. Si las partes deciden acudir al arbitraje, 
deben hacerlo sobre la premisa de que el tribunal arbi-
tral no es equiparable a una autoridad judicial desde la 
perspectiva constitucional. Lo relevante es que el princi-
pio compétence-compétence permite que sea el arbitra-
je la primera de las sedes de resolución de los conflictos 
de las partes por decisión de ellas. Su ausencia generaría 
la consecuencia de diluir el valor normativo de la cláu-
sula arbitral, pues bastaría que una de las partes se resis-
tiera a acudir al arbitraje para concluir que primero debe 
acudirse a la jurisdicción estatal con el pretexto de afirmar 
que el tribunal arbitral es incompetente para conocer de 
una determinada causa, lo que eliminaría sus ventajas ju-
rídicas. (I.22o.A.1 A (12a.))
S.J.F. XI Época. Libro 6. T. I. Volumen 1. 22. T.C. del 1er. C., 
febrero 2026, p. 364

QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA 
ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO

CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN AMPARO DIRECTO. 
SON INOPERANTES LOS PLANTEADOS EN RELA-
CIÓN CON EL MOMENTO EN QUE SURTE EFECTOS 
UNA NOTIFICACIÓN EN EL JUICIO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO FEDERAL.- Hechos: Una persona 
moral promovió amparo directo contra la resolución del 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa que reconoció 
la validez de la determinación de un crédito fiscal. Alegó 
que en el juicio contencioso administrativo tramitado en 
línea se cometió una violación procesal en su perjuicio, 
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pues se declaró infundado el recurso de reclamación que 
interpuso contra el acuerdo que tuvo por no presentada su 
ampliación de demanda por ser extemporánea. Ello por-
que la Sala estimó que la notificación surtió efectos el día 
hábil siguiente a aquel en que fue hecha, en términos del 
artículo 70 de la Ley Federal de Procedimiento Contencio-
so Administrativo, no obstante que el capítulo del juicio en 
línea de la propia ley no prevé el momento en que surten 
efectos las notificaciones.

Criterio jurídico: Son inoperantes los conceptos de violación 
en amparo directo cuando se plantean en relación con el 
momento en que surten efectos las notificaciones realiza-
das en el juicio contencioso administrativo federal.

Justificación: Conforme a las jurisprudencias 2a./J. 118/ 
2008 y 1a./J. 54/2015 (10a.), de la Segunda y Primera Salas 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, respectiva-
mente, y al artículo 171 de la Ley de Amparo, si la persona 
quejosa reclama la interpretación que se dio al momento 
en que surtió efectos una notificación dentro de un juicio 
contencioso administrativo, a fin de hacer valer la resolu-
ción del tribunal citado como una violación procesal al pro-
mover el amparo directo, porque estima que trascendió al 
resultado del fallo, los conceptos de violación planteados 
son inoperantes, pues dicha violación debió impugnarla 
mediante el incidente de nulidad de notificaciones confor-
me a los artículos 29, fracción III y 33 de la Ley Federal de 
Procedimiento Contencioso Administrativo, porque en éste 
se analizaría si la notificación cumplió con las formalida-
des de ley y, de ser fundado, tendría como consecuencia 
la reposición de la notificación anulada y las actuaciones 
posteriores, como es el acuerdo que tuvo por no ampliada 
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la demanda de nulidad, finalidad que no podría alcanzarse 
si se impugna por un medio no idóneo, como el recurso de 
reclamación. Además, tanto el incidente de nulidad de no-
tificaciones como el recurso de reclamación previstos en la 
ley señalada son autónomos e independientes entre sí, al 
tener su propio objeto, procedencia, trámite, plazos y ca-
racterísticas. En consecuencia, al no haberse agotado el 
medio idóneo, son inoperantes los conceptos de violación 
planteados al respecto. (III.5o.A.1 A (12a.))
S.J.F. XI Época. Libro 6. T. IV. Volumen 1. 5o. T.C. del 3er. C., 
febrero 2026, p. 609

AGRAVIOS EN AMPARO DIRECTO. SON INOPERAN-
TES LOS PLANTEADOS EN RELACIÓN CON EL MO-
MENTO EN QUE SURTE EFECTOS UNA NOTIFICACIÓN 
EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FE-
DERAL.- Hechos: Una persona moral promovió amparo 
directo contra la resolución del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa que reconoció la validez de la determina-
ción de un crédito fiscal. Alegó que en el juicio contencioso 
administrativo tramitado en línea se cometió una violación 
procesal en su perjuicio, pues se declaró infundado el re-
curso de reclamación que interpuso contra el acuerdo que 
tuvo por no presentada su ampliación de demanda por ser 
extemporánea. Ello porque la Sala estimó que la notifica-
ción surtió efectos el día hábil siguiente a aquel en que 
fue hecha, en términos del artículo 70 de la Ley Federal 
de Procedimiento Contencioso Administrativo, no obstante 
que el capítulo del juicio en línea de la propia ley no prevé 
el momento en que surten efectos las notificaciones.

Criterio jurídico: Son inoperantes los agravios en amparo 
directo cuando se plantean en relación con el momento en 
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que surten efectos las notificaciones realizadas en el juicio 
contencioso administrativo federal.

Justificación: Conforme a las jurisprudencias 2a./J. 
118/2008 y 1a./J. 54/2015 (10a.), de la Segunda y la Pri-
mera Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
respectivamente, y al artículo 171 de la Ley de Amparo, si 
la persona quejosa reclama la interpretación que se dio al 
momento en que surtió efectos una notificación dentro de 
un juicio contencioso administrativo, a fin de hacer valer 
la resolución del tribunal citado como una violación pro-
cesal al promover el amparo directo, porque estima que 
trascendió al resultado del fallo, los agravios planteados 
son inoperantes, pues dicha violación debió impugnarla 
mediante el incidente de nulidad de notificaciones confor-
me a los artículos 29, fracción III y 33 de la Ley Federal 
de Procedimiento Contencioso Administrativo, porque en 
éste se analizaría si la notificación cumplió con las formali-
dades de ley y, de ser fundado, tendría como consecuencia 
la reposición de la notificación anulada y las actuaciones 
posteriores, como es el acuerdo que tuvo por no ampliada 
la demanda de nulidad, finalidad que no podría alcanzarse 
si se impugna por un medio no idóneo, como el recurso de 
reclamación. Además, tanto el incidente de nulidad de no-
tificaciones como el recurso de reclamación previstos en la 
ley señalada son autónomos e independientes entre sí, al 
tener su propio objeto, procedencia, trámite, plazos y ca-
racterísticas. En consecuencia, al no haberse agotado el 
medio idóneo, son inoperantes los conceptos de violación 
planteados al respecto. (III.5o.A.1 A (12a.))
S.J.F. XI Época. Libro 6. T. III. Volumen 1. 5o. T.C. del 3er. C., 
febrero 2026, p. 810
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TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA 
ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO

ÍNDICE NACIONAL DE PRECIOS AL CONSUMIDOR 
(INPC). SU CÁLCULO NO SE SUJETA A LA CONDICIÓN 
DE QUE SE FIJE HASTA EN DIEZMILÉSIMOS PREVISTA 
EN EL ARTÍCULO 17-A, PÁRRAFO ÚLTIMO, DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.- Hechos: Una 
persona moral promovió amparo directo contra la senten-
cia de una Sala Regional del Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa en la que reconoció la validez de una re-
solución determinante de un crédito fiscal emitida por la 
autoridad tributaria. Argumentó que no se calcularon los 
Índices Nacionales de Precios al Consumidor (INPC) has-
ta en diezmilésimos, como lo dispone el referido artículo y, 
por ende, era inviable que se usaran para las actualizacio-
nes de las multas impuestas.

Criterio jurídico: El cálculo del INPC a que hace referencia 
el artículo 20 del Código Fiscal de la Federación, no se 
sujeta a la condición de que se fije hasta en diezmilésimos 
prevista en el artículo 17-A, párrafo último, de dicho código.

Justificación: De la interpretación de los artículos 17-A, 
párrafo último, 20, segundo párrafo y 20-Bis del Código 
Fiscal de la Federación, en relación con el 59, fracción III, 
inciso a), de la Ley del Sistema Nacional de Información 
Estadística y Geográfica, se advierte que el INPC calcu-
lado por el Instituto Nacional de Estadística y Geografía 
(INEGI) y publicado en el Diario Oficial de la Federación, 
no se configura como un factor o proporción susceptible 
de operaciones aritméticas que requieran precisión has-
ta diezmilésimos, sino como un indicador estadístico que 
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mide el cambio promedio en los precios de una canasta 
representativa de bienes y servicios, mediante la fórmula 
de Laspeyres y ponderadores fijos. Ello con el propósito de 
contrarrestar el impacto inflacionario en el valor adquisitivo 
de la moneda nacional para efectos de actualización de 
contribuciones y accesorios. En consecuencia, su cálculo 
no se sujeta a la condicionante del artículo 17-A, párrafo 
último, mencionado. (VI.3o.A.6 A (12a.))
S.J.F. XI Época. Libro 6. T. I. Volumen 1. 3er. T.C. del 6o. C., 
febrero 2026, p. 374

REVISIÓN DE ESCRITORIO O DE GABINETE. EN EL 
CÓMPUTO DEL PLAZO DE 12 MESES PARA CON-
CLUIR CON SU PRIMERA FASE, NO DEBE INCLUIRSE 
EL TÉRMINO CON QUE CUENTA LA PERSONA CON-
TRIBUYENTE PARA DESVIRTUAR EL OFICIO DE OB-
SERVACIONES O PARA CORREGIR SU SITUACIÓN 
FISCAL.- Hechos: Una persona moral promovió amparo 
directo contra la sentencia de una Sala Regional del Tribu-
nal Federal de Justicia Administrativa en la que reconoció 
la validez de una resolución determinante de un crédito 
fiscal emitida por la autoridad tributaria. Argumentó que la 
resolución era ilegal, pues las autoridades tributarias no 
concluyeron la revisión de gabinete dentro del plazo máxi-
mo de 12 meses previsto en el artículo 46-A del Código 
Fiscal de la Federación.

Criterio jurídico: En el cómputo del plazo de 12 meses para 
concluir la primera fase de la revisión de gabinete, previsto 
en el artículo 46-A, párrafo primero, del Código Fiscal de 
la Federación, no debe incluirse el término con que cuenta la 
persona contribuyente para desvirtuar el oficio de observa-
ciones o corregir su situación fiscal.
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Justificación: De la interpretación sistemática de los artícu-
los 46-A, párrafo primero y 48-A, fracción VI, párrafos prime-
ro y tercero, del Código Fiscal de la Federación, se advierte 
que en el plazo de 12 meses para que culmine la primera 
etapa de la revisión de gabinete no debe incluirse el término 
otorgado a la persona contribuyente para que pueda des-
virtuar el contenido del oficio de observaciones o para que 
corrija su situación fiscal, pues ambos son independientes.

Lo anterior es así ya que el plazo de 12 meses que pre-
vé el artículo 46-A, párrafo primero, debe interpretarse en 
el sentido de que está dirigido únicamente a la actuación 
de la autoridad hacendaria. Es decir, comprende desde el 
momento en que se requiere la información a la persona 
contribuyente y abarca hasta el momento en que se notifi-
ca el oficio de observaciones (en caso de existir irregulari-
dades), sin que deba integrarse a dicho plazo el lapso que 
tiene el sujeto pasivo para desestimar (incluso ofreciendo 
pruebas) el oficio de observaciones o, en su caso, para 
corregir su situación fiscal. (VI.3o.A.8 A (12a.))
S.J.F. XI Época. Libro 6. T. I. Volumen 1. 3er. T.C. del 6o. C., 
febrero 2026, p. 385

REVISIÓN DE ESCRITORIO O DE GABINETE. SE COM-
PONE DE LAS FASES DE VERIFICACIÓN DE LAS 
OBLIGACIONES TRIBUTARIAS Y DE DETERMINA-
CIÓN O LIQUIDACIÓN, CON PLAZOS MÁXIMOS PARA 
SU RESPECTIVA CULMINACIÓN.- Hechos: Una persona 
moral promovió amparo directo contra la sentencia de una 
Sala Regional del Tribunal Federal de Justicia Adminis-
trativa en la que reconoció la validez de una resolución 
determinante de un crédito fiscal emitida por la autoridad 
tributaria. Argumentó que la resolución era ilegal, pues las 
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autoridades tributarias no concluyeron la revisión de gabi-
nete dentro del plazo máximo de 12 meses previsto en el 
artículo 46-A del Código Fiscal de la Federación.

Criterio jurídico: La revisión de escritorio o gabinete previs-
ta en el Código Fiscal de la Federación se compone de las 
fases de verificación de las obligaciones tributarias y de 
determinación o liquidación, con plazos máximos e inde-
pendientes entre sí para su respectiva culminación.

Justificación: De la interpretación sistemática de los artícu-
los 42, fracción II, 46, 46-A, 48, 48-A, 52-A y 53 del Código 
Fiscal de la Federación, se advierte que la revisión de ga-
binete se divide en dos fases secuenciales y autónomas: I) 
La fase de verificación, en la que la autoridad hacendaria 
recopila la información y la analiza, la cual comienza con 
la notificación del requerimiento inicial y termina hasta la 
emisión y notificación del oficio de observaciones. Se con-
sidera cerrada cuando fenece el plazo dado a la persona 
contribuyente para que formule alegatos u ofrezca pruebas 
destinadas a desvirtuar los hechos y omisiones señalados 
en el oficio relativo. Al respecto, la autoridad debe culmi-
nar la verificación en un plazo no mayor a 12 meses, con 
las salvedades respectivas, máxime que ese término debe 
analizarse en virtud del momento en que se notifica el oficio 
de observaciones. II) La fase de determinación o liquida-
ción, que tiene como objetivo la valoración final del oficio 
de observaciones y de las pruebas y manifestaciones pre-
sentadas por el sujeto pasivo de la relación tributaria. Esta 
fase se entiende iniciada cuando vence el plazo para des-
estimar el mencionado oficio, concluyendo con la emisión 
y notificación de la resolución determinante, y debe con-
cluir en un plazo no mayor a 6 meses. Lo anterior, en la 
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inteligencia de que los plazos máximos entre las dos fases 
referidas son independientes entre sí. (VI.3o.A.7 A (12a.))
S.J.F. XI Época. Libro 6. T. I. Volumen 1. 3er. T.C. del 6o. C., 
febrero 2026, p. 387

PROTECCIÓN Y BIENESTAR ANIMAL. CONSTITU-
YE UNA MATERIA DE COMPETENCIA CONCURREN-
TE ENTRE LA SECRETARÍA DE MEDIO AMBIENTE, 
DESARROLLO SUSTENTABLE Y ORDENAMIENTO 
TERRITORIAL DEL GOBIERNO DEL ESTADO Y LOS 
AYUNTAMIENTOS (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE 
PUEBLA). (VI.3o.A.11 A (12a.))
S.J.F. XI Época. Libro 6. T. III. Volumen 1. 3er. T.C. del 6o. C., 
febrero 2026, p. 819

SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN AMPARO INDIRECTO. 
ES IMPROCEDENTE CONTRA LA CLAUSURA TEMPO-
RAL DE TANQUES Y MANGUERAS DE EXPENDIO DE 
GASOLINA IMPUESTA POR LA COMISIÓN REGULA-
DORA DE ENERGÍA POR INCUMPLIR EL PARÁMETRO 
“TEMP 50 %” DE LA NORMA OFICIAL MEXICANA NOM-
016-CRE-2016, “ESPECIFICACIONES DE CALIDAD DE 
LOS PETROLÍFEROS”. (VI.3o.A.12 A (12a.))
S.J.F. XI Época. Libro 6. T. III. Volumen 1. 3er. T.C. del 6o. C., 
febrero 2026, p. 834

PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA 
Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-SUR, 

CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO

VISITA DOMICILIARIA. LA PERSONA JUZGADORA 
DEBE ANALIZAR EL ACTUAR DE LOS VISITADORES 
CUANDO SE EXTRALIMITEN EN SUS FUNCIONES DU-



324� Tesis
Poder Judicial

Tribunal Federal de Justicia Administrativa
Revista Núm. 50, Abril 2026

RANTE SU DESARROLLO [ALCANCE DE LA JURIS-
PRUDENCIA 2a./J. 1/2015 (10a.)]. (PR.A.C.CS.1 A (12a.))
S.J.F. XI Época. Libro 6. T. III. Volumen 1. Pleno de la Región 
Centro-Sur, febrero 2026, p. 757
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Índice Alfabético de Jurisprudencias 
de Sala Superior

JUICIO contencioso administrativo federal. El pla-
zo de treinta días con el que cuenta un agente de 
la extinta Policía Federal para combatir la baja o 
destitución se computa a partir de que se resienten 
los efectos, con independencia de la notificación. 
IX-J-SS-160.................................................................� 7

JUICIO de resolución exclusiva de fondo. Los concep-
tos de impugnación aducidos en contra de las actuali-
zaciones y accesorios de las contribuciones omitidas, 
deben tenerse por no formulados. IX-J-SS-163............� 68

INMOVILIZACIÓN de cuentas bancarias. Exceder el 
plazo de tres días para notificar la inmovilización de 
cuentas al contribuyente previsto en el cuarto párrafo 
del artículo 156-Bis del Código Fiscal de la Federa-
ción no constituye una ilegalidad. IX-J-SS-161...........� 30

LEY Federal de Protección al Consumidor. La Nor-
ma Oficial Mexicana “NOM-247-SE-2021” prácticas 
comerciales-requisitos de la información comercial y 
la publicidad de bienes inmuebles destinados a casa 
habitación y elementos mínimos que deben contener 
los contratos relacionados, no transgrede el conte-
nido del artículo 73, de la referida ley y por tanto, 
respeta el principio de subordinación jerárquica. 
IX-J-SS-162.................................................................� 65
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LEY Federal de Procedimiento Contencioso Adminis-
trativo. Momento a partir del cual comienza el plazo 
con que cuenta la autoridad demandada para emitir 
la resolución en cumplimiento a la sentencia dictada 
en el juicio de nulidad. IX-J-2aS-99.............................� 71

JUICIO contencioso administrativo contra una reso-
lución emitida en cumplimiento de una sentencia de 
nulidad. El actor tiene la opción de interponer un nue-
vo juicio o bien la instancia de queja. IX-J-2aS-100....� 75

Índice Alfabético de Precedentes 
de Sala Superior

ACLARACIÓN de sentencia.- Resulta improcedente 
cuando se hace valer en relación con una sentencia 
interlocutoria. IX-P-2aS-657........................................� 265

ACTUALIZACIONES y recargos. Fecha en que de-
ben empezar a calcularse tratándose de créditos fis-
cales derivados de responsabilidades resarcitorias. 
IX-P-SS-501................................................................� 158

ACUSE de recibo de notificación electrónica. No se 
rige por los requisitos de debida circunstanciación. 
IX-P-2aS-633..............................................................� 201

CADUCIDAD prevista en el artículo 60 de la Ley Fe-
deral de Procedimiento Administrativo. Su naturaleza 
y efectos. IX-P-SS-507................................................� 188
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CAPITAL contable. Debe actualizarse conforme al ar-
tículo 17-A del Código Fiscal de la Federación, para 
establecer el valor real de una acción. IX-P-SS-499...� 79

COMPETENCIA material del Tribunal Federal de Jus-
ticia Administrativa, tratándose de una resolución ne-
gativa ficta. IX-P-SS-504..............................................� 180

CONFLICTO de competencia por razón de materia. 
Es improcedente cuando deriva de la determinación 
de reconducción de vía realizada en términos del ar-
tículo 58-19, fracción III, de la Ley Federal de Proce-
dimiento Contencioso Administrativo. IX-P-2aS-639…� 218

CONFLICTO de competencia por razón de materia. 
Las Salas Especializadas en Materia Ambiental y de 
Regulación, son incompetentes para conocer de los 
juicios contra resoluciones relativas al cumplimiento 
de obligaciones en materia de concesiones mineras. 
IX-P-2aS-656................................................................� 262

CONTRATOS celebrados con fundamento en la Ley 
de Navegación y Comercio Marítimos. La regulación de 
los ingresos que de ellos derivan dependen de su ob-
jeto y no de su denominación. IX-P-2aS-634...............� 203

FE de hechos notarial.- No es una prueba idónea para 
demostrar la localización del contribuyente en su do-
micilio fiscal. IX-P-2aS-637..........................................� 212

FIRMA electrónica avanzada. Se considera que el acto 
de autoridad la contiene cuando se indica expresamen-
te dicha circunstancia en el propio acto. IX-P-2aS-658...� 267
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IMPUESTO general de importación. Resulta ilegal la 
determinación de su base gravable cuando la auto-
ridad opta por determinar el valor de las mercancías 
con base en la consulta realizada a una página de 
internet y es omisa en certificar el contenido de la 
misma. IX-P-2aS-642..................................................� 227

IMPUESTO sobre la renta. Naturaleza y aplica-
ción de las directrices en materia de precios de 
transferencia emitidas por la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE). 
IX-P-SS-503..............................................................� 178

IMPUGNACIÓN de actos administrativos de carácter 
general. IX-P-2aS-638.................................................� 214

JUICIO contencioso administrativo. Procede en con-
tra del procedimiento administrativo de ejecución en 
el que la autoridad embargó la cartera de créditos, 
sin que sea exigible la existencia de una publicación 
de convocatoria de remate. IX-P-2aS-631..................� 195

LEY Federal de Procedimiento Contencioso Ad-
ministrativo. Procede el sobreseimiento del juicio 
cuando el actor no cumple con el requerimiento re-
lativo a recoger el formato de edictos y pagar las 
publicaciones respectivas, para emplazar al tercero 
interesado. IX-P-2aS-632..........................................� 198

LEY Federal para la Prevención e Identificación de 
Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, 
los procedimientos de verificación y de sanción en 
ella previstos son independientes, al igual que los 



330� Índices

Tribunal Federal de Justicia Administrativa
Revista Núm. 50, Abril 2026

plazos para la emisión de la resolución con la que 
cada uno culmina. IX-P-SS-508...................................�189

MENOR de edad. El juzgador debe advertir, de ofi-
cio, el momento procesal en que adquiere su mayo-
ría, a fin de notificarle personalmente el estado del 
proceso, equiparándose ello a un emplazamiento. 
IX-P-SS-506.................................................................�185

NEGATIVA ficta.- Si no se configura, se debe sobre-
seer el juicio. IX-P-SS-505...........................................�182

PENSIONES jubilatorias de las personas adultas ma-
yores.- Razón de su inembargabilidad. IX-P-SS-500..� 118

PRINCIPIO de inmediatez. Su cumplimiento tratán-
dose del procedimiento contemplado en el artículo 
150 de la Ley Aduanera. IX-P-2aS-644.......................� 230

PROCEDIMIENTO administrativo en materia aduane-
ra. No es necesaria la circunstanciación de la fecha de 
expedición del oficio u orden de verificación si inició con 
motivo del reconocimiento aduanero. IX-P-2aS-655.......� 259

PROCEDIMIENTO de verificación de origen. El realiza-
do a través de cuestionarios de verificación, no se limita 
a responder un listado de preguntas. IX-P-1aS-247........�192

RECONDUCCIÓN de vía establecida en el artícu-
lo 58-19, fracción III, de la Ley Federal de Procedi-
miento Contencioso Administrativo, obliga a la Sala 
Regional ordinaria a instruir el asunto enviado por la 
Sala Especializada. IX-P-2aS-640...............................�221
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RECURSO de revocación previsto en el Código Fis-
cal de la Federación. Es improcedente cuando la re-
solución recurrida es emitida en cumplimiento de una 
sentencia conforme al artículo 124, fracción II de di-
cho cuerpo normativo. IX-P-2aS-641..........................� 224

REGALÍAS. Lo son los pagos efectuados por el uso o 
goce temporal de un artefacto naval para cumplir fun-
ciones de apoyo en el agua al desarrollar actividades 
de exploración y explotación de recursos naturales. 
IX-P-2aS-635...............................................................� 205

RESPONSABILIDAD patrimonial del Estado. Para 
establecer el nexo de causalidad, el juzgador debe 
atender a criterios razonables, pudiendo incluso ha-
cer uso de sus facultades para mejor proveer, siem-
pre que respete el equilibrio procesal. IX-P-SS-502...� 174

ÚLTIMO párrafo del artículo 158 de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta vigente en 2015. Su correcta 
interpretación no implica un régimen de exención a 
los ingresos obtenidos por el arrendamiento de una 
plataforma petrolera destinada a la perforación.
IX-P-2aS-636...............................................................� 208

VALOR en aduana de vehículos usados de proce-
dencia extranjera. Resulta legal que la autoridad 
motive su resolución en los datos obtenidos de una 
página de internet. IX-P-2aS-645................................� 233

VEHÍCULOS usados. Determinación de la base gra-
vable del impuesto general de importación. 
IX-P-2aS-650...............................................................� 235
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Índice Alfabético de Criterios Aislados 
de Salas Regionales

FICHA de trámite 296/CFF, prevista en el Anexo 1-A 
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